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Resumen. 
 

 

Los delitos sexuales tienen como razón de ser la existencia del bien jurídico 

correspondiente a la autodeterminación sexual de cada individuo. Es por esto que todo 

aquel sujeto que haya visto vulnerada su integridad sexual y decide interponer una 

denuncia, se enfrenta a un proceso largo y doloroso, que en distintas ocasiones lo utiliza 

y lo hace partícipe, mientras que en otras lo invisibiliza.  

 

 

 

La fase de ejecución de sentencia, es una de las menos estudiadas, pero no por 

eso la menos importante. Constituye aquel momento, en el que se concreta lo resuelto 

por la autoridad competente, instante en el que toma sentido todo lo logrado a través del 

proceso penal.  

 

 

 

Al plantearse el tema de la participación de la víctima de delitos sexuales, 

durante la fase de ejecución de sentencia dentro del proceso penal costarricense, se parte 

de la  hipótesisde que tal  intervención de la víctima de delitos sexuales durante ésta 

etapa  es mínima y debería ser incrementada.  

 

 

 

Para poder determinar tal situación, se tuvo como objetivo general, analizar el 

tratamiento otorgado a la víctima de delitos sexuales, por parte de las diversas 

autoridades, tanto judiciales, como administrativas, durante la etapa de ejecución de 

sentencia dentro del sistema penal costarricense.Además de describir, dentro del marco 

de nuestra legislación, los cambios sufridos en la situación del sujeto pasivo del delito a 

partir de la entrada en vigencia del Código Procesal Penal de 1998, estudiando su 

situación actual y la participación en cada una de las etapas del proceso. Lo que se 

v 
 



 
 

pretendía era conseguir una visión más global, y mediante el criterio de diversos sujetos 

intervinientes a lo largo del proceso penal y con  mayor énfasis en la etapa de ejecución 

de sentencia, poder determinar la intervención o no de la víctima de delitos sexuales 

durante esta fase. Para, finalmente,  poder localizar sus deficiencias y aportar nuevas 

propuestas y soluciones.  

 

 

 

 Para lograr esto se siguió la siguiente metodología: 

 

Para elaspecto teórico de esta investigación, se recurrió a la doctrina y 

legislación existente sobre la materia, para lo cual se acudió a la información más 

actualizada posible. Así mismo, se contó con estadísticas de distintas instituciones como 

el caso de la Oficina de Atención y protección a la víctima del delito y del Ministerio 

Público. 

 

 

En cuanto al trabajo de campo, se realizaron entrevistas a los diferentes sujetos 

procesales intervinientes durante el proceso penal (jueces, defensores públicos, 

imputados, fiscales, víctimas y otras oficinas) para conocer la opinión de estos respecto 

a la participación de la víctima durante la etapa de ejecución de la sentencia. Así como 

determinar la dinámica que se vive en los Tribunales de nuestro país, día a día. 

 

 

 

Una vez concluido lo anteriormente descrito, fue posible corroborar la hipótesis 

inicialmente planteada, determinando que efectivamente se cuenta con una víctima de 

delitos sexuales, ausente durante la fase de ejecución de sentencia. Tal situación se debe 

a múltiples razones, siendo la primera de ellas lo discriminatorio de nuestra propia 

legislación, la cual garantiza la posibilidad de interponer cuestiones incidentales o el 

recurso de apelación únicamente a aquel sujeto que se haya constituido como 

querellante, lo que se traduce en un rechazo a la víctima que por alguna razón no se 

haya constituido como tal. También, fue posible determinar, que a la víctima como tal, 

se le encuentra vedado el derecho a la información, siendo prácticamente inexistente 

vi 
 



 
 

para aquellos órganos e instituciones, tanto judiciales como administrativas que 

intervienen durante la etapa de ejecución de sentencia.  De la misma manera, si ni 

siquiera hay un derecho a la información efectivo para todas las víctimas, mucho menos 

existe un recurso formal al que las mismas tengan acceso en caso de querer oponerse al 

otorgamiento de algún beneficio penitenciario al sentenciado. 

 

 

 

Quiere decir, entonces, que existe claramente una víctima a la que se le dan 

amplias garantías a lo largo del proceso, pero que una  vez concluido el juicio, la misma 

resulta invisibilizada, sin tener certeza de que la sentencia dictada llega a materializarse 

por completo.  
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Introducción. 
 

 

 

Los delitos sexuales. Un tema de difícil envergadura, que nos lleva a plantearnos 

distintas interrogantes a nivel  legal. Nos cuestionamos si será necesario que la víctima 

de delitos sexuales  sea un sujeto activo en el proceso penal. ¿No habrá sufrido ya una 

experiencia traumatizante para encima exponerla al tortuoso y largo proceso penal? ¿Es 

posible que tenga participación en todas las etapas procesales? Estas y otras preguntas 

son las que nos planteamos al momento de realizar la siguiente investigación.  

 

 

 

A lo largo de la historia procesal penal de nuestro país, la víctima ha visto su 

participación disminuida o fomentada, todo dependiendo de la regulación legal vigente. 

Se le otorga en la actualidad una participación activa en el proceso penal, con lo cual 

deja de ser espectadora para tener una participación dinámica dentro de este. A su vez, 

las mismas instituciones judiciales han fomentado la protección a la víctima de delitos 

sexuales, mediante políticas de no revictimización y la creación de oficinas 

especializadas en ello. No obstante, ¿se siguen todas esas  garantías durante todo el 

proceso penal? ¿Cuándo dejan de apoyar las instituciones judiciales a la víctima?, o por 

el contrario, ¿durante todas las etapas procesales nos encontramos con una víctima 

activa? Estas y otras interrogantes serán respondidas a lo largo del presente trabajo así 

como sugerencias a las deficiencias tanto legales como institucionales detectadas.  

 

 

 

Justificación del tema: El Derecho Penal es, sin lugar a dudas, una de las ramas 

más controversiales en el Derecho como disciplina, pues señala dos perspectivas 

antagónicas, el imputado de un delito y la víctima. En nuestro país, ha habido distintas 

normativas para regular los derechos de ambas partes durante un proceso penal. Sin 

embargo, a pesar de los muchos intentos, desde el año de 1998, se aplica en nuestro país 
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un nuevo código procesal penal, en el cual se le brinda a la víctima una mayor 

participación en el proceso. Esta situación en teoría, debería ser positiva; no obstante 

¿será así en todos los delitos? ¿Habrá delitos en los cuales será mejor que la víctima 

tenga una participación limitada? En definitiva, hay ciertos delitos en los cuales, se da 

una participación excesiva a dicha parte durante un proceso penal, donde, en lugar de 

hablar de un derecho a la defensa, podríamos entrar al campo de la revictimización. 

 

 

 

La revictimización, conocida también como “victimización secundaria”, es un 

gran reto para nuestro sistema judicial. Según Berenice Smith, se concibe tal fenómeno: 

“…como aquellos sufrimientos que a las víctimas, a los testigos y mayormente a los 

sujetos pasivos de un delito, les infieren las instituciones más o menos directamente 

encargadas de hacer justicia: policías, jueces, peritos, criminólogos, funcionarios de 

instituciones penitenciarias, etc”.1 

 

 

 

El fenómeno de la revictimización, se torna aún más preocupante en aquellas 

víctimas de delitos sexuales. Estos delitos se encargan de tutelar diversos bienes 

jurídicos como lo son la libertad sexual, la intimidad, la integridad física, emocional, la 

salud, entre otros. Ellos aún son más aberrantes en el caso de los menores de edad como 

víctimas. 

 

 

 

El interés de desarrollar este tema en el trabajo final de graduación, nace de 

algunas resoluciones estudiadas en el curso de Derecho procesal penal II. En dicha 

jurisprudencia, se vislumbra el dolor que debe enfrentar la víctima del ya mencionado 

 

1 SMITH BONILLA (Berenice) Revictimización un fenómeno invisibilizado en las instituciones, 
Heredia, Medicina Legal de Costa Rica, 2007, p.22. 
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ilícito. Ello hace surgir la inquietud sobre si en realidad es necesario hacer revivir a  este 

sujeto procesal su sufrimiento en  tan reiteradas situaciones. No obstante, a pesar de las 

medidas de las autoridades judiciales por disminuir la revictimización, surge la pregunta 

acerca de qué sucede con la víctima durante la etapa de ejecución de sentencia.  

 

 

 

La parte actora, se enfrenta a un continuo sufrimiento ya que debe revivir en las 

diversas etapas del proceso lo sucedido. Dicho sufrimiento inicia desde la denuncia, 

alargándose durante la investigación y de forma más evidente en las diversas pruebas 

periciales e interrogatorios, así como en el debate, durante el cual debe declarar en 

presencia del imputado. Tal situación, puede incluso hacer variar su declaración sobre 

los hechos en debate. 

 

 

 

Por lo anterior, surge el cuestionamiento acerca de si nuestra legislación es clara 

en cuanto a la protección de estas víctimas una vez finalizada la etapa de juico o de los 

posibles recursos. De una manera más preocupante, brota la interrogante de ¿cómo se 

puede valorar lo relativo a la protección de la víctima versus el derecho de defensa del 

imputado a estar presente en todos o casi todos los actos del proceso?  

 

 

 

Se incluye también la fuerte incógnita sobre ¿qué sucederá en aquellos casos en 

los que producto de una resolución recurrida, se anula todo el proceso y se reenvía la 

causa a un nuevo juicio? Es que acaso ¿será necesario y justo para la víctima relatar y 

revivir nuevamente dichos hechos? 

 

 

 

Por ende, se presume que la jurisprudencia no se ha pronunciado claramente 

sobre este tema. Incluso, se podría afirmar que no ha asumido verdaderamente una 

posición, así, se ve reflejado en la resolución número trescientos cincuenta y uno del 
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dos mil ocho del Tribunal de Casación Penal de Cartago. En este caso,  el tribunal a 

pesar de señalar la necesidad de evitar la revictimización, no asume una posición 

contundente. Ha señalado el Tribunal lo siguiente: 

 

 

(…) no implica que no se reconozca el dolor que padece la 

persona ofendida en estas circunstancias procesales, por lo cual 

deberá procurarse tomar una decisión articulada sobre si se 

prescinde o no de su testimonio, pero esta prerrogativa 

corresponde a las partes y no al Tribunal, quien está obligado a 

evacuar su testimonio en la medida de lo posible.2 

 

 

 

Es realmente increíble que, en ese caso, el tribunal no toma en cuenta el 

testimonio que la víctima proporcionó en una instancia anterior; no consideró, en 

ningún momento, lo traumático que debe ser el enfrentarse a repetidos interrogatorios, 

en diversas instancias. Además, le atribuyen la responsabilidad, de que su testimonio no 

sea tomado en cuenta por no querer rendirlo nuevamente.  

 

 

 

Sin embargo, la revictimización no se da solamente en el proceso judicial, sino 

que también en el ámbito social. Los medios de comunicación hacen pública una 

situación tan personal como es una violación. Asimismo, en muchas ocasiones dañan la 

imagen de la víctima, lo cual acrecienta el impacto psicológico de esta y de sus 

familiares. En la sociedad, se ve cuando el niño debe asistir a la escuela o al colegio y 

trata de llevar una vida lo “más normal posible”. Entonces ¿si esta es una situación tan 

difícil de enfrentar, no deberían  dar los tribunales el mejor trato posible? 

 

 

 
2 Voto número 351 del 2008 del Tribunal de casación de Cartago de las diecinueve horas veintidós 
minutos del veintiuno de noviembre de 2008. 
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Hasta el momento, se ha hablado sobre la situación de la víctima, pero ¿y  el 

imputado? ¿Tiene este también derechos procesales? ¿Cuáles derechos procesales deben 

privar, los de la víctima o los del sospechoso? ¿Debe prevalecer el derecho de defensa 

del encartado o el derecho a no revictimizarse a la víctima? Por otro lado, ¿a favor de la 

búsqueda de la verdad real es que se da la revictimización? O, al contrario, ¿es por una 

mala práctica de los Tribunales o poca capacitación de las autoridades que se da tal 

fenómeno? Al momento de posibles beneficios penitenciarios, ¿a quién se debe dar 

prioridad? ¿A la víctima o al imputado que descuenta la condena? 

 

 

 

Los problemas que se presentan a las víctimas de delitos sexuales durante el 

proceso penal son innumerables, pueden encontrarse desde atrasos judiciales, malos 

tratos, desinformación, entre otros. Y a pesar de las constantes quejas al respecto dadas 

tanto por los protagonistas, así como lo escrito en la doctrina; la situación para la parte 

ofendida no ha cambiado y sigue siendo denigrante y dolorosa, sin tomarse en cuenta, el 

interés superior del ofendido, el cual, en muchos casos, es un niño.  

 

 

 

Podemos inducir de lo anterior, que la víctima de  delitos sexuales presenta una 

participación activa durante el proceso penal, de ahí que devienen sus inconfundibles 

incomodidades hacia el sistema judicial y por qué no, la revictimización. Pero una vez 

que se encuentre en firme la sentencia, la víctima es desechada y solo tomada en cuenta 

en términos utilitaristas, como para algún estudio criminológico, entre otras ¿No es 

injusto que sea desechada en la fase culminante del proceso penal? O ¿es para 

protegerla y evitar la revictimización tratada a lo largo de este ensayo? Son 

precisamente esa y otras interrogantes las que se pretenden analizar y exponer  en 

nuestro trabajo final de graduación. Lo anterior permite ofrecer  una posible solución 

para el tratamiento de los ya mencionados delitos en un determinado sector de la 

sociedad, los menores de edad y las mujeres. Sin embargo, ese aporte sería también para 

la Universidad de Costa Rica, una investigación novedosa, ya que sobre este tema, no se 

ha escrito aún en los trabajos finales de graduación y la doctrina es sumamente escaza, 

por no decir que inexistente. 
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Hipótesis: La participación de la víctima de delitos sexuales durante la etapa de 

ejecución en Costa Rica es mínima y debería ser incrementada.  

 

 

 

Objetivos: 

 

 

Objetivo general. 

 

Analizar el tratamiento por parte de las autoridades judiciales a la víctima de 

delitos sexuales, durante la etapa de ejecución de sentencia dentro del sistema penal 

costarricense.  

 

 

 

Objetivos específicos. 

 

1. Describir la situación de la víctima de los delitos sexuales, antes de la reforma 

del Código Procesal Penal de 1998.  

 

2. Estudiar la situación actual y la participación  de la víctima de delitos sexuales 

en el sistema judicial costarricense.  

 

3. Investigar la opinión con respecto a la participación de la víctima de delitos 

sexuales durante la fase de ejecución de la pena por los diferentes agentes procesales 

que intervienen durante esta fase.  

 

4. Aportar soluciones y cambios en el sistema judicial costarricense que 

permitan fomentar la participación de la víctima de delitos sexuales durante la fase de 

ejecución. 
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Metodología: Los delitos sexuales, son un tema que ha inspirado numerosas y 

bastas investigaciones. No obstante, en cuanto a la participación de la víctima en la fase 

de ejecución de sentencia no se ha realizado tesis alguna en nuestra alma mater.  

 

 

 

Por ende, nuestro trabajo pretende contribuir a la práctica jurídica, brindando 

información pertinente sobre las aristas en el tema, así como soluciones factibles a la 

realidad actual en los tribunales. Es por lo anterior, que nuestra investigación incluirá, 

tanto aspectos teóricos descritos en la doctrina, así como una investigación de campo.  

 

 

 

El aspecto teórico de nuestra investigación, se fundamentará en varias 

herramientas que nos marcaran las pautas sociales, psicológicas y jurídicas en cuanto a 

la participación de la víctima en delitos sexuales. El uso de la doctrina, al igual que en 

toda investigación, es imprescindible; pues es de suma importancia señalar lo que se ha 

escrito sobre el tema, utilizando la información más actual que nos sea posible. 

 

 

 

 Así mismo, pretendemos contar con estadísticas de distintas instituciones como 

el caso de la Fundación Paniamor, la Fundación ser y crecer, INAMU, así como del OIJ, 

en cuanto a las distintas agresiones sexuales que se dan en nuestro país cada año.    

 

 

 

En cuanto al trabajo de campo, se realizarán entrevistas a los diferentes sujetos 

procesales intervinientes durante el proceso penal (jueces, defensores públicos, 

imputados, fiscales, víctimas y otras oficinas) para conocer la opinión de estos respecto 

a la participación de la víctima durante la etapa de ejecución de la pena. Así como 

determinar la dinámica que se vive en los Tribunales de nuestro país, día a día sobre el 

tema que nos atañe.  

 

7 
 



 

No obstante, a pesar de haber enumerado las principales fuentes de información 

a las cuales pensamos recurrir para la realización de nuestro Trabajo Final de 

Graduación; es importante recalcar, que no pretendemos limitarnos a las aquí 

mencionadas, sino al contrario, utilizar todas aquellas herramientas que surjan al 

momento de nuestra investigación y aprovecharlas al máximo, para así alcanzar el 

mejor resultado que nos sea posible obtener.  

 

 

 

Desarrollo de capítulos: El trabajo cuenta con dos Títulos y seis Capítulos. 

Iniciando con la sección I, llamada conceptualización, donde se realizará un análisis 

sobre los principales tipos legales contemplados en el Código Penal en materia de 

delitos sexuales, a saber: violación, estupro y abusos deshonestos. Por ser estos 

considerados, como la base del articulado que prohíben  las ultranzas sexuales.  

 

 

 

Posteriormente, en la Sección segunda,  se continuará analizando la posición de 

la víctima en general a los largo de los años. Las principales regulaciones en nuestro 

país, así como las oficinas vigentes en la actualidad que buscan la protección y atención 

a las víctimas; culminando con un tema sumamente controversial en el ámbito de delitos 

sexuales, el cual es la revictimización.  

 

 

 

Corresponde analizar a la víctima de delitos sexuales, en específico, en la 

sección III de nuestro trabajo, haciendo una distinción entre los efectos y consecuencias 

en los cuales se encuentra la parte ofendida de acuerdo con elementos como la edad y el 

género.  

 

 

 

Una vez analizadas cuestiones de fondo con respecto a la víctima de delitos 

sexuales, se proseguirá analizando las diferentes etapas del proceso penal en relación 
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con la víctima del delito que nos atañe. Iniciamos en la sección I, estudiando la 

denuncia. ¿Cómo se interpone?, ¿quién la interpone?, ¿ante cuál órgano?, entre otros 

aspectos relevantes. Además, los tipos de acciones en los cuales se puede contemplar el 

delito sexual, que se ve prácticamente determinado por la edad del ofendido. Se 

expondrán las distintas figuras jurídicas que pueden ir acompañadas con la denuncia 

como lo son la querella y la acción civil.  

 

 

 

Lo concerniente a la fase de Instrucción, lo expondremos en la sección II. Esta 

es una etapa primordial en un proceso penal, por ser aquella en donde se realiza la 

investigación que definirá en gran medida el resultado del proceso. No obstante es aquí 

donde nos enfrentamos con un arma de doble filo, pues lo correcto es que la víctima 

participe en la mayor medida en la recopilación de pruebas; sin embargo, una 

participación muy extensa del sujeto ofendido puede recaer en la temible 

revictimización.  

 

 

 

En la sección tercera se desplegará sobre el proceso intermedio y sus 

correspondientes figuras jurídicas, como lo son: el sobreseimiento, la audiencia 

preliminar y, además, la participación de la víctima en esta fase procesal. 

 

 

 

La sección cuarta es crucial, pues en ella se analizará todo lo concerniente al 

debate. Esta fase es de suma importancia para el imputado y la víctima pues es donde se 

concretan las pretensiones de ambas partes involucradas en el proceso. Se expondrán los 

principios que deben regir en el juicio, así como el desarrollo de la audiencia y, 

finalmente, con el papel de la víctima durante el juicio. 
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El capítulo IV, se encuentra íntimamente relacionado con la sección cuarta, pues 

es ahí donde se analizará la sentencia, la importancia de su motivación, los distintos 

sistemas de valoración de la prueba y, finalmente, los tipos de sentencias que se pueden 

emitir por el Tribunal de juicio.  

 

 

 

Los medios de impugnación son vitales en la práctica legal, pues es a través de 

ellos que se materializa el derecho de las partes procesales de expresar su 

disconformidad con la sentencia dictada. Se estudiarán los principales medios 

impugnativos, a saber: recurso de apelación, recurso de casación y el procedimiento de 

revisión.  

 

 

 

Lo expuesto en los anteriores cuatro capítulos es lo que comprende el marco 

teórico de la investigación y sirve para darle sentido e hilaridad al trabajo; pero son los 

capítulos V y VI, los de real importancia, porque es donde se desarrolla el tema 

principal del trabajo de investigación, el cual es la fase de ejecución y la participación 

de la víctima de delitos sexuales. 

 

 

 

En el capítulo V, se realizará un recuento de los principales sujetos intervinientes 

en la etapa de ejecución de la sentencia penal. Expondremos de forma separada el papel 

que desempeña el Tribunal de Ejecución de la Pena, el Querellante, el Ministerio 

Público, el sentenciado y su abogado defensor y los órganos encargados de la 

administración penitenciaria. A su vez, haciendo uso de la normativa vigente y a la 

doctrina existente, haremos una descripción de las distintas penas y beneficios 

penitenciarios que puede gozar el sentenciado.   
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El tema más importante, el que le da vida al trabajo, está desarrollado en el 

capítulo VI. Para la explanación de dicho tema, se efectuó un arduo trabajo de campo, 

entrevistando a distintos sujetos que intervienen a lo largo del proceso penal, como lo 

son: jueces, defensores, fiscales, víctimas y oficinas especializadas, ello con el fin de 

determinar cuál es el pensar de cada uno con respecto a la posible participación de la 

víctima durante el proceso penal.  

 

 

 

Para finalizar dicha introducción, es importante aclarar al lector, que la idea de 

este trabajo nace como una preocupación que nos surgió en cuanto a la situación de la 

víctima de delitos sexuales, pues la parte ofendida no sólo se enfrenta a una experiencia 

traumática, sino que debe afrontar a un proceso penal tan complejo como lo han 

regulado los legisladores. A partir de lo anterior, se cuestiona ¿qué sucede con la 

víctima después de terminado el juicio y se hayan resueltos los posibles recursos?, ¿es 

olvidada?, pues por el hecho de terminar un proceso penal en busca de justicia y 

resarcimiento, no por ello la víctima deja de ser víctima. Esta cuestión es la que 

pretende establecer durante el trabajo y en la medida de lo posible concienciar al lector 

sobre este tema tan delicado.  
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TÍTULO I 

 

LOS DELITOS SEXUALES EN LA 

LEGISLACIÓN COSTARRICENSE. 
 

 

Capítulo I 

Marco Teórico- Histórico 
 

SECCIÓN I. CONCEPTUALIZACIÓN 
 

 

A. CONCEPTO  

 

Los delitos sexuales, se encuentran contemplados en el Libro II, Título III, 

sección primera de nuestro Código Penal, donde se describe y sanciona lo 

correspondiente a los delitos de Violación, Estupro y Abusos deshonestos.  

 

 

 

No obstante, de primera mano,  es primordial realizar una precisión 

terminológica de algunos conceptos, que nos van a permitir comprender la temática en 

estudio de una manera más amplia y completa. 
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Todo delito sexual, tiene como elemento esencial la Violencia, que se define 

como: “…cualquier acto con el que se obliga a alguien, ilegítimamente y contra su 

deseo, a hacer, omitir o sufrir que otro haga algo”.3 

 

 

 

Por lo tanto, la Violencia sexual es aquella que ejerce una persona sobre otra, 

mediante una actividad sexual. Es una manifestación de poder que asesina 

prácticamente, la voluntad de la víctima, de tal forma que la objetiviza. Ese poder se 

ejerce a través de diversas formas, desde el uso de la fuerza física, la intimidación y las 

amenazas, hasta la manipulación de los sentimientos de la víctima hacia su agresor.4 

 

 

 

Todo acto de violencia sexual, nos va a permitir encuadrar la conducta del sujeto 

activo dentro de lo que nuestra normativa penal sustantiva determina como Delitos 

Sexuales, los cuales corresponden a aquellos actos delictivos que violentan un 

determinado tipo de bien jurídico tutelado, el cual corresponde a la libertad sexual y es 

además el Código Penal vigente, quien así los contempla con dicha nomenclatura.5  

 

 

 

 

 

 

 

3  Ure (Ernesto) Los delitos de violación y estupro. Argentina, Editorial IDEAS, 1952,  18 p.  

4 Kuylen Alpízar, M (Marie). La víctima de los delitos sexuales en el proceso penal y el agresor en el 
sistema de penas: análisis género sensitivo, Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura 
en Derecho, Facultad de Derecho, Universidad de Costa Rica, 1994, pp 64 y 65. 

5Burgos Mata (Álvaro),  La víctima en los delitos sexuales. Revista de Ciencias Jurídicas, San José, No 
85, Setiembre de 1997, p 13. 
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B.CLASIFICACIÓN DE LOS DELITOS SEXUALES EN CÓDIGO 

PENAL COSTARRICENSE  

 

 

El Código Penal del ordenamiento jurídico costarricense, tipifica tres tipos base 

de delitos sexuales, a saber: violación, estupro y abusos deshonestos. 

 

 

 

B.1.Delito de Violación 

 

La doctrina ha definido la violación, como “el acceso carnal realizado en contra 

de la voluntad de la víctima”.6  

 

 

 

 B.1.1. Análisis del tipo  

 

Artículo 156. Violación. Será sancionado con pena de 

prisión de diez a dieciséis años, quien se haga acceder o tenga 

acceso carnal por vía oral, anal o vaginal, con una persona de 

uno u otro sexo, en los siguientes casos:   

1) Cuando la víctima sea menor de trece años. 

2) Cuando se aproveche de la vulnerabilidad de la 

víctima o esta se encuentre incapacitada para resistir. 

3) Cuando se use la violencia corporal o intimidación.   

La misma pena se impondrá si la acción consiste en 

introducirle a la víctima uno o varios dedos, objetos o animales, 

por la vía vaginal o anal, o en obligarla a que se los introduzca 

ella misma.7 

 
6Ver (Burgos Mata Álvaro),  op. cit., p 14. 
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 a. Tipo sistemático 

 

 

El numeral 156 es conocido como el tipo base. El cual contiene los fundamentos 

para considerar la conducta como prohibida y por ende, sancionar a los infractores.  

 

 

 

 

 1. Verbo típico 

 

En el delito de violación, el verbo corresponde a “tener acceso carnal”. No 

obstante, para que tenga un sentido lógico, el verbo debe de analizarse con los 

elementos accesorios del tipo, así se tendrá una idea clara de la conducta que el 

legislador quiso prohibir.  

 

 

 

La doctrina entiende por Acceso Carnal, como “aquella penetración sexual, sin 

importar si ella tiene lugar por vía normal (vaginal) o anormal (anal); o bien si se 

introdujo de forma completa o incompleta”.8 

 

 

 

En esta línea, nuestra jurisprudencia, define este concepto de forma similar, 

señalando: se entiende el acceso carnal: “…como la introducción del órgano sexual 

masculino en el cuerpo de la víctima, tanto por vía vaginal como anal. Con la expresión 

 
7 Código Penal, ley No 4573 de 15 de noviembre de 1970, San José, Investigaciones Jurídicas, 23º Ed, 
preparada por el Lic. Ulises Zúñiga Morales, 2009, art 156.  
 
8 Llobet Rodríguez (Javier) Comentarios del Código Penal de Costa Rica, Buenos Aires, Editorial, 
Abeledo- Perrot 13º Ed, 1199, 45 p.  
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de acceso carnal de este delito cabe la penetración parcial del órgano genital 

masculino”.9 

 

 

 

2. Sujeto activo y sujeto pasivo 

 

El sujeto activo, es quien realiza la acción que le permite infringir determinada 

conducta. En el caso del tipo de violación, es  indeterminado. 

 

 

 

Por otro lado, gran parte de la doctrina ha interpretado que tácitamente los tipos 

penales de violación, establecen que el sujeto activo únicamente puede ser el hombre; 

esto por considerarse que quien perpetrará el delito de violación es “el que” tuviere 

acceso carnal.10  

 

 

 

Al contrario, se considerará como sujeto pasivo, aquella persona que sea el 

titular del bien jurídico afectado, en cuyo caso será la víctima. En el tipo penal, se 

establece que será “aquel que se haga” en cuyo caso sería acceder; también, se habla de 

persona menor de trece años o que se encuentre incapacitada para resistirse. De igual 

forma, aquel que se encuentre coaccionado a través de violencia física o intimidación.  

 

 

 

 

 

 
9 TRIBUNAL SUPERIOR SEGUNDO PENAL, sección 2º, resolución  Nº176 de las 15:25 horas del 
07 de setiembre de 1992.  
 
10 Maricruz Goñi (Díaz) y Blanco García (Belioth), Análisis metodológico de los tipos penales con 
aplicación a los delitos sexuales, Tesis por optar al grado de Licenciatura en Derecho, Facultad de 
Derecho de la  Universidad de Costa Rica, 1997, 128 p.  
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3. Elementos accesorios  

 

Los elementos accesorios del tipo son, como bien lo dice su denominación, 

accesorios al núcleo o verbo del tipo penal. Son términos que permiten una descripción 

útil para encausar la acción, tanto para delimitarla, como para establecer una dirección, 

evidenciado de esta forma, una conducta prohibida por el ordenamiento jurídico.  

 

 

 

Del numeral 156 del Código Penal, se desprenden 4 clases de elementos 

normativos, los cuales son: 

 

 

 

3.1. VÍCTIMA SEA MENOR DE TRECE AÑOS 

 

En el caso del menor de trece años, se considera que es víctima de violación, si 

se tiene acceso carnal con él o mediante la introducción de objetos por orificio natural. 

Se estima delito aún y cuando medie consentimiento del menor, ello porque el 

legislador ha razonado que una persona menor de trece años posee un alto grado de 

inmadurez, de tal forma que no puede comprender a cabalidad las repercusiones de un 

acto sexual, situación por la cual, no puede consentir en la unión carnal.  

 

 

 

3.2. CUANDO SE APROVECHE DE LA VULNERABILIDAD DE LA VÍCTIMA 

O ESTA SE ENCUENTRE INCAPACITADA PARA RESISTIR 

 

En esta definición, el legislador pretendió anticipar la situación de impedimento 

por parte de la víctima. Se considera que es un elemento de modo, pues hace referencia 

a la forma de realización de la acción típica.   
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La Sala Tercera en sentencia Nº 326 de las 9:32 horas del 2 de abril de 2004, 

establece que el estado de indefensión no hace alusión exclusiva a factores físicos, sino 

que también a circunstancias psicológicas y morales de la víctima.11  

 

 

 

La incapacidad física es a consecuencia de defectos o estados de tipo corporal 

como parálisis, ausencia de miembros motores, debilidad extrema, etc. Para Francisco 

Castillo se incluye también como causa de esta incapacidad, el miedo que paralice a la 

víctima.12 

 

 

 

Al respecto, la Sala Tercera en sentencia Nº 617 de las 9:48 horas del 21 de 

mayo de 1999, manifiesta que no en toda ocasión la víctima tendrá una resistencia seria 

y constante, pues se deben valorar otras circunstancias, como el grado de intimidación 

que el victimario ejerza sobre la parte ofendida. Pues en dicho caso, el tribunal valora 

que:  

 

…una adolescente campesina, de sólo dieciséis años, poco 

ilustrada, sola en el rancho en que vive, a una hora a pie del 

vecino más cercano, sus parientes ocupados en labores de 

campo en un sitio alejado, cuando, sin que lo espere, se 

presenta un hombre fuerte que la requiere y acosa sexualmente. 

Negar que sintiera miedo, que se vio intimidada, es negar la 

lógica y la experiencia. El grado de intimidación necesario para 

quebrar la voluntad de una persona, depende de muchos 

factores que deben ser analizados y considerados en cada caso. 

El temor puede depender de las circunstancia del momento en 

que se presenta el factor que lo desencadena. Como puede 

 
11 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, en sentencia Nº 326 de las 9:32 
horas del 2 de abril de 2004.  
 
12Ver (GOÑI DÍAZ MARICRUZ Y BLANCO BELIOTH), op. cit, p 111.  
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depender también de la personalidad, del estado de ánimo, y 

hasta de la fortaleza espiritual y de la cultura de la persona 

asustada”. 13(Lo subrayado no es del original). 

 

 

 

Del extracto anterior de la sentencia, se concluye que basta con que la víctima se 

sienta intimidada por el victimario y que la resistencia puede no ser constante, sin que 

ello implique que esté de acuerdo en el acto de naturaleza sexual. 

 

 

 

Por otro lado, en cuanto a los factores psicológicos, se refiere a la enfermedad 

mental que priva a la persona de la capacidad de auto determinarse. Esta incapacidad 

hace que la aquiescencia de la víctima carezca de validez jurídica, pues se considera que 

la persona ofendida no puede entender el significado y la trascendencia de los hechos.14 

 

 

 

No obstante, es importante recalcar que no toda incapacidad psíquica es 

producto de una enfermedad mental. Pues existen otros factores que pueden 

desencadenar esta situación, tales como  drogas, bebidas alcohólicas y otras sustancias 

que anulen o disminuyan la capacidad mental de la víctima. 

 

 

  

 

 

 

 
13 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, en sentencia Nº 617 de las 
9:48 horas del 21 de mayo de 1999. 
 
14 Ver (MARICRUZ GOÑI DÍAZ Y BELIOTH BLANCO), op. cit, p114.  
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3.3. CUANDO SE USE LA VIOLENCIA CORPORAL 

 

El legislador en el tipo penal, exige la presencia de violencia, es decir que exista 

una coacción brutal sobre la integridad física de la víctima.  

 

 

 

En el diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, se define violencia como: 

“…el empleo de la fuerza para arrancar el consentimiento. Ejecución forzosa de algo 

(…) coacción, para que haga aquello que no quiere, o se abstenga de lo que sin ello se 

querría o se podría hacer”.15 Por ende, en la disciplina del Derecho Penal, se establece 

como  elemento de violencia tanto la fuerza física como la moral.  

 

 

 

Por su parte, la violencia corporal (llamada por los romanos Vis Corpore illata) 

se distingue de la violencia sobre las personas. La primera recae sobre el cuerpo de la 

víctima, la segunda sobre terceros. Esta última tiene importancia en la medida en que 

produzca un efecto intimidatorio.16 Siendo la violencia corporal o Vis absoluta, la que 

se ejerce sobre las víctimas de delitos sexuales.  

 

 

 

La Vis absoluta implica el dominio total del cuerpo del atacado por el autor. 

Debe de tratarse de violencia anterior o concomitante al acceso carnal y estar en 

relación de medio a fin con el coito.17  

 

 
15 Cabanellas (Guillermo) Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Argentina, Editorial, Eliasta, 21º 
Ed, 1993, p 389. 
 
16 Burgos Mata (Álvaro) Derecho Penal Especial, San José,  Editorial, UNED, 1996, p 153. 
 
17 Ver (ÁLVARO BURGOS MATA), op. cit, p153.  
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La doctrina ha logrado determinar elementos básicos para saber con certeza 

cuándo nos encontramos frente a un caso de violencia física, como elementos esencial 

del delito de violación. Dichos elementos son: 

 

 

1-Que la violencia se haga recaer sobre el sujeto pasivo del 

delito. 

 

2-Que la fuerza ejercida por el violador sea suficiente para 

vencer la  resistencia de la víctima. 

 

3-Que la resistencia del sujeto pasivo sea seria y constante.18  

 

 

 

No obstante, es necesario hacer la advertencia de que, si bien es cierto que estos 

elementos sirven de guía para determinar la violencia, ello no implica que deben ser 

considerados como una lista taxativa, pues en cada caso de violación las víctimas son 

distintas y por ende reaccionarán de forma incomparable, adaptándose así, a las 

circunstancias que rodea el delito.  

 

 

 

En cuanto al punto 3, sobre la resistencia del sujeto pasivo sea seria y constante, 

la Jurisprudencia ha considerado que, en determinados casos, la víctima teme por su 

vida, situación por la cual, no se enfrenta cuerpo contra cuerpo con sus atacantes; estas 

circunstancias los tribunales nacionales las consideran absolutamente normales y no por 

ello se desmerita la posible existencia de abuso sexual.  

 

 

 

 

 
18 Ver (MARICRUZ GOÑI DÍAZ Y BELIOTH BLANCO), op. cit, p120.  
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3.4. INTIMIDACIÓN 

 

Es un elemento que se encuentra íntimamente ligado con la violencia, sin 

embargo, la intimidación se manifiesta en el campo moral de la víctima. Para algunos se 

define como una “amenaza” que merma la voluntad del sujeto pasivo.  

 

 

 

El Derecho Penal, estima que es una afectación al estado psicológico de la 

víctima. Produciendo sensaciones de temor, inseguridad, las cuales influyen de forma 

directa en la libertad emocional de una persona.  

 

 

 

Al respecto, la doctrina, considera que para ser considerada como una amenaza, 

debe cumplir con los siguientes requisitos: 

 

 

• Real: implica que el amenazado considera que existe una posibilidad real 

y próxima a que el mal se ejecute. El uso de armas, puede ser considerado como 

un factor determinante para influenciar el discernimiento de la víctima en cuanto a 

las potenciales consecuencias.  

 

 

 

• Posible: debe ser una amenaza seria, en el cuanto haga presuponer a la 

víctima, que el agresor puede llevar a cabo tal amenaza. Es fundamental, que la 

víctima crea que la realización del mal es posible y que el agresor posee el 

comportamiento para llevarlo a cabo. 
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• Inminente: implica que se puede llevar a cabo en cualquier momento sin 

importar factores externos. Se considera como un anuncio a la víctima de las 

acciones venideras.  

 

 

 

En cuanto a la intimidación, los Tribunales costarricenses determinan que: 

 

 

…la intimidación que exige la ley no es una y abstracta, sino 

relativa a las circunstancias objetivas y subjetivas en que 

sobrevenga el hecho. Lo determinante para que adquiera o no esa 

calidad es su idoneidad para reducir la eventual oposición de la 

víctima. En consecuencia, esa calidad deberá ser apreciada en 

relación a las condiciones personales del ofensor y ofendida, así 

como a las condiciones del medio material y humano en que tiene 

lugar la escena. No es lo mismo la intimidación que se ejerce 

sobre un niño que sobre un adulto, o la practicada en un paraje 

desolado que en uno que ofrece posibilidades de ayuda, o bien la 

amenaza física que profiere alguien que tiene dificultad para 

llevarla a cabo que quien dispone de las facilidades necesarias 

para hacerlo. En fin, tratándose de un menor como el sujeto 

pasivo en este asunto, que confiesa tenerle miedo al encausado, 

ciertamente la amenaza de que procedería en caso de oposición a 

lesionarlo a él y a su familia, reviste la gravedad suficiente para 

que el perjudicado deponga cualquier actitud defensiva, como en 

efecto sucedió. Ello independientemente de que le fuera exhibida o 

no una arma (que incluso pudo estar oculta o ser simulada), 

puesto que no resultaba necesario para otorgar carácter 

intimidante al dicho del encartado, bastando la mera advertencia 

para que el menor, conducido a la fuerza a un predio solitario, 

sucumbiera sin resistencia ante la lascividad de su agresor.19 

 

23 
 

                                                           



 

4. Bien jurídico tutelado  

 

De acuerdo con la lectura del artículo, se puede definir que lo que lo que el 

ordenamiento jurídico costarricense intenta proteger es la “Libertad sexual” de todo 

sujeto de derecho.  

 

 

 

Se considera que toda persona, independientemente de su profesión o situación 

social, al ser un sujeto dotado de derechos por parte del Estado, es libre de decidir lo 

que desea o no hacer. Aún más, cuando incluye su integridad física y moral. Así se ha 

referido el Tribunal Penal de Pérez Zeledón, en la sentencia Nº 168, donde manifiesta 

que “La violación es el más grave de los delitos sexuales, pues no solo es un atentado a 

la libertad sexual, sino que constituye una ofensa al pudor de la víctima, a su seguridad, 

a su tranquilidad e incluso a su integridad física y moral”20. 

 

 

 

B.2. Delito De Estupro 

 

El delito de estupro, se encuentra regulado en el artículo 159 del Código Penal, 

el cual consiste en: “…sancionar a aquella persona que tenga relaciones sexuales con un 

menor de edad, que presenta una longevidad comprendida entre los trece y quince años, 

aun cuando medie consentimiento alguno por parte del menor”.  

 

 

 

ARTÍCULO 159.-Será sancionado con pena de prisión 

de dos a seis años, quien aprovechándose de la edad, se haga 

 

19 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Resolución Nº 343, San José, a las 
nueve horas treinta minutos del catorce de junio de mil novecientos noventa y cinco. 

20 TRIBUNAL PENAL SUPERIOR DE PÉREZ ZELEDÓN. Resolución Nº 168 de las 10:55 horas  
del 16 de agosto de 1988. 
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acceder o tenga acceso carnal con una persona de uno u otro 

sexo, mayor de trece años y menor de quince años, por la vía 

oral, anal o vaginal, con su consentimiento. 

 

Igual pena se impondrá si la acción consiste en la 

introducción de uno o varios dedos, objetos o animales por la 

vía vaginal o anal 

 

La pena será de cuatro a diez años de prisión cuando la 

víctima sea mayor de trece años y menor de dieciocho años, y el 

agente tenga respecto de esta la condición de ascendiente, tío, 

tía, hermano o hermana consanguíneos o afines, tutor o 

guardador”.21 

 

 

 

1. Verbo Típico  

 

Al igual que el artículo de violación anteriormente analizado, en el caso del 

delito de Estupro se considera que el verbo sería “el que tuviere acceso carnal”. 

 

 

 

2. Sujeto activo y sujeto pasivo 

 

En el tipo penal de estupro, el sujeto activo es indeterminado, puede ser tanto 

hombre como mujer, no hay una diferenciación de género por parte del legislador.  

 

 

 

 
21Código Penal, artículo 159.  
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Respecto al sujeto pasivo u objeto de material, en este caso coinciden, 

corresponde a  aquel menor de edad con el cual se tiene acceso carnal, cuya edad está 

comprendida entre los de trece y quince años.  

 

 

 

Este límite de edad responde al supuesto general de que las mujeres muy jóvenes 

y recatadas por su desarrollo psíquico-emocional y físico, y por su inexperiencia sexual, 

no tienen una adecuada aptitud para poder resistir las actividades maliciosas 

encaminadas a obtener su consentimiento sexual.22  

 

 

 

3. Elementos accesorios 

 

Los elementos accesorios son aquellos que acompañan al verbo del tipo penal 

para darle sentido, ya sea demarcando, explicando o delimitando la acción prohibida del 

mismo. 

 

 

 

En el caso del tipo penal de Estupro, posee un elemento accesorio de modo, que 

permite determinar la forma en que se lleva a cabo el ilícito; en cuyo caso se estaría 

hablando del “consentimiento”.  

 

 

 

Cuando un bien jurídico está rodeado de muchas garantías por el Derecho, pero 

se da el consentimiento de quien válidamente puede darlo, esa acción es legalmente 

 
22 Ver (MARICRUZ GOÑI DÍAZ Y BELIOTH BLANCO), op. cit, p157.  
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típica pero justificada por el consentimiento.23 Excluyendo así, el carácter ilícito de la 

conducta.  

 

 

 

No obstante, para que dicho consentimiento no genere un acto ilícito, debe ser 

otorgado por una persona capaz, a la cual la ley faculta que en pleno goce de sus 

facultades puede trasmitir derechos. 

 

 

 

En el caso de estupro no es así. Pues el legislador considera que una persona 

mayor de trece y menor de quince años, por su edad, no posee pleno conocimiento de lo 

que implica una relación sexual o de sus posibles repercusiones. Esta es la razón por la 

cual, aunque el acceso carnal medie con su consentimiento, no por ello la acción deja de 

ser antijurídica.  

 

 

 

Aunado a la incapacidad de la persona menor, entre los trece y quince años, se 

encuentra el posible engaño del cual puede ser objeto por parte del victimario, quien  

podría valerse de seducción, promesas y otros medios para viciar el consentimiento de 

la víctima. Por ende, se puede concluir que el sujeto pasivo del tipo penal de Estupro, no 

se encuentra en capacidades para consentir el acceso carnal.  

 

 

 

4. Bien jurídico tutelado  

 

Al leer el artículo 159 del Código Penal, se interpreta que el legislador pretendió 

tutelar la “ingenuidad o inexperiencia sexual” pues se delimita la edad de la víctima 

 
23 Vargas Chacón (María Gabriela) El delito de estupro: un análisis de tipo. Tesis para optar por el grado 
de Licenciatura, Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1991, p 27.  
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para el tipo penal de estupro. No obstante, ¿qué sucedería en caso de que la víctima no 

es inexperta sexualmente hablando? 

 

 

 

Al respecto, la Sala Tercera manifiesta:  

 

 Aun cuando en efecto se establece que en esta clase de ilícito el 

bien jurídico a tutelar o proteger lo es la inexperiencia sexual 

de la víctima, esto no significa, siguiendo el razonamiento que 

expone la defensa en su recurso, que las personas que por 

alguna razón en particular han mantenido relaciones sexuales 

en otra oportunidad, previo al cumplimiento de los doce años de 

edad  o después de estos pero antes de los quince años (por 

ejemplo, como consecuencia de una violación), no puedan ser 

protegidas de este delito, en el tanto ya tuvieron una experiencia 

sexual, aun cuando fuera contra su voluntad.  En realidad, con 

el establecimiento de este tipo penal, llámese “relación sexual 

con persona menor de edad” o “estupro”, lo que se pretende 

proteger es una situación de vulnerabilidad de las personas que 

se encuentran en esta edad y que se deriva, como ya se ha 

indicado, de la inexperiencia sexual que ostentan por 

encontrarse entre los doce años cumplidos y los quince años no 

cumplidos. Ahora, si bien han alcanzado un nivel de desarrollo 

importante en este momento para actuar y vincularse con el 

mundo que les rodea, resulta que no cuentan aun con la 

capacidad o madurez fisiológica y psicológica suficiente para 

poder decidir libremente sobre todos los aspectos de su vida, en 

especial sobre su sexualidad.  Lo que se pretende evitar, en 

consecuencia, es que su libertad sexual se vulnere mientras se 

encuentren en esta fase de su desarrollo, en virtud de que no 

han alcanzado la madurez fisiológica y psicológica suficiente 

para poder actuar de manera consciente y libre en este 

ámbito.  No en vano indica la doctrina que “(...)la ilicitud no 
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proviene ya de la ausencia de un consentimiento válido de la 

víctima, sino, precisamente, de la experiencia de un 

consentimiento insuficiente para borrar esta ilicitud, por haber 

sido prestado por una víctima que la ley reputa desconocedora 

de las consecuencias del acto. En este sentido, el ataque a la 

reserva sexual configurada como libertad de permitir el acceso 

a quien se desea es muy relativo; más bien el interés protegido 

es el de la honestidad en el aspecto de la normalidad temporal 

del trato sexual: se castiga un acceso carnal cuya ilicitud se 

fundamenta en la temprana edad y la inexperiencia de la 

víctima”.24 (lo subrayado no es del original). 

 

 

 

B.3. Abusos Deshonestos 

 

El tipo penal del delito de abusos deshonestos, se encuentra contemplado en los 

numerales 161 y 162 del Código Penal, que indican: 

 

 

 

Artículo 161.-  

Será sancionado con pena de prisión de tres a ocho 

años, quien, de manera abusiva, realice actos con fines sexuales 

contra una persona menor de edad o incapaz o la obligue a 

realizarlos al agente, a sí misma o a otra persona, siempre que 

no constituya delito de violación.  

La pena será de cuatro a diez años de prisión cuando:  

1) La persona ofendida sea menor de trece años.  

24 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.  Resolución Nº 976. San José, a las 
once horas veinte minutos del trece de agosto de dos mil cuatro.  
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2) El autor se aproveche de la vulnerabilidad de la 

persona ofendida, o esta se encuentre incapacitada para resistir 

o se utilice violencia corporal o intimidación.  

3) El autor sea ascendiente, descendiente, hermana o 

hermano de la víctima.  

4) El autor sea tío, tía, sobrina, sobrino, prima o primo 

de la víctima.  

5) El autor sea madrastra, padrastro, hermanastra o 

hermanastro de la víctima.  

6) El autor sea tutor o encargado de la educación, 

guarda o custodia de la víctima.  

7) El autor realice la conducta contra alguno de los 

parientes de su cónyuge o conviviente, indicados en los incisos 

3) y 4) anteriores.  

8) El autor se prevalezca de su relación de confianza con 

la víctima o su familia, medie o no relación de parentesco. 25 

 

 

Artículo 162.-  

Si los abusos descritos en el artículo anterior se cometen 

contra una persona mayor de edad, la pena será de dos a cuatro 

años de prisión.  

La pena será de tres a seis años de prisión cuando:  

1) El autor se aproveche de la vulnerabilidad de la 

persona ofendida, o esta se encuentre incapacitada para resistir 

o se utilice violencia corporal o intimidación.  

2) El autor sea ascendiente, descendiente, hermana o 

hermano de la víctima.  

3) El autor sea tío, tía, sobrina, sobrino, prima o primo 

de la víctima.  

4) El autor sea madrastra, padrastro, hermanastra o 

hermanastro de la víctima.  

 
25 Código Penal, artículo 161. 
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5) El autor sea el tutor o el encargado de la educación, 

guarda o custodia de la víctima.  

6) El autor realice la conducta contra alguno de los 

parientes de su cónyuge o conviviente, indicados en los incisos 

3) y 4) anteriores.  

7) El autor se prevalezca de su relación de confianza con 

la víctima o su familia, medie o no relación de parentesco.26 

 

 

 

A raíz de la lectura de los dos artículos anteriores, se desprende que el delito de 

“Abusos deshonestos” radica en penar aquellas actuaciones de índole sexual que se 

cometen de forma abusiva contra otra persona, sin que ello llegue a constituir 

propiamente el delito de violación, contemplado en el numeral 156 del Código Penal.  

 

 

 

No obstante, el código realiza una importante distinción. Pues en el numeral 161 

se sancionan los “abusos sexuales contra personas menores e incapaces” y en el numeral 

162, en cuanto a los “abusos sexuales contra las personas mayores de edad”. 

Diferenciación que es fundamental al momento de fijar la pena correspondiente a cada 

caso.   

 

 

 

1. Verbo típico 

 

El verbo se encuentra en el numeral 161, pues como se puede apreciar 

anteriormente, el artículo 162 es colateral al 161, porque contempla únicamente las 

circunstancias agravantes del primero en el caso de mayores de edad.  

 

 
26 Código Penal, artículo 162. 
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Ahora bien, el verbo o la acción que le da sentido a este tipo penal es el de 

“abusar”. Que implica usar de forma, excesiva, injusta, impropia o indebidamente una 

cosa.27 

 

 

 

Por lo tanto, el abuso deshonesto consiste en hacer uso abusivo, utilizar a alguien 

en forma extralimitada en el plano sexual, a través de comportamientos o actividades 

deshonestas, libidinosas, distintas al acceso carnal, donde se afecte primordialmente la 

libre disposición sexual del propio cuerpo.28  

 

 

 

2. Sujeto activo y sujeto pasivo 

 

En ambos numerales, 161 y 162, el sujeto activo es considerado indeterminado, 

pues en dichos artículos el código los menciona como “el que”. Por consiguiente puede 

ser cualquier persona, ya sea hombre o mujer quien realice el tipo penal y por ende, no 

son necesarias características personales o especiales para su ejecución. 

 

 

 

No obstante, en cuanto al sujeto pasivo, la situación cambia. Pues dichos 

numerales se encuentran contemplados para distintos sujetos. 

 

 

 
27Cabanellas (Guillermo) Diccionario de Derecho Usual. .  Buenos Aires, Editorial, Heliastra, 9º edición,  
1976, p 30. 
 
28 Befeler (Daniel) El delito de abusos deshonestos. El tipo, la víctima y el agresor: comparación con el 
tipo de violación. Tesis por optar al grado de Licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho de la 
Universidad de Costa Rica, 1995, p 4.  
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En el numeral 161, el sujeto pasivo corresponde a los menores de edad e 

incapaces. Por su parte, en el artículo 162, el sujeto pasivo, hace referencia a las 

personas mayores de edad.  

 

 

 

3. Elementos accesorios  

 

Los elementos accesorios, como hemos desarrollada anteriormente, son aquellos 

que les da sentido al verbo típico.   

 

 

 

En el caso del numeral 161, se desprenden distintos elementos accesorios, los 

cuales son:  

 

• El que realice actos con fines sexuales contra una persona menor de 

edad o incapaz, o la obligue a realizarlos al agente, a sí misma o a otra persona.  

 

• Cuando el ofendido sea menor de trece años. El autor se aproveche de 

la vulnerabilidad de la persona ofendida, o esta se encuentre incapacitada para 

resistir o se utilice violencia corporal o intimidación.  

 

• El autor sea familiar: ascendiente, descendiente, hermana (o),  tío (a), 

sobrino (a), primo (a) de la víctima. (*)1. 

 

• El autor sea tutor o encargado de la educación, guarda o crianza de la 

víctima. 

 

• El autor realice la conducta contra alguno de los parientes de su 

cónyuge o conviviente, identificados anteriormente como sus parientes.29 

 

 
29 SUPRA. Ver inciso que se encuentra con asterisco uno (*)1. 
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Por otro lado, el numeral 162 presenta elementos accesorios que a pesar de ser 

similares a los anteriores no son los mismos: 

 

• El autor se aproveche de la vulnerabilidad de la persona ofendida o, 

esta se encuentre incapacitada para resistir o se utilice violencia corporal o 

intimidación.  

 

•  El autor sea ascendiente, descendiente, hermana (o), tío (o), sobrina 

(o), prima (o), madrastra, padrastro, hermanastra (o) de la víctima. (*)2 

 

• El autor sea el tutor o el encargado de la educación, guarda o custodia 

de la víctima.  

 

• El autor realice la conducta contra alguno de los parientes de su 

cónyuge o conviviente.30  

 

• El autor se prevalezca de su relación de confianza con la víctima o su 

familia, medie o no relación de parentesco. 

 
 

 

En cuanto al factor de parentesco, la jurisprudencia de nuestro país ha sido clara 

en declarar que tanto ese elemento como la intimidación, se deben analizar por 

separado, pues uno no implica al otro. Así se manifiesta en el voto Nº 57 de la Sala 

Tercera:  

 

El parentesco en sí mismo que vincula a los 

protagonistas del hecho punible, no es razón suficiente para dar 

por sentado que existe intimidación o violencia física, así: “...Se 

ha discutido si el temor reverencial, cuando median relaciones 

de parentesco o dependencia, es suficiente por sí mismo, para 

que el hecho deba tenerse por cometido mediante 

 
30 SUPRA. Ver inciso con asterisco dos (*)2 
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intimidación.  Con evidente error se ha creído ver algunas de 

las agravantes previstas en el artículo 122 el reconocimiento 

legal de que en tales casos existe una situación de violencia 

moral; pero esas relaciones o condiciones personales no son 

elementos de la violación, sino circunstancias que la 

califican...” (FONTAN BALESTRA , Carlos. Derecho Penal. 

Parte Especial. Buenos Aires, Abeledo Perrot, 8° edición, 1978, 

p. 173).  En este mismo sentido, se ha indicado que: “ ...la 

jurisprudencia ha entendido que no constituye intimidación el 

respeto y la obediencia que el descendiente debe al ascendiente 

que aprovecha éste para violarlo; necesitándose la amenaza 

grave e inminente para que el hecho configure el delito, pues, 

por ser la violación cometida por los ascendientes una 

agravante de la figura simple, no puede ser considerado aquel 

elemento como constitutivo de la misma..." (LOPEZ BOLADO, 

Jorge Daniel.  Violación, Estupro, Abuso Deshonesto.  Buenos 

Aires, Lerner, 1971, p. 54).     Teniendo claro ese presupuesto y 

admitiendo entonces que la violencia moral no puede 

presumirse ni extraerse a priori de las relaciones filiales, 

entonces debe examinarse exhaustivamente cada caso concreto 

a fin de determinar si se ha dado o no la intimidación, hurgando 

no solo en el marco de hechos probados sino en la sentencia 

como un todo, sin que ello implique una nueva ponderación 

probatoria, puesto que la valoración y decisión del a 

quo permanece incólume. Si admitimos entonces, que en 1995, 

T.M.B., tenía más de doce años de edad cuando fue víctima de 

abuso sexual por su padre Juan Carlos Mata Cedeño; quien no 

consta concluyentemente ejerció sobre ella violencia física para 

perpetrar el delito,  sin embargo –pese a que en ejercicio de su 

derecho, la víctima se abstuvo de declarar en el contradictorio- 

la madre de ésta y testigo presencial L.B.M. depuso: “...A la 

hija que manoseó es a T. que en esa época tenía doce años.  Yo 

lo que vi fue que él le tenía la boca tapada con la mano y con la 

otra la tocaba, yo lo vi cuando le tenía la mano en la vagina de 
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ella, yo entré y le dije que cómo se le ocurría, idiota, estúpido y 

comenzamos a pelear a las tres de la mañana.  Yo me imagino 

que T. estaba despierta, luego yo le pregunté a ella y me dijo 

que eso había pasado varías veces pero que él la amenazaba 

siempre.” (Ver folios 241, líneas 22 a 28 y 242, líneas 1 y 2 de 

la sentencia. El énfasis no es del original).  Diáfanamente, de lo 

insertado en lo conducente, se infiere que aún cuando la 

ofendida fuese mayor de doce años edad, la conducta del agente 

es típica puesto que actuó ejerciendo violencia moral contra la 

menor, elemento descriptivo y jurídico previsto en los numerales 

156 y 161 del Código Penal que estaban vigentes al momento de 

los hechos.  Por ende se cumplen los requisitos de tipicidad, 

culpabilidad y antijuridicidad que constituyen el delito 

acusado”.31 

 

 

 

4. Bien jurídico tutelado  

 

Al igual que en los tipos penales de violación y estupro, en el caso de abusos 

deshonestos, la ley pretende proteger la libertad sexual de la víctima, pues, a pesar de la 

no realización del acceso carnal, ello no disminuye la importancia de la trasgresión de 

índole sexual.  Más aún, cuando dichos actos sean cometidos en contra de personas 

menores de edad, quienes no poseen plena conciencia de las implicaciones de los actos 

sexuales. Sumándole a lo anterior, el accionar sin el consentimiento de la víctima, lo 

cual incide, en la mayoría de los casos, en problemas psicológicos.  

 

 

 

31 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, en sentencia Nº 57 de las 09:30 del 
15 de febrero del 2003.  
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SECCIÓN SEGUNDA: LA VÍCTIMA DEL DELITO Y EL 

PROCESO DE VICTIMIZACIÓN 
 

 

A. NOCIONES  GENERALES 

 

Desde la antigüedad, a lo largo de la historia del Derecho Penal, se ha 

considerado a la víctima del delito, es decir de aquel sujeto que se ha visto afectado 

directamente, ya sea en su integridad física, moral o patrimonial. Coincidiendo bajo este 

contexto un sujeto activo y uno pasivo del delito. 

 

 

 

En el escenario del Derecho Penal, se encuentran diversos intervinientes, y es la 

víctima del hecho punible el mayor protagonista. Esta situación no ha sido siempre de 

esta manera, sino que se ha visto enfrentada a diversas etapas, que van desde un control 

o dominio absoluto de la víctima, hasta llegar incluso a una posición secundaria o de 

abandono, pero a estos acontecimientos se hará referencia posteriormente. 

 

 

 

El hecho de que la víctima no conozca sus derechos, o no reciba el 

asesoramiento o la atención jurídica adecuada,  adoptando más bien  un trato que le hace 

profundizar el daño sufrido con el delito, implica que el verdadero rol de los operadores 

judiciales se disfraza, generando más bien en este sujeto agraviado una situación de 

desamparo, temor e inseguridad que no contribuyen a otra cosa que a reafirmar o a 

mantener constante un estigma sobre la víctima.  

 

 

B. CONCEPTO 

 

Para abordar de forma satisfactoria el papel de la víctima a lo largo del presente 

trabajo, es indispensable aclarar lo que se entiende por “víctima” desde distintas 
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perspectivas, es decir, a partir de una concepción etiológica, doctrinaria, criminológica, 

legislativa y jurisprudencial.  

 

 

 

La palabra víctima proviene del latín “victima”, y con ello hace referencia a la 

persona o animal sacrificado o que se destine para sacrificio.32  

 

 

 

Por su parte, el Diccionario de la Real Academia Española, retoma la definición 

anterior y además dice: “que es una persona que se expone u ofrece a un grave riesgo 

en obsequio de otra”. No obstante, amplía el término, haciendo referencia a  aquellas 

“personas que padecen un daño por culpa ajena o por causa fortuita”; así como  a las 

que “mueren por culpa ajena o por accidente fortuito”.33    

 

 

 

La Enciclopedia Jurídica  Omeba, la define como: “…la persona que sufre un 

daño por culpa ajena o por caso fortuito, entendiéndose por daño, el detrimento, 

menoscabo, lesión o perjuicio que de cualquier modo se provoca”.34  

 

 

 

 
32 Zamora Grant (José) Derecho Victima. La víctima en el nuevos sistema penal mexicano, México, 2º 
Ed, 2009, p 35.  
 
Extraído  de : 
http://books.google.co.cr/books?id=f1YZVCiEg5gC&printsec=frontcover&dq=victima&source=bl&ots=
wpv4_u8eV&sig=scbHvEWwts3FlIukRfq3pdmomI&hl=en&sa=X&ei=kWQQUKP9G4bwmAWgooD4
DQ&redir_esc=y#v=onepage&q=victima&f=false.  
 
33 Diccionario en línea de la Real Academia. Extraído de: http://lema.rae.es/drae/ 
 
34 Ver (ZAMORA GRANT JOSÉ), op. cit, p35. 
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Por su parte, el autor Mendelsohn, amplía la definición al dogmatizar que “…es 

la personalidad del individuo o de la colectividad en la medida en que está afectada por 

las consecuencias sociales de sufrimiento, determinado por factores de origen muy 

diverso, físico, psíquico, económico, político o social, así como el ambiente natural o 

técnico”.35  

 

 

 

Fabiola Andrea Haro, define a la víctima como aquella o aquellas personas que 

“individual o colectivamente hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, 

sufrimiento emocional, pérdida financiera, o menoscabo sustancial de sus derechos 

fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación 

penal”. 36 

 

 

 

Desde la óptica legislativa, se enfoca desde dos puntos. Ya sea el concepto de 

víctima otorgado por parte de las Naciones Unidas así como la definición propia de la 

legislación costarricense. 

 

 

 

En la “Declaración sobre principios fundamentales de justicia para las víctimas 

de delitos y del abuso del poder” de las Naciones Unidas, adoptada por la Asamblea 

General mediante la resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985, se define a la 

víctima de delitos como: 

 

 

1. aquellas personas que individual o colectivamente, hayan sufrido daños, 

inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o 

 
35 Ver (ZAMORA GRANT JOSÉ), op. cit, p 36. 
 
36 Haro Rodríguez (Fabiola) Prácticas en el proceso judicial y victimización secundaria. En: Victimología 
7. Estudios sobre victimización. Córdoba, Grupo Editor. 1º Ed, 2006, p 30. 
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menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de 

acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados 

miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder. 2. Podrá considerarse 

"víctima" a una persona, con arreglo a la presente Declaración, 

independientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al 

perpetrador e independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y la 

víctima. En la expresión "víctima" se incluye además, en su caso, a los 

familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima 

directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la 

víctima en peligro o para prevenir la victimización.   

 

 

 

Como se puede apreciar, la definición dada por las Naciones Unidas expone una 

concepción bastante amplia de lo que se debe entender como víctima, la cual se 

complementa con la redacción del numeral 70 del Código Procesal Penal de Costa 

Rica.37 En la cual hace una descripción a través de varios incisos sobre las posibles 

personas que se pueden considerar víctimas, concepto que se vino a ampliar, mediante 

la entrada en vigencia de la ley 8720 del año 2009. 

 

 

 

El término de víctima, a menudo, suele ser asociado con vocablos como “sujeto 

pasivo”, “ofendido” o “perjudicado”. No obstante, es importante recalcar que en 

 
37 Código Procesal Penal, ley Nº 7594 de  1998, San José, Investigaciones Jurídicas SA, 14º Ed, 
preparado por el Lic. Ulises Zúñiga Morales, 2010,  Artículo 70.- Víctimas.  
Serán consideradas víctimas:  
a) La persona directamente ofendida por el delito.  
b) El cónyuge, la persona conviviente con más de dos años de vida en común, el hijo o la hija, la madre y 
el padre adoptivos, los parientes dentro del tercer grado de consanguinidad o el segundo de afinidad y el 
heredero declarado judicialmente, en los delitos cuyo resultado sea la muerte del ofendido.  
c) Las personas socias, asociadas o miembros, respecto de los delitos que afecten a una persona jurídica, 
cometidos por quienes la dirigen, administran o controlan.  
d) Las asociaciones, fundaciones y otros entes que tengan carácter registral, en los delitos que afecten 
intereses colectivos o difusos, siempre que el objeto de la agrupación se vincule directamente con esos 
intereses. 
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algunos casos es erróneo emplear dichas palabras como sinónimos, pues el concepto de 

“sujeto pasivo o agraviado” – términos que se suelen usar como equivalentes- se hacen 

coincidir generalmente con el terminó doctrinal del sujeto pasivo, reservando al vocablo 

“perjudicado” para los terceros que soportan las consecuencias perjudiciales más o 

menos discretas del hecho típico, cuya relevancia se conecta con el ámbito de la 

responsabilidad civil ex delicto.38  

 

 

 

Continuando con un orden lógico de ideas, la jurisprudencia, tiende a restringir 

aún más el juego de palabras anteriormente expresando, arguyendo que “ el concepto de 

víctima es más amplio que el del sujeto pasivo al punto que todo sujeto pasivo es 

víctima (artículo 80 inciso a) del Código Procesal Penal) pero no toda víctima es sujeto 

pasivo (artículo 70 incisos b), c) y d) del Código Procesal Penal). 39 

 

 

 

Por consiguiente, realizando una correcta adaptación de la doctrina como de la 

jurisprudencia sobre la palabra “víctima”, el sinónimo correcto para referirnos a este, 

sería la denominación de “sujeto pasivo”. 

 

 

 

 

 

 

 
38 Ferreiro Baamonde (Xulio) La víctima del proceso penal. Madrid, Editorial,  LA LEY-ACTUALIDAD 
S.A, 1ºedic, 2005, p35. 
 
Extraído de: 
http://books.google.co.cr/books?id=2pu0MUwzHeQC&printsec=frontcover&dq=victima&source=bl&ots
=h9kp8qYQTm&sig=xL4h_zqBOtGZ9L89zc5YhntkGCs&hl=en&sa=X&ei=kWQQUKP9G4bwmAWg
ooD4DQ&redir_esc=y#v=onepage&q=victima&f=false 
 
39 TRIBUNAL DE CASACIÓN PENAL. Segundo Circuito Judicial de San José. Resolución Nº 1377 a 
las ocho horas cuarenta minutos del veintitrés de noviembre del dos mil diez. 
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C. EVOLUCIÓN HISTÓRICA 

 

En sociedades antiguas, la victima mantenía una posición primordial. 

Predominaba, entonces, un sistema en donde el sujeto pasivo del delito tenía la 

posibilidad de tomar la justicia por sus propias manos, así lo manifiesta el autor José 

Luis Cambronero, quien establece:“…inicialmente dichos conflictos fueron resueltos 

por medio de la venganza privada, tomando la victima la justicia por su propia mano 

en forma arbitraria e ilimitada”.40  

 

 

 

Con el paso del tiempo la situación cambia. Se genera un nuevo sistema, el cual 

consiste en limitar esta venganza privada, añadiéndole ahora un elemento de 

proporcionalidad al aplicar la pena. Es decir, retribuimos un mal con un mal igual, a 

esto es a lo conocemos como LEY DEL TALIÓN, vigente en el Código de Hamurabbi 

y en la ley de las doce Tablas. De esta manera, lo indica Carlos Arias Núñez al referir 

que: “…la arbitrariedad e ilimitación fueron el fruto de la venganza, modo en que las 

sociedades primitivas resolvieron sus conflictos de índole penal, llegando luego, y 

siempre por la vía de la venganza privada a la proporcionalidad, al fijar la retribución 

del mal con un mal igual”.41  

 

 

 

De la misma forma, se instaura  un sistema basado en el reemplazo o cambio de 

la pena por una retribución en dinero pagado a la víctima o en su defecto a su familia, 

tal procedimiento se conocía como la “compensación”. 

 

 
40 Issa El Kjoury (Herry)  Victima y proceso penal Costarricense. Antología: José Luis Cambronero 
Delgado. Hacia el Fortalecimiento de la víctima en el sistema penal costarricense. San José, Escuela 
Judicial, 2000, p 113 
 
41 Arias Núñez (Carlos) y Jiménez Vásquez (Carlos) La víctima en el proceso Penal costarricense. En: 
Reflexiones sobre el nuevo proceso penal. San José, Imprenta y Litografía Mundo Gráfico S.A, 1996, p 
217. 
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Con el sistema acusatorio, el protagonismo de la víctima toma aún más fuerza en 

la antigua Grecia, cuando el sujeto pasivo tenía el derecho de promover y mantener la 

acusación ante una instancia judicial, teniendo en sus manos el ejercicio de la acción 

penal.42 

 

 

 

En la época de la inquisición, durante la edad media, surge una nueva conciencia 

a nivel Estatal. Asume el Estado una nueva posición, en donde se percata de que el 

delito no solo lesiona  intereses individuales, sino que  al verse afectada la convivencia 

en sociedad, hay una vulneración de intereses colectivos. Esta es la razón por la cual, no 

debe la víctima tener el control del proceso, sino que este poder debe ser trasladado.  

 

 

 

Por lo tanto el escenario cambia completamente, asume el Estado el ejercicio de 

la acción penal, iniciando una interacción Estado –imputado; convirtiéndose el sujeto 

pasivo en un simple objeto del proceso, en un mero espectador o testigo del hecho 

delictivo.  

 

 

 

Al no ser suficiente esta situación, con la llegada de la Revolución Francesa y el 

surgimiento del Estado como una institución, es que se crea el Ministerio Público. Este 

instituto, permite al Estado asumir por completo el monopolio de la acción penal, 

obstaculizando al sujeto pasivo cualquier otra actuación que no fuera el reclamo de la 

reparación del daño sufrido por medio de la acción civil. 

 

 

 

No fue nuestro país ajeno a esta situación, pues El Código de Procedimientos 

Penales de 1910 permitía a cualquier ciudadano de la República poner en conocimiento 

 
42 Ver (ISSA EL KJOURY HERRY) op. cit. p114. 
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al juez de la comisión de un hecho delictivo, pudiendo esta persona mantener la 

acusación. En 1975, la situación cambia, debido a que el Código de procedimientos 

penales, elimina la facultad que poseían los ciudadanos y le otorga al Ministerio Público 

el monopolio de la acción penal, de la misma manera en la que sucedió en Europa.43 Tal 

política pretendía mantener al sujeto pasivo al margen de una situación que se 

consideraba exclusiva del Estado. 

 

 

 

En la década de los ochenta se empieza a experimentar una nueva situación. 

Surge un extraño interés por la situación de una víctima, de la cual ya prácticamente no 

se escuchaba hablar. Se manifiesta una ansiedad por ampliar sus derechos en el proceso, 

y por la reparación del daño causado en el delito; son las causas de este renovado interés 

por el ofendido, principalmente, el fracaso del tratamiento resocializador y el gran auge 

de la victimología como ciencia independiente. La víctima llega a ocupar un lugar 

destacado en la  discusión del sistema penal y de la política criminal, lo que ha sido 

llamado por Albin Eser como el “renacimiento de la víctima en el procedimiento 

penal”.44 

 

 

 

Una de las mayores preocupaciones de este “renacimiento” de la víctima, radica 

en que tal situación en lugar de darle mayores garantías a este sujeto que ha visto 

vulnerados sus derechos, devenga más bien en un debilitamiento de las garantías 

otorgadas al imputado, o incluso el hecho de que al otorgarle mayor protagonismo se le 

someta a un proceso aún más tortuoso que el delito mismo. 

 

 

 

 
43 Ver (Arias Núñez Carlos y Jiménez Vásquez Carlos)  op. cit., p 218. 
 
44 Ver (ISSA EL KJOURY HERRY) op cit., p 114 
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D. LA VÍCTIMA EN EL  PROCESO PENAL COSTARRICENSE: 

REGULACIÓN  

 

 

En el apartado anterior, se realizó un breve recuento en relación con la 

intervención de la víctima a lo largo del proceso penal. Se dejó claro, que nuestro país 

no permaneció ajeno a esas transformaciones. Se observó una evolución que iba de un 

protagonismo prácticamente absoluto, pasando a un plano secundario, hasta retomar 

nuevamente una posición privilegiada.  

 

 

 

En la historia del sistema jurídico penal costarricense, la víctima ha variado en 

importancia y ha tomado distintas posiciones, pasando por distintas etapas: primero se 

constituyó como uno de los sujetos principales de la persecución penal, para luego 

convertirse en un simple testigo instrumental del que se vale el Ministerio Publico y, 

finalmente retomar protagonismo. Costa Rica no ha sido ajena a estas variantes y en sus 

estructuras jurídicas ha plasmado orientaciones dogmáticas. 

  

 

 

Tal situación se ve reflejada a través de las reformas realizadas a nivel del 

ordenamiento jurídico, las cuales se hacen evidente en:  

 

 Código de procedimientos Penales 1910. 

 Código de procedimientos Penales 1973. 

 Código Procesal Penal 1998. 
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D.1. La Víctima en el Código de Procedimientos Penales de 1910 

 

Promulgado mediante decreto legislativo Nº 51 del 3 de agosto de ese año, 

reconoció el derecho del ofendido de ejercer facultativamente la acción penal.45 Este 

instrumento legal, le proporcionada a cada uno de los ciudadanos de la República, la 

posibilidad de accionar ante el juez penal en nombre de la colectividad. A pesar de esta 

facultad, el Ministerio Público mantenía la obligación de llevar a cabo la acción penal, 

aún en aquellos casos en los cuales ningún ciudadano ejerciera esa facultad. 

 

 

 

El Código costarricense de procedimientos penales de 1910, permitía a cualquier 

ciudadano poner en conocimiento del juez la noticia criminis y a mantener la acusación, 

sin perjuicio de la intervención de la procuraduría, que era el órgano estatal encargado 

de la acusación penal (….) Fue un código de tinte acusatorio en cuanto al ejercicio de la 

acción penal. 46 

 

 

 

Esta posibilidad de ejercer la acción penal, le venía dada a cada ciudadano a 

efectos  de mantener y tutelar los intereses colectivos, incluso más que un interés 

individual. Se contaba con la existencia de un derecho de defensa por parte del 

imputado, lo que conllevaba a que necesariamente existiera un sujeto pasivo a quien era 

necesario otorgarle el derecho de acusar. Pero el hecho de que se contara con un 

acusador particular, no quería decir que el Ministerio Público no participaba en tanto, su 

accionar podía ser individual o en conjunto con éste.  

 

 

 

El artículo 2 y 5 de dicho cuerpo normativa así lo sugería: 

 
45 Ver (SANCHO GONZÁLEZ MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., p 49.  
 
46 Ver (ARIAS NÚÑEZ CARLOS Y JIMÉNEZ VÁSQUEZ CARLOS) op. cit., p 219.  
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Articulo 2. La acción penal es pública o privada y tiene 

por objeto la represión y el castigo de los delincuentes. La 

primera se ejerce en nombre de la sociedad, respecto de todo 

delito que deba perseguirse de oficio; la segunda corresponde 

solo a la persona ofendida, y si ella se hallare imposibilitada 

para su ejercicio; en razón de la edad u otro motivo, a quien 

para tal efecto legalmente representado. 

 

Articulo 5. Las acciones que nacen de un delito o 

cuasidelito, puede ejercerse junta o separadamente.47 

 

 

 

Si bien este Código otorgaba una mayor participación a la víctima, facilitando  

la posibilidad de presentar una querella privada, estableciendo a la vez una limitación, 

en tanto, para poder acceder a esta debía depositar una especie de fianza que le 

garantizara no tramitar denuncias infundadas.  

 

 

 

Al mismo tiempo de que se le proporcionaba al sujeto pasivo la posibilidad de 

instaurar y poner en marcha la persecución de la acción penal, también se le otorgaba 

la facilidad de desistir de ella. Además, a pesar de que no fuera el particular quien diera 

inicio al proceso, tal situación no equivalía a una renuncia de dicha acción en el tanto, 

podía acudir al proceso en cualquier momento, con la salvedad de que tomaría el 

proceso en el estado en que se encontrara. Aunado a estos elementos, mantenía el 

derecho a que se le otorgara una indemnización por el daño sufrido y a pesar de que la 

acción penal no surtiera efecto por sí misma, mantenía la posibilidad de acudir a la vía 

civil por ese resarcimiento. 

 
47 República de Costa Rica. “Decreto numero 12 de dos de febrero de 1906 que promulga el Código de 
Procedimientos Penales de 1910, Serie Congreso, Archivo Nacional de Costa Rica. Citado por Sancho 
González ,Maureen, Solano Soto Ana Gabriela. La intervención de la víctima en el nuevo proceso penal 
costarricense .Tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho de la 
Universidad de Costa Rica, 1998, p50 
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Tabla N°1 

 

 

  

 

A pesar de que la víctima contara con tales derechos, dicha situación provocó 

un recargo de trabajo por parte del juez, debido en algunos casos a la inacción o falta 

de protagonismo por parte de los sujetos interesados. Es decir, la falta de compromiso 

de los intervinientes provocaba que el juzgador asumiera tareas que no le 

correspondían debiendo investigar e incluso recabar material probatorio, perdiendo así 

objetividad.  

 

 

 

Otro elemento que jugó en contra de estos avances, fue el factor económico. En 

tanto las partes debían recurrir a patrocinio letrado a lo largo del proceso; dicha 

representación, en la gran mayoría de los casos, no era facilitada por el Estado. 

 

 
48 Ver (SANCHO GONZÁLEZ MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., p.51 
 

DERECHOS OTORGADOS A LA VÍCTIMA DEL DELITO EN EL CPP 

DE 1910. 

Accionar la tutela jurisdiccional 

Entablar acusación en forma independiente de la Procuraduría General de 

la República  

Posibilidad de estudiar y consultar el sumario , el cual era privado excepto  

para el imputado , el Ministerio Público y la victima  

Apersonarse a las diligencias de cobro de fianza al igual que el Ministerio 

Público 

Pronunciarse sobre la excarcelación 

Presentar interrogatorios para el examen de testigos en el plazo para 

evacuar pruebas  

Interponer recurso de Casación 48 
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D.2 La Víctima Y El Código De Procedimientos Penales De 1973. 

 

Con el advenimiento del periodo de la inquisición, todas las partes del proceso 

ven variada su participación. El imputado se convierte en un objeto para llegar a la 

verdad de los hechos y la víctima, se ve sustituida por el Estado.  

 

 

 

Lo que hacen las autoridades entonces, es incluir a la víctima únicamente para 

aquello que le resulte necesario, es decir, recurre a esta exclusivamente a efectos de 

que le comunique la noticia criminis y a lo largo del proceso no actúa más que como 

un testigo o informante. La posibilidad de que cualquier ciudadano, iniciara la 

persecución penal según lo regulaba el CPP de 1910, resulta completamente vedada, 

quedando tal acción en manos del Ministerio Público, permitiéndole protagonismo al 

sujeto pasivo únicamente en los delitos de acción privada y en cuanto a la pretensión 

civil.49  

 

 

 

Asume este nuevo código una posición clara: “un Estado protagonista y 

secuestrador del conflicto y un ofendido testigo”. El sistema de Derecho Penal 

positivo concentró su atención en la lesión social producida más que en un conflicto 

individual50.  

 

 

 

Se convierte la acción penal en un monopolio Estatal, en donde el objetivo 

principal es tutelar los intereses sociales. Es decir, se preocupa por defender derechos y 

tipificar conductas porque afectan a toda las sociedad en su conjunto y no porque 

lesione a un sujeto particular claramente individualizado.  

 
49 Ver (ARIAS NÚÑEZ CARLOS Y JIMÉNEZ VÁSQUEZ CARLOS) op. cit., p 219. 
 
50 Ver (SANCHO GONZÁLEZ  MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., p.62 
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Este novedoso conglomerado de disposiciones normativas, se ve inspirado en 

un cambio a la normativa que venía rigiendo el proceso. El cual mantenía un corte 

predominantemente inquisitivo. A pesar de este esfuerzo, muchos de estos rasgos 

siguieron vigentes. Se tenía entonces que la función castigadora y punitiva de las 

conductas, únicamente le correspondía al Estado, ya que el particular era un sujeto 

sumamente egoísta a quien no le interesaba en lo más mínimo los intereses colectivos. 

 

 

 

El Estado requirió del particular el derecho de acusar, para cumplir sus fines, 

para defender su propia vida, para mantener el orden público social. Este derecho se 

convirtió en una función social, porque el interés individual quedó subrogado por el de 

la colectividad. La actividad acusatoria se socializó enteramente, y se justificó en que 

con ello dignifica en una  elevada concepción al derecho y a la justicia; dejando de lado 

los intereses particulares porque el Estado centralizó el poder punitivo.  

 

 

 

La regla general era que en los delitos de acción pública, la víctima solo 

participaba en calidad de denunciante y como testigo, si el Ministerio Público lo 

consideraba idóneo. Distinto a aquellos casos en los que se encontraba frente a un 

delito de acción privada. 

 

 

Tabla N°2 

 

ACCION PUBLICA  ACCION PRIVADA  

Debía el estado actuar de oficio  

y cualquier ciudadano podía poner en 

conocimiento de la noticia criminis, 

aquí es más excluido el sujeto pasivo 

del delito, posiblemente el único roce 

con el ofendido era en la denuncia. 

Tenía el sujeto pasivo potestad de 

accionar  por sí mismo, de la misma 

manera que en los de acción pública a 

instancia privada, en los que el sujeto 

pasivo podía iniciar el procedimiento. 

Su intervención no estaba limitada 
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Podía actuar como parte civil pero en 

función de la reparación material no de 

la sanción penal  

solo a la indemnización pecuniaria, puede 

aquí sustituir al Ministerio Público en el 

ejercicio de la acción penal. Se inicia por 

querella , donde ejerce directamente el 

sujeto pasivo del delito la acción penal , 

puede perdonar e incluso desistir del 

proceso 

 

 

 

D.3 Código Procesal Penal 1998  Y  Legislación Vigente 

 

Con la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal del 1 de enero de 

1998, se ven reforzados una serie de derechos a favor de la víctima. Con el objetivo de 

garantizar principios de índole constitucional como lo son: celeridad procesal, trato 

paritario y objetividad entre las partes, así como la búsqueda de la solución del 

conflicto.  

 

 

 

Lo que se pretendía por medio de esta reforma era otorgarle nuevamente el 

protagonismo a la víctima del delito. Iniciando con la determinación clara de quienes 

son considerados como víctimas y de sus respectivos derechos en un título dedicado 

exclusivamente a su tratamiento, propiamente el título III denominado: La Víctima. De 

conformidad con los artículos 70 y 71 del CPP, los cuales rezan: 

 

 

ARTICULO 70.- 

Víctima Se considerará víctima: 

a) Al directamente sujeto pasivo por el delito. 

b) Al cónyuge, conviviente con más de dos años de vida 

en común, hijo o padre adoptivo, parientes dentro del tercer 

grado de consanguinidad o segundo de afinidad y al heredero 
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declarado judicialmente, en los delitos cuyo resultado sea la 

muerte del ofendido. 

c) A los socios, asociados o miembros, respecto de los 

delitos que afectan a una persona jurídica, cometidos por 

quienes la dirigen, administran o controlan. 

d) A las asociaciones, fundaciones y otros entes, en los 

delitos que afectan intereses colectivos o difusos, siempre que el 

objeto de la agrupación se vincule directamente con esos 

intereses.51 

 

 

ARTICULO 71.- 

Derechos de la víctima Aunque no se haya constituido 

como querellante, la víctima tendrá los siguientes derechos: 

a) Intervenir en el procedimiento, conforme se establece 

en este Código. 

b) Ser informada de las resoluciones que finalicen el 

procedimiento, siempre que lo haya solicitado y sea de 

domicilio conocido. 

c) Apelar la desestimación y el sobreseimiento definitivo. 

La víctima será informada sobre sus derechos, cuando 

realice la denuncia o en su primera intervención en el 

procedimiento.52 

  

 

Con dicha regulación, se le otorgan una serie de prerrogativas que le 

proporcionan a la víctima mayor importancia. Enumera no solo con ese carácter al 

directamente ofendido por el delito, sino que sitúa  dentro de tal clasificación, a los 

 
51 Código Procesal Penal, artículo 70. 
 
52 Ver (SANCHO GONZÁLEZ MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., p74 
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parientes cercanos del ofendido, los socios en relación a los entes jurídicos perjudicados 

y a ciertos entes colectivos en protección de intereses colectivos y difusos.53 

 

Pero igualmente podemos considerar que las buenas 

intenciones del legislador de darle una amplia participación a 

la víctima quedan de manifiesto con la renuncia al monopolio 

de la acción penal en manos del Ministerio Público, 

permitiéndose por medio de figuras como la querella, la 

conversión de la acción penal en privada, la conciliación o la 

reparación integral del daño, que la víctima no solo sea un 

protagonista dentro del proceso penal, sino que su voluntad 

determine eventualmente que el proceso penal pueda finalizar 

con una solución consensuada al establecer medidas 

alternativas al proceso penal. A nivel de concretización de los 

derechos de información, intervención y apelación de la 

víctima, podemos asegurar que en términos generales se 

encuentran claramente establecidos en nuestro Código, aunque 

con respecto al de impugnación tenemos alguna observación 

crítica que indicaremos en el próximo punto.54 

 

 

 

Es la víctima un sujeto procesal, en tanto tiene participación activa en la 

prosecución del proceso, pero su condición de parte continúa siendo limitada por la 

participación del Ministerio Público. Es quien posee el protagonismo de la persecución 

penal, a excepción claro está,  de aquellos casos en los que la víctima interviene como 

querellante, siendo participe de las decisiones que se tomen durante el proceso. 

 
53 Cubero Pérez (Fernando) La tutela efectiva de los derechos de la víctima en el proceso penal 
costarricense. Revista de ciencias Jurídicas. San José. 
 
Extraído de: www.cienciaspenales.org/REVISTA%2015/cubero15.htm p.7.Consultado : 2 de agosto de 
2012  
 
54 Cubero Pérez, Fernando Op cit 
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Esta serie de derechos consagrados al sujeto pasivo de un hecho punible, según 

las autoras Sancho González y Solano Soto, se hace evidente a través de 5 pilares 

esenciales: 

 

a. Acceso a la justicia y trato justo. 

 

b. Resarcimiento e indemnización. 

 

c. Asistencia profesional: letrada en derecho y cualquier otra 

especialidad técnica. 

 

d. Programas de reparación a cargo del infractor, a cargo del 

Estado y para la víctima-testigo. 

 

e. Derecho de intervención.55 

       

 

De la lectura del articulado del Código, se desprenden una serie de derechos 

que se le otorgan a la víctima del delito, los cuales a continuación se enumerarán: 

 

 

 

TABLA N°3 

DERECHOS  ARTICULOS  

Solicitar la conversión de la 

acción pública en privada  

Artículo 20 

Opinar con respecto a la 

solicitud de la suspensión del proceso a 

prueba  

Articulo 25 

Delegar y ejercer la acción civil 

resarcitoria  

Articulo 39 

Denuncia, restauración y Articulo 17,18 y 278 

55 Ver (SANCHO GONZÁLEZ MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., p 171. 
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revocación de la instancia  

Solicitar la devolución de los 

objetos  

Articulo 200 

Obtener protección mediante la 

instauración de medidas cautelares  

Artículo 235 y ss 

Objetar el archivo de la causa 

por parte del fiscal  por medio del 

ofrecimiento de pruebas  

Articulo 298 

Controlar la conclusión del 

procedimiento preparatorio  

Articulo 299 y 300 

Conocer de previo la acusación 

del Ministerio Público  

Articulo 306 

Asistir y participar en la 

audiencia de conciliación  

Articulo 36 y 318 

Exponer sobre los hechos en la 

clausura del debate  

Articulo 358 

Instar al Ministerio Público 

para que interponga los recursos que 

estime  necesarios  

 

 

Articulo 426 

Auxilio judicial en la 

tramitación del proceso por delitos de 

acción privada  

Articulo 381 

Privacidad en las audiencias 

cuando se vea afectado el pudor o en 

circunstancias especiales56 ******* 

Articulo 330 

  

 

 

Como se indicó en líneas anteriores, la reivindicación que sufrió la víctima con 

la instauración del nuevo Código Procesal Penal, se ve reflejada básicamente en tres 

áreas: 

 

 
56 Ver (SANCHO GONZÁLEZ MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., pp.172 -174 
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*ACCESO A LA JUSTICIA Y TRATO JUSTO 

 

Por medio de éste principio, se pretende garantizar a los ofendidos por la 

comisión de un ilícito, compasión y respecto a su dignidad como personas, mediante un 

acceso a los mecanismos de justicia y la pronta reparación del daño. Se establecerán y 

reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos que permitan 

a las víctimas obtener reparación mediante procedimientos oficiales u oficiosos que sea 

expedito, poco costoso y accesible.57 Además busca adecuar los procedimientos a las 

necesidades de las víctimas, mediante la información a la víctima, escuchando sus 

propuestas y preocupaciones, prestando el apoyo y asistencia necesaria, minimizando en 

todo lo posible las molestias que se le puedan causar, haciendo un buen uso del tiempo 

evitando demoras innecesarias.  

 

 

 

*RESARCIMIENTO E INDEMNIZACIÓN 

 

Se busca, que los delincuentes o terceros responsables, de manera equitativa se 

dediquen a resarcir a las víctimas. Tal resarcimiento incluye: devolver bienes, pago de 

daños y pérdidas sufridas, reembolso de gastos producto del proceso de victimización. 

Cuando no sea suficiente la indemnización procedente del delincuente o de otras 

fuentes, los Estados procurarán indemnizar financieramente a las víctimas de los delitos 

que hayan sufrido importantes lesiones corporales o menoscabo de su salud física o 

mental.58 Tal presupuesto dista de ser efectivo en nuestro medio, en tanto no hay una 

participación activa del Estado  para garantizar éste resarcimiento a la víctima.  

 

 

 

 

 

 
57 Ver (ARIAS NÚÑEZ CARLOS Y JIMÉNEZ VÁSQUEZ CARLOS) op. cit., p 226. 
 
58 Ver (ARIAS NÚÑEZ CARLOS Y JIMÉNEZ VÁSQUEZ  CARLOS) op. cit., p 227. 
 

56 
 

                                                           



 

*ASISTENCIA 

 

Tiene como objetivo, que las víctimas del delito reciban la asistencia material, 

médica, psicológica y social que sea necesaria. Al proporcionar servicios y asistencia a 

las víctimas, se presentará atención a las que tengan necesidades especiales por la índole 

de los daños sufridos59. La efectividad y certeza en la aplicación de éste principio, 

difiere de ser real, debido al hecho de que en la mayoría de los casos las víctimas no son 

informadas de los servicios a su disposición. Siendo imposible entonces, garantizar una 

asistencia efectiva a la víctima.  

 

 

 

Actualmente, producto de la ley número 8720 de marzo del año 2009, “Ley de 

protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal”, 

se instauran una serie de modificaciones a la normativa vigente tanto a nivel del Código 

Penal como del Código Procesal Penal, adoptando una serie de medidas a favor de las 

víctimas, testigos, jueces, fiscales, defensores u otras personas, que se encuentren en 

una situación de riesgo como consecuencia de su intervención, directa o indirecta, en la 

investigación de un delito o en el proceso; o bien, por su relación con la persona que 

interviene en estos, como lo establece el artículo 3 de ésta ley.  

 

 

 

Se garantiza por medio de ésta normativa, acompañar, asesorar y proteger a las 

víctimas, por medio de la instauración de medidas de carácter procesal y 

extraprocesal60, a través de programas de atención y protección para los sujetos 

intervinientes a lo largo del proceso penal.  

 

 

 

 
59 Ibíd, p 228. 
 
60 Sobre las medidas de carácter procesar y extraprocesal, ver ley 8720, artículo 11.  
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Se pretende, amparar a aquellos sujetos que se encuentren en situación de riesgo, 

es decir, a aquellos intervinientes en los cuales se pueda presumir que exista  “…una 

amenaza o un daño para la vida, la integridad física, la libertad y/o la seguridad de las 

personas con expectativas de acceder al programa de protección, así como la 

vulnerabilidad de la persona amenazada, la probabilidad de que el peligro ocurra y el 

impacto que este pueda producir”.61 

 

 

 

Mediante esta ley, se busca otorgar un ámbito mayor de protección, por medio 

de  la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Ministerio Público, 

ampliando sus funciones, a las cuales nos referiremos más adelante.  

 

 

 

 

D.4. Circulares Relativas A La Víctima Emitidas Por El Ministerio Público. 

 

Como se apreció anteriormente, la normativa legal corresponde a un estatuto que 

evoluciona constantemente a favor de obtener mayores garantías y protección para los 

ciudadanos. 

 

 

 

En lo que respecta al tema de delitos sexuales, el Ministerio Público ha emitido 

una serie de circulares que pretenden mejorar la aplicación de las leyes a favor de las 

 
61 Ley de protección de víctimas y testigos y demás sujetos intervinientes, ley Nº8720 de marzo del año 
2009, San José.  
 
Extraída de: 
http://www.pgr.go.cr/scij/scripts/TextoCompleto.dll?Texto&nNorma=65274&nVersion=76217&nTaman
oLetra=10&strWebNormativa=http://www.pgr.go.cr/scij/&strODBC=DSN=SCIJ_NRM;UID=sa;PWD=s
cij;DATABASE=SCIJ_NRM;&strServidor=\\pgr04&strUnidad=D:&strJavaScript=NO . Desde 5 de 
febrero de 2013.  
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víctimas de delitos sexuales, así como ofrecerles un funcionamiento institucional más 

acorde  con sus necesidades. Las directrices emitidas son:   

 

 Circular N° 137-2001.  

 Circular N° 03 del o5 de abril del 2001. 

 Circular N° 16 del 8 de agosto del 2007. 

 Circular N° 22 del 2007. 

 Circular N° 27 del 13 de diciembre del 2007. 

 Circular N° 22-ADM-del  17 de octubre del 2008. 

 Circular N° 2-ADM del 03 de abril del 2009. 

 Circular N° 5 ADM del 28 de julio del 2009. 

 Circular N° 06 ADM del 09 de setiembre del 2009. 

 Circular N° 20 ADM de octubre del 2010.  

  

 

 

 En todas ellas, se puede apreciar la protección constitucional pactada en el 

numeral 51 de nuestra Carta Magna en donde se estipula que “La familia, como 

elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial 

del Estado. Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y 

el enfermo desvalido62”. Este artículo constituye un pilar fundamental en la protección 

que el Estado debe asegurar  a todo ciudadano en cualquier delito, máxime en el tema 

invocado, como lo son los Delitos Sexuales.  

 

 

 

 Estas circulares, constituyen un instrumento que orienta a los operadores del 

sistema de administración de justicia para dispensar el correcto proceder a aquellas 

personas que son víctimas de delitos sexuales, en especial a los menores de edad y 

mujeres. Entre las principales pautas que cuentan en dichas circulares se encuentran63:  

 
62 Constitución Política de la República de Costa Rica del 07 de noviembre de 1949, San José, Imprenta 
nacional, 1980, artículo  51. 
 
 

59 
 

                                                           



 

 

 1- Prontitud del Proceso e Interés Superior del Niño: en este caso, es de especial 

importancia el principio de Interés superior del niño, contemplado en el numeral 3 de la 

Convención de Derechos del Niño de 1989. El cual  supone que en aquellos casos en los 

cuales el ofendido sea un niño (a) o adolescente deben ser atendidos con prontitud; con 

el fin de evitar un mal mayor. 

 

 

 

 2- Privacidad de la diligencia judicial y auxilio pericial: 

independientemente de la etapa judicial en la cual se encuentre el caso, si la víctima es 

un niño (a) o adolescente, la diligencia judicial deberá realizarse con el apoyo de 

peritos; así como de los padres o persona de confianza. El menor, será el encargado de 

indicar a quien considera una persona de confianza.  

 

 

 

 3- Derecho de información: con lenguaje sencillo y entendible para la víctima, 

deberá informársele: a) la naturaleza de su participación en las diligencias judiciales en 

las cuales participe; b) la función del juzgador, defensor, imputado y otros intervinientes 

y; c) el objetivo y resultado de cada intervención judicial.  

 

 

 

 4- Consentimiento de la víctima: sobre toda diligencia judicial, es indispensable 

conservar la integridad de la víctima. Motivo por el cual, es indispensable el 

consentimiento de esta.  

 

 5- Forma del interrogatorio: las entrevistas que se realicen a la víctima deben 

ser simples. Tomando en cuenta factores como la edad, nivel social, nivel educativo, 

 
63 Las pautas establecidas en las circulares hablan de menores de edad y adolescentes. No obstante, es 
bien sabido que los operadores judiciales las aplican varias de estas a las víctimas en general. Por tratarse 
de ofendidos de delitos sexuales. Por ende, cuando se hable de menores de edad y adolescentes se debe 
tener en cuenta también a las mujeres y demás víctimas.  
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capacidad de discernimiento, madurez, condiciones personales, entre otros factores 

influyentes.  

 

 

 

 6-Procedencia de preguntas y entrevistas: debe evitarse que sean reiterativas e 

innecesarias.  

 

 

 

 7-  Condiciones de la entrevista: para las entrevistas deben realizarse en un lugar 

que se considere cómodo y seguro. Así como el uso de recursos disponibles. Por 

ejemplo, para las audiencias el uso de biombos (evitando el contacto entre imputado y 

víctima), cámaras de gessel, etc. 

 

 

 

 8- Asistencia profesional especializada: cuando considere oportuno el fiscal 

deberá solicitar el auxilio de un trabajador social, psicólogo o demás profesionales que 

ayuden a la victima a enfrentar el proceso.  

 

 

 

 9-  Declaración del niño, niña o adolescente: al ser la víctima, se le da prioridad 

al declarar en cualquier audiencia.  

 

 

 

 10- Derecho de imagen: se debe resguardar a la victima de publicaciones, 

cualquier producción de imagen o información que permita identificarlo.  

 

 11- Derecho a la confidencialidad: los funcionarios judiciales deberán 

asegurarse que en las carátulas de los legajos donde la víctima sea un niño (a) o 

61 
 



 

adolescente, se registren únicamente sus iniciales y no su nombre completo. Así como 

hacer referencia sobre el delito.  

 

 

 

 12- Anticipo jurisdiccional de prueba: es una medida de forma excepcional y 

debe ser por recomendación de la sección de Psicología y Psiquiatría Forense o del 

Departamento de Trabajo social y psicología del Poder Judicial. 

 

 

 

 13- Capacitación judicial: la Escuela Judicial es la encargada de capacitar a las 

autoridades judiciales sobre el trato que deben dispensar a las víctimas de delitos 

sexuales.  

 

 

 

 14-Tiempo de espera: antes de realizarse cualquier  diligencia judicial, las 

víctimas deben esperar el menor tiempo posible.  

 

 

 

 15- Referencias técnicas en caso de abuso sexual:  En casos de abuso sexual  de 

niño (a) o adolescente ofendido, la autoridad judicial correspondiente deberá remitirlo 

con la mayor brevedad posible al Programa de Atención a la Violencia Sexual Infanto-

Juvenil del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial o, en su 

defecto, considerar la posibilidad que la persona menor de edad sea atendida por 

profesionales del Patronato Nacional de la Infancia y/o de la Caja Costarricense de 

Seguro Social. 

 

 

 En todos aquellos casos donde el perito forense recomiende tratamiento 

psicológico para las víctimas de abuso sexual de niños, niñas o adolescentes, el Fiscal, 

al rendir sus conclusiones en la etapa de juicio, deberá solicitar al Tribunal que en 
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sentencia se ordene el Patronato Nacional de la Infancia brindar ese tratamiento. El juez 

podrá también dictarlo de oficio.64 

 

 

 

 16-  Valoraciones corporales en delitos sexuales: se realizan solamente cuando 

exista una solicitud de la autoridad judicial. La cual se deberá asegurar que sean 

imprescindibles para la investigación de la causa.  

 

 

 

 17- Acompañamiento a pericias corporales: en la medida que la persona menor 

de edad lo acepte, podrá ser acompañada por un familiar o persona de confianza, quien 

deberá ir acorde con el género de la víctima.  

 

 

 

 18- Participación en el peritaje: si el defensor, fiscal o querellante desean 

durante el peritaje realizarle preguntas a la víctima, podrán efectuarlas a través de los 

peritos respectivos.  

 

 

 

 19- Condiciones del debate: durante la realización de la audiencia, la autoridad 

judicial es la encargada de crear un ambiente tranquilo para la víctima. 

 

 

 

 20- Identificación de Expedientes: en los expedientes debe constar una boleta 

donde haga referencia al caso del menor de edad para darle prioridad correspondiente en 

cada despacho. Indicándolo de la siguiente forma: "NIÑO, NIÑA O ADOLESCENTE 

OFENDIDO". 

 
64 Circular Nº 137 del 2001 Emitida por el Ministerio Público. 
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 21- Es obligación de todos los fiscales que atiendan casos de delitos sexuales 

aplicar la normativa relativa al “Programa de atención a la violencia sexual infanto-

juvenil” del Departamento de Trabajo Social y Psicología. Buscando con esta 

intervención: contención, apoyo emocional y cuando se requiere, colaboren la autoridad 

judicial, para evitar la revictimación a través del interrogatorio. No obstante, en aquellos 

lugares donde no haya personal de dicho programa, se remitirán los casos al PANI. 

 

 

 

 22-  En caso de las víctimas de Delitos Sexuales mayores de edad se remitirán a 

la Oficina de atención a la víctima. En los lugares en que no se cuente con dicha 

entidad, se remitirán los casos a las delegaciones del  INAMU, CCSS, Clínicas, Ebais, 

grupos de apoyo, ONG, etc.  

 

 

 

 23- En caso de que la victima de delitos sexuales requiera como prueba un 

peritaje psico-psiquiátrico o social, estos serán realizados por el Equipo 

Interdisciplinario o la sección de Psiquiatría o Psicología en Medicatura Forense. 

 

 

 

 24- Toma de denuncia en horas no hábiles: Por regla general, la denuncia debe 

ser presentada por persona mayor de edad (es decir, padres o acompañante), y a la 

persona menor de edad, se le realizara la entrevista al día siguiente en la Fiscalía. Como 

medidas importantes al momento de tomar la denuncia, encontramos:  

 

o “RESPETO A LA VÍCTIMA. Siempre tener presente que la víctima debe 

ser tratada con respeto, dignidad, abordada con la sensibilidad necesaria 

atendiendo las circunstancias del caso. 
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o ESTADO EMOCIONAL DE LA VÍCTIMA. Tomar en consideración las 

condiciones emocionales de la víctima. En muchos casos, debido a la 

situación traumática sufrida, la persona puede presentar : 

   _ Llanto fácil 

   _ Depresión 

   _ Vergüenza 

   _ Sentimientos de culpa 

   _ Temores, miedo 

   _ Ansiedad 

   _ Baja autoestima 

   _ Inseguridad 

   _ Dificultades para relatar lo sucedido.  

 

En estos casos es importante, previo a recibir el relato, establecer empatía 

con la víctima, brindándole la confianza y seguridad necesaria para que 

pueda narrar lo sucedido. Asimismo, de ser necesario solicitar la 

asistencia de una trabajadora social. 

 

 

o OBLIGACIÓN DE RECIBIR DENUNCIA. Se debe recibir la denuncia a 

cualquier víctima aunque ésta no porte documentos de identificación, 

solicitándole toda la información que determine su domicilio y que 

posteriormente puede ser útil para ubicarla. 

 

 

o DERECHO A DENUNCIAR. Tener presente que, si la víctima es persona 

mayor de doce y menor de 18 de edad, de conformidad con el artículo 

104 del Código de la Niñez y Adolescencia, tiene derecho a presentar 

directamente la denuncia, en tal caso se le apercibirá de la obligación de 

decir verdad. Si es menor de doce años no se le apercibe. 

 

 

65 
 



 

o  Informarle que tiene derecho a que una persona adulta lo acompañe, (la 

persona menor de edad decide si quiere o no ese acompañamiento). 

 

 

o DAR PRIORIDAD AL ESTADO DE SALUD FÍSICA. En caso de que la 

víctima, a consecuencia de los hechos, presente algún daño en la salud 

que requiera atención médica, debe ser remitida sin demora a un hospital 

para recibir la atención necesaria; posteriormente se procederá con la 

denuncia. 

 

 

o AMBIENTE DE PRIVACIDAD. Se debe recibir la denuncia en un 

cubículo especial, que garantice un ambiente de privacidad y confianza.  

 

 

o RELATO LIBRE. Permitir a la víctima que brinde un relato libre sobre 

los hechos, no hacer cuestionamientos, ni gestos de aprobación o 

desaprobación. 

 

 

o DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. La víctima tiene derecho a recibir 

información relacionada con el proceso penal de manera clara, sencilla y 

entendible, así como sobre los derechos que le otorga la normativa 

procesal penal (derecho a ejercer acción civil resarcitoria, constituirse en 

querellante, derecho a ser informada de las resoluciones surgidas en el 

proceso, etc). 

 

 

o ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS. En los casos que así lo requiera se 

debe trasladar a la víctima (al médico forense, hospital, Trabajo Social, 

etc.). 
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o VÍCTIMAS CON DISCAPACIDAD. En aquellos casos en que la víctima 

tenga algún tipo de discapacidad (física, visual, auditiva, etc.) se deben 

crear las condiciones facilitando los medios adecuadas que permitan a 

estas personas el acceso a los servicios que brinda la Administración de 

Justicia65”. 

 

 

 

 25- Denuncias por el delito de violación: Tomando en cuenta todo lo anterior, se 

considera necesario:  

 

o “PRUEBAS PERICIALES. Previo análisis de los hechos, remitir a la 

víctima al médico forense, Equipo Interdisciplinario, Psiquiatría o 

Psicología Forense, según se determine su pertinencia. 

 

 

o APLICACIÓN DE ANTIRETROVIRALES. Informarle que tiene 

derecho a recibir el tratamiento de Antiretrovirales (para evitar el 

contagio de VIH). En caso que la víctima esté de acuerdo, deberá ser 

remitida al Hospital para que le provean del tratamiento necesario. Si la 

víctima es mayor de doce años y menor de 18, puede brindar su 

consentimiento; si es menor de doce años de edad y se presenta sin 

ningún acompañante mayor de edad, de inmediato se debe localizar y 

coordinar con los padres o representantes legales o en su defecto al 

PANI, lo relativo a la aplicación de este tratamiento, de ser necesario 

deberán trasladarse con la víctima hasta su domicilio e incluso deberán 

asegurar el transporte de la víctima y sus padres o representantes al 

centro hospitalario para que reciba el mismo. 

 

 
65 Circular 22 del 05 de octubre del 2007. Guía práctica para la atención de recepción de denuncias de las 
víctimas de delitos sexuales, explotación sexual comercial y delitos derivados de la violencia intra 
familiar. Emitida por el Ministerio Público. 
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o PRESERVAR PRUEBA. Con la finalidad de preservar prueba (semen, 

etc). Proveer a la víctima de un “protector” o “toalla sanitaria”. Remitir 

las prendas de vestir (en caso pertinente) al laboratorio de ciencias 

forenses. 

 

 

o DECOMISO DE EVIDENCIA. En caso de que la víctima no pueda 

entregar sus prendas cuando se está realizando la diligencia (ejemplo: 

camisa, pantalón en los que se presume presencia de fluidos biológicos), 

deberán trasladarla hasta su domicilio para proceder al respectivo 

decomiso de la evidencia. 

 

 

o MANEJO DEL SITIO DEL SUCESO. En los casos en que exista la 

posibilidad de recavar evidencia en el lugar del suceso, se deberán tomar 

las medidas necesarias para asegurar y preservar la misma. 

 

 

o CONSENTIMIENTO EN LOS CASOS QUE REQUIERAN 

VALORACIÓN MEDICO FORENSE. Cuando se trate de una víctima 

mayor de doce 12 años y menor de 18 años, está legitimada para dar el 

consentimiento; tratándose de personas menores de 12 años, se debe 

pedir el consentimiento a los padres o representantes y en ausencia de 

éstos al PANI. 

 

 

o DERECHO A IMAGEN. En caso de personas menores de edad, debe 

respetárseles el Derecho a la imagen (está prohibido publicar, divulgar el 

nombre así como cualquier dato personal o sobre los hechos que se 

investigan, que permita su identificación). 
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o PERSONAS MENORES DE EDAD EN RIESGO SOCIAL. En caso de 

personas menores de edad que no cuenten con apoyo familiar, no tengan 

domicilio conocido (estén en proceso de callejización, expulsadas del 

hogar de sus padres, etc), solicitar de inmediato la intervención del 

Patronato Nacional de la Infancia, para que brinde abrigo y tome las 

medidas necesarias”.66 

 

 

 

 26- Para los casos de Abusos Sexuales contra personas menores de edad, 

Corrupción, Corrupción Agravada: se dispone que el principal objetivo es evitar la 

revictimización. Por ende, cuando la víctima denuncia no se debe remitir a valoración 

genital médico forense; a menos que se presenten lesiones serias.  

 

 

 

 27- Oposición de padres o representante al momento de realizar los peritajes: 

aun cuando los padres o representantes se opongan a dicho peritaje, si la víctima menor 

de edad muestra su conformidad a dicha valoración, se toma en cuenta la opinión de 

esta, valorando la edad y grado de madurez emocional del ofendido67.   

 28- Intervención del PANI: el fiscal coordina con esta institución cuando se 

considera que la víctima menor de edad se encuentra en riesgo. Sea por que los hechos 

 
66 Ver (CIRCULAR 22) op. cit., pp4 y 5. 

67 Código de Niñez y adolescencia, ley N 7739 del 06 de enero de 1998, San José.  

Extraído de : http://www.tse.go.cr/pdf/normativa/codigodelaninez.pdf 

Ello según se hace referencia en el numeral 105 del Código de Niñez y adolescencia;  el cual hace 
dispone: “Artículo 105°- Opinión de personas menores de edad. Las personas menores de edad tendrán 
participación directa en los procesos y procedimientos establecidos en este Código y se escuchará su 
opinión al respecto. La autoridad judicial o administrativa siempre tomará en cuenta la madurez 
emocional para determinar cómo recibirá la opinión. Para estos efectos, la Corte Suprema de Justicia 
establecerá las medidas adecuadas para realizar entrevistas, con el apoyo del equipo interdisciplinario y 
en presencia del juez”. 
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denunciados fueron perpetrados en el ámbito familiar, por la existencia de intereses 

contrapuestos, porque la víctima no tenga domicilio o no cuente con el apoyo familiar. 

 

 

 

 29-  Prueba reservada: cuando existan imágenes de pornografía infantil o de 

violencia sobre los menores de edad, se confeccionará un legajo aparte del expediente 

como prueba reservada. 

 

 

 

 

E. LA OFICINA DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LA VÍCTIMA DEL 

DELITO. 

 

Es una institución perteneciente al Ministerio Público, inició sus funciones el 8 

de mayo del año 2000, pero ve ampliadas sus facultades mediante la ley 8720 que entró 

a regir en el mes de marzo del año 2009.  

 

 

 

El objetivo de la Oficina, fue desde un inicio el evitar la revictimización o 

victimización secundaria de las personas que han sido objeto de algún delito.  Mediante 

un trato más humano y con respeto a sus derechos. A través del trabajo 

interdisciplinario que comprende las áreas de asistencia legal, trabajo social y 

psicología.68Su trabajo gira en torno a tres objetivos principales: 1) disminuir la 

revictimización, 2) brindar apoyo y 3) asistencia por medio de un equipo 

interdisciplinario que abarca asesoría legal, psicológica, trabajo social y criminología. 

Todos estos mediante la coordinación interdisciplinaria.  

 

 

68 Oficina de Atención y protección a la víctima del delito. Ministerio Público. Extraído de: 
http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/atencion%20y%20proteccion/index2.html Desde: 5 de 
febrero de 2013.  
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La oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, ha sido producto de 

un desarrollo histórico, en el cual se ha visto marcado por diversas situaciones que van 

desde los avances en cooperación, contando con el apoyo del Ministerio de Seguridad 

Público, el cual desde el año 2004 ha brindado agentes protectores para aquellas 

personas cuya vida se encuentre en riesgo. Posteriormente con la ley 8720, se le otorgó 

a esta oficina un respaldo normativo, ampliando sus tareas ofreciendo a las víctimas y 

testigos alternativas de protección procesal y extraprocesal en aquellos casos en los que 

se requiera, como consecuencia de la participación procesal de tales sujetos, con lo que 

no sólo se procura salvaguardar la integridad y la vida de los sujetos intervinientes en el 

proceso penal, sino, que además, se procura disminuir la impunidad, en especial el 

fenómeno de la criminalidad organizada.69 

 

 

 

Al día de hoy,  el apoyo de esta oficina se ha extendido a varios territorios del 

país, brindando una mayor cobertura en lugares como: I y II  Circuito Judicial de San 

José,  Limón, Guápiles, Liberia, Santa Cruz, Puntarenas, Heredia, San Carlos, Alajuela, 

Cartago, I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón),  II Circuito Judicial de la 

Zona Sur (Ciudad Neily), Ciudad Judicial y apoyo el proyecto especial de  la Fiscalía de 

Asuntos Indígena.70 

 

 

 

La Oficina de atención y protección a la víctima del delito, divide sus tareas 

mediante dos programas: Programa de Atención y Programa de Protección. En donde el 

Ministerio Público, remite a ésta oficina los casos que considera merecen mayor 

atención, pasando entonces  por un filtro.  

  

 

 
69 Oficina de Atención y protección a la víctima del delito. op cit.  
 
70 Oficina de Atención y protección a la víctima del delito. op cit 
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Primero se valora la existencia de un riesgo o no para el sujeto interviniente del 

proceso, sea víctima, testigo, juez, entre otros. Si se logra determinar esta situación, el 

sujeto se atendrá a lo que determine el Programa de protección, brindando medidas 

extraprocesales o procesales según lo considere idóneo, de conformidad con el artículo 

11de la ley 872071.  Una vez que la situación de riesgo cese, o en caso de determinarse 

que no existe riesgo, se remite a la víctima o testigo al Programa de atención, en donde 

contará con el apoyo de equipo interdisciplinario conformado por: abogados, psicólogos 

y trabajadores sociales. 

 

 

 

Actualmente la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, posee 

las siguientes funciones, al tenor de lo dispuesto por el artículo 6 de dicha ley:   

 

 
71 Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, artículo 11.- 
Clases de medidas de protección:Las medidas de protección pueden ser procesales o extraprocesales. Las 
medidas procesales se regularán en el Código Procesal Penal y las extraprocesales, en esta Ley. Se 
entenderá que se brinda: 
a)      Protección procesal: cuando su conocimiento represente un riesgo para su vida, su integridad física 
o la de sus familiares, con motivo de su denuncia o intervención en el proceso, la víctima o el testigo 
tendrán derecho a que se reserven los datos de su identificación, tales como nombre, cédula y domicilio, 
números de teléfono o lugar de trabajo y a que no consten esos datos en la documentación del proceso; 
además, en los casos excepcionales señalados en el artículo 204 bis del Código Procesal Penal, tendrá 
derecho a mantener reserva de sus características físicas individualizantes, cuando, por la naturaleza del 
hecho, estas no sean conocidas por el imputado ni por las demás partes, sin perjuicio del derecho de 
defensa. Para asegurar el testimonio de la persona y proteger su vida, podrán utilizarse los medios 
tecnológicos disponibles, como la videoconferencia o cualquier otro medio similar que haga efectiva la 
protección acordada, tanto en el juicio como cuando se haga uso del anticipo jurisdiccional de prueba. 
b)      Protección extraprocesal: la víctima, los testigos y otros sujetos intervinientes en el proceso penal, 
tendrán derecho a solicitar y a obtener protección especial, en caso de riesgos o amenazas graves contra 
su vida o su integridad física, la de sus familiares u otras personas relacionadas con el interviniente en el 
proceso, con motivo de su denuncia o su intervención en el proceso. El Ministerio Público, la policía, el 
juez o el tribunal de juicio que conozcan de la causa, adoptarán las medidas necesarias para que se brinde 
esta protección, en los términos y según el procedimiento establecido en esta Ley y su Reglamento. La 
víctima será escuchada en todo procedimiento en que se pretenda brindarle protección. La Oficina de 
Atención a la Víctima del Delito del Ministerio Público, coordinará con todas las fiscalías del país la 
protección de las víctimas y, previo requerimiento del fiscal, canalizará, por su medio, la información 
necesaria para sustentar las medidas de protección o las solicitudes de medidas cautelares, según el 
artículo 239 del Código Procesal Penal. 
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Artículo 6.-  Administración del Programa de protección 

de víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso 

penal. 

Corresponde a la Oficina de Atención a la Víctima del 

Delito del Ministerio Público, dentro de sus funciones de 

atención y asistencia a todas las víctimas de delitos, administrar 

el Programa de protección de víctimas, testigos y demás sujetos 

intervinientes en el proceso penal. 

Se crea la Unidad de Protección, como parte de la 

Oficina de Atención a la Víctima del Delito del Ministerio 

Público; estará conformada por los equipos técnicos 

evaluadores que resulten necesarios, los cuales estarán 

integrados, al menos, por una persona licenciada en 

Criminología, una persona profesional en Derecho, una 

persona profesional en Psicología y una persona profesional en 

Trabajo Social o en Sociología, y un equipo de protección 

conformado por agentes de seguridad, perteneciente al 

Organismo de Investigación Judicial (OIJ). 

Serán atribuciones de la Oficina de Atención a la 

Víctima del Delito del Ministerio Público: 

a)      Elaborar el Programa de protección de víctimas, 

testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, en 

adelante denominado el Programa. 

b)      Conocer las solicitudes de medidas de protección 

formuladas por la víctima, los órganos jurisdiccionales, la 

Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la 

persona querellante, el OIJ y el Ministerio de Seguridad 

Pública. 

c)      Identificar, autorizar, implementar, modificar y 

suprimir las medidas de protección destinadas a las personas 

que califiquen para recibir los beneficios del Programa, previo 

dictamen de los equipos técnicos evaluadores. 

d)      Coordinar con el Ministerio de Seguridad y otros 

organismos gubernamentales o no gubernamentales, el 
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establecimiento o uso de los centros de protección necesarios 

para brindar las medidas a que se refiere la presente Ley. 

e)      Encomendar, cuando proceda, la ejecución 

material de las medidas de protección a la unidad o 

departamento correspondiente del Ministerio de Seguridad 

Pública y, cuando se trate de testigos privados de libertad, al 

Ministerio de Justicia. 

f)       Requerir, cuando el caso lo amerite, a otras 

instituciones públicas los servicios para el cumplimiento de sus 

atribuciones; dichas instituciones  deberán atenderlas en tiempo 

y forma, guardando la reserva que el caso requiera, bajo pena 

de incurrir en responsabilidad. 

g)      Informar, a las autoridades y a las personas 

solicitantes de la protección, la modificación o supresión de 

todas o algunas de las medidas autorizadas. 

h)      Solicitar la creación de los equipos técnicos 

evaluadores y de equipos de protección necesarios por razones 

del servicio 

.En lo referente a la realización de peritajes 

psicosociales a víctimas de delitos sexuales y otras 

manifestaciones de violencia, independientemente de su edad y 

sexo; a las víctimas de violencia doméstica, en sede penal, y de 

violencia en las relaciones de pareja, según la Ley de 

penalización de la violencia contra las mujeres, debe 

coordinarse con los equipos interdisciplinarios existentes en el 

Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder 

Judicial. 

i)       Proponer la celebración de convenios y mantener 

las relaciones, en los ámbitos a nivel nacional e internacional, 

con organismos e instituciones públicos o privados, para 

facilitar el cumplimiento de esta Ley. La Oficina de Atención a 

la Víctima del Delito del Ministerio Público, coordinará con el 

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto lo que sea 

pertinente, por medio del canal oficial correspondiente. 
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j)       Realizar, en el ámbito nacional, campañas 

permanentes sobre la difusión de los derechos de las víctimas de 

los testigos. 

k)      Coordinar con el Departamento de Trabajo Social 

y Psicología del Poder Judicial, lo referente a la atención de 

personas menores de edad víctimas de delitos sexuales y otras 

formas de violencia, para que se incluyan en el programa que 

existe en dicho Departamento, para la atención de estas 

personas. 

l)       Las demás atribuciones que le señalen esta Ley y 

su Reglamento. 

El Reglamento regulará y definirá el tipo de medidas de 

protección.72 

 

 

 

Si bien la gama de funciones de esta oficina es amplia, son constantes los 

esfuerzos por dar un efectivo y eficaz acompañamiento a la víctima. Es necesario que 

cuente con una mayor cantidad de profesionales, pues a la fecha de hoy, no todas las 

víctimas de delitos recurren a esta oficina, debido a que en la mayoría de los casos 

ignoran incluso su existencia. Ya que el MP es quien califica y decide qué víctimas 

tendrán acceso a este apoyo, por lo que actualmente dista de ser igualitario el acceso.  

 

 

 

Con la entrada en vigencia de la ley 8720, se generan también muchos cambios a 

nivel procesal. Por ejemplo en lo relativo a: el restablecimiento de los derechos de las 

víctimas y la ampliación del concepto de víctima del artículo 70 del CPP. Además 

incluye su participación en lo concerniente a la suspensión del proceso a prueba, 

desestimación y archivo de la causa; en lo relativo a la extinción de la acción penal, 

incluye la posibilidad de la víctima de manifestar si está conforme o no con respecto al 

pago de una multa. Amplía también las medidas de protección para víctimas y testigos.  

 
72 Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, art 6. 
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Un avance importante, se encuentra relacionado con la exigencia de 

confeccionar equipos interdisciplinarios para que en una sola diligencia puedan 

realizarse todas las gestiones pertinentes y necesarias en relación con las víctimas 

menores de edad y agredidas sexualmente. Finalmente, amplía las medidas de 

protección con respecto a la toma de anticipos jurisdiccionales de prueba, en cuanto a la 

reserva de características físicas;  incluso, en aquellos casos en los que haya riesgo para 

su vida.  

 

 

 

 

F. OFICINA DE LA DEFENSA CIVIL DE LAS VÍCTIMAS 

 

Es también una oficina adscrita al Ministerio Público. Tiene como función 

garantizar el resarcimiento económico a la víctima del delito, mediante la acción civil 

resarcitoria. Para cumplir esta tarea, se le asigna a la víctima un abogado, quien se 

encargará de que el responsable pague los daños causados.  

 

 

 

Tienen derecho a delegar el ejercicio de la acción civil a todas las personas que 

han sido víctimas directas de un delito (homicidio, estafa, robo, violación, abusos 

deshonestos, lesiones culposas, etc.) y que no tengan medios económicos para contratar 

un abogado que les ayude a cobrar los daños y perjuicios ocasionados con el delito.73 

Brinda entonces asesoría y acompañamiento gratuito a las víctimas del delito.  

 
 
73 Oficina de la Defensa Civil de la Víctima.  
Extraído de: http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/servicios/defensa_victima.html. Desde 5 de 
febrero de 2013.  
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Esta oficina, fue producto de la facultad que se le otorgó al sujeto pasivo a 

constituirse como actor civil y reclamar los daños y perjuicios sufrido por el delito. Se 

incluye también la posibilidad de que el actor delegue ese recurso en el MP. La creación 

de esta oficina es todo un acierto pues la existencia de lugares especializados propicia 

mayor efectividad en la defensa de los intereses patrimoniales de la víctima.74 

 

 

 

Lo que sucede al igual que con la Oficina de Atención y Protección a la Víctima 

del Delito, es que en  la gran mayoría de los casos existe un desconocimiento casi total 

por parte de las víctimas de la existencia de esta oficina y de la posibilidad de aspirar a 

ese resarcimiento aún y cuando no tenga las posibilidades económicas de contar con 

patrocinio de un abogado particular.  

 

 

 

 

F.1. Funcionamiento Estadístico De La Oficina  De Atención Y Protección De 

La Víctima Del Delito Y De La Oficina De La Defensa Civil De Las Víctimas. 

 

Para efectos de este capítulo, es importante aclararle al lector que los datos son 

obtenidos de 2 fuentes, a saber: 

 

1. La rendición de cuentas 2011 de la Oficina de Atención y Protección a la 

Víctima de Delito, y; 

 

2. La memoria anual del Ministerio Público que corresponde al año 2011.  

 

                Además debe indicarse que los datos tomados como referencia, son aquellos 

existentes con respecto al 2011, en tanto para lo referente a la rendición de cuentas del 

año 2012, a la fecha no se encuentran disponibles.  

 

74 Ver (NÚÑEZ ARIAS CARLOS Y JIMÉNEZ VÁSQUEZ CARLOS) op. cit., p 247.  

77 
 

                                                           



 

 

 

 Una vez hecha la aclaración, se mencionará que la importancia de dicha sección, 

radica en el hecho de comparar los datos estadísticos proporcionados por la Oficina de 

Atención y Protección de la Víctima de Delito, la Oficina de la Defensa Civil de la 

Víctima y del Ministerio Público específicamente en el I y II Circuito Judicial de San 

José, para determinar la efectividad de ambas instituciones. 

 

 

 

 En el año 2011 al Ministerio Público ingresan doscientos setenta y cuatro mil 

trescientos cincuenta casos (274. 350). De los cuales, corresponde al I Circuito Judicial 

de San José veintitrés mil cuatrocientos cincuenta y cuatro casos (23.454); y al II 

Circuito Judicial de San José, dieciséis mil cuatrocientos treinta casos (16.430). Que lo 

representamos en el siguiente gráfico:  

 

 

 
 

 

 

Ahora bien, en la Oficina de Atención y Protección a las Víctimas de Delito, en 

el año 2011, ingresaron un total de nueve mil cuatrocientos ochenta y ocho casos 

(9.488). De ellos al área de atención le corresponde un total de cinco mil quinientos 

cincuenta y un casos (5.551) que corresponde al 59% del circulante. Por su parte, al área 

Gráfico Nº1 
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de Protección a la Víctima le ingresaron un total de tres mil novecientos treinta y siete 

casos (3.937), que corresponde al 41 %.  

 

 

 
 

 

 

Del 59% que pertenece al área de “ATENCIÓN” de la Oficina de Atención y 

Protección a la Víctima del Delito, al I Circuito Judicial de San José le corresponden 

mil doscientos dos casos (1202) que concierne a un 13% del circulante; representado el 

II Circuito Judicial de San José un 2% que son doscientos veinticinco casos (225). 

 

 

 

Por su parte, el área de “PROTECCIÓN” (con un 41%) de la misma oficina, 

cuenta en el I Circuito de San José con mil trescientos cincuenta y dos casos (1352 ó 

14%) y, en el II Circuito Judicial de San José con quinientos dieciséis casos (516 ó 5%) 

del total del circulante de la oficina.  

 

En cuanto a los casos que corresponden a los delitos sexuales atendidos en la 

Oficina de Atención y Protección a la víctima de delito, se representan de la siguiente 

manera: 

 

 

 

Atención 
59% 

Protección 
41% 

Gráfico Nº2. 
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Por consiguiente, del 41% del área de Protección se desprende que: 

 

   

 

 

 

 

 

 

En relación con el área de Atención nos encontramos que del 59%, se deriva: 

 

 

 

 

 

De las cifras anteriores podemos interpretar que: en el área de ATENCIÓN casi 

una tercera parte de los casos ingresados en el 2011, corresponde a delitos sexuales. No 

obstante, en el área de PROTECCIÓN,  los casos atendidos de delitos sexuales, no son 

de gran consistencia pues solamente representan un 5%.  

 

 

 

 *Área de Protección:  

  -Abuso Sexual: 74  Violación: 125 casos. 

 

 *Área de Atención:  

  -Abuso Sexual: 463.  Violación: 493 casos.            

-Por el delito de Abuso sexual corresponde un 2%. 

-Por el delito de Violación un 3% 

 

 

Por ende, los delitos 
sexuales representan un 
5% del total de casos que 
ingresaron a esta área en 
el 2011. 

-Delito de Abuso Sexual un 8%. 

-Delito de Violación un 9% 

Siendo los delitos sexuales 
un 17% del total de casos 
ingresados en el 2011, en 
el área de atención.  
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Siguiendo con esta misma línea, puede notarse que el volumen de trabajo que 

maneja la oficina de la víctima es mínimo en comparación con el circulante anual del 

Ministerio Público. A pesar de que la misma oficina ha aumentado sus labores en los 

últimos años según el circulante anual. Puede apreciarse la gran diferencia en el 

siguiente grafico:  

 

 

 
 

 

 

Sin embargo, es importante recalcar que no solo en la Oficina de Atención y 

Protección de la Víctima sucede este fenómeno, pues con la oficina de la Defensa Civil 

de la Víctima también se da. Pues en el año 2011, ingresaron tres mil novecientos 

noventa casos (3990). Como se observa en comparación con el circulante de trabajo del 

Ministerio Público de ese año, la participación de la oficina es mínima. Más aún si se 

toma en cuenta que esta cifra es la correspondiente a nivel nacional.  

 

En conclusión, anualmente la cantidad de casos ingresados en el Ministerio 

Público es muy significativa, mas no así con las oficinas que tiene como objetivo el 

resguardo de la víctima. Y en lo que respecta al tema de delitos sexuales, la ayuda de 

dichas oficinas no se ve lo suficientemente reflejada. Quiere decir entonces, que pese al 

esfuerzo y los avances en ambas instituciones aún queda mucho trabajo por hacer, 

debido a que las víctimas sin recibir atención continúan teniendo la cifra más 

Gráfico Nº 3. 
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preponderante. Por consiguiente, se necesita mejorar la cobertura, para que cada día se 

abarque a un mayor número de población afectada.  

 

 

 

 

G. El Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial. 

 

Este departamento del Poder Judicial tiene como función atender y diagnosticar 

a personas menores de edad o adultas en respuesta a las solicitudes de autoridades 

judiciales.  

 

 

 

Se encuentra compuesta por las siguientes secciones: 

 La Jefatura. 

 Sub-jefatura. 

 Área administrativa. 

 Área de psicología. 

 Área de Trabajo Social.  

 

 

 

 Este departamento para poder alcanzar sus objetivos, cuenta con una serie de 

programas dirigidos a distintos sectores de la población del Poder Judicial que se han 

visto afectados; entre ellos encontramos programas de: materia penal juvenil, violencia 

sexual infantil, violencia intrafamiliar, materia de familia, materia de niñez y 

adolescencia y de ejecución de la pena. Por medio de técnicas tanto individuales como 

grupales dirigidas por equipos interdisciplinarios.  

 

 

 

 No obstante, para el interés de este trabajo, se enfocará en el “Programa de 

atención a la violencia sexual”. El programa tiene como objetivo general “desarrollar 
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procesos de valoración social orientados a analizar las condiciones familiares, 

sociales, ambientales y personales de la población referida y, de forma específica, 

intervinientes en la situación de violencia  sexual investigada”.75Este a su vez se divide 

en dos secciones: a) la atención a la violencia sexual infantil76 y b) equipos 

interdisciplinarios.  

 

 

 

 El Programa de atención a la violencia sexual infantil se creó en 1996. Contando  

con  dos niveles de intervención: 

 

 

 1‐ De acompañamiento a la persona que figura como víctima (personas menores 

de edad o adultas con discapacidad) al momento de interponer la denuncia o comparecer 

en cualquier audiencia judicial en cualquier etapa del proceso judicial, incluido el 

debate. 

 

 

 

 2‐ Solicitud de atención en el programa socioeducativos. “… brinda apoyo y 

orientación respecto del proceso judicial, se realiza intervención individual en cuatro 

sesiones o menos, de acuerdo con las necesidades de la población usuaria y atención 

grupal a criterio de la/el profesional en Trabajo Social…”77 

 

 

 

 
75 La Intervención De Trabajo Social Y Psicología En La Administración De Justicia Costarricense. 1º 
ED. San  José, Costa Rica. Editorial, EDITORAMA, p 105. 
 
76 Es importante aclarar, que es obligación de todo fiscal que conozca una situación de violencia sexual en 
menores de edad, remitirlos al Departamento de Trabajo y Psicología. No obstante, en caso de mayores de 
edad, se les menciona a las víctimas la posibilidad de ser tratados por el Departamento, pero corresponde 
a la parte ofendida si desea  o no participar en el “Programa de atención de víctimas de violencia sexual”. 
 
77 Circular 2-ADM del 03 de abril del 2009. Emitida por el Ministerio Público. 
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 Cuando el fiscal a cargo de la investigación atienda un asunto donde se requiera 

recibir denuncia, entrevistar, hacer reconocimiento fotográfico, reconocimiento físico, 

anticipo jurisdiccional de prueba, declaración en debate o cualquier otra diligencia 

judicial en que intervenga una persona menor de edad con condición de víctima o 

testigo, de inmediato deberá solicitar vía telefónica o por cualquier otro medio idóneo al 

Departamento de Trabajo Social y Psicología o a la Oficina Regional, designe a un 

profesional para que se apersone a la Fiscalía y brinde la asistencia y acompañamiento 

requerido.78 

 

 

 

En lo relativo a los equipos interdisciplinarios, estos se encuentran conformados 

por: un psicólogo, un trabajador social y un auxiliar administrativo. Por otra parte, en la 

mayoría de estos equipos  participa también un médico forense de medicina legal. El 

fundamento para la creación de estos equipos es producto de la regulación de los 

peritajes especiales contemplados en el numeral 221 del Código Procesal Penal.  

 

 

 

 Los objetivos del programa son los siguientes:  

 

• Realizar en una misma sesión las entrevistas psicosociales forenses a las 

víctimas y personas encargadas así como las pruebas psicológicas a las 

víctimas. 

 

• Minimizar la revictimización inherente que resulta de las entrevistas 

repetidas en diferentes instancias. 

 

 

• Evaluar la credibilidad del testimonio de las personas menores de edad en 

delitos sexuales.79 

78 Ibíd, Circular 2- ADM. 
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En conclusión, la función del Departamento de Trabajo Social y Psicología 

presenta una labor más social que jurídica. Pues pretende ayudar a la víctima a resistir el 

proceso penal al cual se deben enfrentar, evitando a su vez la revictimización. 

 

 

 

 

H. EL PROCESO DE VICTIMIZACIÓN 

 

El legislador costarricense se ha esforzado por darle una amplia participación a  

la víctima, como participante activo y controlador del papel del juez y fiscal a partir de 

1998. Pero tal regulación no ha sido suficiente, en lo que concierne a la necesidad de 

evitar en la medida de lo posible, el daño que se le pueda ocasionar a la víctima 

haciéndola revivir en las diversas etapas del proceso su dolor. 

 

 

 

Se sabe que justamente con ocasión del cumplimiento de esta gama de derechos, 

al otorgársele mayor participación a la persona que ha visto alterada o vulnerada su 

integridad física, psicológica o patrimonial, es que se ve ésta sometida a un proceso de 

victimización. Por lo tanto se parte de una victimización primaria que corresponde a lo 

sufrido por la víctima directamente de la acción dañosa; seguido de  una victimización 

secundaria, la cual se presenta cuando intervienen las instituciones de control social  

que agravan las consecuencias del ilícito. La victimización secundaria, a través del 

proceso de justicia penal, puede ocurrir por dificultades en el balance de derechos de la 

víctima y los derechos de los imputados o del autor del delito. Esta puede llegar a ser 

tan grave o más que la primera, pues la actualización de la experiencia criminal puede 

79 Ver (PODER JUDICIAL) op. cit., p 121.  
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generar sentimientos de impotencia, culpabilidad, vergüenza, depresión, sensación de 

estar reviviendo experiencias ya superadas, temor a que el suceso se vuelva a repetir80. 

  

 

 

Y finalmente la victimización terciaria, que es  aquella producida por el propio 

sistema penal. En este caso nos limitaremos a analizar la victimización secundaria 

también conocida como revictimización. 

 

 

 

 

I. REVICTIMIZACIÓN 

 

 

I.1. Concepto 

 

Partiendo ya de algunos aspectos básicos en torno a la víctima, podemos 

determinar que esta se encuentra sometida a un proceso de victimización,  con ocasión 

del ejercicio de la acción penal. Dicho proceso abarca varias etapas que van desde la 

comisión del delito, el planteamiento de una posible denuncia, hasta el dictado de una 

eventual sentencia. 

 

 

 

En el caso actual, al hacer referencia al proceso de victimización secundaria, 

conocido generalmente como “REVICTIMIZACIÓN”, se hace alusión a toda acción u 

omisión que vaya en detrimento del estado de aquel sujeto que ha visto afectada o 

vulnerada su integridad personal en sus diversas esferas.  

  

 

 

 
80 Ver (HARO RODRÍGUEZ FABIOLA ANDREA) op. cit., p 134. 
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Según Wendy Camacho, la revictimización se da por etapas. Se habla de la 

victimización primaria, es el hecho que causa perjuicio a la víctima (el acto mismo de 

abuso). La secundaria, se conoce como la revictimización por los factores o por la 

situación que se presenta una vez que la víctima pone en conocimiento a las autoridades 

el hecho que la perjudicó.81 

 

 

 

En la misma línea el autor José Manuel Maza se ha referido a la revictimización 

como: 

 

Sufrimientos que a las víctimas, a los testigos y mayormente a 

los sujetos pasivos de un delito le infieren las instituciones más 

o menos directamente encargadas de hacer justicia: policías, 

peritos, criminólogos, funcionarios de instituciones 

penitenciarias, etc.82 

 

 

 

Se tiene claro entonces, que el sufrimiento de la víctima no se queda 

únicamente con su contacto directo con el delito, es decir, en el momento en que se 

vio afectado por otro sujeto a través de la comisión de aquella acción típica, 

antijurídica y culpable, sino que su padecimiento se extiende e incluso se 

incrementa, a lo largo del proceso que se ha destinado para la investigación y 

juzgamiento de ese mismo acto. 

 

 

 

 
81 Camacho Cubillo (Wendy Adriana). Problemática de los delitos sexuales cometidos contra los menores 
de edad. Tesis para optar por el grado de licenciatura en Derecho Facultad de Derecho. Universidad de 
Costa Rica,  p 391. 
 
82 Ver (ISSA EL KHOURY HERRY) op. cit.,p.271. 
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Es el propio sistema judicial, quien entra a revictimizar al individuo, ya sea 

por una mala atención, un tratamiento poco asertivo, aunado a un retardo en el 

proceso correspondiente. Tal situación es preocupante en tanto  no se debe convertir 

el proceso en una instancia más dolorosa que la situación por la que ya ha pasado el 

ofendido.  

 

 

 

Las consecuencias de esta revictimización son fatales y no únicamente para 

la víctima (quien debe ser el protagonista), sino también para el propio sistema que 

lo ha provocado, afectando la administración de justicia.83 

 

 

 

Esta afectación al propio sistema judicial se basa en el hecho de que una 

víctima profundamente afectada por un delito,  no va a permitir una restauración 

acertada de los elementos fácticos, ya que podría incluso variar muchos detalles u 

omitirlos para evitar ser avasallada con nuevos interrogatorios. La víctima puede 

desarrollar mecanismos de negación de los hechos ante el impacto traumático y la 

reacción de su entorno limitando esto, la reconstrucción del hecho investigado.84 

 

 

 

La revictimización o victimización secundaria, se presenta de diversas 

formas a lo largo del proceso. Las cuales pueden describirse de la siguiente manera: 

a. Si la víctima desea la condena y persecución de su agresor, se ve 

obligada a apersonarse en las diversas instancias policiales a interponer la 

denuncia. Se  enfrenta en la gran mayoría de las ocasiones a un evento 

completamente nuevo, y al desagrado de hacer su difícil relato a una persona 

completamente desconocida. Es muy posible que esta primera instancia sea 

 
83 Ver (ISSA EL KHOURY HERRY) op. cit., p 271 
 
84 Ver (CAMACHO CUBILLO WENDY ADRIANA) op. cit., p.93 
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insatisfactoria.  Pues implica desde largas esperas hasta la atención mecánica y 

poco sensible de aquel funcionario que lo atienda. Sin olvidar, claro está, el 

inicio de un gasto económico en la búsqueda de patrocinio y de la 

interposición de una querella. 

 

 

b. Inicia aquí una difícil historia, en la cual la víctima deberá acudir en 

diversas y reiteradas ocasiones a los tribunales de justicia, en donde según el 

tipo de diligencia que corresponda, es posible que tenga contacto con su 

agresor y por qué no, con  los familiares de éste. 

 

 

c. Debe la víctima verse expuesta a la atención por parte de equipo 

interdisciplinario  que abarca incluso la valoración por parte de los médicos 

forenses. Incluye también la declaración frente a estos sujetos completamente 

extraños y desconocedores del dolor. Esta es una etapa difícil y no grata para 

aquel sujeto afectado. 

 

 

d. No hay que olvidar que tras ese proceloso camino, frente a la 

víctima siempre quedará la posibilidad de una resolución absolutoria en 

derecho y, aun en el caso de la condena, la eventualidad, harto frecuente por 

otro lado, de no ver satisfecha nunca la reparación de sus perjuicios 

económicos por la situación de insolvencia del condenado.85 

 

 

 

Capítulo II  

La Víctima De Delitos Sexuales 
 

 

 
85 Ver (ISSA EL KHOURY HERRY) op. cit., p 272 
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SECCIÓN PRIMERA 

ASPECTOS GENERALES 

 
 

A.CONCEPTO   

 

 En este caso al hacer referencia a la víctima de delitos sexuales, se debe tomar 

en consideración la relevancia del bien jurídico tutelado, ya que si bien se ha conocido y 

descrito en párrafos anteriores, el sujeto pasivo del delito se enfrenta a múltiples 

situaciones que solo devienen en sufrimiento al revivir lo sucedido una y otra vez, sin 

recibir, en la mayoría de los casos, un verdadero resarcimiento o por lo menos un apoyo 

que lo haga apreciar lo vivido como un hecho en nada ajeno al sentir de  los demás. Más 

preocupante es la situación de los delitos sexuales, en donde el olvido no es la 

excepción y hay una diferencia enorme entre lo que se ha querido implementar y lo que 

realmente se da con relación a estas víctimas.  

 

 

 

Sobre éste tema, el Doctor Álvaro Burgos ha indicado que si bien: “…hay que 

reconocer que la política criminal moderna ha experimentado un notable giro hacia la 

víctima, pero de ahí a que la indemnización pueda ser consecuencia jurídico-penal, 

media una gran distancia, especialmente en el tipo de bien jurídico que nos ocupa: la 

libertad sexual”. 86 

     

 

 Si bien en los últimos años, la tesis de la indemnización a la víctima ha tomado 

relevancia, en el caso de los delitos sexuales  genera fuertes discusiones, ya que  entran 

en juego otros elementos como lo son las consecuencias a nivel psicológico, moral e 

incluso sentimental, ya que afloran los afectos más íntimos del individuo, que 

 
86 Ver (BURGOS MATA ALVARO) op. cit., p 20. 
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posiblemente marquen su modo de vida por siempre, y que resulte por lo tanto, 

imposible de traducirlo en términos económicos.   

 

 

 

No puede, sin embargo, aceptarse que los reparos en poner precio a tales 

sentimientos impidan compensar a las víctimas de delitos de la magnitud de los que 

atentan contra la libertad sexual, quienes han sufrido un verdadero “empobrecimiento” 

en un derecho inherente a su personalidad.87 

 

 

 

Siendo la autodeterminación y libertad sexual, el bien jurídico en juego, se 

considera que todas aquellas conductas  que alteren dicho bien, son una manifestación 

extrema de violencia, siendo entonces las más difíciles de aceptar y reconocer por 

quienes las sufren.  

 

 

 

Señala Fabiola Haro que: 

 

…el impacto emocional de una agresión sexual, está 

modulado por cuatro variables: el perfil individual de la víctima 

(estabilidad psicológica, edad, sexo y contexto familiar); las 

características del acto abusivo (frecuencia, severidad, 

existencia de violencia o de amenazas, cronicidad, etc; la 

relación existente con el abusador, y por último las 

consecuencias relacionadas al descubrimiento del abuso. 88  

 

 

 
87 Ver (BURGOS MATA ÁLVARO ) op. cit., p 23.  
 
 
88Ver (HARO RODRÍGUEZ FABIOLA ANDREA) op.cit., p 141.  
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B. LA VÍCTIMA MENOR DE EDAD EN DELITOS SEXUALES 

 

Los menores de edad, suelen ser uno de los blancos más vulnerables en cuanto a 

los delitos sexuales, ello debido a diversas razones; una de ellas corresponde al hecho de 

que son personas de fácil acceso, con escazas (e inclusive en algunos casos) nulas 

posibilidades de defensa, sin la madurez necesaria para comprender lo que implica una 

violación o acto semejante. No obstante, a pesar de esas condiciones, no por ello se 

puede minimizar el impacto que podrían tener, pues son capaces de  percibir 

perfectamente que lo que les sucede es de naturaleza odiosa. 

 

 

 

Por ende, en el caso de los menores de edad, podemos argüir que el “malestar” 

se intensifica, en el cuanto, son personas más vulnerables que un  mayor de edad. Al 

respecto, Ileana Guillén, enumera lo siguiente:  

 

 

1. Un niño víctima es sometido a repetidos interrogatorios por 

diferentes personas. 

 

(…) el niño generalmente tendrá que declarar ante: la persona que 

en primera instancia comunique la situación, la policía administrativa, la 

policía judicial, el médico forense, el psicólogo, el trabajador social, el 

fiscal, los jueces de la audiencia (donde será interrogado por el fiscal y el 

defensor).  

 

2. Un efecto secundario, es que el niño tendrá que faltar a la escuela 

repetidamente durante el proceso. 

 

 

3. El tiempo que toma para que el proceso finalice, el miedo de hablar 

en público frente a extraños, el miedo a una venganza, la culpa asociada con 
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llevar a un miembro de la familia a la corte, el sentimiento del niño de que se 

le dice que hizo algo malo.  

 

 

4. La arquitectura de la corte en sí inspira temor a los niños. La 

arquitectura del lobbv, los corredores, las salas de juicio, el juez que a veces 

señala con el dedo a una persona, mucha gente a su alrededor haciendo cosas 

que ellos no entienden, hablando el lengua que no entienden, los guardias con 

armas.89 Entre otras cosas. 

 

 

 

Como se observa, las víctimas menores de edad, acrecientan su calidad de 

ofendidas por el hecho de ser personas altamente sensibles con la situación. Pues, no 

solo se deben resistir al shock psicológico de enfrentarse a una violación, sino que 

además, se sienten culpables por involucrar a su familia a un tortuoso proceso judicial.   

 

 

 

No obstante, el problema no termina ahí, ni involucra únicamente a personas 

menores de edad sino que también se dirige hacia otros sectores de la población, 

tendiendo como sujetos pasivos a considerar que de una u otra manera son responsables 

de los sucedido “Pues las personas del círculo familiar suelen considerar que de alguna 

manera la víctima provocó el ataque, en su deseo de creer que el mundo en que vivimos 

es “justo”. Es lo que se llama “hipótesis del mundo justo”. Y la propia víctima suele 

pensar también que al menos, parcialmente, ella ha provocado el ataque o lo merece. Y 

la misma opinión pública tiende a considerar que la víctima es digna de estigma”.90  

 

 

 
89 Guillén Rodríguez (Ileana) La valoración del testimonio de menores en delitos sexuales, San José, 
Editorial, IJSA, 2005, pp 59 y 60.  
 
 
90 Ver (GUILLÉN RODRÍGUEZ ILEANA) op. cit., p 49.  
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A pesar del gran sufrimiento del ofendido, al enfrentarse a su familia, a la 

sociedad y al sistema judicial, el malestar del sujeto pasivo no es erradicado con una 

sentencia. Ya que se debe enfrentar a los múltiples efectos psicológicos, los cuales 

“dependen de diversos factores como la edad de la víctima, su estructura de la 

personalidad, el medio en que se desenvuelve, la reacción de sus familiares y amigos. 

En general, son personas que excepcionalmente tendrán un desarrollo normal”. 91  

 

 

 

Con respecto a las declaraciones de los menores de edad en los delitos sexuales, 

su credibilidad se ve seriamente afectada, ya que en muchos casos, los jueces solamente 

cuentan como prueba con la declaración del menor. No obstante, la Fundación 

Paniamor, señala que:  

 

 

…es raro que los niños deliberadamente mientan sobre 

el abuso, excepto para minimizar su frecuencia o para negar 

que haya ocurrido en realidad. No existe ningún estudio que 

pueda demostrar que los niños puedan ser influenciados para 

inventar totalmente un evento, a pesar de que existen 

acusaciones del lavado de cerebro por parte de los padres o 

profesionales.  Al contrario, es claro que en lugar de inventar o 

exagerar incidentes sobre abuso, los niños tienden más bien a 

minimizar y negar el abuso debido a la presión o al miedo. 92  

 

 

 

 

C. LA VÍCTIMA SEGÚN LA PERSPECTIVA DE GÉNERO  

91 Ibíd, pp 49 y 50. 
 
 
92 Ver (GUILLÉN RODRÍGUEZ ILEANA) op. cit., p 98. 
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A pesar del impacto psicológico que sufren los menores de edad cuando son 

víctimas de delitos sexuales; no por ello, son los únicos, pues también encontramos a las 

mujeres. Otro sector altamente vulnerable de la población para ser el sujeto pasivo en 

dichos actos. En el ámbito judicial, entre los agravios procesales que deben enfrentarse 

las mujeres encontramos los siguientes:  

 

 

1. En los procesos judiciales se invisibiliza lo femenino. El discurso, 

los valores, los jueces, abogados, legisladores, la policía, actúan con 

estereotipos masculinos (…) 

 

 

2. En este contexto la víctima debe romper el silencio. Esto puede ser 

interpretado como una transgresión, principalmente, si el imputado es de su 

familia, o una figura de autoridad.  

 

 

3. Una vez recibida su declaración, surgen dudas acerca de la verdad 

de su dicho. Su familia, la policía, el Sistema Judicial la desvaloriza y a partir 

de la denuncia toda una estructura de poder inicia su funcionamiento para 

hallar elementos de culpabilidad en su contra, como si ella fuese a quien se 

juzga.  

 

 

4. Se le interroga sobre su vida personal e íntima y no solo sobre la 

agresión sufrida (…) 

 

 

5. Se le somete a un examen médico forense, donde se le exigen las 

pruebas físicas de la violencia a la que fue sometida y de la resistencia que 

ella ofreció. 
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6. En el caso de que sea dictada sentencia condenatoria, la víctima 

realmente no logra su reivindicación. La sentencia condenatoria no es 

suficiente para lograrla; máxime si el condenado es un familiar, es posible 

que pierda el único apoyo económico o a una persona cercana y querida para 

ella.93 

 

 

 

Dentro del género femenino, se encuentra un grupo de mujeres que se 

encuentran aún más vulnerables, es el caso de las sexoservidoras. Si ya es cuestionable 

el testimonio de una víctima  de delitos sexuales, lo es más si se dedica a la prostitución.  

 

 

 

Al respecto, Soler afirma que “…dada la esencial característica de este delito 

con relación al bien jurídico tutelado, es natural que para configurarlo, sea indiferente el 

sexo y la condición del sujeto pasivo”. Como el bien jurídico que se protege, no es la 

honestidad sino la libertad sexual, aún una persona que vive del comercio de su cuerpo 

tiene derecho a decidir si tiene o no relaciones sexuales con una persona determinada. 

Por esta razón, si se obliga, se le hace víctima de violación.94  

 
93 Portuguez Calderón (Flor). La víctima de los delitos sexuales en el proceso penal y el agresor en el 
sistema de penas. Tesis de Graduación para optar por el grado de Licenciatura en Derecho. Facultad de 
Derecho de la  Universidad de Costa Rica, 1994, p 80. 

 
 

94 Vargas Alvarado (Eduardo) Sexología forense, México, Editorial, Trillas, 1º Ed, 2008, p 45. 
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TITULO II 

LA PARTICIPACION DE LA 

VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL  
 

 

 

CAPÍTULO  III. Etapas Procesales 
 

 

SECCIÓN PRIMERA: LA DENUNCIA 
 

 

 

A. GENERALIDADES  

 

La denuncia se encuentra regulada en el Título I (Procedimiento preparatorio) 

del Libro I sobre el Procedimiento Ordinario; en los artículos 278 y siguientes del 

Código Procesal Penal de Costa Rica.  

 

 

 

Es así, como el numeral 278 de tal legislación, expone que toda persona que 

tenga noticia de un delito de acción pública podrá denunciarlo al Ministerio Público, a 

un tribunal con competencia penal o a la Policía Judicial, salvo que la acción dependa 

de instancia privada. En este último caso, solo podrán denunciar quienes tengan facultad 

de instar.95  

 

 
95 Código Procesal Penal, artículo 278. 
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De lo anterior, se desprende que: “…la denuncia es la comunicación que hace 

una persona al juez, al tribunal, al Ministerio Público o a la Policía, sobre la comisión 

de un hecho delictivo”.96 En cuyo caso, ésta puede ser facultativa u obligatoria 

dependiendo de las circunstancias descritas por el mismo conglomerado de leyes.  

 

 

 

La víctima de un delito puede presentar la denuncia, escrita o de forma verbal. 

Ya sea personalmente o a través de un mandatario, quien debe tener el poder necesario 

para ejercer dichas facultades; no obstante, es fundamental la existencia de una 

constancia escrita de la denuncia.   

 

 

 

Si la víctima interpone la denuncia ante un tribunal, dicha instancia debe ponerla 

en conocimiento del Ministerio Público. Si es ante la policía, se deberán iniciar las 

diligencias de investigación urgentes y ponerlas en conocimiento del Ministerio Público 

dentro de las seis horas siguientes de su recibo.97  

 

 

 

Para la interposición de una denuncia, no se considera como requisito 

indispensable que el mismo denunciante sea quien ha sufrido los perjuicios del hecho 

criminal, basta con que tenga conocimiento de la existencia del delito. Por ende, se ha 

interpretado que no hay una edad mínima para denunciar.  

 

 

 

 
96 Llobet Rodríguez (Javier). Proceso penal comentado (Código procesal penal comentado). San José, 
Editorial Jurídica Continental, 2º Ed, 2003, p 287.  
 
97 Cortes Coto (Ronald) La etapa preparatoria en el nuevo proceso penal. San José, Editorial,  IJSA, 1º 
Ed, 1998, p 14.  
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En principio,  toda denuncia es facultativa, no obstante, el numeral 281 del 

Código Procesal Penal, enumera a ciertas personas que por el ejercicio de sus funciones, 

se ven obligados a denunciar un acto delictivo, siempre y cuando dicha denuncia no 

perjudique la persecución penal. 

 

 

ARTÍCULO 281.-  Obligación de denunciar. Tendrán 

obligación de denunciar los delitos perseguibles de oficio:  

a) Los funcionarios o empleados públicos que los conozcan en 

el ejercicio de sus funciones.  

b) Los médicos, parteras, farmacéuticos y demás personas que 

ejerzan cualquier ramo del arte de curar, que conozcan esos 

hechos al prestar los auxilios de su profesión, salvo que el 

conocimiento adquirido por ellos esté protegido por la ley bajo 

el amparo del secreto profesional.  

c) Las personas que por disposición de la ley, de la autoridad o 

por un acto jurídico tengan a su cargo el manejo, la 

administración, el cuidado o control de bienes o intereses de 

una institución, entidad o persona, respecto de delitos 

cometidos en su perjuicio o en perjuicio de la masa o 

patrimonio puesto bajo su cargo o control y siempre que 

conozcan el hecho con motivo del ejercicio de sus funciones.  

 

En todos estos casos, la denuncia no será obligatoria si 

razonablemente arriesga la persecución penal propia, del 

cónyuge, o de parientes hasta tercer grado por consanguinidad 

o afinidad, o de una persona que conviva con el denunciante 

ligada a él por lazos especiales de afecto.98 

 

 

 
98 Código Procesal Penal, artículo 281. 
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Sin embargo, así como hay ciertas personas obligadas a denunciar, también hay 

otras a las cuales la ley las exonera de forma expresa. Así se enuncia en el numeral 36 

de la Constitución Política, donde dice  que: “…en materia penal nadie está obligado a 

declarar contra sí mismo, ni contra su cónyuge, ascendientes, descendientes o parientes 

colaterales hasta el tercer grado inclusive de consanguinidad o afinidad”.99 Ello, en 

razón de los lazos familiares que los unen con el presunto culpable de un hecho 

delictivo.  

 

 

 

 

B. TIPOS DE ACCIÓN 

 

Todo sistema judicial, posee la difícil e imprescindible labor de velar por la paz 

y seguridad de la sociedad. Situación de la que no escapa nuestro sistema judicial. En 

Costa Rica, el Poder Judicial es el encargado de recibir las denuncias y continuar con un 

proceso en busca de la protección de los intereses de sus ciudadanos. Este es el motivo 

por el cual se habla de “acción penal”, que busca la defensa o tutela de los derechos 

constitucionales y legales de todos los ciudadanos perseguidos  por la comisión de 

hechos delictivos, con el fin de sancionarlos. 

 

 

 

No obstante, así como hay diversidad de delitos que un ciudadano puede 

cometer, de la misma forma, hay distintas vías de acceder a la justicia ofrecida por los 

tribunales, dependiendo de circunstancias como de las partes procesales. Por 

consiguiente, a dichos sistemas se accede según sea el objeto, el imputado o el delito, se 

dan a través de distintos tipos de acción, con un procedimiento distinto en cada uno de 

ellos para iniciar el proceso judicial.100  

 

 
99 Constitución Política, artículo  36. 
 
100 Ver (HIDALGO MURILLO JOSÉ DANIEL) op. cit., p 131. 
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En el ordenamiento jurídico de Costa Rica, se encuentra la “acción” regulada en 

el Título II del Libro preliminar del Código procesal penal, donde nos establece las 

pautas para cada una de las tres  acciones existentes, las cuales son:   

 

 

 

B.1. Acción Privada 

 

En la acción privada, se encuentran contemplados aquellos delitos que necesitan 

de una acusación para su correspondiente persecución penal; por lo tanto, es 

indispensable no solo la voluntad de la víctima sino también el impulso procesal que 

esta debe formalizar mediante la querella. Con el necesario patrocinio de un abogado 

ante el tribunal de juicio, se dará inicio al respectivo proceso, el cual no tiene fase 

preparatoria ni intermedia. 

 

 

 

Por ende, la instancia privada tiene el carácter de una autorización para que se 

inicie el proceso correspondiente. Si no ha instado la persona que tiene el poder para 

hacerlo, o bien lo hizo ante una autoridad no competente para recibir la denuncia, se 

estaría ante un obstáculo procesal, que puede dar lugar a que la denuncia sea 

desestimada.101  

 

 

 

El numeral 19 del Código procesal penal, define como delitos de acción privada: 

 

a) Los delitos contra el honor. 

 

b) La propaganda desleal. 

 

 
101 Ver (JAVIER LLOBET) op. cit., p 74. 
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c) Cualquier delito que la ley califique como tal.102 

 

 

 

B.2.Acción Pública 

 

Por esta vía se atienden los delitos, mediante los cuales el Estado se encuentra en 

la obligación de darles un seguimiento, aún cuando la víctima no lo desee. Es decir, que 

el Ministerio Público debe actuar de oficio; por ende, no es un requisito indispensable la 

existencia de una denuncia  formal, bastando solamente con la noticia criminis para 

actuar. 

 

 

 

Se dice que los delitos perseguibles, mediante la acción pública, son aquellos  

que no estén contemplados como delitos de acción privada, ni como delitos de acción 

pública a instancia privada.  

 

 

 

No obstante, los delitos de acción pública pueden pasar a ser delitos de acción 

privada. Así se encuentra contemplado en el numeral 20 del Código Procesal Penal, 

donde dice que: “…a pedido de la víctima, siempre que el Ministerio Público lo 

autorice y no exista un interés público gravemente comprometido, cuando se investigue 

el delito que requiere instancia privada o un delito contra la propiedad realizado sin 

grave violencia sobre las personas. Si existen varios ofendidos, será necesario el 

consentimiento de todos”.103 Sin embargo, una vez convertida la acción pública en 

privada, no hay posibilidad de que el Ministerio Público llegue a retomar la causa en un 

futuro.  

 

 
102 Código Procesal Penal, artículo 20. 
 
103 Código Procesal Penal, artículo 17.  
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B.3. Acción Pública Perseguible A Instancia Privada 

 

La acción pública perseguible a instancia privada es sobre aquellos delitos que  a 

pesar de ser de interés público, a las víctimas se les permite escoger si quieren que se 

persiga o no. Es decir, a diferencia de la acción pública, no puede ser perseguible de 

oficio. Por ende, al ser promovida por la víctima puede ser revocada en cualquier 

momento, antes del auto de apertura a juicio.  

 

 

 

En los delitos de acción pública perseguible a instancia privada el legislador ha 

querido tutelar un valor, un derecho, por existir un especial interés del Estado en 

resguardar los intereses de la víctima. Sin embargo, a pesar del interés que tiene el 

Estado en la persecución penal del hecho, ha dejado en manos de la víctima la decisión 

sobre la posible realización de un proceso penal.  

 

 

 

En los delitos de esta categoría, el numeral 17 del Código Procesal Penal, 

establece que: 

 

 

…el Ministerio Público solo ejercerá una vez que 

formulen la denuncia, ante autoridad competente, el sujeto 

pasivo mayor de quince años o, si es menor de edad, en orden 

excluyente, sus representantes legales, tutor o guardador. Sin 

embargo, antes de la instancia, podrán realizarse los actos 

urgentes que impidan continuar el hecho o los imprescindibles 

para conservar los elementos de prueba, siempre que no afecten 

la protección del interés de la víctima.  

 

Los defectos relacionados con la denuncia podrán 

subsanarse con posterioridad, cuando la víctima se presente a 

ratificar la instancia antes de finalizar la audiencia preliminar.  
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El Ministerio Público ejercerá directamente la acción 

cuando el delito se haya cometido contra un incapaz o un menor 

de edad, que no tenga representación o cuando lo haya 

realizado uno de los parientes hasta tercer grado de 

consanguineidad  o afinidad, el representante legal o el 

guardador. 104  

 

 

 

A raíz de lo anterior, se puede extraer que en los delitos de acción pública 

perseguibles a instancia privada, se le da la posibilidad a la víctima de denunciar cuando 

es mayor de 15 años o a su representante legal. Sin embargo, cuando se perpetúa un 

delito contra menor, sin representación o cuando el delito es realizado por representante 

o familiar hasta el tercer grado de consanguineidad o, cuando es contra un incapaz, el 

Ministerio Público actuará de oficio, siendo así el delito de acción pública.  

 

 

 

El mismo cuerpo normativo, en su numeral 18 efectúa una lista sobre los delitos 

pertenecientes a este tipo de acción, los cuales son:  

 

 

a) El contagio de enfermedad y la violación de una persona mayor de edad que 

se encuentre en pleno uso de razón.  

 

b) Las agresiones sexuales, no agravadas ni calificadas, contra personas mayores  

de edad.  

 

c) Las lesiones leves y las culposas que no tengan origen en un accidente o 

hecho de tránsito, el abandono de personas, la ocultación de impedimentos para contraer 

 
104 Código Procesal Penal, artículo 18. 
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matrimonio, la simulación de matrimonio, las amenazas, la violación de domicilio y la 

usurpación.  

 

d) El incumplimiento del deber alimentario o del deber de asistencia y el 

incumplimiento o abuso de la patria potestad.  

 

e) Cualquier otro delito que la ley tipifique como tal.105 

 

 

 

B.4. La Acción En Los Delitos Sexuales 

 

En el caso de los delitos sexuales, la acción penal puede ser abarcada de distintas 

formas. Ello debido a presupuestos como la edad de la víctima, voluntad de la misma e 

incluso lo estipulado por la misma ley.  

 

 

 

En cuanto a víctimas de delitos sexuales que sean menores de edad, la acción 

penal suele ser pública. Pues se intenta proteger un interés superior del menor, donde el 

Estado se convierte en garante del bienestar de la víctima.  

 

 

 

Por su parte, cuando el delito sea perpetrado contra una persona mayor de edad, 

según lo establecido en el numeral 18 del Código Procesal Penal, la acción penal es 

pública a instancia privada. 

 

 

 

No obstante, el mismo artículo en el inciso b realiza una salvedad en la comisión 

de delitos sexuales contra mayores de edad, pues el mismo dice “…las agresiones 

 
105 Código Procesal Penal. Op Cit pp. 
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sexuales, no agravadas ni calificadas, contra personas mayores de edad106 ”. Por ende, 

se puede aludir que en caso de agresiones calificadas, a pesar de ser perpetuadas contra 

mayores de edad, serían consideradas dentro de delitos de acción pública.  

 

 

 

Es importante recordar que un delito de acción pública puede ser convertido en 

uno de acción privada, siempre y cuando el Ministerio Público lo autorice y que los 

demás ofendidos se encuentren de acuerdo, pudiendo incluso la víctima o su 

representante revocar la instancia en cualquier momento hasta antes de la apertura a 

juicio.  

 

 

 

Por lo tanto, los delitos sexuales, pueden ser tanto de acción pública como 

privada, dependiendo de quién lo solicita (si es un menor o mayor de edad). Como lo 

establece el artículo 17 último párrafo al indicar que “El Ministerio Público ejercerá 

directamente la acción cuando el delito se haya cometido contra un incapaz o un menor 

de edad, que no tengan representación, o cuando lo haya realizado uno de los parientes 

hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad, el representante legal o el 

guardador”.107 

 
106 En realidad, el artículo debería decir que es solamente contra violación calificada. Porque el numeral  
158 que corresponde a la violación agravada fue derogado mediante el artículo 3 de la ley Nº 8590 del 8 
de julio del 2007. 
 
Código Penal,  Artículo 157.-  
Violación calificada. 
La prisión será de doce a dieciocho años, cuando:  
1) El autor sea cónyuge de la víctima o una persona ligada a ella en relación análoga de convivencia.  
2) El autor sea ascendiente, descendiente, hermana o hermano de la víctima, hasta el tercer grado por 
consanguinidad o afinidad.  
3) El autor sea tío, tía, sobrina, sobrino, prima o primo de la víctima, hasta el tercer grado por 
consanguinidad o afinidad.  
4) El autor sea tutor o el encargado de la educación, guarda o custodia de la víctima.  
5) Se produzca un grave daño en la salud de la víctima.  
6) Se produzca un embarazo.  
7) La conducta se cometa con el concurso de una o más personas. 
 
107 Código Procesal Penal, artículo 17. 

106 
 

                                                           



 

C. LA DENUNCIA Y LA VÍCTIMA 

 

Como ya se explicó anteriormente, la denuncia no debe necesariamente ser 

presentada por la víctima. Pues depende en gran medida en si el delito sexual es 

cometido en perjuicio de un menor o mayor de edad, pues por consiguiente sería un 

delito de acción pública o de acción pública a instancia privada. 

 

 

 

No obstante, en aquellos casos en los cuales es presentada por la propia víctima 

es donde se presenta en mayor medida la revictimización, cuestión que interesa en el 

siguiente trabajo.  

 

 

 

Es la denuncia el primer paso al que una víctima de delitos sexuales (o cualquier 

otro) se debe enfrentar al iniciar un proceso judicial. Este es el motivo por el cual se 

puede considerar a dicha instancia como el primer impacto psicológico en el sistema 

judicial que sufre dicha víctima. Pues implica revivir nuevamente  lo ocurrido. 

  

 

 

Dicha situación es de suma importancia, pues es responsabilidad de las 

instancias judiciales, brindar el cuidado pertinente a la víctima. Ya que es necesario 

guiar a esta en el relato de los hechos sucedidos, para  que así, el fiscal pueda tener una 

base en la cual va a analizar si el hecho descrito corresponde o no a un delito, y por ende 

darle curso a la respectiva investigación.  

 

 

 

La denuncia puede ser presentada de forma oral o escrita. De forma personal o a 

través de un mandatario especial. No obstante, como todo documento relevante, este 

debe tener un contenido mínimo que se encuentra regulado en el numeral 280 del CPP:  
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ARTÍCULO 280.- Contenido 

La denuncia deberá contener, en cuanto sea posible, la relación 

circunstanciada del hecho, con indicación de sus autores y 

partícipes, damnificados, testigos y demás elementos que 

puedan conducir a su comprobación y calificación legal. 

 

 

 

 

D. LA QUERELLA  

 

Al igual que la denuncia, es una forma de iniciar un proceso penal. Se puede 

presentar tanto en delitos de acción pública como en delitos de acción privada, durante 

la etapa preparatoria del proceso. La misma podrá ser interpuesta por la víctima o en 

caso de minoridad e incapacidad por su representante. 

 

 

 

Se considera  la querella como: “…el procedimiento exclusivo por el cual toda 

persona con capacidad civil que se pretenda ofendida por un delito de acción privada, 

puede acudir al Tribunal de Juicio  para presentar querella y al ejercer conjuntamente 

la acción civil resarcitoria, en persecución del hecho ilícito por el cual se ve 

perjudicada”.108  

 

 

 

Tanto la querella, como la denuncia son institutos en los cuales la 

revictimización se puede producir con gran facilidad, pues la víctima encuentra una 

obligación moral consigo mismo, de otorgar la mayor cantidad de datos posibles para 

así guiar la investigación del fiscal y, por consiguiente alcanzar los objetivos deseados 

 
108 Hidalgo Murillo (José Daniel) Manual de derecho procesal penal costarricense, San José, Editorial, 
EDITECEDITORES, 1º Ed, 1998, p 139. 
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en el proceso penal. Por ende, es de suma importancia que las instancias judiciales 

tengan personal capacitado para sí, poder recabar de la misma víctima, información 

pertinente sin llegar a ello a la revictimización.  

 

 

 

Al igual que la denuncia, la querella debe presentar un contenido mínimo que se 

encuentra contemplado en el numeral 74 del CPP:  

 

 

ARTÍCULO 74.- Forma y contenido de la querella 

La querella será presentada, por escrito, personalmente o por 

mandatario con poder especial, y deberá expresar bajo pena de 

inadmisibilidad: 

a) El nombre, los apellidos y el domicilio del querellante y, en 

su caso, también los del mandatario. 

b) El nombre, los apellidos y el domicilio del querellado o, si se 

ignoran, cualquier descripción que sirva para identificarlo. 

c) Una relación clara, precisa y circunstanciada del hecho, con 

indicación del lugar y el momento en que se ejecutó, si se saben. 

d) La solicitud concreta de la reparación que se pretenda, si se 

ejerce la acción civil. 

e) Las pruebas que se ofrezcan. 

i) Si se trata de testigos y peritos, deberán indicarse el nombre, 

los apellidos, la profesión, el domicilio y los hechos sobre los 

que serán examinados. 

ii) Cuando la querella verse sobre calumnias, injurias o 

difamaciones, el documento o la grabación que, en criterio del 

accionaste, las contenga, si es posible presentarlos. 

f) La firma del actuante o, si no sabe o no puede firmar, la de 

otra persona a su ruego. 

Se agregará, para cada querellado, una copia del escrito y del 

poder. 

 

109 
 



 

E. ACCIÓN CIVIL 

 

La acción civil, es un instituto dentro del proceso penal, en el cual se encuentran 

inmersos elementos de índole civil. No obstante, una vez que se presenta en vía penal, 

esta cumple un papel de accesoriedad respecto a la acción penal.  

 

 

 

La accesoriedad implica que la pretensión civil no se sustenta por sí sola, sino 

que se subordina a la promoción de la penal. Carece de autonomía, y en cuanto  la 

pretensión penal no sea promovida o continuable, tampoco la pretensión civil lo será en 

el proceso penal. La acción civil sólo puede ser ejercida cuando la principal está 

pendiente. Su vida depende de la penal, aunque ambas son independientes por su 

finalidad, naturaleza y contenido.109  En caso de sobreseimiento provisional o 

suspensión del proceso, el ejercicio de la acción civil se suspenderá también, hasta que 

el proceso penal reinicie. No obstante, a pesar de dictarse sentencia absolutoria el 

tribunal aún puede pronunciarse al respecto.  

 

 

 

Ahora bien, es importante aclarar, que el objetivo de la accesoriedad radica en la 

celeridad. Situación por la cual, el numeral 41 del CPP dispone que la acción civil 

puede ser presentada en vía penal junto a la acción penal o tramitarse en vía civil. Pero 

no se admite una tramitación múltiple, es decir, presentarla simultáneamente en ambas 

jurisdicciones.  

 

 

 

 
109 Sanabria Rojas (Rafael) La Acción civil resarcitoria en el proceso penal costarricense, San José, 
Ediciones Colegio de Abogados de Costa Rica ,1º Ed,  2007, p 47. 
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Además de la libertad otorgada por el legislador en cuanto a la escogencia de la 

jurisdicción, también brinda nuestra legislación procesal penal  una serie de 

posibilidades sobre los sujetos que pueden interponer la acción civil, a saber:  

 

 

Artículo 37.-La acción civil para restituir el objeto materia del 

hecho punible, así como la reparación de los daños y perjuicios 

causados, podrá ser ejercida por el damnificado, sus herederos, 

sus legatarios, la sucesión o por el beneficiario en el caso de 

pretensiones personales, contra los autores del hecho punible y 

partícipes en él y, en su caso, contra el civilmente 

responsable.110 

 

 

 

 En este punto es importante aclarar que para que sea declarada la acción civil 

por parte de un tribunal, es indispensable que la parte la haya promovido anteriormente. 

Al respecto la jurisprudencia ha manifestado que: 

 

Luego de examinados los autos, salta a la vista que la ofendida 

se constituyó como querellante (cfr. folios 260-266), pero nunca 

como actora civil dentro del término dispuesto para tal efecto, y 

de conformidad con lo estipulado en el artículo 114 del Código 

Procesal Penal. Vale acotar que, con base en el principio 

dispositivo y sus colorarios, los sub-principios de disponibilidad 

del interesado, de iniciativa de parte, de congruencia, y de 

renuncia,  en cuanto a la acción para obtener el resarcimiento 

de daños y perjuicios, “...Al tratarse de una pretensión de 

naturaleza civil –aunque insertada en el proceso penal– rige a 

su respecto el principio dispositivo que establece que las partes 

tienen el pleno dominio de los derechos materiales y procesales 

involucrados en el proceso, y también potestad de libre decisión 

 
110 Código Procesal Penal, artículo 37. 
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respecto del ejercicio o no de estos derechos...” (Loutayf   y 

Costas: La acción civil en sede penal, Astrea, Buenos Aires, 

2002, p 75). Por ello, aparte de los efectos que la condenatoria 

tiene sobre el traspaso del bien, resulta del todo ilegítima la 

declaratoria con lugar de una acción civil inexistente, así como 

la condenatoria en costas por los extremos civiles, por no 

haberse accionado en ese sentido (...) Por todo lo dicho, se 

acogen los reclamos, debiendo anularse parcialmente la 

sentencia, sólo en cuanto declara con lugar la acción civil 

resarcitoria, y la condena en costas por el ejercicio de dicha 

acción a los encausados. Pese a la improcedencia de un juicio 

de reenvío sobre este punto, ya que la acción civil resarcitoria 

no fue ejercida en la oportunidad y de la forma que estipula la 

ley, conserva firmeza la nulidad de las ventas y de los 

instrumentos públicos en los que se hicieron constar las 

transacciones simuladas. Lo anterior, habida cuenta de que se 

trata de consecuencias civiles del hecho punible, que no 

dependen del ejercicio de la acción civil resarcitoria.111 

 

 

 

 Sin embargo, hay casos previstos por el mismo código, en los cuales la acción 

civil no puede ser presentada directamente por la parte, situación en la cual, deriva dicha 

participación a la oficina de la defensa civil de las víctimas, cuando:  

  

 

a) El titular de la acción carezca de recursos y le delegue su 

ejercicio. 

 

111 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, en sentencia Nº 791 de las 14:20 
del 23 de agosto del 2006.  
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b) El titular de la acción sea incapaz de hacer valer sus derechos 

y no tenga quien lo represente, sin perjuicio de la intervención 

del Patronato Nacional de la Infancia. 

 

 

 

Definitivamente, la acción civil, constituye uno de los institutos en los cuales se 

beneficia ampliamente a la víctima o damnificado. Pues en numerales como el 113 del 

CPP, el legislador dispone  que “El ejercicio de la acción civil procederá aun cuando 

no esté individualizado el imputado. Si en el proceso existen varios imputados y 

civilmente responsables, la pretensión resarcitoria podrá dirigirse contra uno o varios 

de ellos. Cuando el actor no mencione a ningún imputado en particular, se entenderá 

que se dirige contra todos”.112 

 

 

 

Al momento de presentar  la  acción civil, es de suma importancia que la parte 

damnificada concrete sus pretensiones, así como que indique la clase y forma de 

reparación y establezca el monto solicitado por motivo de daños y perjuicios, ello sin 

detrimento de ampliar las partidas por consecuencias futuras. Donde al igual que en toda 

demanda es fundamental la presentación de prueba para orientar al tribunal a la toma de 

decisiones.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
112  Código Procesal Penal, artículo 113. 
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SECCIÓN SEGUNDA:   LA PRUEBA 
 

 

A) ASPECTOS GENERALES DE LA PRUEBA 

 

La prueba en el Proceso Penal en Costa Rica, se encuentra regulada en el Libro 

III sobre los Medios de Prueba, en  los artículos 180 y siguientes del Código Procesal 

Penal.  

 

 

 

Desde el punto de vista etimológico,  la palabra “prueba” se deriva del adverbio 

“probe”, que significa “honradamente”, por considerarse que obra con honradez quien 

prueba lo que pretende.113Por lo tanto, el objeto de la prueba consiste en “demostrar” la 

honradez de aquel que hace uso de un medio de prueba. Ello desde cualquier 

perspectiva de la vida de un ser humano que viva en sociedad.   

 

 

 

No obstante, desde el punto de vista jurídico, probar un hecho significa crear 

objetivamente dentro de un procedimiento o proceso judicial, las condiciones 

intelectuales y materiales, para que el juez llegue razonablemente a formar su 

convicción acerca de la existencia y características de aquel eco: se corrobora así el 

juicio afirmativo de las partes del mismo.114 

 

 
113 Fernández Morales (José Hernán) La prueba pericial aportada por el Laboratorio de Ciencia Forense 
del Organismo de Investigación Judicial ( Materia de Tránsitos) y su valoración en el proceso penal. Tesis 
para optar por el grado de Licenciado en Derecho, Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 
1985, p 5. 
 
 
114 Cubero Artavia (María del Rocío) Límites a la búsqueda de la verdad material en el proceso penal, 
Tesis para optar por el grado de Licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho de la Universidad de 
Costa Rica, 2008, p 64. 
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Por ende, toda prueba se encuentra dirigida al juez. Para que este tenga 

conocimiento suficiente y pueda por consiguiente dictar una sentencia absolutoria o 

condenatoria en relación con el imputado.  Es por ello, que toda prueba puede versar 

sobre circunstancias directas como indirectas del hecho delictivo. Que sirvan para 

orientar al juez en cuanto a la verdad real del hecho sucedido.  

 

 

 

Sin embargo, al ser Costa Rica un Estado de Derecho, existen  ciertas 

limitaciones, al momento de ofrecer una prueba. Así se encuentra estipulado en los 

numerales 39 y 41 de la Constitución Política.115Donde se decreta que toda prueba debe 

ser adquirida de manera lícita, sin coartar o lesionar la integridad del imputado.  

 

 

 

Por su parte, el numeral 181 del CPP, nos determina que aquellos elementos de 

prueba que sean adquiridos de modos ilícitos, no podrá ser tenidos en cuenta durante el 

proceso; a excepción de que sea el mismo imputado el que se vea beneficiado con ellos.  

 

 

 

Por consiguiente, puede afirmarse que en Costa Rica, predomina el principio de 

Libertad Probatoria, regulado en el numeral 182 del CPP, en donde se dicta que “podrán 

probarse los hechos y circunstancias de interés para la solución correcta del caso, por 

cualquier medio de prueba permitido, salvo prohibición expresa de la ley”.  

 

 
115 Constitución Política, artículos 39 y 40. 
 
ARTÍCULO 39.- A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley 
anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa oportunidad concedida al 
indiciado para ejercitar su defensa y mediante la necesaria demostración de culpabilidad (…) 
 
ARTÍCULO 40.- Nadie será sometido a tratamientos crueles o degradantes ni a penas perpetuas, ni a la 
pena de confiscación. Toda declaración obtenida por medio de violencia será nula. 
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El principio de libertad probatoria, permite que las partes puedan utilizar 

cualquier medio lícito para probar su hipótesis dentro del proceso. La legitimidad de la 

prueba implica, la prohibición absoluta de valerse de medios probatorios ilegítimos, 

para llegar a la verdad real de los hechos, ya que si bien esta verdad es uno de los fines 

del proceso penal, no es un fin en sí mismo. Por ello no es permitido utilizar métodos 

prohibitivos, como la tortura la coacción, o cualquiera de la amplia variedad de pruebas 

ilícitas o ilegítimas para llegar a demostrar la presunta responsabilidad del imputado en 

los hechos investigados.116  

 

 

 

A.1. La Prueba y la Víctima 

 

Como ya se mencionó anteriormente, todo proceso judicial se define por la 

cantidad o calidad de prueba que ofrezca  cada una de las partes en litigio. Si la prueba 

es lícita y contundente va a inferir de forma directa en el resultando de una sentencia. 

 

 

 

No obstante, en el tema que se está abordando, la prueba puede jugar un doble 

papel con la víctima. Ello debido a que ésta se debe enfrentar a dos posiciones que 

pueden, en algunos casos, ser incompatibles. 

 

 

 

Por un lado, al denunciar que fue víctima de un delito de violación, se encuentra 

deseando que el victimario sea juzgado y por ende condenado a través de un proceso 

penal. No obstante, para que surja dicho resultado, es indispensable la participación de 

la víctima al momento de recabar prueba. 

 

 

 
116 Ver (CUBERO ARTAVIA MARÍA DEL ROCÍO)  op. cit., pp 80-81.  
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Pues al ser la misma víctima un sujeto que estuvo presente en los hechos 

delictivos, se convierte directamente una fuente rica en conocimiento al momento de 

orientar a los funcionarios del Organismo de Investigación Judicial, durante la 

averiguación. Por ende, a pesar de ambicionar una sentencia condenatoria para el 

imputado, también se ve en la dolorosa tarea de revivir lo sucedido para así recolectar la 

prueba necesaria para lograr su cometido.  

 

 

 

La víctima se debe enfrentar a situaciones embarazosas, como el examen médico 

forense en el complejo de Ciencias Forenses de San Joaquín de Flores, en el cual se 

verifican o consigna que las lesiones son propias de una violación. También debe 

afrontar el examen psicológico, para verificar si su estado emocional es estable para que 

atestigüe en el juicio. Así como las entrevistas con los investigadores para orientarlos 

sobre la búsqueda que estos funcionarios deben realizar, entre otras.  

 

 

 

 

B. INVESTIGACIÓN  

 

La investigación es la actividad que se desarrolla durante la fase preparatoria de 

un proceso penal. Es así, como el numeral 274 del CPP dice que: “…el procedimiento 

preparatorio tendrá por objeto determinar si hay base para el juicio, mediante la 

recolección de los elementos que permiten fundar la acusación del fiscal o del 

querellante y la defensa del imputado”.117  

 

 

 

 
117 Código Procesal Penal, artículo 274. 
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Por ende, la fase preparatoria consiste en la búsqueda de indicios, la cual se 

materializa en la investigación que tanto el fiscal o querellante como el defensor, deben 

realizar.  

 

 

 

Para una correcta investigación, los fiscales suelen aplicar lo que se conoce 

como la “Teoría del caso”. La cual es el resultado de la conjunción de la hipótesis 

fáctica, jurídica y la probatoria que maneja el fiscal respecto de un caso concreto. Es 

decir, es el conjunto de hechos que él ha reconstruido mediante prueba, y ha subsumido 

dentro de las normas penales aplicables de un modo que pueda ser probado.118  

 

 

 

Para que el fiscal en caso de delitos sexuales, pueda llevar a cabo la aplicación 

de la “Teoría del caso” debe: en primer lugar, recibir la denuncia; en segundo lugar, 

determinar si los hechos descritos concuerdan con los tipos penales descritos 

previamente en las leyes penales; y tercero, buscar los elementos de prueba necesarios 

ya sea para que el imputado sea absuelto o condenado en un juicio oral y público.  

 

 

 

Es por lo anterior, que las pruebas solicitadas al complejo de Ciencias Forenses 

del Organismo de Investigación Judicial son de gran relevancia para la búsqueda de la 

verdad real.  

 

 

 

 

 

 
118 García Osvaldo (Henderson) Abordaje e investigación de la investigación penal, San José, Impresos 
Cabalsa S.A, 1º Ed, 2007, p 75.  
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B.1. Prueba Pericial Solicitada Al Organismo De Investigación Judicial 

 

La prueba pericial es aquella que se constituye por el soporte de personas que 

tienen conocimiento sobre un arte, profesión u oficio y que ayudan al esclarecimiento 

probatorio. Guillermo Cabanellas ofrece la siguiente definición de la prueba pericial:119 

 

 

La que surge del dictamen de los peritos, personas llamadas a 

informar ante un tribunal por razón de sus conocimientos especiales y 

siempre que sea necesario tal asesoramiento técnico o practico del 

juzgador sobre los hechos litigiosos.120 

 

 

 

Por su parte, nuestro ordenamiento jurídico autoriza la prueba pericial en el 

Título IV, artículos 213 y ss del Código Procesal Penal.  

 

 

 

Como bien lo indica el numeral 213 del CPP, el objetivo de ordenar una pericia, 

es para “descubrir o valorar un elemento de prueba, donde sea necesario poseer 

conocimientos especiales de alguna ciencia, arte o técnica”. 

 

 

 

Esta es la situación por la cual es menester que todo perito rinda un dictamen 

pericial, regulado según los dispuesto por el artículo 218 del CPP, donde dispone que 

“el dictamen pericial será fundado y contendrá, de manera clara y precisa, una relación 

detallada de las operaciones practicadas y de sus resultados, las observaciones de las 

 
119 Aguilar Arce (Maritza) y Morales Barquero (Alexandra) La valoración judicial de la prueba pericial 
psicológica en los delitos sexuales. Tesis para optar por el título de Licenciatura en Derecho, Facultad de 
Derecho de la Universidad de Costa Rica, 2003, p 53. 
 
120 Cabanellas (Guillermo) Diccionario Jurídico Elemental, Buenos Aires, Editorial Haliasta S.R.I, 11º 
Ed, 1993, p 327. 
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partes o las de sus consultores técnicos y las conclusiones que se formulen respecto de 

cada tema estudiado (…)”. 121  

 

 

 

Sin embargo, es un tema de difícil abordaje. Pues es muy sencillo para un fiscal 

o defensor, solicitar una prueba pericial. Pero no es tan fácil para la víctima ser un 

medio de prueba. Ya que ello implica, en muchos casos, la revictimización. Es por ello 

que los mismos legisladores han intentado la protección de la víctima a través de 

cuerpos normativos. Un claro ejemplo, lo representa el numeral 221 del CPP, al regular 

lo que se denominó como “Peritajes especiales”.  

 

 

 

Es así, como dispone que cuando haya que realizar pruebas periciales 

psicológicas o médico legales a víctimas de agresiones sexuales, violencia intrafamiliar 

o a personas menores de edad, en un plazo no superior a ocho días, deberá formarse un 

equipo interdisciplinario y realizar en una misma sesión las entrevistas que la víctima 

requiera, siempre y cuando ello no afecte la realización del peritaje. Deberá tenerse  en 

cuenta el interés superior del menor de edad y tratar en todos los sentidos de reducir la 

revictimización. 

 

 

 

Por su parte, el artículo continúa señalando que el equipo de profesionales 

deberá elaborar un protocolo y si lo estima conveniente, designar a uno de sus 

miembros para que realice las preguntas; salvo que exista una un impedimento de peso, 

en la misma sesión, se deberá realizar un examen físico de la víctima. 

 

 

 

 
121 Código Procesal Penal, artículo 218.  
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Es precisamente en esos peritajes espaciales, donde la revictimización de la 

víctima de delitos sexuales es más frecuente. Pues a pesar de existir una gran variedad 

de pericias que se puede solicitar al Departamento de Ciencias Forenses del OIJ, no 

todas ellas implican la problemática que abordamos en el presente trabajo. Motivo por 

el cual, nos centraremos en las pericias médico legal y la de la entrevista psicológica en 

la presente sección. 

 

 

 

 

B.2. Prueba Médico Legal 

 

Es importante aclarar para efectos de este trabajo, que no en todos los casos el 

procedimiento para la recolección de indicios suele ser el mismo. Pueden presentarse 

múltiples circunstancias que afecten la mecánica recomendada por el DCF del OIJ.  

  

 

 

Como sería el caso de la víctima que se encuentre seriamente herida producto de 

la violación, ya que en dicha perspectiva se debe preservar con prioridad la salud e 

integridad física de la ofendida y la toma de muestras se ejecutaría una vez que la 

damnificada se encuentre estable. Otra posibilidad es que la víctima presente la 

denuncia días después del ultraje, en cuyo caso, a pesar de practicarse el examen médico 

legal, serían diferentes algunas prevenciones para la recolección de la prueba y cadena 

de custodia, pues interferiría el factor tiempo, restándole por consiguiente importancia a 

algunos procedimientos.  

 

 

 

Sin embargo, dejando de lado circunstancias como las anteriores, el presente 

apartado lo desarrollaremos en el supuesto de que la víctima presente la denuncia 

inmediatamente u horas después de ser cometido el delito de violación.  
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Una vez hecha la aclaración, estos peritajes deben ser solicitados por el fiscal 

posteriormente a la presentación de la denuncia. Se suele trasladar a la víctima al 

Departamento de Ciencias Forenses del OIJ para que se proceda a la recolección de 

indicios que suelen estar presentes en el mismo cuerpo de la víctima.  

 

 

 

La prueba médica se considera indispensable, debido a que constituye un medio 

de recolección de indicios muy valioso, para determinar si en efecto la denunciante es o 

no víctima de violación. Es así, como esta pericia pretende visualizar a través de un 

diagnóstico si:  

  

 

1. El acceso carnal es o no reciente. 

 

2. En caso de existir acceso carnal, determinar cómo se realizó. 

 

3. Establecer una vinculación del acusado con el hecho.  

 

 

 

Dichos objetivos se logran por medio de: 

 

1. Un examen de la víctima. 

 

2. Examen de la persona acusada. 

 

3. Examen del escenario del hecho.   

 

 

 

Es mediante el examen de la persona ofendida en donde prácticamente en todos 

los casos se presenta la revictimización, pues para la efectiva realización del examen se 

realizan actos que la perturban.  
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Para llevar a cabo este examen, el médico forense debe contar con los siguientes 

elementos: 

 

1. Orden de la autoridad judicial específica para el estudio por 

este tipo de delito. 

 

2. Consentimiento informado de la víctima o de su 

representante legal. 

 

3. Presencia de una enfermera o de otro funcionario judicial 

durante la realización del examen.122  

 

 

 

La presencia de dichos elementos son de suma importancia y se incluyen dentro 

de los factores necesarios para evitar la revictimización. Como anteriormente 

mencionamos, el examen debe ser solicitado por el fiscal. Es en este caso, donde se 

recomienda enviar junto a dicha solicitud una copia de la denuncia. Pues así el médico 

forense podría conocer los hechos del delito y para la realización del examen solo 

debería preguntar circunstancias que no se encuentren contempladas en la denuncia. Es 

así, como la víctima no tendría que relatar nuevamente todos los hechos y se estaría 

evitando por consiguiente la revictimización.  

 

 

 

El consentimiento informado de la víctima es indispensable, en el tanto no se 

podría coaccionar a la víctima a practicarse dicho examen, tanto por vivir en un Estado 

de Derecho, como por el impacto psicológico que implicaría que después de una 

violación se le obligue a realizarse un examen que ya en sí es lo suficientemente íntimo.  

 

 

 
122  Ver (VARGAS ALVARADO EDUARDO) op. cit., p21.  
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Finalmente, la presencia de una enfermera o de otro funcionario judicial durante 

la realización del examen cumple una doble justificación. Por una parte, garantiza a la 

víctima, desconfiada y temerosa, debido a la agresión sufrida, la seriedad del estudio 

que para su protección requiere la justicia. Por otra parte, proteger al médico de 

cualquier acusación infundada del presunto abuso deshonesto, por mujeres 

mitomaniacas o histéricas.123  

 

 

 

El examen médico legal debe abarcar dos partes. Por un lado la inspección y por 

otro, la toma de muestras.  

 

 

 

Durante la inspección, es de importancia la estatura, el peso, desarrollo 

musculoesquelético y genital; actitud, fascies, gestos, lesiones en la piel; orden o 

desorden de cabellos y maquillaje, así como daños en las ropas. El desarrollo muscular 

puede suministrar indicios acerca de la veracidad de la historia de incapacidad para 

resistir la agresión, especialmente cuando se correlaciona con la textura del acusado.124  

 

 

 

Por otro lado, al médico forense también le corresponde la toma de las muestras. 

Que consisten en la recolección de las ropas de la víctima; hisopados para la búsqueda 

de semen, saliva, entre otros; pruebas de sangre para la detección de enfermedades de 

trasmisión sexual, pruebas de embarazo, entre otros.  

 

 

 

 
123 Ver (VARGAS ALVARADO EDUARDO) op. cit., p 21.  
 
124 Ver (VARGAS ALVARADO EDUARDO) op. cit., p22.  
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La toma de muestras se realiza en vagina, boca, recto y ropas principalmente. La 

muestra más importante es la de semen, y a la falta de ésta, la del líquido prostático; le 

sigue la muestra de secreción uretral para el diagnóstico de gonorrea; la de sangre, 

básicamente para el diagnóstico de sífilis y de grupo sanguíneo; la de orina en la mujer, 

para el diagnóstico de embarazo; y otras de valor criminalístico como pelos, fibras y 

hierbas. Así como recortes de uñas y muestras de saliva.125 

 

 

 

Una vez que las muestras han sido tomadas, deben ser rotuladas apropiadamente 

(nombre, número de cédula, hora y día en que se tomó la muestra; es decir, se completa 

la boleta de cadena de custodia, el rotulado de las muestras, así como el respectivo 

lacrado) y posteriormente enviadas a la Unidad Centralizada de Inspección de Indicios  

del OIJ.  

 

 

 

Como puede observarse, el examen médico legal puede ser muy penoso para la 

víctima, pues implica para él o la damnificada una exposición ante un extraño, tanto al 

tener que contar elementos, sin duda dolorosos para la víctima que sucedieron al 

momento del abuso. Así mismo el permitir que una persona, aunque sea profesional de 

la salud, continúa siendo para la víctima, extraña que se encarga de asuntos muy 

íntimos, después de una violación, lo cual hace, sin lugar a dudas, vivir un nuevo evento 

traumático.  

 

 

 

La Doctora Estela Cordero Laurent, perito de la Unidad Centralizada de 

Inspección de Indicios del  DCF del OIJ, ha comentado algunas recomendaciones que 

 
125  Rodríguez Cambronero (Hazel) y Molina Incera (Vanessa). El impacto de la técnica P.C.R. en la 
investigación y esclarecimiento del delito de homicidio y el delito sexual de violación. Tesis para optar 
por el grado de Licenciatura en Derecho. Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1995, p 
105.  
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se deben seguir ante una víctima de delitos sexuales, para evitar o minimizar lo más 

posible la revictimización. Dichas recomendaciones son:  

 

 

 Que la autoridad judicial envíe una copia de la denuncia 

junto con la solicitud del dictamen pericial. Para evitar que la víctima 

relate nuevamente los hechos doloroso. 

 

 

 Que la primera instancia judicial con la cual se enfrenta la 

víctima, recopile en ese momento la mayor cantidad de información 

para el DCF. 

 

 

 Indicar a la víctima que en todo momento puede ser 

acompañada por personas de confianza cuando vaya al DCF. Lo cual 

le brindará seguridad y consuelo a la víctima.  

 

 

 Tomar en cuenta las necesidades de alimentación, transporte 

y vestido de la víctima previo al traslado al DCF. Ya que hay víctimas 

que se trasladan de lugares muy alejados a sus domicilios.  

 

 

 Explicarle la importancia del porqué es necesario que no se 

bañe o lave las prendas que portaba, antes de realizarse el examen 

médico legal.  

 

 

 También explicarle la importancia de porqué es necesario de 

que no orine antes. Ya que puede lavar el conducto y se pierde 

evidencia. 
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B.3.Prueba Pericial Psicológica De La Víctima 

 

La importancia de la prueba pericial psicológica en los delitos sexuales, radica 

en que en dichas infracciones no hay testigos presenciales y en algunos casos tampoco 

evidencia física, lo que provoca que el juez debe recurrir a la opinión del perito sobre la 

determinación de síntomas o secuelas emocionales, para corroborar si la persona fue 

efectivamente ofendida, con lo cual se reduce el grado de incerteza en que podría 

encontrarse el juez.  

 

 

 

Es indispensable aclarar que a través de dicha pericia, el psicólogo perito no va a 

determinar si la víctima dice o no la verdad. El objetivo de examen psicológico consiste 

en determinar si la víctima posee secuelas emocionales así como determinar si es capaz 

de compadecer en juicio a dar su testimonio.  

 

 

 

Entre las funciones más específicas del perito en materia psicológica están:  

 

 Realizar labores profesionales con fines de psicodiagnóstico 

pericial para  uso oficial. 

 

 Efectuar estudios profesionales con fines psicodiagnósticos legales. 

 

 Aplicar evaluaciones psicológicas a domicilio, cuando así se 

requieran. 

 

 Analizar e interpretar las pruebas practicadas. 

 

 Investigar secuelas emocionales de agresión física, psicológica y 

sexual entre otros. 
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 Aplicar pruebas psicológicas a menores de edad en problemas con 

la ley de Justicia Penal Juvenil y a víctimas de abuso sexual. 

 

 Efectuar la valoración psicológica de menores visitando el lugar de 

residencia o internamiento cuando así los requieran. 

 

 Adoptar y confeccionar pruebas psicológicas. 

 

 Formular recomendaciones. 

 

 Estudiar casos de víctimas de abuso sexual y elaborara perfiles de 

la población atendida. 

 

 Coordinar acciones con diferentes autoridades judiciales. 

 

 Realizar investigaciones para solucionar los casos que se le asignen. 

 

 Atender y evacuar consultas e las autoridades judiciales y del 

público, según lo permita la ley. 

 

 Impartir curso de capacitación y charlas. 

 

 Realizar otras labores propias del cargo.126 

 

 

 

Una vez citadas algunas de las funciones de un perito psicólogo, es posible 

comprender la importancia que ha tomado la psicología forense como prueba, los 

delitos sexuales ya no tiene necesariamente que presentar lesiones físicas, pues 

mediante un estudio psicológico, es posible determinar el daño emocional causado, la 

credibilidad del testimonio y por supuesto, la imputabilidad del acusado.  

 
126 Ver (AGUILAR ARCE MARITZA Y MORALES BARQUERO ALEXANDRA) op. ci., p120.  
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Con respecto a la evaluación de las víctimas, el papel del psicólogo consiste 

principalmente en determinar la existencia de síntomas psicológicos o secuelas del 

delito sexual, establecer la competencia de la víctima para declarar, valorar la 

credibilidad de las declaraciones del menor y valorar la sugestibilidad del menor.127 

 

 

 

Ahora bien, como se desprende de lo anterior, la pericia psicológica en delitos 

sexuales, constituye un medio de prueba indispensable para esclarecer la verdad de lo 

sucedido. No obstante, a pesar de su  efectividad, presenta para la víctima un hecho 

bochornoso e incluso doloroso emocionalmente hablando.  

 

 

 

Para alcanzar óptimos resultados de esta pericia, es necesario que la víctima se 

comunique con el psicólogo. Relatando nuevamente los hechos que constituyen un 

delito sexual y del cual fue la parte damnificada. Circunstancia que no hace otra cosa 

que avocar lo que conocemos como revictimización. Por ser otra instancia durante el 

proceso penal, en el cual la víctima debe enfrentarse a contar nuevamente lo sucedido.  

 

 

 

Para minimizar los efectos negativos de la revictimización, el numeral 221 del 

CPP dispone la formación de un equipo interdisciplinario producto de la prueba 

psicológica, en la cual se autoriza al Ministerio Público, a la defensa y al querellante a 

participar de la sesión psicológica o psiquiátrica siempre y cuando no afecte a la 

seguridad, vida o integridad física de la víctima o se afecte de algún modo la prueba.   

 

 

 

Intentando proteger a la víctima, nuestro ordenamiento jurídico indica que se 

permite el uso de cámaras especiales, conocidas como Cámaras Gesell, evitando así el 

 
127 Ibíd , p 283.  
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contacto de la víctima con las partes. Asimismo, no se permite intervenir a las partes en 

cualquier momento durante las pericias. Una vez que se les permita la palabra, éstas lo 

harán solamente cuando se les indique y será el perito el encargado de canalizar las 

observaciones.  

 

 

 

El perito dejará constancia de los requerimientos que se hayan formulado y los 

mencionara al rendir sus conclusiones al emitir la pericia. 

 

 

 

En cuanto al momento de realizar la pericia, la Máster Carmen Zeledón Grande, 

perito psicólogo del DCF del OIJ, establece reglas para entrevistar a la víctima y así 

minimizar la revictimización, a saber:  

 

 

 El entrevistador128 debe lucir relajado y no reaccionar con 

sorpresa a revelaciones del abuso.129 

 

 

 Evitar tocar a la víctima durante la entrevista. 

 

 

 No pedirle al menor130 demostración de los eventos (por 

ejemplo: no pedirle demostraciones de los eventos que requieren 

quitarse la ropa). 

 
128 Perito Psicológico. 
 
129 Con el objetivo de no hacer sentir a la victima culpable, avergonzado o cualquier sentimiento negativo 
ante los hechos producto del abuso sexual.  
 
130 Recomendación que se da, porque en algunos casos, los menores víctimas de delitos sexuales se 
encuentran en edades donde la comunicación es un factor no tan desarrollado en su crecimiento. Y por 
ende les cuesta comunicarse a través de palabras.   
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 No hacer comentarios del tipo “Que bien portado” que 

podrían interpretarse como reforzamientos selectivos de cierto tipo de 

respuestas. 

 

 

 Evitar preguntas: ¿Por qué fue que el perpetrador o la 

víctima se comportaron de una manera particular? (ej.: ¿Por qué no le 

contaste a tu mamá esa misma noche?). Este tipo de preguntas son 

difíciles de contestar para los menores131 y podrían trasmitirles la 

creencia de que son, al menos de alguna manera, culpables de lo que 

sucedió.  

 

 

 Evitar preguntas sugestibles. 

 

 

 Evitar  preguntas de verdad versus mentira.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SECCIÓN III 

 
De igual forma, se menciona que en algunas ocasiones es necesario preguntarle a los menores que és lo 
que quisieron explicar. Pues para los niños las palabras pueden significar cosas distintas que para un 
adulto. Incluso por la madurez  o morbo “normal” de un adulto, las palabras de los niños, puede ser mal 
interpretar y relacionarlas directamente con el abuso.  
 
131  O víctimas en general. 
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SECCIÓN TERCERA 

EL PROCEDIMIENTO INTERMEDIO 
 

 

 

A. CONCEPTO Y FUNCIONES 

 

El Código Procesal penal de 1996, reguló lo concerniente a una nueva etapa 

intermedia inspirada en lo indicado en el Código Procesal Penal para Iberoamérica de 

1988, que se desarrollará hasta que se finalice el procedimiento preparatorio. El aspecto 

fundamental de la etapa intermedia es el examen de la acusación y de la querella, para 

determinar si corresponde remitir el asunto a juicio oral y público, desde esta 

perspectiva cumple una función de control de las mismas.132   

 

 

 

Actualmente, se tiende a subestimar la importancia de esta etapa en el 

procedimiento penal e incluso se ha discutido la necesidad de eliminarla por completo. 

Sin tomar en cuenta, que es en este momento en que se produce la decisión judicial 

sobre la apertura del procedimiento principal, es decir, la apertura a juicio. Daniel 

González, establece que: 

 

 

 

…el procedimiento intermedio constituye el momento procesal 

para una determinada solución para el caso, pues en él 

convergen todos los sujetos para definir el rumbo o el curso del 

procedimiento entre muy diversas opciones y por otro lado, 

también configura el órgano jurisdiccional formal y oral con 

posibilidades de anticipar un contradictorio en el que 

 
132 Llobet Rodríguez (Javier) Código Procesal Penal Comentado, San José, Editorial, Jurídica 
Continental, 5ª Ed, 2012, p 498. 
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intervienen toda las partes , ejerza un control sobre la actividad 

requirente del Ministerio Público y del querellante . 133  

 

 

 

Es criterio de algunos funcionarios e incluso defensores públicos, el hecho de 

que la audiencia intermedia en la práctica se ha convertido en una cuestión mecánica. 

Manifiesta el Dr. Daniel González que incluso se ha llegado a considerar que las partes 

no tienen interés en acudir ante el juez y de forma oral manifestar sus alegatos, en tanto 

prefieren reservarse para un posterior juicio, debido a que se considera que en la 

mayoría de los casos los requerimientos acusatorios son admitidos sin un verdadero 

control de fondo por parte del juez y menos aún en lo relatico al acervo probatorio 

ofrecido por las partes para ser recibido en juicio.134  

 

 

 

No debe descartarse además, el hecho de que durante esta fase se delimitará lo 

concerniente objeto de la acusación, determinando también contra quién se dirigirá la 

acción penal, aunado al hecho de que permite un acercamiento entre las partes, para que 

éstas se conozcan entre sí; además de definir la posición concreta que cada una de ellas 

asumirá con respecto a dicho objeto. Garantiza entonces a los sujetos procesales, la 

posibilidad de conocer y contradecir con argumentos la tesis del contrario, garantizando 

con esto un principio básico del “debido proceso”, el cual es el derecho de defensa.  

 

 

 

A la luz del nuevo CPP y de las nuevas reglas de la oralidad, el procedimiento 

intermedio cobra aún mayor relevancia. Introduce la oralidad al proceso, además de que 

garantiza el contradictorio entre las partes, dándole amplias potestades a una autoridad 

 
133 González Alvarez (Daniel) El Procedimiento intermedio. Asociación de Ciencias Penales de Costa 
Rica,  San José, Derecho Procesal Penal Costarricense, 1ª Ed, 2007, p 437. 
 
134 Ibíd, p 438.  
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que no es la misma que participó en la investigación y asimismo diferente a la que 

intervendrá en juicio.135 

 

 

 

Se cuenta, entonces, con una fase que procura actuar de filtro y control sobre la 

actividad requisitoria del Ministerio Público y de la víctima, con el objetivo de evitar un 

juicio innecesario, es decir, por razones de economía procesal. Además de actuar con 

respecto a requerimientos como la desestimación, el sobreseimiento o cualquier otra 

solicitud del fiscal para tomar decisiones diferenciadas como la conciliación.  

 

 

 

El procedimiento intermedio, ejerce vigilancia sobre la actividad del fiscal. Se 

tiene dos tipos de controles sobre la función requisitoria del Ministerio Público, uno 

formal y uno sustancial. El formal obedece principalmente al control del cumplimiento 

de aquellos requisitos y presupuestos establecidos por ley. Mientras que el sustancial 

refiere al mérito de dicha actividad. Si se trata de una acusación, tendrá que ser una 

acusación fundada; esto no significa que debe hallarse probado el hecho, porque ello 

significará una distorsión de todo el sistema procesal. La acusación es un pedido de 

apertura a juicio, por un hecho determinado y contra una persona determinada, y 

contiene una promesa, que deberá tener fundamento de que el hecho será probado en 

juicio.136  

 

 

 

Como se mencionó anteriormente, el procedimiento intermedio no existe en los 

delitos de acción privada, ni aquellos que se tramitan bajo las disposiciones del 

procedimiento de flagrancia. Tampoco se realizará en aquellos casos en los que se haya 

 
135 Ibí, p 439. 
 
136 Ver (GONZÁLEZ ÁLVAREZ) op. cit., p 440. 
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autorizado la conversión de la acción penal de pública a privada. El conocimiento y 

control de esta fase, le corresponden al juez penal.  

  

 

 

Al cumplir una función de control, busca determinar si existe sospecha 

suficiente de culpabilidad para ordenar la apertura a juicio, evitando juicios inevitables 

y garantizando el derecho de defensa. Así antes de que un imputado pueda ser 

conducido a juicio oral, tiene que existir una decisión jurisdiccional que ordene este 

juicio oral. De manera que se conocerán además de la acusación del Ministerio Público 

y del querellante, las solicitudes sometidas al control del tribunal como las de 

sobreseimiento tanto definitivo como provisional. Con respecto a lo anterior, establece 

el jurista costarricense Javier Llobet: 

 

 

Se trata con ellos de garantizar la transparencia que deben 

tener las actuaciones del Ministerio Público, lo que es propio de 

un Estado de Derecho. Por otro lado, se discute en la etapa 

intermedia también la procedencia de la aplicación de un 

criterio de oportunidad, de alguna forma alternativa de solución 

de conflicto (suspensión del proceso a prueba, conciliación) o 

de la aplicación de un procedimiento abreviado.137   

 

 

 

Por otra parte, es criterio del Doctor Claus Roxin que la importancia del 

procedimiento intermedio reside en la función de control negativo: discutiendo la 

admisibilidad y la necesidad de una persecución penal posterior por un juez 

independiente o por un tribunal colegiado en una sesión a puertas cerradas, se pretende 

proporcionar otra posibilidad de evitar un juicio oral, que siempre es discriminatorio 

para el afectado.138 

 
137 Ver (LLOBET RODRÍGUEZ JAVIER) op. cit., p 493. 
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B. ACTOS CONCLUSIVOS Y PROCEDIMIENTO 

 

El Tribunal de procedimiento intermedio no se encuentra obligado a convocar a 

la audiencia preliminar en todos los casos, por razones de economía procesal, 

obedeciendo a la necesidad de simplificar dentro de lo posible el proceso. De 

conformidad con lo establecido por el artículo 310  de nuestro Código Procesal Penal. 
139Lo importante en todo caso, es evitar la convocatoria a una audiencia preliminar 

simplemente como una formalidad, por obedecer a un acto mecánico, sino que dicho 

acto sea el resultado de la valoración de las circunstancias del caso.  

 

 

 

Debe comprenderse, entonces, que si se ha formulado acusación por parte del 

Ministerio Público o querellante, es necesaria la realización de la audiencia preliminar. 

No requiere darse audiencia a las partes, en aquellos casos en los que por ejemplo 

únicamente se solicite un sobreseimiento definitivo o la aplicación de algún criterio de 

oportunidad. Al contrario, sí deberá convocarse cuando, por ejemplo, la Fiscalía 

presente la solicitud de sobreseimiento y con respecto a éste proceda la víctima en su 

condición de acusador particular a interponer querella al efecto. 140 

 

 

 

B.1 El Sobreseimiento 

 

Una de las resoluciones que el juez del procedimiento intermedio puede adoptar 

es el dictado del sobreseimiento, tanto a solicitud del Ministerio Público cuanto de 

 
138 Claus ( Roxin) Derecho procesal Penal. Traducción de la 25ª edición alemana, Buenos Aires, Editorial, 
Editores del Puerto S.r.l., 2000, p 347. 
 
139 ARTICULO 310.- Código Procesal Penal. Op Cit  
Procedimiento. Cuando únicamente se formulen requerimientos o solicitudes diversos a la acusación o la 
querella, el tribunal del procedimiento intermedio resolverá sin sustanciación lo que corresponda, salvo 
disposición en contrario o que estime indispensable realizar la audiencia preliminar, en cuyo caso 
convocará a las partes. 
 
140 González Álvarez. Op cit pp 442. 
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oficio, aún frente a una acusación o a una querella.141 Nuestra normativa regula lo 

relativo al sobreseimiento definitivo y provisional, al tenor de lo establecido por los 

numerales 311 y 314 del CPP. 

 

 

 

El sobreseimiento definitivo se basa en un juicio de certeza, determinando la 

falta de responsabilidad del imputado en los hechos que se le reprochan, o bien, en 

aquellos casos en los que es imposible incorporar al proceso para ser valorados nuevos 

elementos de prueba. Procederá su dictado también cuando  se logre determinar que el 

hecho denunciado nunca se llevó a cabo o fue realizado por otros sujetos y no por quien 

figura como imputado en esa causa; es decir, cuando exista duda o incertidumbre sobre 

la existencia del hecho o la autoría; también cuando el hecho no encuadre en ningún 

tipo penal, medie alguna causa de justificación o la acción penal se haya extinguido.  

 

 

 

El sobreseimiento definitivo, debe dictarse cuando se haya agotado la 

investigación, sin poder concluirse en ningún sentido y no exista la posibilidad real y 

efectiva de hacer llegar al proceso nuevos o mejores elementos de convicción. 142 Ante 

el dictado de un sobreseimiento definitivo, se produce cosa juzgada material, cerrando 

el procedimiento en relación con el imputado en favor de quien se dictó. 

 

 

 

En aquellos supuestos en los que no sea procedente el sobreseimiento definitivo, 

en razón de que los elementos de prueba son insuficientes, pero existe una posibilidad 

real de que se puedan obtener  posteriormente, se dictará el sobreseimiento provisional. 

Siempre que se mencione en forma concreta los elementos de prueba específicos que se 

esperan incorporar, como lo establece el numeral 314 del CPP.  

 
141 Ver (GONZÁLEZ ÁLVAREZ) op. cit., p. 443. 
 
142 Ibíd, p 444. 
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Es conveniente, pues, que el sobreseimiento provisional quede limitado a 

aquellos casos en los que existe alguna posibilidad real y concreta de que la 

investigación sea reanudada o aparezca algún nuevo elemento de prueba. Caso 

contrario, se debe resolver de modo definitivo.143 

 

 

 

El sobreseimiento provisional, se sustenta en un estado de incertidumbre sobre la 

responsabilidad del imputado. Se concederá por el plazo de un año, dentro del cual las 

partes deben estar atentas y vigilantes a la incorporación de los elementos de prueba a 

los que refirió el juez penal. La resolución, que lo declara, consiste en un auto y no en 

una sentencia, como expresamente lo establece el artículo. La reanudación del proceso, 

no procede de oficio. La petición debe ser realizada por el querellante, actor civil o el 

Ministerio Público.144 Una vez transcurrido el plazo de ley, sin que ninguna de las 

partes  haya promovido la reanudación del proceso, será procedente entonces el dictado 

del sobreseimiento definitivo por haberse extinguido la acción penal.  

 

 

 

Tanto el MP, como el querellante, actor civil y la víctima podrán interponer 

recurso de apelación en contra del sobreseimiento definitivo, el cual deberá ser resuelto 

con efecto suspensivo. 

 

 

 

 

C. LA AUDIENCIA PRELIMINAR 

 

 Debido a la función de control que se ejercerá durante la etapa intermedia, es 

que el eje de esta fase del procedimiento es el examen o estudio de la acusación 

 
143 Ver (GONZÁLEZ ALVAREZ) op. cit., p 444. 
 
144 Ver (LLOBET RODRÍGUEZ JAVIER) op. cit., p 496 
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formulada por el Ministerio Público y el querellante. Esta se conocerá en la audiencia 

preliminar ordenada de conformidad con el artículo 316 del CPP145. Una innovación 

importante del Código de 1996 es que la decisión sobre la apertura o no a juicio debe 

disponerse en una audiencia oral y privada, siendo dicha audiencia realizada en forma 

contradictoria, con intervención de los diversos sujetos procesales. Puede incluso 

recibirse prueba en dicha audiencia, aunque se dice que debe evitarse que se convierta 

en una anticipación del juicio oral y público.146 

 

 

 

Como se señaló en apartados anteriores, la audiencia preliminar se llevará a cabo 

en aquellos casos en los que se cuente con una acusación del MP o del acusador 

particular. En relación con la audiencia preliminar el Dr. Daniel González ha 

manifestado: 

 

 

La audiencia preliminar  constituye una actuación oral, a la que 

concurren las partes y el tribunal, con el fin de exponer los 

puntos de vista sobre las solicitudes formuladas por el 

Ministerio Publico y el querellante, y además donde pueden 

hacer que se reciben algunos elementos probatorios con el fin 

de adoptar alguna resolución conclusiva en la etapa intermedia. 

Se trata de un momento de filtro y de control concebido sobre 

todo en función de garantía del imputado contra el daño que 

por lo general ocasiona un debate público sustentado en 

acusaciones persecutorias o infundadas; también es un 

 
145 ARTICULO 316.- Código Procesal Penal. Audiencia preliminar. OP Cit  
 Cuando se formule la acusación o la querella, aún cuando existan también otras solicitudes o 
requerimientos, el tribunal del procedimiento intermedio notificará a las partes y pondrá a su disposición 
las actuaciones y las evidencias reunidas durante la investigación, para que puedan examinarlas en el 
plazo común de cinco días. 
En la misma resolución, convocará a las partes a una audiencia oral y privada, que deberá realizarse 
dentro de un plazo no menor de diez días, ni mayor de veinte 
 
146 Llobet Rodríguez, op cit pp. 498 
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instrumento de economía con el fin de evitar los costos de un 

juicio público inútil.147   

 

 

 

Tal audiencia se realiza prácticamente con base en los mismos principios del 

debate, a excepción de la publicidad, en tanto la misma se realiza sin presencia del 

público, sino únicamente con participación de los sujetos procesales. Se realiza en 

privado, con el objetivo de no desacreditar socialmente al imputado, y en algunos casos 

incluso a la víctima, en un momento procesal en el que han actuado principalmente los 

órganos de la acusación y la querella.148  

 

 

 

 

C.1. Sobre El Emplazamiento 

 

Se convocará para la realización de la audiencia preliminar siempre que exista 

acusación y querella, la cual para estos efectos tendrá el carácter de obligatoria, de la 

misma manera en los casos en los que el MP solicite el dictado de un sobreseimiento y 

la víctima constituida como querellante presente la respectiva querella.  

 

 

 

Una vez recibida la acusación o querella y de conformidad con el artículo 316, 

en el plazo de  5 días se debe emplazar a las partes, para que conozcan las actuaciones y 

la solicitud de apertura a juicio que ha formulado el MP y el querellante, principalmente 

el imputado para hacer uso de su derecho de defensa. 

 

 
147 Ver (GONZÁLEZ ÁLVAREZ) op. cit., p 446 
 
148 Ibíd, p 446. 
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Durante este plazo, las partes pueden objetar la acusación o la querella por 

defectos formales o sustanciales, oponer excepciones, solicitar el sobreseimiento, la 

suspensión del proceso a prueba, la imposición o revocación de una medida cautelar, el 

anticipo de una prueba, el procedimiento abreviado, la aplicación de un criterio de 

oportunidad o la conciliación.149 

 

 

 

El emplazamiento entonces consiste en ese traslado que se hace oficialmente de 

la acusación o la querella al imputado, con el objetivo de fomentar entre las partes el 

contradictorio y preparándolo para un eventual juicio. De manera que, transcurridos 

esos 5 días, ya las partes han hecho ver sus manifestaciones planteando sus 

pretensiones. 

 

 

 

Con respecto a la prueba que se puede ofrecer en esta diligencia, se debe tener 

claro que únicamente se recibirá aquella que esté directamente vinculada con la etapa 

intermedia, ya que debe evitarse caer en cuestiones que sean propias únicamente del 

debate. El tribunal recibirá nada más aquella prueba idónea y necesaria para su 

resolución.  

 

 

 

Los elementos probatorios que se evacuan en la etapa intermedia, deben estar 

destinados a acreditar los extremos que provoquen la paralización de la acción, que 

evidencien su falta de fundamento o que logren una modificación de la imputación. La 

recepción de la prueba ofrecida por el imputado y su defensa tendrá importancia en 

particular cuando se trate de prueba que no haya sido admitida por el Ministerio Público 

en el procedimiento preparatorio y tenga un carácter esencial para la determinación del 

rechazo de la solicitud de apertura a juicio.150  

 
149 Ver (GONZÁLEZ ÁLVAREZ) op. cit., p 448. 
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C.2 Desarrollo De La Audiencia 

 

Para el desarrollo de la audiencia preliminar al tenor de lo contemplado por el 

artículo 318  del CPP151, se requiere la presencia del juez, el representante del 

Ministerio Público y la del defensor. En el caso en que sea el defensor quien se ausente, 

es posible sustituirlo para los efectos de  ese acto, pero su inasistencia sin motivación 

válida se podrá considerar abandono de la defensa. 

 

 

 

 De igual manera se requiere la asistencia del querellante y actor civil, pero su 

inasistencia no suspende el acto, finalmente se considerará voluntaria la participación 

del imputado y los demandados civiles, debiendo además ser convocada la víctima de 

domicilio conocido y siendo también voluntaria su participación. Por lo tanto, solo la 

participación del fiscal y el juez suspenden por completo la realización de la audiencia 

convocada. De igual manera la inasistencia del querellante o del actor civil supone el 

desistimiento de la acción.152 

 

150 Ver (LLOBET RODRÍGUEZ JAVIER) op. cit., p 502 
 
151 Código Procesal Penal, artículo 318. 
 Artículo 318.-. Desarrollo de la audiencia.- A la audiencia deberán asistir, obligatoriamente, el fiscal y el 
defensor; no obstante, si este último no se presenta, será sustituido por un defensor público. En su caso, el 
querellante y el actor civil también deberán concurrir, pero su inasistencia no suspende el acto. El 
imputado y los demandados civiles también pueden intervenir. 
 La víctima de domicilio conocido deberá ser convocada para que participe en la audiencia; sin embargo, 
su incomparecencia no suspenderá la diligencia. Cuando se trate de una víctima que está siendo objeto de 
protección, la convocatoria a la audiencia deberá comunicarse a la Oficina de Atención a la Víctima del 
Delito del Ministerio Público. El tribunal intentará que las partes se concilien, cuando esta solución sea 
procedente. Si esta no se produce o no procede, continuará la audiencia preliminar. 
Se les otorgará la palabra, por su orden, al querellante, al representante del Ministerio Público, al actor 
civil, al defensor y al representante del demandado civil. El fiscal y el querellante resumirán los 
fundamentos de hecho y de derecho, que sustenten sus peticiones; el actor civil, la defensa y las otras 
partes manifestarán lo que estimen pertinente en defensa de sus intereses. En el curso de la audiencia, el 
imputado podrá rendir su declaración, conforme a las disposiciones previstas en este Código. Cuando la 
víctima se encuentre presente, se le concederá la palabra. 
  Cuando el tribunal lo considere estrictamente necesario para su resolución, dispondrá la producción de 
prueba, salvo que esta deba ser recibida en el juicio oral. 
 El tribunal evitará que, en la audiencia, se discutan cuestiones que son propias del juicio oral 
 
152 Ver (LLOBET RODRÍGUEZ JAVIER) op. cit., p 501. 
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La audiencia preliminar, como tal, no debe ser considerada un debate, consiste 

en una audiencia simple, sin mayores formalidades que las básicas para que las partes 

tengan el libre uso de la palabra y se logre su principal objetivo que es el de permitirle a 

las partes comunicarse y exponer sus alegatos. 

 

 

 

El primer acto a realizarse es la conciliación. Cuando la misma sea procedente, 

debiendo el juez advertirle a las partes sobre la posibilidad de llegar a un arreglo entre 

ellos. De seguido se le otorga la palabra a las partes para que hagan sus primeros 

alegatos, en el siguiente orden: 1. Querellante; 2. Fiscal, quienes se referirán a los 

argumentos de hecho o de derechos expuestos en su acusación; 3. Actor civil (deberá ya 

haber concretados sus pretensiones); 4. Defensor y demandados.  

 

 

 

Posteriormente, se recibirá la prueba si se considera necesaria y pertinente. Hasta 

antes de finalizar la audiencia preliminar, en los casos de instancia privada, la víctima 

puede subsanar cualquier defecto relacionado con la denuncia, siempre que ratifique la 

instancia y manifieste de forma clara su deseo de que se hubiere instaurado el 

procedimiento.153 

 

 

 

Una vez clausurada la audiencia, el juez debe resolver, teniendo la posibilidad de 

retirarse a deliberar, siempre que no exceda de 48 horas. El tribunal tiene plenas 

facultades de decisión, puede acoger o rechazar las propuestas de las partes y proceder 

de conformidad, puede disponer la apertura al juicio, dictar el sobreseimiento, o 

formular la disconformidad con la propuesta del fiscal en su caso.154  Siendo posible, 

entonces, que el juez admita solo algunos hechos de la acusación y rechace otros y se 

 
153 Ver (GONZÁLEZ ÁLVAREZ) op. cit., p 452. 
 
154 Véase SUPRA p 452. 
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pronuncie también sobre las excepciones formuladas. Es una fase importante y delicada, 

en tanto el juzgador deberá decidir sobre diversas situaciones. 

 

 

 

El juez ordenará la apertura a juicio, el auto deberá emplazar a las parte para se 

presenten a señalar medio para atender notificaciones dentro del plazo de 5 días, 

pudiendo el imputado en este momento manifestar si desea la cesura del debate . 

 

 

 

La importancia y autoridad del auto de apertura a juicio es tal que no posee 

recurso alguno. También deberá pronunciarse sobre la prueba admitida para el debate, 

señalando expresamente que admite y que rechaza y los motivos para esto,  rechazando 

la que se considere evidentemente abundante o innecesaria, de conformidad con el 

artículo 320 de nuestra normativa procesal penal. Debe también el auto de elevación a 

juicio, identificar perfectamente al imputado; calificar el tipo penal que se acusa, aunque 

esta calificación no es definitiva para el juez, pues él puede recalificar el hecho en la 

sentencia; señalar el tribunal competente para el juicio e identificar los sujetos 

procesales que intervendrán en el debate.155 

 

 

 

 

D.PARTICIPACIÓN DE LA VÍCTIMA DURANTE LA ETAPA 

INTERMEDIA  

 

En esta etapa, según lo establece el artículo 300  del CPP, posee la víctima una 

participación reconocida e importante, en tanto se le otorga a ésta la posibilidad de 

participar por sí misma o por medio del MP, cuando se le pone en conocimiento la 

aplicación de algún acto conclusivo de los establecido en el  numeral 299 del mismo 

cuerpo normativo. 

 
155 Ver (KUYLEN ALPIZAR MARYE) op.cit., p166. 
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Manifiestan las autoras Maureen Sancho y María Gabriela Solano, que la 

víctima durante esta etapa posee una serie de facultades, entre ellas: 

 

• Posibilidad de apelar el sobreseimiento definitivo o archivo de la causa. 

 

• Posibilidad de hacerse oír durante la audiencia preliminar. 

 

• Obligación de ser comunicada de la apertura a juicio. 156 

 

 

 

Lo anterior de conformidad con la normativa procesal penal, señalada en los 

apartados anteriores. En materia de delitos sexuales, la situación se torna aún más 

complicada debido a la dificultad de obtener prueba y a las concepciones sociales 

estigmatizantes, que lo único que hacen es minimizar o invisibilizar el dolor de las 

víctimas, siendo que es muy frecuente que las denuncias no pasen de la fase de 

instrucción y se sobresea a los imputados.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
156 Ver (KUYLEN ALPIZAR MARYE) op. cit., p 167. 
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SECCIÓN CUARTA 

 DEBATE 
 

 

A. GENERALIDADES   

 

El debate, constituye la fase esencial del proceso, de conformidad con el artículo 

326 del CPP. Es aquel momento en el que en presencia de todas las partes se reproduce 

la prueba ofrecida por todos los sujetos del proceso y aceptada previamente por el juez 

de la fase intermedia, teniendo como base la acusación.  

 

 

 

Dicha etapa, se desarrolla a la luz de diversos principios procesales organizados 

en cadena, interdependientes el uno del otro. Quiere decir entonces, que la vulneración 

de uno de éstos afectará sin duda alguna la realización de otro; entre ellos: la publicidad, 

oralidad, contradicción, inmediación, concentración, identidad físicas del juzgador; que 

a continuación se describirán: 

 

 

A.1 Principios 

 

• PUBLICIDAD 

 

Refiere a lo popular de dicha diligencia, en tanto permite a los ciudadanos tener 

un acceso directo al proceso de la prueba y los alegatos. De esta manera se contribuye a 

que los ciudadanos de la república puedan controlar la realización de los actos de 

gobierno. Indica conceptualmente la posibilidad de que la sociedad pueda, con su 

opinión, controlar las resoluciones judiciales y la responsabilidad de que los 

magistrados y funcionarios, mediante la verificación de los mecanismos de 

discernimiento e interpretación de las pruebas y la incidencia que estas tuvieron en la 

decisión.157   
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No obstante, esta publicidad no es absoluta, debido a que nuestra misma 

legislación procesal prevé aquellos casos en los cuales el tribunal podrá declarar 

mediante auto fundado, aquellos casos en los cuales totalmente o de forma parcial, el 

debate se realizará en forma privada. El artículo 330 del Código Procesal Penal, 

establece que el juicio no será público cuando:  

 

 

 

a) Se afecte directamente el pudor, la vida privada o la 

integridad física de  alguno de los intervinientes.  

 

b) Afecte gravemente la seguridad del Estado o los intereses de 

la justicia.  

 

c) Peligre un secreto oficial, particular, comercial o industrial, 

cuya  revelación indebida sea punible.  

 

d) Esté previsto en una norma específica.  

 

e) Se le reciba declaración a una persona menor de edad y el 

tribunal estime inconveniente la publicidad, en atención a su interés 

superior.  

 

f) Se reciba el testimonio de víctimas y testigos de la trata de 

personas.  

 

g) Se reciba el testimonio de víctimas o de testigos protegidos  

procesalmente.158 

 

 

 
157Jauche. (Eduardo) El juicio oral en el proceso penal, Santa fe , Editorial, Rubinzal-Culzoni, 1º Ed, 
2008, p 35. 
 
158 Código Procesal Penal, artículo 330. 
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En aquellos casos en los cuales se esté en presencia de estos supuestos, se les 

impone a los asistentes el deber de salir de la sala. La finalidad del establecimiento de 

dichas excepciones pueden obedecer a distintas razones, entre ellas evitar el sufrimiento 

de la víctima, quien debe revivir los hechos objeto de discusión. De la misma manera, 

en aquellos casos en los que se ponga en peligro la vida de los sujetos que intervienen. 

También puede ordenarse su desalojamiento a aquellos sujetos, cuyas condiciones 

particulares puedan afectar el desarrollo de la audiencia, obedeciendo a razones de 

orden y disciplina, como lo es el caso de aquellos menores  de doce años, los cuales por 

lo largo y tedioso de una diligencia judicial se puedan manifestar inquietos, distrayendo 

entonces al resto de los intervinientes.  

 

 

 

La publicidad, según el autor Francisco Dall´Anesse, es un medio que sirve a un 

derecho penal democrático en dos sentidos: para la transparencia de la administración 

de justicia penal, sometido al control indirecto del pueblo y como derecho del acusado a 

ser sometido a una sola pena solo en el caso de ser demostrada su culpabilidad. 159 

 

 

 

• ORALIDAD 

 

La palabra hablada es la manifestación natural y originaria del pensamiento 

hablado160, y en un debate constituye la forma más directa de comunicación entre las 

partes, alude  por lo tanto, a la capacidad de los sujetos de manifestar de viva voz sus 

alegatos. Es por esto que nuestra misma legislación se encarga de regular su existencia 

mediante el artículo 333 del CPP, el cual establece:  

 

 

 

 
159 Dall´Anesse Ruiz (Francisco) El juicio. Derecho procesal penal Costarricense; Tomo 11. p 476 
 
 160 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 36 
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ARTICULO 333.- 

Oralidad La audiencia será oral; de esa forma deberán 

declarar el imputado y las demás personas que participen en 

ella. 

 

Quienes no puedan hablar o no puedan hacerlo de manera 

inteligible en español, formularán sus preguntas o 

contestaciones por escrito o por medio de intérpretes, leyendo o 

traduciendo las preguntas o las contestaciones. 

 

Las resoluciones del tribunal durante la audiencia se dictarán 

verbalmente; todos quedarán notificados por su 

pronunciamiento y se dejará constancia en el acta.161 

 

 

 

Como tal, tiene sustento en el hecho de que únicamente puede ser utilizado para 

fundamentar una sentencia, lo que ha sido reproducido en el juicio de forma oral. Fallar 

a este principio, vulnera también la publicidad del debate. 

 

 

 

Para Eduardo Jauchen, esta forma de manifestación: 

 

…constituye la regla, prácticamente sin excepción para 

la realización del debate, en su integridad, ya que aun cuando 

se trate de producir la prueba documental o actas de diligencias 

realizadas con anterioridad o fuera del debate, deben ser 

incorporadas a él por lectura, lo cual importa en definitiva la 

oralización de lo escrito para posibilitar el pleno conocimiento 

por todos los sujetos del proceso y del público.162    

 
161 Código Procesal Penal, artículo 333. 
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En la actualidad ha cobrado aún mayor relevancia. En tanto es política de 

nuestros tribunales desde el año 2005 iniciar la implementación de la nuevas reglas de la 

oralidad, con la finalidad principal de reducir la duración del proceso, garantizando así 

el cumplimiento el principio constitucional de la justicia pronta y cumplida. “No 

significa tal regla que se desechará por completo la escritura en nuestro proceso penal, 

sino ambos deben coexistir. La oralidad es indispensable en la labor de instrucción, 

para acercar el juez a la prueba, bajo los principios complementarios de inmediación y 

concentración.” 163 

 

 

 

Claro está que en la fase de debate, pese a la  importancia de la escritura y la 

oralidad, sin duda alguna la segunda toma aún mayor importancia y conforma así la 

base del mismo, de la mano con la inmediación, permitiendo por medio de los sentidos 

un entendimiento y análisis de las palabras, los gestos, que posibiliten determinar con 

mayor claridad lo que sucede.  

 

 

 

De manera que únicamente estarán exentos de tal principio de conformidad con 

el artículo 334 de nuestra normativa procesal penal, siendo entonces que las pruebas 

recibidas mediante anticipo jurisdiccional de prueba, la denuncia, pruebas documental, 

peritajes, actas, entre otros podrán ser incorporados al debate mediante lectura, siempre 

con la salvedad de que si las partes así lo requiere podrán ser reproducidas en el acto. 

Además, es posible incorporar otros elementos probatorios mediante lectura, siempre 

que las partes así lo consientan.  

 

 

 

 

 
162 Ver (JAUCHEN) op cit., p 36 
 
163 Ureña, Salazar (José Joaquín) Apelación y oralidad, San José, Editorial Jurídica Continental, 1ª Ed, 
2011, p 241.  
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• CONTRADICTORIO 

 

En materia penal, debido a la relevancia de los bienes jurídicos que se 

encuentran en juego, este principio adquiere una particular significación. Como tal, se 

deriva del principio del debido proceso de la inviolabilidad de la defensa y de la 

igualdad de armas entre las partes. Ello significa la posibilidad de las partes de contar 

con los mismos medios para poder hacer efectiva su defensa.  

 

 

 

Comprende el derecho a ser oído en las cuestiones de puro Derecho, el de 

ofrecer y producir pruebas, el de controlar plenamente la producción de las pruebas 

ofrecidas por las otras partes, el de alegar sobre las mismas y el de realizar todas las 

observaciones que sean pertinentes durante todo el curso del debate.164  

  

 

 

Como se conoce, el sustento o la base del debate, es la existencia de intereses 

contradictorios entre las partes, que se ven sustentados en ideas opuestas de estos 

sustentos. Es por eso que ante la imposibilidad de llegar entre ellas a un arreglo, acuden 

a la administración de justicia para que sea ésta quien resuelva la controversia. La cual, 

ante los argumentos de las partes tendientes a provocar un convencimiento de la 

autoridad de resolver, intentará convertir en débiles los alegatos de su contraparte.  

 

 

 

La estrategia consiste en conocer la tesis del sujeto con el cual se enfrenta, ya 

que solo así es posible contradecir y traerse abajo sus alegatos. Según Francisco 

Dall´Anesse “a través de la concentración del debate se logra la imposición de los 

argumentos por todas las partes, por lo cual es posible el inmediato cuestionamiento y la 

 
164 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 37  
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objeción”.165 Quiere decir entonces que cualquier violación a este principio se convierte 

en un atentado a la inviolabilidad de la defensa.   

 

 

 

• INMEDIACIÓN 

 

La inmediación como tal implica el conocimiento directo de las pruebas  como 

medio, y a las partes del proceso como sujetos, enfrentados directamente sin ningún 

obstáculo que impida una apreciación clara por parte de los mismos interesados.  

Refiere al hecho de que las pruebas lleguen al ánimo del juez, sin sufrir ninguna 

alteración. 

 

 

 

Consiste en la necesidad de que todos y cada uno de los elementos, que deben 

ser sometidos a estudio, sean recibidos directamente por aquel quien los valorará. 

Comprende también la percepción directa de las pruebas por las partes. Y finalmente, la 

comunicación personal y oral entre todos los sujetos procesales. 166 Este principio actúa 

de la mano con la oralidad, provocando entonces que a través de las manifestaciones a 

viva voz de los sujetos presentes y de la capacidad de presenciar directamente todos los 

actos que ahí se ejecuten, se logre un mayor entendimiento del objeto del litigio.  

 

 

 

• CONCENTRACIÓN 

 

También es conocido como continuidad del debate. Refiere como tal, a la 

eficacia en el desarrollo del debate y pretende proteger los resultados del resto de 

principios del debido proceso y llegar al dictado de una sentencia. Pretende evitar el 

 
165 Ver (DALL´ANESSE) op.cit., p 479.  
 
166 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 37.  

152 
 

                                                           



 

olvido por parte de los juzgadores, a fin de que emitan un fallo basado en sus 

apreciaciones del debate.167 

 

 

 

Para Eduardo Jauchen: “…el principio de concentración se enuncia con el 

imperativo de procurar que la consumación de los distintos actos y diligencias 

procesales sean próximos entre sí, con la menor interrupción temporal posible”.168  

 

 

 

La convicción de los jueces a la luz de los diversos elementos de pruebas y de 

los alegatos de las partes directamente percibidos por éstos. Requieren ser utilizados con 

la brevedad posible, evitando que cualquier retraso convierta en inútil lo anteriormente 

percibido. Esta concentración de actividades reconoce sus naturales limitaciones en las 

necesarias interrupciones para el descanso y necesidades primarias. Y, por otro lado, 

tiene sus excepciones taxativamente enunciadas en la ley.169 La legislación procesal 

penal vigente, en el artículo 336170 establece la continuidad del debate, mediante 

 
167 Ver (DALL´ANESSE) op. cit., p 480.  
 
168 Ver (JAUCHEN ) op. cit., p 38.  
 
169 Ibíd, p 39.  
 
170 Código Procesal Penal, articulo 336. 
Artículo 336.-Continuidad y suspensión La audiencia se realizará sin interrupción, durante las sesiones 
consecutivas que sean necesarias hasta su terminación; pero, se podrá suspender por un plazo máximo de 
diez días, en los casos siguientes: 
 
a) Cuando deba resolverse alguna gestión que, por su naturaleza, no pueda decidirse inmediatamente. 
 
b) Cuando sea necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pueda cumplirse en el 
intervalo entre una y otra sesión. 
 
c) Cuando no comparezcan testigos, peritos o intérpretes cuya intervención sea indispensable, salvo que 
pueda continuarse con la recepción de otras pruebas hasta que el ausente sea conducido por la fuerza 
pública. 
 
d) Si algún juez, fiscal o defensor se enferma hasta el punto de no poder continuar su actuación en el 
juicio, a menos que los dos últimos puedan ser reemplazados inmediatamente o el tribunal se haya 
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sesiones consecutivas, las cuales solo podrán suspenderse en un plazo máximo de 10 

días y únicamente en los casos expresamente establecidos. Desaparece  por completo la 

posibilidad de que se suspenda por meses o años, en cuyo caso recaería la 

responsabilidad sobre los funcionarios al cargo.  

 

 

 

Lo que se pretende con esta regulación es proteger la memoria de los juzgadores, 

de manera que cualquier prolongación de este plazo acarrea la anulación del debate.  

Una vez finalizado el término establecido, se reanuda nuevamente el debate, sin tener 

que repetir ninguna de las gestiones ya realizadas.  

 

 

 

Se resume entonces las causales de suspensión en: incidentales, probatorias, de 

salud y finalmente aquellas relacionadas con el derecho de defensa de las partes. Dichas 

causales, obedecen a la necesidad de suspender en momentos en los que se presentan 

situaciones que no se puedan postergar hasta el dictado de la sentencia y que deben ser 

resueltas de inmediato. Es el caso de recursos e incidentes que impiden un rápido 

estudio por parte de los juzgadores.  

 

 

 

 

 

constituido, desde la iniciación de la audiencia, con un número superior de jueces que el requerido para su 
integración, de manera que los suplentes integren el tribunal y permitan la continuación de la vista. 
 
e) Cuando se compruebe, con dictamen médico forense, que el imputado se encuentra en la situación 
prevista en el inciso anterior. En este caso, podrá ordenarse la separación de juicios y continuarse el 
trámite con los otros imputados. 
 
f) Si alguna revelación o retractación inesperada produce alteraciones sustanciales en la causa, lo cual 
hace indispensable una prueba extraordinaria. 
 
g) Cuando el imputado o su defensor lo soliciten después de ampliada la acusación o la querella, siempre 
que, por las características del caso, no se pueda continuar inmediatamente. 
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• IDENTIDAD FISICA DE LOS JUZGADORES 

 

Significa que aquellos jueces que observaron directamente la totalidad del 

debate, son los que se encuentran facultades para emitir un fallo. Ya que carecería de 

lógica alguna que quien intervino parcialmente y no conoce la dinámica completa de tan 

importante diligencia, pueda arribar a la verdad histórica de los hechos objeto de 

controversia, estando entonces imposibilitado a dictar una sentencia que contenga una 

decisión clara, completa,  razonada y conforme a derecho.   

 

 

 

 

A.2 La Base Del Debate 

 

El juicio es la fase esencial del proceso. Se realizará sobre la base de la 

acusación, en forma oral, pública, contradictoria y continua.171Debe entenderse la base 

del debate como los hechos y sujetos que conforman el objeto del litigio, de manera que 

la plataforma será la acusación Formulada por el Ministerio Público o del querellante 

que dieron sustento al desarrollo del proceso.  

 

 

 

El proceso se estructura como un método sistemático que, de manera perfectible, 

regula las formas de armonizar; por un lado, el interés social en el castigo de la 

delincuencia y, al mismo tiempo, los intereses, derechos y garantías individuales de 

todos los habitantes. 172  

 

 

 

 
171 Código Procesal Penal, articulo 326.  
 
172 Ver (JAUCHEN,) op. cit., p 43.  
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La acusación que servirá como base, deberá contener el cuadro fáctico que se 

pretende incriminar, el cual consiste en una relación clara, precisa y circunstanciada de 

los hechos en discusión. Es decir, el qué, cuándo y cómo de los hechos atribuidos. 

Incluirá además la calificación legal y la individualización del acusado. Con éste se 

pretende limitar el actuar del tribunal.  

 

 

 

Una acusación confusa limita el derecho de defensa del imputado, él tiene 

derecho a conocer que hechos se le imputan para de ésta manera conformar una 

estrategia  que le permita hacer efectiva su defensa técnica y material. Esta acusación se 

sustentará en la investigación realizada por el Ministerio Público, de ahí el esfuerzo del 

legislador por determinar cada uno de los elementos necesarios para ésta, los cuales se 

encuentran regulados en el artículo 303 del CPP173.  

 

 

 

Se requiere, además, un estado psicológico de probabilidad sobre la 

participación del imputado en los hechos denunciados. Una vez formulada acusación, 

ésta concreta definitivamente la base objetivos y subjetiva sobre la que debe versar el 

debate y solo sobre la cual debe decidir el tribunal. O sea, delimita las personas y los 

hechos integrativos del objeto del juicio. 174  

 

 
173 Código Procesal Penal, artículo 303. 
Articulo 303.-. Acusación y solicitud de apertura a juicio Cuando el Ministerio Público estime que la 
investigación proporciona fundamento para someter a juicio público al imputado, presentará la acusación 
requiriendo la apertura a juicio. 
La acusación deberá contener: 
a) Los datos que sirvan para identificar al imputado. 
b) La relación precisa y circunstanciada del hecho punible que se atribuya. 
c) La fundamentación de la acusación, con la expresión de los elementos de convicción que la motivan. 
d) La cita de los preceptos jurídicos aplicables. 
e) El ofrecimiento de la prueba que se presentará en el juicio. 
Con la acusación el Ministerio Público remitirá al juez las actuaciones y las evidencias que tenga en su 
poder y puedan ser incorporadas al debate 
 
174 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 56.  
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B. PREPARACIÓN DEL DEBATE 

 

El tribunal de juicio señalará la fecha y hora para el debate y se integrará según 

las disposiciones de ley de conformidad con los criterios de jurisdicción y competencia, 

según el monto de la posible pena a imponer, ya sea por un juez unipersonal o por un 

tribunal. Previamente a la realización del mismo, se citará a las partes, testigos y peritos 

para que se presenten el día señalado para su ejecución.   

 

 

 

Es responsabilidad del Tribunal Penal, destinar todos los medios y recursos para 

la sustanciación del mismo, incluyendo los medios tecnológicos oportunos para 

resguardar todo lo que ahí se dé. De manera que las partes puedan eventualmente tener 

acceso a dichos recursos. Se distinguen cuatro formas de hacer registro: por medio de 

grabación de imagen y sonido, por grabación únicamente de audio, a través de una 

transcripción literal taquigráfica y finalmente por medio de un acta.  

 

 

 

Por otra parte, es menester considerar que tendrá el poder de dirección y 

disciplina  quien se encuentre a cabo de presidir la audiencia .Corresponde al director 

del debate ordenar la lectura de documentos, hacer las prevenciones legales, tomar los 

juramentos, moderar la discusión, declarar la apertura y cierre del debate, etc. 175  De 

conformidad con el artículo 335del CPP176. Se tiene claro entonces que el presidente del 

tribunal gobierna y guía el debate. 177 

 
175 Ver (DALL´ANESSE) op. cit., p 484.  
 
176  Código Procesal Penal, artículo 335. 
Articulo 335.- Dirección del debate Quien presida dirigirá la audiencia, ordenará las lecturas necesarias, 
hará las advertencias legales, recibirá los juramentos y declaraciones, ejercerá el poder de disciplina y 
moderará la discusión, impidiendo intervenciones impertinentes o que no conduzcan al esclarecimiento de 
la verdad, sin coartar por ello el ejercicio de la acusación ni la amplitud de la defensa. 
El tribunal en pleno resolverá cuando una decisión de quien presida sea impugnada. 
Quienes asistan permanecerán respetuosamente y en silencio, mientras no estén autorizados para exponer 
o responder a las preguntas que se les formulen. 
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C. DESARROLLO Y SUSTANCIACIÓN DEL DEBATE  

 

  

C.1 APERTURA 

  

Señala el autor Francisco Dall´Anesse que en la apertura del debate se compone 

de varios actos como abrir la audiencia intimación, declaración del imputado y el 

trámite de incidentes. El artículo 341 del CC regula lo concerniente a la apertura de la 

siguiente manera:  

 

 

 

ARTICULO 341.- 

Apertura En el día y la hora fijados, el tribunal se constituirá en 

la sala de audiencia. Quien preside verificará la presencia de 

las partes, los testigos, peritos e intérpretes, declarará abierto 

el juicio, advirtiendo al imputado sobre la importancia y el 

significado de lo que va a suceder, indicándole que esté atento a 

lo que va a oír. 

 

Inmediatamente ordenará al Ministerio Público y al querellante 

en su caso, que lean la acusación y la querella; ellos podrán en 

forma breve explicar el contenido. De seguido se le concederá 

la palabra a la defensa, para que si lo desea, indique 

sintéticamente su posición respecto de la acusación.178 

 

 

 

 
No podrán llevar armas u otros objetos aptos para incomodar u ofender, ni adoptar un comportamiento 
intimidatorio, provocativo, ni producir disturbios. 
 
177 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 105. 
 
178 Código Procesal Penal, artículo 341. 
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La verificación de la presencia del fiscal, del imputado y del defensor en la 

apertura del debate es relevante en tanto son sujetos esenciales de la relación procesal 

sin la cual el debate no podría iniciarse, o de comenzar con la ausencia de alguno de 

ellos sería nulo.179 

 

 

 

Consiste, entonces, en la comunicación oficial a las partes y al público de la 

iniciación del juicio. Una vez realizada esta notificación y la verificación de todos los 

presentes, quien presida la diligencia deberá advertir al imputado de la importancia de 

todo lo que ahí sucederá, indicando la necesidad de que se mantenga atento a esto.  

 

 

 

A continuación, se le otorgará la palabra al representante el Ministerio Público 

para que realice la lectura de la acusación, indicando con palabras claras y sencillas al 

imputado lo hechos que se le reprochan. De la misma forma se le otorga la palabra al 

querellante para que haga referencia a su querella, de seguido la defensa podrá referir lo 

que a bien tenga en relación con la acusación y la querella.  

 

 

 

De seguido, el imputado tendrá derecho a declarar en ejercicio de su derecho de 

defensa, o bien se podrá abstener de hacerlo, situaciones que deberán ser advertidas por 

quien presida la audiencia. De conformidad con los artículos 343, 344,345 del CPP.  

 

 

 

Durante la realización del debate, el fiscal o querellante podrá ampliar su 

acusación incluyendo un hecho nuevo o alguna situación que no se haya mencionado en 

la acusación que de alguna manera pueda modificar la calificación legal de los hechos; 

en este momento se podrá suspender el debate para darle la oportunidad a la defensa de 

 
179 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 102. 
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confeccionar su estrategia, según los numerales 346 y 347 de la mima normativa 

procesal penal.  

 

 

 

Habiéndose realizado la correspondiente intimación, se abre espacio para 

resolver las respectivas cuestiones incidentales. Debe indicarse que pueden ser 

tramitados y resueltos todos los incidentes de forma simultánea, sucesiva o diferida 

según el criterio del tribunal; y de la gestión se escuchara una vez a cada una de las 

partes.180 

 

 

 

Para Eduardo Jauchen, técnicamente el debate comienza finalizados los actos 

procesales de la lectura de la acusación y la querella. Pero el acto procesal que inicia el 

juicio, es propiamente la declaración del imputado. Pero. “…entre el acto de apertura y 

el de declaración del imputado las partes pueden plantear todas las cuestiones de 

índole procesal que consideren pertinentes y como tales tendrán carácter de 

tratamiento preliminar”.181 

 

 

 

  

C.2 Recepción De Prueba 

 

Una vez recibida la declaración del imputado es procedente la recepción de 

prueba en el orden determinado por el articulado del Código Procesal Penal.  

 

 

 

 
180 Ver (DALL´ANESSE) op. cit., p 487. 
 
181 Ver (JAUCHEN) op. cit., p 109. 
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• PERITOS    

 

      Refiere que de conformidad con el artículo 350 del CPP, comparecerán los 

expertos quienes producirán su peritaje y responderán las preguntas que formulen todas 

y cada una de las partes. Los peritos podrán consultar documentos, notas, etc, para 

poder responder a dichas interrogantes y de ser necesario, el tribunal podrá solicitar que 

el peritaje sea realizado en la misma audiencia. 

 

 

 

• TESTIGOS 

 

    Seguidamente se recibirá y escuchará a los testigos, en el orden establecido en 

el artículo 351. Primero los ofrecidos por el Ministerio Público, luego los del 

querellante, las partes civiles y finalmente los de la defensa. Es necesario que éstos se 

encuentren en una posición que impida su comunicación antes de declarar.  

 

 

 

En lo que respecta al interrogatorio, será el oferente quien haga uso de este poder 

y después las otras partes en el orden indicado por el tribunal, pero la defensa podrá 

interrogar de último aun cuando hubiera procedido inicialmente por ser su prueba. 

Quien presida vigilará porque no se formulen preguntas capciosas (que induzcan a error 

al compareciente), sugestivas (una formación que pueda contestarse con un sí o un no 

sin mayor explicación) o impertinentes (fuera del objeto de prueba). 182 Así como lo 

establece los numerales 352 y 353 del CPP.  

 

 

 

 

 

 

 
182 Ver (DALL´ANESSE) op. cit., p 490. 
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• PRUEBA DOCUMENTAL Y OTROS MEDIOS DE PRUEBA  

 

Recibidos los testigos y peritos, se pasa a la lectura de documentos. De ser 

necesario se incluirá la prueba obtenida mediante las reglas del anticipo jurisdiccional 

de prueba que constituye una excepción al hecho de que solo tiene validez para la 

sentencia las pruebas producidas en el juicio.  

 

 

 

El anticipo jurisdiccional de prueba, se realizan tomando todas las previsiones de 

un acto que se considera para todos los efectos definitivo e irreproducible, la cual 

procede ante la urgencia y necesidad de evitar que la prueba se pierda debido a un 

riesgo a la vida o integridad de la víctima o testigo.  

  

 

 

La prueba constante en documentos puede ser incorporada mediante una lectura 

parcial, siempre que todas las partes lo consientan, pero uno de los jueces debe- 

verbalmente hacer un resumen de su tenor para que integralmente se introduzca al 

debate.183 

 

 

 

Podrá también exhibirse las evidencias físicas y reproducirse grabaciones de 

audio y video. Asimismo podrá hacerse referencia en forma de resumen al contenido de 

las mismas, si las partes así lo aceptan.  

 

 

 

Existe también, la prueba para mejor resolver, la cual posee un carácter 

excepcional, cuando se haga necesario conocer datos o información de nuevos testigos, 

 
183 Ver (DALL´ANESSE) op. cit., p 490. 
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documentos, etc; a petición de parte o de oficio por el tribunal. En concordancia con el 

numeral 355 de la normativa procesal.  

 

 

 

 

C.3 Discusión Final 

 

Finalizada la evacuación de la prueba, se procede a la etapa de conclusiones. 

Según lo regula el artículo 356 del CPP, el cual señala:  

 

 

Discusión final Terminada la recepción de las pruebas, quien 

preside concederá, sucesivamente, la palabra al fiscal, al 

querellante, al actor civil, al demandado civil y al defensor para 

que en ese orden expresen los alegatos finales. 

 

No podrán leerse memoriales, sin perjuicio de la lectura parcial 

de notas para ayudar a la memoria. 

 

Si intervinieron dos o más fiscales, querellantes o defensores, 

todos podrán hablar, repartiendo sus tareas para evitar 

repeticiones o dilaciones. 

 

Las partes podrán replicar, con excepción de las civiles, pero 

corresponderá al defensor la última palabra. 

 

La réplica se limitará a la refutación de los argumentos 

adversos que antes no hayan sido discutidos. 

 

Quien preside impedirá cualquier divagación, repetición o 

interrupción. En caso de manifiesto abuso de la palabra, 

llamará la atención al orador y, si este persiste, podrá limitar el 

tiempo del alegato, teniendo en cuenta la naturaleza de los 
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hechos en examen, las pruebas recibidas y las cuestiones por 

resolver. 

 

Al finalizar el alegato, el orador expresará sus conclusiones de 

un modo concreto.184 

 

 

 

Una vez conocido el contenido de la prueba, las partes harán uso de su capacidad 

argumentativa y de convencimiento, con el único objetivo de atraer la atención del 

tribunal y contribuir a persuadir a éste de la veracidad de sus alegatos. Quien presida se 

encargará de mantener el orden y evitar interrupciones o repeticiones sin sentido.  

 

 

 

Recuérdese, además, la existencia de la cesura del debate, el cual consiste, en un 

mecanismo creado para celebrar el juicio en dos partes: (i) una primera fase denominada 

interlocutorio de culpabilidad, a cuyo término decide el tribunal acerca del hecho 

investigado y de la culpabilidad del imputado, para lo cual emite una sentencia 

fraccionada; (ii) caso de declarar la responsabilidad penal del acusado, continua el juicio 

con el capítulo de punición en el que se recibe la prueba relativa a la individualización 

de la pena. 185 Obedece a razones de orden y economía principalmente, regulado por los 

numerales 323 y 359 del CPP. 

 

 

 

C.4. Clausura Del Debate 

 

Se encuentra normado en el artículo 358 del CPP y otorga como una novedad la 

posibilidad de conceder la palabra a la víctima para que manifieste lo que a bien tenga. 

 
184 Código Procesal Penal, artículo 155. 
 
185 Ver (DALL´ANESSE) op. cit., p 495. 
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 De seguido el tribunal le preguntará al imputado si desea referirse con respecto a 

alguna situación específica. En este momento se declarará cerrado el debate y se dará 

espacio a la deliberación por parte de los jueces, según las reglas establecidas por el 

Código en los artículos 360 y siguientes del mismo cuerpo normativo, para finalmente 

poder emitir su sentencia.   

 

 

 

 

D.EL PAPEL DE LA VÍCTIMA EN LA ETAPA DE JUICIO 

 

Esta etapa a pesar de las variantes realizadas al Código con la reforma del año 

96, es quizá la que menos modificaciones ha recibido. Durante esta etapa procesal la 

víctima debe ser tratada por los órganos de la administración de justicia, de igual modo 

que en  todo el proceso, siendo garante de sus derechos. 186 El mayor cambio en  la 

participación de ésta, se dará principalmente en aquellos casos en los que se ha 

constituido como querellante.  

 

 

 

Para Maureen Sancho y Ana Gabriela Solano, el sujeto pasivo durante el debate 

posee las siguientes potestades: 

 

 

1. Interviene en la apertura a juicio: momento en que de haberse 

constituido en querellante realizará lectura y explicación de su acusación 

privada.  

 

 

2. Tramitación de incidentes: posee aquí la víctima la capacidad de 

interponer las cuestiones incidentales que considere pertinentes.  

 

 
186 Ver (SANCHO GONZÁLEZ MAUREEN Y SOLANO SOTO ANA GABRIELA) op. cit., p195.  
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3. Posibilidad de ampliar la querella: en aquellos casos que 

considere existen hechos o elementos nuevos que puedan variar la 

calificación jurídica. 

 

 

4. Facultad de interrogar al imputado. 

 

 

5. Participación en todo el acto de evacuación de prueba, 

interrogando a testigos, peritos, etc.  

 

 

6. Fase de conclusiones. 

 

 

7. Derecho a ser oída antes de la clausura del debate.  

         

 

 

 

D.1 Participación De La Victima De Delitos Sexuales 

 

Pese al esfuerzo de las partes por hacer efectivos principios procesales, los 

cambios no han sido suficientes.  Como ya anteriormente se hizo mención, en aquellos 

casos en los que se afecte la integridad o el pudor  de las víctimas es posible renunciar a 

la publicidad del debate. Pero, como se señala en la tesis grado “La víctima de los 

delitos Sexuales en el proceso penal y el agresor en el sistema de penas”:  

 

 

Esta medida es insuficiente, ya que la víctima rinde su 

declaración frente al tribunal, guardias, abogados  y abogados, 

lo más grave, frente a su agresor. Delante de él debe narrar lo 

sucedido. Esta situación produce un estado de vulnerabilidad de 

la ofendida, condicionada socialmente por existir la relación de 
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poder subordinación con el agresor, principalmente si este es 

un familiar o una figura de autoridad. 187 

 

 

 

Con respecto a la declaración del imputado, de conformidad con lo 

anteriormente citado, tiene éste la posibilidad de abstenerse a declarar o, en su defecto, 

de hacerlo cuantas veces lo considere pertinente. En materia de delitos sexuales, en la 

mayoría de los casos únicamente se cuenta con el testimonio de la víctima, la cual ve 

debilitado su testimonio en caso de que el imputado se haya abstenido de declarar, 

debido a que los juzgadores únicamente cuentan con la palabra del ofendido,  lo que les 

genera inseguridad y temor, situación que se empeora en aquellos casos en los que el 

agresor es parte del núcleo familiar. 

 

 

 

Debe considerarse, además, aquellos casos en los que la víctima como tal 

consiente declarar en juicio, en presencia de su agresor, reviviendo el recuerdo de lo 

sucedido y narrándolo desconocidas, enfrentándose a preguntas frecuentemente con un 

carga emotiva fuerte, llenas de estereotipos en su mayoría. Preguntas que abarcan 

aspectos desde su forma de vida, de vestir, sentir y pensar, provocándole dos efectos 

fundamentales: la culpabilización y la revictimización.188  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
187Ver (KUYLEN ALPIZAR MARYE) op. cit., p 171.   
 
188 Ibíd, p 179.  

167 
 

                                                           



 

Capítulo IV 

 La Sentencia 
 

 

SECCIÓN PRIMERA: VALORACIÓN DE LA PRUEBA 
 

 

 

A. SOBRE LOS SISTEMAS DE LA VALORACIÓN DE LA PRUEBA 

 

La actividad probatoria en su fase de investigación, está encaminada a investigar 

el hecho concreto, único e irrepetible –por ejemplo, María mató a Juan, o en el 

accidente del tráfico “X” resultó lesionado Pedro y se le ocasionó incapacidad total-. 

Esa actividad está dirigida a localizar las fuentes en donde está estampado el hecho; esto 

es, su fin es averiguar si los hechos sucedieron y cómo sucedieron. El juez, por su parte, 

verificará si esos hechos narrados sucedieron o no, y si son atribuibles a determinados 

sujetos.189 

 

 

 

Pero para que el juez pueda sustentar su sentencia con los medios probatorios 

presentados por las partes, es necesario que los analice o les asigne un valor 

predeterminado por la ley. Es en donde nos encontramos con la importancia de los 

sistemas de valoración de la prueba. Lo cual será analizado a continuación.  

 

 

 

 

 

 

 
189 Rivera Morales (Rodrigo) La prueba: un análisis racional y práctico, Madrid, Editorial, Ediciones 
Jurídicas y Sociales SA, 2011, p 33. 
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A.1. Sistema De La Prueba Tasada 

 

El sistema de la prueba tasada establece taxativamente el grado de certeza en 

cada medio probatorio, por lo que el juez o la jueza deberá hacer una valoración de 

acuerdo a su rango. (…) La ley actúa de un modo positivo cuando proscribe que 

verificándose ciertos presupuestos, por ella misma indicados, un hecho debe ser 

considerado como verdadero por el juez, aunque de ello no esté convencido; y lo hace 

de un modo negativo cuando prohíbe al juez que considere un hecho como verdadero, si 

no se verifica un cierto mínimo de prueba, que ella misma establece.190 

 

 

 

Este sistema de valoración de la prueba es propio de los regímenes inquisitivos, 

en los cuales se trataba de proteger al imputado frente las posibles arbitrariedades del 

juez.  Se caracteriza por ser un sistema sumamente rígido. Donde el juez debía adherir 

su criterio a lo estipulado por la misma ley, sin que el juzgador tuviera oportunidad de 

razonar. 

 

 

 

Este sistema es utilizado en nuestro país en lo que respecta al Derecho Procesal 

Civil, en donde se considera como prueba tasada a la firma puesta a ruego, la prueba 

confesional y a los documentos públicos, mas no así en lo que respecta al Derecho 

Penal. 

  

 

 

 

 

 

 

 
190 Ver (KUYLEN ALPIZAR MARYE) op. cit., p 192. 
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A.2. Íntima Convicción 

 

Este sistema no impone ninguna regla para la valoración de la prueba, 

permitiendo que el juez se convenza según su íntimo parecer, a los hechos que han 

originado la causa y no existe obligación de fundamentar las sentencias.191 

 

 

 

Es un sistema propio del Common Law, donde no requiere más que el 

pronunciamiento por parte de un jurado.  

 

 

 

Una de las principales críticas con respecto a este sistema radica en que en los 

procesos de socialización, los estereotipos y sistemas de creencias, se manifiestan más 

abiertamente en los juzgadores y juzgadoras. Estos se producen porque no tiene  la 

obligación de argumentar o justificar su resolución, lo que resta seguridad jurídica al 

proceso.192 

 

 

 

A.3. Sistema de la Sana Crítica 

 

Este sistema establece la más amplia libertad, para que los jueces obtengan el 

convencimiento, pero exige la presencia de sus características: primera, la 

fundamentación de la conclusión a la cual han llegado, es decir, que esta debe descansar 

en el análisis racional de las pruebas ofrecidas, lo que implica hacer uso de los 

principios de la recta razón; es decir, las normas de la lógicas, la psicología y la 

 
191 Monge Arias (Alejandra) La capacitación judicial y la valoración de la prueba en los delitos de 
violación y abusos deshonestos. Tesis para optar por el título de Licenciatura en Derecho. Facultad de 
Derecho de la Universidad de Costa Rica, 1995, p 49.  
 
192 Ver (KUYLEN ALPIZAR MARYE) op. cit., p 193. 
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experiencia común y segunda: la motivación de las resoluciones, proporcionando las 

razones de su convencimiento, demostrando que existe un nexo racional entre las 

afirmaciones o negaciones a que se llega y los elementos de prueba utilizados para 

alcanzarlas. Para que esto ocurra es necesario que se den dos operaciones; la descripción 

del elemento probatorio y su valoración crítica. Esta es en esencia la opinión de 

Cafferata Nores.193 

 

 

 

En las reglas de la experiencia, es posible encontrar determinados elementos que 

le son comunes, los cuales son: 1º. Son juicios, esto es, valoraciones que no están 

referidas a los hechos que son materia del proceso, sino que poseen un contenido 

general. Tienen un valor propio e independiente, lo que permite darle a la valoración un 

carácter lógico; 2º. Estos juicios tienen vida propia, se generan de hechos particulares y 

reiterativos, se nutren de la vida en sociedad, aflorando por el proceso inductivo del juez 

que los aplica; 3º. No nacen ni fenecen con los hechos, sino que se prolongan más allá y 

van a tener validez para otros nuevos; 4º. Son razones inductivas acreditadas en la 

regularidad o normatividad de la vida y, por lo mismo, implican una regla, susceptible 

de ser utilizada por el juez para un hecho similar; 5º. Las máximas carecen de 

universalidad. Están restringidas al medio físico en que actúa el juez, puesto que ellas 

nacen de las relaciones de la vida y comprende todo lo que el juez tenga como 

experiencia propia.194  

 

 

 

Las reglas de la psicología, no son propias de la rama científica de la psicología, 

sino que proviene de conocimientos particulares del juzgador. Como sería el observar el 

comportamiento del testigo o de alguna de las partes al declarar; es decir, determinar si 

se encuentra nervioso, si tiene miedo, si está seguro de lo que dice, etc.  

 

 
193 Ver (MONGE ARIAS ALEJANDRA) op. cit., p 50.  
 
194 Ver (RIVERA MORALES RODRIGO) op. cit., p 252. 
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Finalmente, las reglas de la lógica, son definidas por Dall`Anese a través de: 

 

La regla de la identidad nos dice que una proposición solo 

puede ser esa proposición y no otra (…) no podría por ejemplo 

una sentencia decir en una parte que se absuelve bajo la certeza 

de la inocencia, para afirmar más adelante que se absuelve por 

duda, porque viola el principio de identidad. 

 

El principio de contradicción nos dice que una persona o cosa 

no puede ser y no ser al mismo tiempo, o sea, el tribunal no 

puede aseverar algo y luego desvirtuarlo, porque solamente una 

de las dos afirmaciones es verdadera y el principio del tercero 

excluido nos dice que de dos proposiciones que se niegan entre 

sí, una es necesariamente falsa. Al contrario sensu, la otra 

necesariamente es verdadera.195  

 

 

 

En este sistema se considera que lo RACIONAL juega un papel indispensable. 

Donde la fundamentación es una gran herramienta pues cumplirá una triple función: 

permitir un control extraprocesal por la comunidad, ser una garantía para la parte al 

permitir a éste conocer las decisiones y facilitar un control endo-procesal, que respete 

las garantías de las partes a una revisión de la sentencia por los tribunales superiores de 

justicia.  

 

 

 

De tal manera que el juez llamado a valorar la prueba en forma racional no tiene 

la libertad para valorar, sino que debe atenerse en su labor de sentenciador a aquellas 

 
195 Ver (MONGE ARIAS ALEJANDRA) op. cit., p 153.  
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exigencias de la sana crítica que se han expuesto. Si no los respeta se abre paso a la 

arbitrariedad judicial y a la incertidumbre de las partes.196 

 

 

 

Por ende, puede concluirse que un método racional de valoración de la prueba 

supone un conjunto de instrumentos que confiere validez a los conocimientos 

científicos. Por ello, se considera que el sistema de la sana crítica es aquel que permite 

una dialéctica en el razonamiento con la realidad concreta y con el sistema en 

general.197 

 

 

 

 

B. SOBRE LA SENTENCIA 

 

 

 

B.1. Generalidades 

 

La sentencia constituye un requisito de suma importancia en la dinámica 

procesal. Pues una vez que finalice el debate, los jueces deben tomar una decisión que 

en teoría le pondrá fin al proceso penal. 

 

 

 

Las vicisitudes que enfrenta el procedimiento penal desemboca en la sentencia y 

arrastran hasta ese punto la complejidad del caso, para que de manera fundamentada, 

con exposición de los motivos y de derecho y al mismo tiempo determinando de manera 

 
196 Ver (RIVERA MORALES RODRIGO) op. cit., p 255. 
 
197 Ibíd, p 255. 
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circunstanciada los hechos, el juez resuelva la condenatoria o absolutoria del 

imputado.198 

 

 

 

Al respecto, Carnelutti ha manifestado que la sentencia penal deviene de un 

proceso cuya finalidad es descubrir la verdad de los hechos para condenar o absolver al 

imputado. Planteado de otra forma, durante el proceso se reconstruye la historia para 

aplicarle la ley. El juez debe escoger entre el no del defensor y el sí del Ministerio 

Público.199 

 

 

 

 

 B.2. La Motivación de la sentencia  

 

La exigencia de motivar las decisiones judiciales, en especial la sentencia, se 

establece como una garantía del acceso de los ciudadanos a un régimen de 

administración de justicia que provea-de manera oportuna y razonable-los conflictos 

sometidos a su conocimiento.200 

 

 

 

Se considera como un tipo de garantía constitucional, en donde los ciudadanos 

tengan derecho a un pleno acceso a la justicia. Esta se materializa no solamente en el 

momento en que las personas presenten una denuncia, sino que también a través de las 

 
198 Porras Molina (Pamela) y Mena  Vargas (Oscar). Sentencia Oral en el Proceso Penal y Debido 
Proceso, Tesis por optar al grado de Licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho de la Universidad de 
Costa Rica, 2011. p76.  
 
199 Carnelutti, Las miserias del proceso penal, Buenos Aires, Ediciones Jurídicas Europa-América,1959,  
p 101. 
 
200 Arroyo  Gutiérrez (José) y, Rodríguez Campos (Alexander) Lógica Jurídica y Motivación de la 
Sentencia Penal, San José, Editorial Guayacán Centroamericana S.A., 1ª Ed, 2002, p13.  
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decisiones del juez. El cual deberá a pegarse a lo estipulado por la misma ley al emitir 

sus conclusiones, fundamentando sus decisiones en relación con principios y normas 

reconocidos por el Estado.  

 

 

 

La motivación del fallo debe realizarse con base en parámetros de claridad, 

razonabilidad y proporcionalidad, que han de ser conocidos y compartidos por los 

operadores, previendo la posibilidad de que, en caso de que existiera desconocimiento o 

discrepancias sobre la existencia, contenido o aplicación de tales reglas, una instancia de 

control establezca criterios de validez en el caso concreto.201 

 

 

 

En lo que respecta a la motivación de la sentencia, se considera indispensable 

que exista un orden lógico de ideas. Donde el juez explique sus decisiones en relación 

con todo aquello que se discutió o presentó durante el debate. Es decir, debe existir  

congruencia entre la sentencia y los hechos descritos en la acusación o querella. Así se 

establece en el numeral 365 del CPP, el cual dispone:  

 

 

ARTÍCULO 365. La sentencia no podrá tener por acreditados 

otros hechos u otras circunstancias que los descritos en la 

acusación y la querella y, en su caso, en la ampliación de la 

acusación, salvo cuando favorezcan al imputado. 

En la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una calificación 

jurídica diferente de la acusación o querella, o aplicar penas 

más graves o distintas de las solicitadas.202 

 

 

 
201Ver ( ARROYO  GUTIERREZ JOSÉ Y RODRÍGUEZ CAMPOS ALEXANDER) op. cit., p 15.  
 
202  Código Procesal Penal, artículo 365. 
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En cuanto al principio de congruencia que se manifiesta en el numeral anterior, 

la jurisprudencia ha manifestado que: 

 

Al respecto se tiene que si bien el párrafo 1º del artículo 365 del 

Código Procesal Penal indica que la sentencia no podrá tener 

por acreditados otros hechos u otras circunstancias que los 

descritos en la acusación y la querella y, en su caso, en la 

ampliación de la acusación, salvo cuando favorezcan el 

imputado. La jurisprudencia ha interpretado que 

tal principio no es de carácter absoluto, pues únicamente alude 

a aquellos hechos o circunstancias que tengan la virtud de 

modificar esencialmente la imputación, y que por ello limiten o 

menoscaben la posibilidades de defensa en juicio, lo que no 

ocurre en la especie:  Del contenido de este acápite se advierte 

que, invocando la garantía derivada del principio de 

congruencia, y a pesar de que tuvieron por plenamente 

acreditado el hecho, los jueces decidieron absolver al imputado 

del cargo de violación, sin que justificaran de qué manera se 

podría haber visto afectado el derecho de defensa de éste al 

haberse variado en un año la ubicación temporal del hecho, la 

que en sí misma (sin ningún otro dato adicional) no permitiría 

establecer dicha situación. Al respecto debe recordarse que 

desde hace mucho tiempo la legislación, jurisprudencia y 

doctrina costarricenses, superaron la doctrina de la nulidad por 

la nulidad misma, en el sentido de que no se justificaría 

declarar la existencia de un vicio procesal, con todas sus 

consecuencias (esto es, la invalidez de actuaciones), si con el 

mismo no se le ha generado un perjuicio o agravio tangible a 

las partes, debido a que tal proceder no es un fin de nuestro 

ordenamiento procesal penal (cfr. entre otros, el voto de la Sala 

Tercera de la Corte Suprema de Justicia N° 771-f-95, de las 

10:00 horas del 22 de diciembre de 1995). Ahora bien, en lo que 

atañe a la ubicación temporal del hecho, y sobre todo 

tratándose de delitos sexuales en daño de menores, no debe 
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asumirse una rígida posición en la cual se exija una precisión 

absoluta, pues ello deberá ponderarse con las circunstancias 

mismas del caso y atendiendo siempre a que no se vean 

afectadas de modo real, material y efectivo, las posibilidades de 

defensa en juicio para el encartado, pues de no mediar esta 

última situación, no se tendría razón alguna para estimar que 

una variación como la operada, por sí sola, tenga que conllevar 

la necesaria negación del principio contemplado por el numeral 

365 del Código Procesal Penal.  

Cuando esta norma alude a que no podrán tenerse por 

acreditados otros hechos distintos a los contenidos en la 

acusación, en realidad se refiere a que no podría variarse el 

núcleo fáctico esencial de la imputación, lo que en principio no 

parece haberse dado en la especie ni está justificado en la 

decisión de marras.203 

 

 

 

 

B.3. Requisitos De La Sentencia 

 

Toda sentencia es producto de un desarrollo de deliberación.  Donde una vez 

concluido el debate, los jueces deberán pasar de inmediato y sin interrupción a deliberar  

en sesión secreta, la cual no podrá extenderse más allá de dos días (salvo caso de 

enfermedad de algún juzgador), pues de lo contrario deberá repetirse ante otro tribunal,  

el debate. 

 

 

 

 
203 TRIBUNAL DE CASACIÓN PENAL DEL TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, 
SECCIÓN SEGUNDA. Resolución Nº 00474 de las catorce horas cincuenta minutos del tres de 
diciembre de dos mil diez. 
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Durante la deliberación, los jueces deberán seguir un orden establecido por la ley 

sobre las cuestiones a decidir, como son:  

 

a) Las relativas a su competencia, a la procedencia de la acción 

penal y toda otra cuestión incidental que se haya diferido para 

este momento. 

 

b) Las relativas a la existencia del hecho, su calificación legal y 

la culpabilidad. 

 

c) La individualización de la pena aplicable. 

 

d) La restitución y las costas. 

 

e) Cuando corresponda, lo relativo a la reparación de los daños 

y perjuicios.204 

 

 

 

Una vez que el o los jueces205 hayan decidido sobre las cuestiones que motivan 

la causa penal, el paso a seguir corresponde  la redacción de la sentencia. La cual, debe 

cumplir al menos con los requisitos establecidos en el numeral 363 del CPP, estos son:  

 

a) La mención del tribunal, el lugar y la fecha en la que se ha 

dictado, el nombre de los jueces y las partes, los datos personales del 

imputado y la enunciación del hecho que ha sido objeto del juicio. 

 

b) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones 

planteadas en la deliberación, con exposición de los motivos de hecho 

y de derecho en que los fundan, sin perjuicio de que se adhieran a las 

 
204  Código de Procedimientos Penales, artículo 361.   
 
205 El juez en caso de ser un solo juzgador. O los jueces cuando constituyen un Tribunal. En caso de las 
decisiones del Tribunal, los tres jueces deben participar en la toma de decisiones.  
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consideraciones y conclusiones formuladas por quien votó en primer 

término. 

 

c) La determinación precisa y circunstanciada del hecho que 

el tribunal estima acreditado. 

 

d) La parte dispositiva con mención de las normas aplicables. 

 

e) La firma de los jueces.206 

 

 

 

Antes de la deliberación de los jueces, estos deberán comunicar a las partes la 

hora y fecha de la lectura de la sentencia. Si por la complejidad del asunto o por lo 

avanzado de la hora, no sea posible redactar la sentencia, se leerá solamente la parte 

dispositiva y uno de los jueces relatará los motivos que fundamentan la sentencia. No 

obstante, anunciará una nueva fecha y hora para la correspondiente lectura integral de la 

sentencia; el plazo no podrá exceder de cinco días.  

 

 

 

 

B.4. Sentencia Condenatoria O Absolutoria 

 

Como bien se sabe, el principal objetivo de un proceso penal consiste en que una 

parte desea obtener la absolutoria y la otra la condenatoria. Sin embargo, para arribar a 

una u otra conclusión, intervienen diferentes elementos, los cuales se desarrollaran en la 

siguiente sección.  
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La sentencia absolutoria tiene como principal consecuencia la inmediata puesta 

en libertad del imputado y la restitución de todos sus derechos como ciudadano. Salvo 

que se trate de una sentencia absolutoria por inimputabilidad, dando cabida a la 

aplicación de medidas de seguridad.207  

 

 

 

Uno de los elementos de gran importancia para la absolución, consiste en la 

prueba. Donde pueden surgir dos situaciones: 1) ya sea que las evidencias demuestran 

la inocencia del imputado; o 2) los medios probatorios se consideran insuficientes para 

inculpar al encartado, obligando así al juez a dicta la absolutoria en virtud del principio 

procesal de Indubio pro reo.  

 

 

 

Otro factor por el cual se puede considerar la absolutoria radica en que los 

hechos denunciados no constituyen un delito, pues al no configurar un tipo penal, el 

Derecho se encuentra en la obligación de absolver de un hecho que se considera no 

delictivo.  

 

 

 

Un factor de gran controversia se materializa a través de la inimputabilidad del 

encartado. Esta consiste en que el imputado, al momento de cometer el ilícito, no tenía 

pleno goce de sus facultades mentales. No obstante, a dicha situación se le podrían 

imponer medidas de seguridad. Es un factor cuya decisión no depende plenamente de la 

voluntad del juez, pues es a través de pruebas periciales psicológicas es donde se 

determina si el imputado podía o no gozar de sus facultades mentales al momento de la 

comisión del delito.  

 

 

 

 
207Ver (KUYLEN ALPIZAR MARYE) op. cit., pp 203 y 204. 

180 
 

                                                           



 

Al respecto de la sentencia absolutoria, el CPP en su numeral 266 dispone que:   

 

 

La sentencia absolutoria ordenará la libertad del imputado, la 

cesación de las medidas cautelares, la restitución de los objetos 

afectados al procedimiento que no estén sujetos a comiso, las 

inscripciones necesarias y fijará las costas. 

La libertad del imputado se otorgará aun cuando la sentencia 

absolutoria no esté firme y se cumplirá directamente desde la 

sala de audiencias, para lo cual el tribunal girará orden 

escrita.208 

 

 

 

Por su parte, en la sentencia condenatoria, el juez debe tener absoluta certeza de 

que el imputado ha sido encontrado autor responsable de los hechos que se le atribuyen, 

y además esos hechos son considerados tipificadores de un ilícito previamente 

establecido. 

 

 

 

A su vez, deberá ceñirse a lo estipulado en el numeral 71 del CP, el cual define 

los principales elementos a los cuales el juez debe prestar atención al momento de la 

sentencia, los cuales son:  

 

 

El Juez, en sentencia motivada, fijará la duración de la pena 

que debe imponerse de acuerdo con los límites señalados para 

cada delito, atendiendo a la gravedad del hecho y a la 

personalidad del partícipe. Para apreciarlos se tomará en 

cuenta:  

a) Los aspectos subjetivos y objetivos del hecho punible;  

 
208 Código Procesal Penal, artículo 266.  
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b) La importancia de la lesión o del peligro;  

c) Las circunstancias de modo, tiempo y lugar;  

d) La calidad de los motivos determinantes;  

e) Las demás condiciones personales del sujeto activo o de la 

víctima en la medida en que hayan influido en la comisión del 

delito; y  

f) La conducta del agente posterior al delito. Las características 

psicológicas, psiquiátricas y sociales, lo mismo que las 

referentes a educación y antecedentes, serán solicitadas al 

Instituto de Criminología el cual podrá incluir en su informe 

cualquier otro aspecto que pueda ser de interés para mejor 

información del Juez.209 

 

 

 

Además de los elementos del numeral 71 del CP, al encontrarse en materia 

penal, es imprescindible la taxatividad al la cual el juez debe apegarse, pues según se 

estipula en numeral 2 del CP “no podrá imponerse sanción alguna, mediante aplicación 

analógica de la ley penal”. Por lo cual, es obligación de juez penal apegarse a los 

estrictamente señalado por la ley.  

 

 

 

Es así como la sentencia condenatoria se fijará, con precisión, las penas que 

correspondan y, en su caso, determinará la suspensión condicional de la pena y las 

obligaciones que deberá cumplir el condenado. Se unificarán las condenas o las penas 

cuando corresponda. La sentencia decidirá también sobre las costas y sobre la entrega 

de los objetos secuestrados a quien tenga mejor derecho para poseerlos, sin perjuicio de 

los reclamos que correspondan ante los tribunales civiles. Decidirá sobre el comiso y la 

destrucción, previstos en la ley.210  

 
209 Código Procesal Penal, artículo 71. 
 
210  Artículo 367 del Código de Procesal Penal de Costa Rica.  
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SECCIÓN SEGUNDA: MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. 
 

 

 

A. ASPECTOS GENERALES. 

 

Una vez que el tribunal emita un fallo sobre el caso en conflicto y, una o ambas 

partes se encuentre disconformes con lo resuelto por los jueces, cabe aún la posibilidad 

de la interposición de los recursos, donde las resoluciones judiciales serán solamente 

recurribles por los medios expresamente establecidos en el Código de Procedimientos 

Penales. No obstante, así como la ley establece los recursos que son admisibles, de igual 

forma, indica en algunos casos quienes son los únicos autorizados a recurrir, en caso de 

no especificarlo expresamente, podrá ser interpuesto por cualquier parte interesada. 

 

 

 

Una de las principales características de los recursos en general, se manifiesta a 

través del efecto extensivo (en caso de existir coimputados, el recurso interpuesto por 

uno de ellos, beneficiará  a los demás, a excepción de motivos exclusivamente 

personales); y del efecto suspensivo (que implica que la sentencia recurrida no se 

ejecutará, mientas no se resuelva el recurso, salvo disposición legal en contrario).  

 

 

 

Es de suma importancia destacar, que en caso de que la sentencia sea impugnada 

por el imputado, se debe respetar el principio  “no reformatio in peius”. El cual implica 

que en la resolución de un tribunal superior no se podrá interponer una sanción más 

grave que la impuesta en la sentencia anulada, ni desconocer los beneficios que en esta 

hayan acordado. Sin embargo, cuando  son presentados por la otra pate litigante si se 

permite modificar o revocar las resoluciones aún cuando son a favor del imputado.  
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Para que un recurso sea admisible, deberá ser interpuesto  de acuerdo a las 

condiciones de tiempo y forma que el mismo código regula para los distintos recursos.  

Siendo por ello, indispensable analizar a continuación los principales recursos 

establecidos en el código.  

 

 

 

 

B. RECURSO DE APELACIÓN 

 

Antes de iniciar el análisis en cuanto al recurso de apelación de la sentencia 

penal, es importante aclarar que producto de las últimas reformas procesales en materia 

penal que se han desarrollado en Costa Rica, como consecuencia del caso de Herrera 

Ulloa Vrs Costa Rica ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el 2004, el 

recurso de apelación que regula nuestro Código Procesal Penal, es distinto a lo que se 

define en la doctrina tradicional sobre este tipo de recurso, pues varía en sus 

características y objetivos. 

 

 

 

Ahora bien, una vez hecha la aclaración,  definimos el recurso de apelación 

como:  

 

Un recurso ordinario, amplio, flexible e informal previsto en el 

Código Procesal Penal para impugnar el fallo ante el Tribunal 

de Apelación de Sentencia, medio impugnativo con el que se 

procura la revisión integral de todos los aspectos de hecho y de 

derecho que conforman la sentencia. De este modo, constituye 

un instrumento efectivo y eficaz para tutelar el derecho a 

recurrir y garantizar el doble examen del fallo penal. 211  

 
211 Vargas Rojas (Omar) Impugnación de la sentencia penal, San José,  Editorial Investigaciones Jurídicas 
S.A.,1º Ed, 2012,  p 151. 
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Es un recurso que presenta como objetivo la fiscalización.  Pretende que un 

nuevo tribunal, realice un examen integral de los elementos  valorados en el fallo 

recurrido. Lo que garantiza un derecho de recurrir una sentencia penal ante una segunda 

instancia. Denominado por Omar Vargas como un “juicio sobre un juico”.  

 

 

 

Es decir, el recurso de apelación de la sentencia, permite la realización de un 

examen integral del fallo, cuando la  parte interesada alegue inconformidad con la 

determinación de los hechos, la incorporación y valoración de la prueba, la 

fundamentación jurídica o la fijación de la pena. El tribunal de alzada se pronunciará 

sobre los puntos que le sean expresamente cuestionados, pero declarará, aun de oficio, 

los defectos absolutos y quebrantos al debido proceso que encuentren en la sentencia.212 

 

 

 

A raíz de lo anterior, se puede intuir que consiste en un recurso que se considera: 

ordinario, pues su presentación debe ser previa a la firmeza de la sentencia, permitiendo 

por consiguiente una revisión integral del fallo del Tribunal de juicio. Es flexible e 

informal, pues para su presentación y admisión no son requeridos gran cantidad de 

formalismos, basta con los requisitos mínimos. Y es amplio, donde las partes pueden 

alegar ampliamente su disconformidad con el fallo recurrible.  

 

 

 

En cuanto a la interposición del recurso de apelación, este deberá ofrecerse ante 

el Tribunal que dictó la sentencia, durante los 15 días de notificado el fallo. Por su parte, 

el tribunal solamente tiene la obligación de recibir el recurso mas no realizará ningún 

juicio de valor en cuanto a su procedencia.  

 

 

 
212Código de Procedimientos Penales, artículo 459.   
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Posteriormente, el mismo tribunal dará audiencia a los interesados, por un plazo 

no mayor de 5 días. Dentro de los cuales podrán ser realizadas adhesiones. En cuyo 

caso, el tribunal deberá otorgar una nueva audiencias de 5 días para que las partes se  

manifiesten sobre ese extremo. Concluido dichas formalidades, el tribunal remitirá el 

expediente al Tribunal de Apelación de sentencia.  

  

 

 

Será el tribunal de apelación quien emitirá un criterio en cuanto a la procedencia 

del recurso. En todo recurso, la parte recurrente deberá manifestarse sobre: los 

fundamentos de su inconformidad, el agravio que le causa y su pretensión; así como 

ofrecer la prueba que considere pertinente.  

 

 

 

El Tribunal de apelación, considerara que el recurso no es admisible cuando:  

 

1. Haya sido interpuesto de forma extemporánea, o;  

 

2. Que la parte no tenga derecho a recurrir.  

 

 

 

Si el recurso es admisible, el tribunal se pronunciará en cuento al fondo. Y en 

caso de existir defectos que impidan conocer de forma absoluta el recurso, deberá actuar 

en conformidad con el numeral 15 del CPP213, si los errores no son corregidos se 

declarará inadmisible el recurso.  

 

 
213 Código Procesal Penal, artículo 15. 
ARTÍCULO 15.- (*) Saneamiento de defectos formales 
El tribunal o el fiscal que constate un defecto saneable en cualquier gestión, recurso ordinario o instancia 
de constitución de los sujetos del proceso, lo comunicará al interesado y le otorgará un plazo para 
corregirlo, el cual no será superior a cinco días. Si no se corrige en el plazo conferido, resolverá lo 
correspondiente. 
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Por su parte, una vez corregidos los defectos o si de entrada el recurso es 

considerado como admisible, al tribunal le corresponderá convocar a una audiencia que 

cumple las mismas características de un juicio ordinario, al ser oral y pública. En dicha 

audiencia, de acuerdo a los puntos de inconformidad de las partes, se reexaminarán los 

actos previos y posteriores al debate, los registros de los actos realizados durante el 

juicio, los registros de sentencia y se evacuara la prueba.  

  

 

 

En cuanto al tema de la prueba, tanto para su recepción como para la audiencia, 

regirán las reglas dispuestas en el recurso de apelación de las etapas previas al juicio. 

Sin embargo, a petición de parte, el tribunal de apelación podrá examinar los registros 

de las pruebas producidas en el juicio. Sin embargo, debe ser pertinente, útil y necesario 

para los objetivos de la apelación, el objeto de la causa o para la constatación del 

agravio. En cuanto a la prueba testimonial: 

 

 

…si hay alguna duda sobre el alcance de las 

manifestaciones de algún testigo o perito, por excepción, podrá 

recibir directamente su deposición o informe en audiencia oral, 

pública y contradictoria, en la que se aplicarán, en cuanto sean 

compatibles, las disposiciones que regulan el debate en la fase 

de juicio. 

La parte recurrente podrá ofrecer, en el escrito de 

interposición del recurso, pruebas nuevas sobre los hechos 

objeto del proceso o sobre la forma en que fue realizado un 

acto, cuando se contradiga lo señalado en las actuaciones, en el 

acta, en los registros del debate o la propia sentencia. El 

tribunal aceptará como nueva solo la prueba ofrecida en su 

oportunidad pero que sea arbitrariamente rechazada, la que 

aparezca como novedosa con posterioridad a la sentencia y 

aquella que, aunque existiendo previamente, no estuvo en 

posibilidad efectiva de ser ofrecida por el interesado en su 

momento. El tribunal de apelación de sentencia podrá 
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auxiliarse, en todo caso, de los sistemas  de documentación a su 

alcance, sean las actas escritas, la grabación fónica o la 

videograbación, para facilitar el control de lo ocurrido en el 

tribunal de sentencia, evitándose en lo posible repeticiones 

innecesarias. Cuando la prueba sea evacuada oralmente, los 

jueces que la hayan recibido deberán integrar el tribunal en el 

momento de la decisión final.214 

 

 

 

Una vez realizadas las formalidades descritas anteriormente, si el tribunal de 

apelación estima procedente, el recurso podrá anular de forma total o parcial la 

resolución impugnada y ordenará la reposición del juico o de la resolución. En caso de 

ser parcial la anulación, el tribunal deberá indicar el objeto concreto del nuevo juicio o 

de su resolución.  

 

 

 

Es importante aclarar que aún cuando se realice una audiencia para que las 

partes expongan sus argumentos así como la evacuación de prueba, ello no implica la 

modificación de los hechos probados del fallo dictado por el tribunal de juicio. Pues tal 

circunstancia implicaría el dictado de una nueva sentencia. Con un desconocimiento 

absoluto del sistema basado en el juicio oral y público del ordenamiento costarricense.  

 

 

 

En este sentido, se considera que la naturaleza jurídica que caracteriza al recurso 

de apelación de la sentencia penal en el ordenamiento jurídico-procesal costarricense, 

así como la materialización del principio de justicia pronta y cumplida imponen que, al 

aplicar esta regulación, el tribunal de alzada deberá procurar la solución definitiva del 

asunto en la fase de apelación, en todos los casos en que la tutela efectiva de los 

derechos y las garantías que integran el debido proceso penal lo permitan, de forma que 

 
214 Código Procesal Penal, artículo 463.    
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se evita el reenvío de asuntos ante el tribunal de juicio, los cuales pueden ser decididos 

por el fondo sin necesidad de realizar o reponer el juicio.215  

 

 

 

 

C. RECURSO DE CASACIÓN  

 

Dentro de la normativa penal, el Recurso de Casación, a lo largo de la historia ha 

gozado de un uso extensivo en la práctica de los tribunales. Pues  ha sido un medio de 

impugnación muy utilizado por las partes y sus abogados, al constituir en sus inicios 

como  una segunda instancia en los proceso judiciales.  

 

 

 

No obstante, a raíz de la ley 8837 que entró en vigencia en diciembre del 2012, 

las funciones de la “casación tradicional” que se han implementado en los últimos años 

en nuestro país,  han cambiado; para convertirse en un recurso extraordinario, formal, 

sumamente restrictivo; y para algunos una especie de tercera instancia. Que se analizará 

a continuación.  

 

 

 

El autor Omar Vargas, lo define como: 

 

 

Un instrumento extraordinario que permite a las partes, una vez 

agotada la vía de apelación de sentencia, que una sala de 

casación controle y fiscalice la legalidad de lo resuelto. No es 

un examen de los hechos o de las pruebas evacuadas, sino una 

verificación de la legalidad de la sentencia.216 

 
215 Ver (VARGAS ROJAS  OMAR) op. cit., p 204.   
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Se considera una especie de tercera instancia extraordinaria, pues el recurso 

solamente procede contra las resoluciones dictadas por los tribunales de apelación. A 

través de este mecanismo, no se puede cuestionar lo resuelto por el tribunal de juicio, 

sino solamente lo emitido por el Tribunal de Apelación de Sentencia, salvo que exista 

una errónea aplicación de un precepto legal o sustantivo que se dé en la fase de juicio, 

se reclame ante el tribunal de alzada y se mantenga la aplicación del precepto 

cuestionado, siendo incluso posible en tal supuesto que la Sala de Casación ordene el 

reenvió a la fase de juicio.217 

  

 

 

Sin embargo, lo anterior no implica que cualquier fallo emitido por los 

Tribunales de Apelación, pueda ser objeto de estudio de las salas de casación, pues el 

mismo código procesal en su numeral 468, establece taxativamente los motivos para 

recurrir, a saber:  

 

 

a) Cuando se alegue la existencia de precedentes 

contradictorios dictados por los tribunales de apelaciones, o de 

estos con precedentes de la Sala de Casación Penal. 

b) Cuando la sentencia inobserve o aplique 

erróneamente un precepto legal sustantivo o procesal. 

Para los efectos del inciso a) de este artículo se entiende 

por precedente, únicamente, la interpretación y aplicación de 

derecho relacionada directamente con el objeto de resolución. 

Cuando el precepto legal que se invoque como 

inobservado o erróneamente aplicado constituya un defecto del 

procedimiento, para que el recurso proceda deberá dirigirse 

contra los actos sancionados con inadmisibilidad, caducidad, 

ineficacia o nulidad, siempre que el recurrente haya reclamado, 

oportunamente, la subsanación del defecto o haya hecho 

216 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 210.  
 
217 Ibíd, p 211.  
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manifestación de recurrir en casación. Queda a salvo lo 

dispuesto en el artículo 178 de este Código, referido a defectos 

absolutos. 

 

 

 

En relación al inciso a) sobre los precedentes contradictorios, la jurisprudencia 

que hay sobre el tema, entiende que el recurrente se encuentra en la obligación de 

mencionar cuales son los fallos contradictorios, así como explicar en qué radican dichas 

inconsistencias. Como puede apreciarse, este es un esfuerzo del legislador por intentar 

unificar la jurisprudencia, con el fin de dar mayor claridad a los ciudadanos sobre la 

posición de los tribunales en un tema específico. 

 

 

 

Por otro lado, la Sala debe diferenciar si los temas a tratar son de forma o fondo, 

pues sus implicaciones pueden ser muy diferentes.  En el caso de los temas de fondo, la 

Sala  puede entrar directamente a conocer del asunto; no obstante, si lo que se discute es 

sobre aspectos formales, se verá en la obligación de ordenar el reenvio, ya sea parcial o 

total para que el Tribunal de Apelación enmiende los errores en los que incurrió.  

 

 

 

El recurso de casación, deberá ser  interpuesto ante el tribunal de apelación que 

dicto la sentencia, dentro del plazo de 15 días de notificada la resolución. El numeral 

469 del CPP,  indica que podrá ser presentado de “forma escrita o cualquier otro registro 

reglamentariamente autorizado”. Con lo anterior, se puede interpretar que el recurso no 

precisa ser presentado a través de un soporte escrito, lo que deja abierta la posibilidad de 

de formularlo oralmente. Sin embargo, no existe precepto alguno de la sala de casación 

que permita definir y establecer las formas de interposición del recurso de casación de 

manera no escrita.218 Por lo que presenciamos  un caso más de las muchas 

imprecisiones jurídicas que destacan en nuestro código de procedimientos penales.  
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Al igual que en recurso de apelación, el recurso de casación deberá indicar de 

forma separada cuáles son los agravios en que se sustenta para recurrir, así como sus 

pretensiones. Es indispensable que los motivos del recurso se encuentren identificados y 

separados, es decir, si son de fondo o forma.  

 

 

 

Una vez que la o las partes hayan interpuesto el recurso de casación, los 

tribunales de apelación se encargarán de darle audiencia los interesados por un plazo de 

5 días. Este plazo sirve tanto para que los involucrados que tengan legitimación se 

manifiesten si lo desean, así como deberán indicar un lugar o forma de recibir 

notificaciones. En dicho plazo, también es factible que se presenten adhesiones. En 

cuyo caso, se les conferirá a las partes un nuevo término de 5 días para que se enuncien 

sobre ese extremo en particular.  

 

 

 

Una vez concluido el plazo para las audiencias, el expediente se remitirá a la 

Sala Tercera. Será la presidenta de la sala, la encargada de admitir o rechazar el recurso. 

El recurso podrá ser considerado inadmisible en: 1)los casos que no calcen con los del 

numeral 469 CPP; 2) cuando la resolución no sea recurrible; 3) la parte no tenga 

derecho a recurrir; 4) cuando la finalidad del recurso consista en la modificación de 

hechos probados; y 5) el recurso sea infundado. Por ende, al presentarse alguno de estos 

motivos, el recurso se declarará inadmisible y se devolverá el expediente al tribual de 

apelaciones.  

 

 

 

En caso contrario, si el recurso es considerado admisible, la misma Sala lo 

sustanciará y se pronunciará sobre los motivos que fundan el recurso. Ante la 

admisibilidad, se pueden presentar dos posibilidades: i) que la sala no necesite convocar 

a una audiencia para resolver el recurso o; ii) que de oficio o a petición de parte, la Sala 

 
218  Ver (VARGAS ROJAS OMAR)  op. cit., pp 235-236. 
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convoque a audiencia a más tardar 15 días después de recibidas las actuaciones, para 

posteriormente emitir un criterio. Para la celebración de la audiencia, la sala se regirá 

por las reglas dispuestas en el código para el recurso de apelación.  

 

 

 

En cuanto a la actividad probatoria en el recurso de casación es muy limitada y 

de carácter excepcional. La cual es muy distinta a la que se ofrece en la fase de 

apelación de sentencia, que es más amplia y flexible. En casación, las partes solo 

pueden ofrecer prueba cuando se discute un vicio del procedimiento y se cuestione que 

el registro correspondiente es contrario a la forma en que se llevo a cabo un acto. Y no 

es admisible prueba que tenga como finalidad la probanza de hechos.  

 

 

 

Al igual que sucede en el recurso de apelación, la sala podrá observar los 

registros, tanto audiovisuales como escritos, que se realizaron durante la realización del 

juicio para la toma de su decisión.  

 

 

 

Finalmente, en su decisión, si la sala considera que existe una violación a norma 

procesal, podrá anular de forma total o parcial la resolución impugnada, ordenando por 

consiguiente, un reenvío al tribunal de apelación de sentencia. En los demás casos, la 

sala resolverá el litigio según la ley aplicable en cada caso.  

 

 

 

A raíz de lo anterior, se puede concluir que en el recurso de casación, la función 

de la Sala será de estricta legalidad, situación por la cual, no puede ser considerada una 

tercera instancia. Pues si se aplicaran criterios amplios y extensivos, muy pronto la 
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casación se habrá convertido en una tercera instancia y estará saturada de casos con lo 

cual en lugar de resolver los problemas actuales, más bien los habrá potenciado219.  

 

 

 

 

D. EL PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN 

 

A partir de la ley N° 8837, que nos rige desde el nueve de diciembre de 2011, se 

vienen a introducir una serie de reformas en materia de recursos  para la impugnación 

de sentencias, uno de estos articulados variados fue el 408 del CPP. El cual indica:  

 

 

ARTÍCULO 408.- Procedencia 

La revisión procederá contra las sentencias firmes y a favor del 

condenado o de aquel a quien se le haya impuesto una medida 

de seguridad y corrección, en los siguientes casos: 

a) Cuando los hechos tenidos como fundamento de la condena 

resulten inconciliables con los establecidos por otra sentencia 

penal firme. 

b) Cuando la sentencia se haya fundado en prueba cuya 

falsedad se haya declarado en fallo posterior firme. 

c) Si la sentencia condenatoria ha sido pronunciada a 

consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia o cualquier 

otro delito o maquinación fraudulenta, cuya existencia se haya 

declarado en fallo posterior firme, salvo que se trate de alguno 

de los casos previstos en el inciso siguiente. 

d) Cuando se demuestre que la sentencia es ilegítima a 

consecuencia directa de la introducción de prueba ilegal o de 

una grave infracción a sus deberes cometida por un juez, 

aunque sea imposible proceder por una circunstancia 

sobreviniente. 

  
219  Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 246.  
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e) Cuando después de la condena sobrevengan o se descubran 

nuevos hechos o nuevos elementos de prueba que solos o unidos 

a los ya examinados en el proceso evidencien que el hecho no 

existió, que el condenado no lo cometió o que el hecho cometido 

encuadra en una norma más favorable. 

f) Cuando una ley posterior declare que no es punible el hecho 

que antes se consideraba como tal o que merece una penalidad 

menor, o bien, cuando la ley que sirvió de base a la 

condenatoria haya sido declarada inconstitucional. La revisión 

procederá aun en los casos en que la pena o la medida de 

seguridad hayan sido ejecutadas o se encuentren extinguidas.220  

 

 

 

En donde la mayor variante, se encuentra relacionada con el hecho de que se 

elimina la violación del debido proceso, como una causal para su procedencia. La 

importancia de tal reforma radica en que debido a la esencia asumida por el régimen de 

impugnación de sentencia, admitir tal causal podría devenir en perjuicio para el sistema 

procesal penal, en tanto, la tutela de tal derecho se ve garantizada y afianzada por medio 

del recurso de apelación o eventualmente por el recurso extraordinario de Casación.  

 

 

 

Es por esto, que se considera el procedimiento de revisión según Omar Vargas 

como: 

 

…un instrumento procesal de carácter extraordinario, 

previsto a favor de la persona condenada o de aquel a quien le 

ha sido impuesta una medida de seguridad y corrección, 

mediante el cual como una excepción al principio de la 

autoridad de la cosa juzgada, se permite impugnar el fallo penal 

en firme, con el objeto de evitar o superar el gravamen y 

 
220 Código Procesal Penal, artículo 408. 
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perjuicio de producirla a una persona sentenciada, el no tener 

la posibilidad legal de pretender la corrección o alegación de 

un error judicial –juicio fáctico y juicio de derecho- con base en 

el cual se le dictó el fallo o cuando procede aplicar 

retroactivamente una ley posterior más benigna.221 

 

 

 

Mirna Goransky y Maximiliano Rusconi, han buscado definir el procedimiento 

de revisión de sentencia, en aras de dar garantía a la seguridad jurídica y como una 

excepción a la cosa eficacia de cosa juzgada,  asegurando que  en ocasiones es necesario 

ceder a estas garantías, permitiendo: “…la revisión del procedimiento cerrado por 

sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada mediante el recurso de revisión a favor 

del condenado, en supuestos excepcionales en los cuale , en verdad, el mantenimiento 

de la decisión no contribuiría a esos objetivos. La finalidad de este recurso es no 

someter a una persona inocente a una pena o medida de seguridad que no merece, o a 

un condenado a una pena o medida de seguridad mayor a la  que merece”.222   

 

 

 

Por otro lado, el jurista José Alberto Rojas, en su libro “Apelación, casación y 

revisión de la sentencia penal”, indica que la:  

 

 

…revisión sirve para anular aquellas sentencias con 

autoridad de cosa juzgada, que a consecuencia de un error 

produjeron la condena de un inocente, siendo éste su 

fundamento y en el caso particular del sistemas jurídico 

costarricense, se puede revisar una sentencia no solamente 

 
221Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 317. 
 
222 Goransky (Mirna) y Rusconi (Maximiliano) El recurso de Revisión en el Derecho Procesal Penal. En: 
Maier, Julio B. Compilador. (2004). Los recursos en el procedimiento Penal. 2 ed. Buenos Aires: Editores 
del Puerto: Universidad de Buenos Aires. Facultad de Derecho, p334. 
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errada desde el punto de vista de los hechos – que produjo la 

condena de un inocente- sino también sentencias erradas desde 

el punto de vista del derecho, e incluso, sentencias que no 

adolecen de un error de derecho ni de error de hecho. 223 

 

 

 

Como bien lo indicaron los autores señalados, el procedimiento de revisión tiene 

como base el quebrantamiento del principio de la cosa juzgada material, pero 

simplemente en los casos expresamente indicados en la ley, y como una excepción, que 

tiene por objetivo la protección de aquél sujeto condenado. El procedimiento de revisión 

de sentencia representa el caso más importante de rompimiento de la cosa juzgada  en 

interés de una decisión materialmente correcta.224   

 

 

 

Obedece entonces a razones de interés social, ya que se convierte en una 

garantía para la población de que la sentencia será conforme a la realidad, pudiendo 

incluso variar su decisión cuando se verifique alguna de las razones fijadas por el 

legislador, esto sin importar que tan perfecta sea formalmente la sentencia impugnada.    

 

 

 

Es entonces un respaldo al interés social de que la cosa juzgada sea respetada e 

intangible como presunción absoluta de verdad, se sobrepone al interés individual y 

social al mismo tiempo, de que la verdad efectiva triunfe y que la inocencia no sea 

inmolada sobre el altar de una justicia simbólica y aparente. Y ésta es la razón de la 

revisión.225   

 
223 Rojas Chacón (José Alberto) Apelación, casación y revisión de la sentencia penal, San José, : Editorial 
Jurídica Continental , 1º Ed, 2011, p 313.    
 
224 Ibíd, p 314.    
 
225 Ver (GORANSKY MIRNA Y RUSCONI MAXIMILIANO) op. Cit., p 334. 
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Durante años, a nivel doctrinal se ha presentado una discusión sobre la 

naturaleza de la revisión de sentencia. Para algunos es considerada un recurso, para 

otros un procedimiento. Pero en éste caso, asumimos la tesis sugerida por Jorge Alberto 

Rojas, quien sugiere que independientemente de la naturaleza de la revisión, la 

normativa de éste procedimiento especial no puede desvincularse o aislarse totalmente 

del resto del ordenamiento procesal penal y de los principios que lo informan, incluidas 

las normas generales de los recursos.226   

 

 

 

 

D.1. Principios Del Procedimiento De Revisión 

 

El autor Jorge Rojas Chacón, sugiere que a nivel de doctrina se ha indicado la 

existencia de una serie de principios en materia del procedimiento de revisión, entre 

ellos podemos destacar:  

 

 

 

•TAXATIVIDAD 

 

El artículo 411 del CPP, hace hincapié en este principio, plasmando la 

posibilidad de rechazar por inadmisible toda solicitud que no se ajuste a las causales 

indicadas por el legislador. Causales indicadas expresamente en el artículo 408 del CPP.  

 

 

 

La revisión no es un mecanismo para reanudar a perpetuidad el contradictorio, 

sino una vía excepcional de impugnación garantizada en la Constitución Política para 

sentencias firmes y definitivitas y precisamente por ser excepcional (en atención al valor 

 
226 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 315. 
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y autoridad de la cosa juzgada) el reclamo debe necesariamente calificar objetivamente 

dentro de las hipótesis que se prevén taxativamente en el artículo 408.227   

 

 

 

•LIMITACIÓN 

 

La  Sala Tercera,  quien será la encargada de resolver la demanda de revisión, se 

verá limitada con respecto al hecho de que deberá esta sujetarse únicamente a lo 

impugnado por el accionante en su reclamo, resolviendo únicamente lo solicitado por 

éste.   

 

 

 

•TRASCENDENCIA 

 

La casual que se invoca además de ser novedosa, debe ser trascendente a efectos 

de su admisibilidad, no bastando para ello que solo pueda generar dudas, en cuyo caso 

debe rechazarse la revisión. No basta entonces una simple vulneración de la normal sino 

que debe ésta causarle un verdadero perjuicio al sentenciado.  

 

 

 

•AUTONOMÍA 

 

El impugnante indicará todos y cada uno de los motivos tanto de hecho como de 

derecho, incluyendo también las pruebas que respaldan sus argumentos. La autonomía 

refiere que justamente cada uno de éstos motivos deben ser estudiados dentro de su 

propio grado de desarrollo y tomando en cuenta por supuesto su argumentación.  

 

 

 
227 TRIBUNAL DE CASACIÓN PENAL GOICOECHEA. Voto Nº 2010-823. Citado por (ROJAS 
CHACÓN, JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 316. 
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*-COMPETENCIA 

 

De conformidad por lo establecido por el artículo 410 del CPP, y como ya se 

indicó en párrafos anteriores, le corresponde exclusivamente a la Sala Tercera de la 

Corte Suprema de Justicia, conocer y resolver la demanda de revisión presentada. Esto 

constituye la principal modificación a este procedimiento especial, junto con la 

eliminación de la causal de violación al debido proceso u oportunidad de defensa como 

presupuesto para la procedencia de la demanda revisoría.228   

 

 

 

Conocerá la Sala, únicamente, aquellas sentencias penales que ya se encuentren 

firmes, es decir cuándo no proceda en su contra ningún recurso. En virtud de la 

redacción actual de artículo 8 del CPP, por tratarse de una revisión exclusivamente a 

favor de los intereses de la persona sentenciada, solo se aplica contra sentenciadas en las 

que exista persona condenada, interpretándose por parte de la doctrina que a 

consecuencia del principio “ne bis in ídem” no es posible la revisión en contra del 

absuelto o condenado.229   

 

 

 

*-PROCEDENCIA 

 

De conformidad con la normativa procesal penal, regulada al efecto, no hay un 

plazo determinado para iniciar el procedimiento, la posibilidad de solicitar la revisión 

no se extingue con el transcurso del tiempo y ni siquiera con la muerte del 

condenado.230   

 

 
228Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., pp 348 y 349. 
 
229 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 320. 
 
230 Ibíd, p 323. 
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Se encontrarán legitimados para su interposición únicamente aquellos 

determinados por ley de conformidad con el artículo 409 del CPP, el cual indica:  

 

ARTÍCULO 409.- Sujetos legitimados 

Podrán promover la revisión: 

a) El condenado o aquel a quien se le ha aplicado una medida 

de seguridad y corrección; si es incapaz, sus representantes 

legales. 

b) El cónyuge, el conviviente con por lo menos dos años de vida 

común, los ascendientes, descendientes o hermanos, si el 

condenado ha fallecido. 

c) El Ministerio Público. 

La muerte del condenado, durante el curso de la revisión, no 

paralizará el desarrollo del proceso. En tal caso, las personas 

autorizadas para interponerlo podrán apersonarse a las 

diligencias; en su defecto, el defensor continuará con la 

representación del fallecido. 231 

 

 

 

El condenado a título de autor, coautor o partícipe, deberá indicar a un abogado 

de su confianza y si no lo hace la Sala lo prevendrá sin perjuicio de nombrar a un 

defensor público, en caso de ser necesario.232   

 

 

 

Con respecto al inciso b, el legislador buscó otorgar la posibilidad de instaurar el 

procedimiento de revisión a la familia próxima del condenado, en aquellos casos en que 

éste hubiera fallecido, de igual manera en aquellos casos en los que el sentenciado 

 
231 Código Procesal Penal, artículo 449. 
 
232 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 325. 
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fallecido hubiera muerto ya habiendo establecido la demanda de revisión, deberá el 

abogado designado por éste continuar con su representación.  

 

 

 

En lo que concierne al MP, éste como garante y protector de los derechos de la 

sociedad y del sentenciado, debe buscar la justicia material cuando la persona ha sido 

injustamente condenada.233   

 

 

 

La solicitud de revisión debe presentarse por escrito, directamente ante Sala 

Tercera, identificando al condenado  y al tribunal de juicio que dictó la sentencia objeto 

de impugnación. Deberá indicar el abogado que para esos efectos lo representará. 

Presentará también, una referencia de sus motivos para presentar dicha demanda, 

además de las disposiciones legales aplicables, refiriendo también el material probatorio 

que acrediten sus alegatos.  

 

 

 

Si la demanda resulta manifiestamente infundada, la Sala de Casación puede 

declararla inadmisible. Debe entenderse que cuando la gestión es manifiestamente 

infundada, no se rechaza por inobservar las formalidades establecidas, sino por la clara 

improcedencia del asunto, es decir, se rechaza por aspectos de fondo. En este último 

caso, se da por finalizado el procedimiento en su totalidad, con la consecuencia de que 

el accionante no puede presentar posteriormente la demanda por mismos motivos.234   

 

 

 

 
233 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 328. 
 
234 Llobet Rodríguez Javier, citado por : Ibíd, p 329. 
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Además no será admisible plantear por la vía de revisión asuntos ya discutidos y 

resueltos por medio del recurso de apelación, así lo dispone el artículo 411 del CPP.  

 

 

 

Una vez interpuesto el procedimiento, debe tenerse claro que no se suspende la 

ejecución la ejecución de la sentencia del condenado, pero se le otorga la  facultad a la 

Sala de Casación para que, en cualquier momento del trámite pueda suspender la 

ejecución de la sentencia recurrida y disponer la libertad del sentenciado, o bien sustituir 

la prisión por otra medida cautelar.235   

 

 

 

*-CAUSALES 

 

 De conformidad con lo establecido por el artículo 408 del CPP, procede la 

interposición de una demanda revisoría en los siguientes casos:  

 

 

A) Cuando los hechos tenidos como fundamento de la condena resulten 

inconciliables con los establecidos por otra sentencia penal firme. 

 

 

Constata entonces la posibilidad de interposición en los casos que exista 

inconciliabilidad de los hechos de una sentencia con los hechos establecidos en otra. 

Este presupuesto tiene por objeto permitir el examen de sentencias erradas desde el 

punto de vista de los hechos.236   

 

 

 
235 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 331. 
 
236 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 318. 
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Lo que se pretende evitar con ésta causal, es la existencia de incongruencia 

jurídica, como lo señala José Alberto Rojas “existen dos tipos de sentencias 

inconciliables cuando proponen relaciones de hechos, que en cada una se tienen 

debidamente acreditados, pero que al confrontarse resultan contrarios entre sí y no se 

pueden conformar, es decir se trata de hechos que no se ajustan ni concuerdan”.237  

 

 

 

b) Cuando la sentencia se haya fundado en prueba cuya falsedad se haya 

declarado en fallo posterior firme. 

 

Con este inciso viene una modificación a la legislación procesal penal, por 

cuanto se requiere la previa declaratoria de la falsedad del medio probatorio, de tal 

modo que con la vigencia de la reforma, no procede acreditar directamente la falsedad 

del procedimiento de revisión.238   

 

 

 

Requiere entonces, que dicha falsedad haya sido declarada en un fallo posterior 

firme.239 Para poder alegar ésta causal debe el impugnante copiar el fallo, con la 

constancia de que ya se encuentra en firme.  

 

 

 

 

b) Si la sentencia condenatoria ha sido pronunciada a consecuencia de 

prevaricato, cohecho, violencia o cualquier otro delito o maquinación 

fraudulenta, cuya existencia se haya declarado en fallo posterior firme, 

salvo que se trate de alguno de los casos previstos en el inciso siguiente. 

 
237 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 333.  
 
238 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 319. 
 
239 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 336. 
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Como lo indica José Rojas, tiene sustento en que el  condenado al haber existido 

delito por parte del juez, adquiere más bien el carácter de damnificado o víctima, 

merecedor por lo tanto de una condena más justa. Para justificar la invocación de ésta 

causal, debe demostrar el accionante que efectivamente existió una relación de 

causalidad entre el cohecho, prevaricato, etc y el pronunciamiento de la sentencia 

condenatoria cuya revisión solicita.240   

 

 

 

Refiere Omar Vargas, que éste inciso tiene sustento en el dictado de una 

sentencia condenatoria injusta derivado de una falsa relación de los hechos, ocasionada 

por la existencia de prevaricato, cohecho, etc.241  Al igual que en el motivo anterior, al 

alegarse ésta causal deberá adjuntarse el fallo que declara la existencia del delito.  

 

 

 

d) Cuando se demuestre que la sentencia es ilegítima a consecuencia directa de 

la introducción de prueba ilegal o de una grave infracción a sus deberes cometida por 

un juez, aunque sea imposible proceder por una circunstancia sobreviniente. 

 

 

 

Procede entonces, en aquellos casos en los que se valoró una prueba ilegal que 

es de carácter esencial en el fundamento del fallo condenatorio, procede la revisión de 

sentencia.242  La ilegalidad de tal medio probatorio, recae en que en su obtención se 

hayan quebrantado derecho o garantías legales o constitucionales.  

 

 

 
240 Llobet Rodríguez, Javier. Citado por  (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 337. 
 
241 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 319. 
 
242 Ibíd, p 319. 
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La prueba ilegal, debe tener un carácter esencial en la decisión de fondo, ya que 

solo así se cumple la condición requerida en la norma de que la sentencia sea ilegal 

como consecuencia directa de la introducción del medio probatorio ilegítimo, de tal 

forma que en el caso que se verifique esta condición, pero la prueba no sea esencial en 

el fundamento fáctico, intelectivo o jurídico del fallo cuestionado, no se está ante un 

presupuesto que justifique el procedimiento para la revisión.243   

 

 

 

Refiere José Rojas que este inciso debe verse en concordancia con el artículo 

411 del CPP, el cual prohíbe la revisión en asuntos que ya fueron discutidos en 

apelación. Imposibilita entonces replantear cuestionamientos a la incorporación y 

valoración de la prueba por parte del tribunal de juicio, pues para ello se cuenta con las 

instancias de apelación de sentencia y/o casación.244  

 

 

 

e) Cuando después de la condena sobrevengan o se descubran nuevos hechos o 

nuevos elementos de prueba que solos o unidos a los ya examinados en el proceso 

evidencien que el hecho no existió, que el condenado no lo cometió o que el hecho 

cometido encuadra en una norma más favorable. 

 

 

 

Sugiere que no se tuvo conocimiento de tal hecho durante el desarrollo de las 

distintas etapas procesales, de manera que, no puedo ser incorporado ni valorado en 

juicio. Con respecto a la prueba, implica la presencia de algún elemento probatorio del 

que  se ignoraba su existencia por las partes  y que por tal razón  no fue anunciado por 

las partes ni introducido al proceso  nunca. Además su importancia es tal que podría 

variar la decisión adoptada por los legisladores. 

 

 
243 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 323. 
 
244 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 339. 

206 
 

                                                           



 

Para ser admitidos, deben acaecer o suceder después del fallo condenatorio, o 

bien pueden haber sido descubiertos con posterioridad, porque eran desconocidos u 

ocultos para el tribunal mientras se  tramitaba el proceso penal y su existencia no fue 

revelada sino hasta después de que aquel finalizó el proceso dictando la sentencia que 

posteriormente adquirió firmeza.245 Quiere decir que no es posible, alegar esta casual 

pretendiendo una nueva valoración de la prueba.  

 

 

 

Señala Omar Vargas que “este presupuesto tiene por objeto el examen de una 

sentencia errada desde la perspectiva fáctica del fallo, por el descubrimiento de hechos 

nuevos o nuevos elementos de prueba que, valorados en forma individual o analizados 

integralmente con los previamente examinados en el proceso se discutió el fallo 

condenatorio, evidentemente que el hecho juzgado no existió o no fue cometido por la 

persona sentenciada o que este encuadra en una norma más favorable.” 246 

 

 

 

f) Cuando una ley posterior declare que no es punible el hecho que antes se 

consideraba como tal o que merece una penalidad menor, o bien, cuando la ley que 

sirvió de base a la condenatoria haya sido declarada inconstitucional. La revisión 

procederá aun en los casos en que la pena o la medida de seguridad hayan sido 

ejecutadas o se encuentren extinguidas. 

 

 

 

El autor Vargas Rojas, señala esta causal como la posibilidad de revisar 

sentencias correctas. Lo que se quiere decir con esto, es que son sentencias que no 

poseen errores de hecho ni de derecho, pero que después de haber sido dictadas, el 

legislador promulga una ley posterior más favorable, deviniendo ésta situación en 

 
245 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 341. 
 
246 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 325. 
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beneficios para el sentenciado, siendo procedente entonces revisar el fallo y aplicar la 

ley más benigna. 

 

 

 

Si la nueva ley contiene un reproche menor, es legítimo que la condena se 

adecue al nuevo marco legal, y con mayor razón procederá cuando la voluntad 

legislativa sea la descriminalización.247  

 

 

 

  Es aplicable también, en aquellos casos ya discutidos con sentencia firme, pero 

que posteriormente,  se declaró la inconstitucional de la norma que sirvió de sustento 

para la sentencia.  

 

 

 

*-EFECTOS 

 

Una vez resuelto lo que en Derecho corresponde por parte de la Sala Tercera, se 

tienen entonces dos vías posibles. La primera relacionada con el hecho de que se acoja 

la demanda de revisión.  Bajo este supuesto, al declararse con lugar la pretensión del 

accionante es posible que se declare la absolutoria del imputado y se ordene su 

inmediata libertad. En otro de los supuestos, es posible que se ordene el reenvío, para la 

sustanciación de un nuevo juicio, para que se dicte una nueva decisión o se subsane el 

error cometido en aquella parte indebidamente dispuesta.  

 

 

 

Además se contempla, la restitución total o parcial, previa revalorización, de la 

suma de dinero pagado por concepto de multa (si la pena era de ésta naturaleza) y de las 

sumas (habría que incluir aquí también otros valores) cancelados por concepto de 

 
247 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 344- 
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indemnización a la parte civilmente demandante  que hubiere sido citada al proceso de 

revisión de sentencia. 248 

  

 

 

La segunda vía posible, es la correspondiente al rechazo de revisión, en donde se 

da la respectiva confirmación de la sentencia objeto de controversia. Además, de 

conformidad con el artículo 421 del CPP, se deberá imponer la respectiva condena en 

costas contra el gestionante.   

 

 

 

E. JUICIO DE REENVÍO 

 

Nuestra normativa procesal penal vigente, regula  lo concerniente al juicio de 

reenvío. Dicho instituto se encuentra previsto para el recurso de apelación (artículo 466  

CPP249), también para el recurso extraordinario de casación (artículo 475 CPP 250) y 

finalmente para para lo correspondiente al procedimiento de revisión ( 417 CPP 251) 

 
248 Ver (VARGAS ROJAS OMAR) op. cit., p 347. 
 
249 Código Procesal Penal, artículo 466. 
 ARTÍCULO 466.- (*) Juicio de reenvío.El juicio de reenvío deberá ser celebrado por el mismo tribunal 
que dictó la  sentencia, pero integrado por jueces distintos.  
El recurso de apelación que se interponga contra la sentencia del juicio de  reenvío deberá ser conocido 
por el tribunal de apelación de sentencia  respectivo, integrado por jueces distintos de los que se 
pronunciaron en la  ocasión anterior.  De no ser posible integrarlo con nuevos jueces, porque el  
impedimento cubre a titulares y suplentes, o no se cuenta con el número  suficiente de suplentes, la 
competencia será asumida por los titulares que  sean necesarios, no obstante la causal y sin 
responsabilidad disciplinaria  respecto de ellos. 
 
250 Código Procesal Penal, artículo 475. 
Artículo 475.- (*) Juicio de reenvío.  
El juicio de reenvío a la instancia de juicio o a la de apelación de sentencia  deberá ser celebrado por el 
mismo tribunal que dictó la resolución anulada, pero integrado por jueces distintos.  
El recurso de casación que se interponga contra la sentencia del juicio de  reenvío del tribunal de 
apelación deberá ser conocido por la Sala de  Casación, integrada por magistrados distintos de los que se 
pronunciaron en  la ocasión anterior.  De no ser posible integrarlo con nuevos magistrados,  porque el 
impedimento cubre a titulares y suplentes, o no se cuenta con el número suficiente de suplentes, la 
competencia será asumida por los titulares que sean necesarios, no obstante la causal y sin 
responsabilidad  disciplinaria respecto de ellos. 
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El reenvío, como tal está dispuesto para aquellos casos en lo que resulta 

necesario la celebración de un nuevo juicio, para una nueva sustanciación y el dictado 

de una nueva sentencia o para corregir aquella parte de la sentencia indebidamente 

instaurada. El nuevo juicio se realizará ante el mismo tribunal que dictó la sentencia 

anulada, ya sea el de apelación o casación, pero integrado por jueces distintos a los que 

conocieron de la causa. 

 

 

 

En lo concerniente al procedimiento de revisión, quien  presencien el nuevo 

juicio, no podrán ser aquellos juzgadores que en etapas anteriores conocieron sobre el 

caso específico; es decir, deberá estar conformado el tribunal por jueces distintos. En 

aquellos casos en los que se ordene el reenvío deberá determinarse lo correspondiente 

en cuanto a la existencia de medidas cautelares, propiamente la prisión preventiva, 

teniendo siempre como objetivo garantizar la presencia del emputado “para la 

realización del nuevo juicio”.252 

 

 

 

 En cada caso concreto valorarán los juzgadores si resulta procedente o no la 

realización de un juicio de reenvío, en tanto no es el objetivo generar un abuso de ésta 

figura. En ésta línea se ha pronunciado la jurisprudencia de la siguiente manera: 

 

 

La Sala está facultada para analizar los aspectos omitidos por 

el Tribunal a efectos de determinar si esa omisión resulta 

esencial, y ha causado un agravio a la parte reclamante. El 

juicio de reenvío debe ser la excepción y no la regla. Dejando 

 
251 Código Procesal Penal, artículo 417. 
ARTÍCULO 417.- Reenvío. Si  se  efectúa  una  remisión  a  un  nuevo  juicio,  en  este  no  podrá  
intervenir  ninguno de los jueces que conocieron del anterior. 
En el juicio de reenvío regirán las disposiciones del artículo anterior y no se  podrá imponer una sanción 
más grave que la fijada en la sentencia revisada, ni desconocer beneficios que esta haya acordado. 
 
252 Ver (ROJAS CHACÓN JOSÉ ALBERTO) op. cit., p 346. 
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de lado el caso del recurso del fiscal, en donde el reenvío se 

impone como una necesidad para no violar el derecho al 

recurso del imputado, se debe tratar de resolver el caso 

concreto con los elementos a su disposición. El abuso del 

reenvío está ligado a los inicios de la casación francesa 

decimonónica, en donde al Tribunal de Casación regulado por 

el Code d’Instruction Criminelle de 1808 se le prohibía conocer 

el fondo de los asuntos, y su función era estrictamente negativa, 

anulando las sentencias y ordenando el reenvío (GARRAUD, 

Rene, Précis de Droit Criminel, 14ª Ed., Recueil Sirey S.A., 

Paris, 1926, p. 1012). Sin embargo, la evolución actual de la 

casación penal, la empuja cada vez más a adoptar una función 

positiva, resolviendo el fondo del asunto, de la misma forma en 

que lo hizo la propia jurisprudencia francesa del siglo XIX, y 

que se vio reflejada en la Revision alemana y a través de ella, 

en el Código de Córdoba y por lo tanto en nuestros códigos de 

1973 y 1996.253 

 

 

 

Se procura entonces, garantizar el derecho del imputado a no recibir una 

sentencia más gravosa de la anterior; es decir, busca que no se le imponga una pena o 

medida de seguridad más perjudicial, lo que se traduce en una protección para que no 

pueda ser objeto de una nueva persecución penal por los mismos hechos. Lo que en una 

violación a un principio legal y constitucional como el “ne bis in ídem”.  

 

 

 

 

 

 

 
253 SALA TERCERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Voto Nº 840, de once horas y 
treinta y cinco minutos del cinco de julio del dos mil once. 
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Capítulo V 

Ejecución De Sentencia 
 

 

Sección I: Sobre La Ejecución 

 

 

 
A.NOCIONES BÁSICAS 

 

Es considerada la última fase del proceso penal. Pese a ser la última, tal 

situación no se traduce en que deba ser considerada de escaza importancia. Es además, 

la fase menos regulada de nuestro proceso penal; sin embargo, es quizás la más 

importante para efectos de utilidad social.254 La ejecución de la sentencia, se rige por 

principios básicos como: la legalidad de sus actuaciones, el respeto a los derechos 

humanos y la judicialización que versa sobre la posibilidad de conocer y controlar 

cualquier modificación. 

 

 

 

Lo que se pretende, es hacer efectivas y concretas las decisiones adoptadas por 

las autoridades judiciales a través de la sentencia. Tal disposición proviene de un 

mandato constitucional, en donde el artículo 153255 obliga al Poder Judicial a ejecutar 

todas y cada de las resoluciones que pronuncie. La actuación de los tribunales de 

justicia va más allá del mero juicio de conocimiento y la decisión de una causa. Dictada 

 
254 Carvajal Loaiza (Karen) La ejecución de penas en el Derecho Costarricense a la luz del  principio de 
legalidad. Tesis para optar por el grado de licenciatura en Derecho, Facultad de Derecho de la 
Universidad de Costa Rica, 2012, p129. 
 
255Constitución Política, artículo 153. 
ARTÍCULO 153.- Corresponde al Poder Judicial, además de las funciones que esta Constitución le 
señala, conocer de las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo y contencioso-administrativas, así 
como de las otras que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y la calidad de las personas que 
intervengan; resolver definitivamente sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncie, con la ayuda 
de la fuerza pública si fuere necesario 
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la sentencia o el fallo definitivo, la jurisdicción se extiende a todo el procedimiento 

ejecutivo.256 

 

 

 

No obstante, a pesar de ser la fase en la que se llegan a materializar las 

decisiones judiciales, es innegable el olvido y poca atención que recibe. Se considera 

que el rasgo más característico de la ejecución penal ha sido su evidente ruptura con las 

etapas anteriores del proceso, de manera que el juzgador dicta sentencia y se olvida de 

las consecuencias prácticas de la misma, delegando en órganos administrativos, 

generalmente dependientes del Poder Ejecutivo todo el procedimiento de ejecución.  

 

 

 

Es el olvido y la poca regulación existente, la que provoca un abandono sobre la 

necesidad de ejercer un verdadero control sobre las sentencias y por lo tanto, del respeto 

de los derechos de los sujetos involucrados en el proceso.  

 

 

 

Producto de la nueva legislación procesal, junto a los cambios relacionados con 

la participación de la víctima, la delegación de la investigación del delito por parte del 

Ministerio Público, es por lo que José Manuel Arroyo insiste en que también se ha 

intentado “judicializar la fase de ejecución penal”, mediante la creación tribunales 

encargados exclusivamente de ésta labor, propiamente los tribunales de ejecución de la 

pena. 

 

 

 

Judicializar el proceso de ejecución no consiste únicamente en generar 

mecanismos procesales para el control de la pena, sino también de permitir que el 

 
256 Arroyo Gutiérrez, (José Manuel)La ejecución Penal. Reflexiones sobre el nuevo proceso penal, San 
José, Editorial, Imprenta y Litografía Mundo Gráfico, S.A., 1996, p 750. 
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condenado pueda defenderse, no ya de la imputación sino de la ejecución descarriada de 

la pena. Para ello se permite que el condenado continúe contando con asistencia técnica, 

de modo que pueda hacer valer sus derechos y el conjunto de garantías que limitan la 

actividad penitenciaria.257  

 

 

 

La tarea de ejecutar las resoluciones dictadas, corresponde a una obligación por 

parte de las autoridades judiciales y posee así misma diversos componentes, obligación 

que debe cumplirse una vez que exista una sentencia condenatoria firme. Requiere la 

participación del Derecho Penal material, el Derecho Penal procesal y finalmente del 

Derecho Administrativo. Así lo ha plasmado Julio Maier, quien refiere:  

 

 

Planteada Universalmente, la cuestión se reduce a saber cuáles 

son las reglas propias del Derecho Penal material y cuales las 

procesales o administrativas. Es tarea del Derecho Penal 

Material definir qué es una pena, cómo y cuándo debe 

ejecutarse, se cumpla esta labor en el mismo Código Penal o en 

una ley especial; corresponde al Derecho Procesal penal 

instituir los órganos judiciales y es el procedimiento adecuado 

para decidir aquellos casos en los cuales la ley penal exige una 

resolución judicial sobre la vida de la ejecución penal o pone en 

manos de los jueces el control de la ejecución; por último, 

corresponde al Derecho administrativo (aún del poder judicial 

si se otorgara esta función a ese departamento estatal) decidir 

sobre la dirección y administración de establecimientos de 

ejecución penal. 258 

 

 

 
257 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p742. 
 
258 Maier, J. Derecho procesal penal. Citado por (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL ) op. cit., p 
750. 
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B.CONCEPTO  

 

Armando Tommasino, entiende la ejecución penal como: “…el conjunto de 

mecanismos administrativos y de actos procesales destinados al cumplimiento de las 

decisiones jurisdiccionales de naturaleza penal, que afectan de cualquier modo a la 

persona y los derechos del sujeto sometido a juicio”.259 

 

 

 

En la misma línea José Manuel Arroyo, lo define como: “…la actividad 

ordenada y fiscalizada por los órganos jurisdiccionales para lograr el cumplimiento de 

los títulos de ejecución, las sentencias firmes de condena dictadas en procesos 

penales”. 260 

 

 

 

Por otro lado, Karen Carvajal, en su tesis de grado sobre la “Ejecución de las 

penas”, entiende la ejecución penal, como “la realización del acto jurisdiccional que 

aplica la ley”. 261En esta fase se presupone un estado de certeza con respecto a la lesión 

de un derecho, de manera que se procede a la ejecución de la decisión adoptada. Es la 

observancia de las normas jurídicas, por lo que no tendría sentido llevar a cabo el 

proceso penal (referido a una investigación judicial y a un juzgamiento de la causa 

penal), si la decisión final que de él resulte no vaya a ser ejecutada, por tanto la 

vigilancia y la regulación de la fase de ejecución es también parte imprescindible del 

sistema penal. 262 

 

 
259 Tommasino (Armando) Principios, Derechos y garantías en el proceso. Ejecución de la pena. Editorial, 
Departamento de publicación Universidad de la República, 1990, p 65. 
 
260 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 751. 
 
261 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 130. 
 
262 Ibíd, p 130. 
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Quiere decir entonces, que la misma  comienza a surtir efecto previo a haberse 

comprobado la comisión de un delito, constando tal situación en la sentencia. La cual, 

no puede ser modificada durante su ejecución, limitando al ejecutor a lo resuelto por el 

juez decisor. Ésta situación conlleva a relaciones entre órganos administrativos y 

judiciales. Pero garantizando la efectividad de lo resuelto.   

 

 

 

El procedimiento de ejecución de sentencia no es un proceso autónomo, sino una 

mera etapa de cumplimiento del fallo judicial firme y la actividad procesal que además 

está encaminada a dar la plena y justa satisfacción de las pretensiones acogidas en el 

pronunciamiento jurisdiccional pasado en autoridad de cosa juzgada. 263 

 

 

 

Por medio de la ejecución de las sentencias se pretende, dar sentido y confianza 

al proceso penal, garantizándole a la población que las decisiones adoptadas 

efectivamente llegan  a materializarse, lo que se convierte en una situación de certeza y 

seguridad, obedeciendo entonces a razones de lógica. Así lo ha señalado Karen 

Carvajal, quien indica:  

 

 

Las sentencia penal tiene necesariamente que ser ejecutada, en 

la medida de que se quiera mantener un orden social, y así dar 

sentido a todo el sistema penal, en vista de que, no tendría 

sentido que se establezcan  sin fin de conductas punibles y se 

invierta tiempo y recursos en procesar a los infractores de esas 

normas si la final del camino esa sentencia se va a quedar en el 

papel.264 

 

 
263 Rodríguez ( Luis) Tratado de ejecución , Buenos Aires, Editorial Universidad de Buenos Aires, 1984, 
p 55.   
 
264 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. ci., p131. 
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La ejecución penal, poseer varias funciones, las cuales nos define Ramón 

Teodoro Ríos de la siguiente forma: 

 

 

 Se debe controlar que se respeten las garantías de los 

condenados desde la constitución y los tratados, resolver los 

incidentes que se presenten, y vigilar que las personas 

condenadas cumplan con lo dispuesto, libertades condicionales, 

controlar el cumplimiento efectivo de la sentencia. 265 

 

 

 

 

C.REGULACIÓN Y ÓRGANOS COMPETENTES  

 

Nuestra normativa procesal penal en su artículo 476 y siguientes, regula lo 

concerniente a la ejecución penal. Codifica entonces la posibilidad del sentenciado de 

seguir ejerciendo los derechos que las leyes penales, constitucionales y penitenciarias le 

faculten. Incluye, además, lo relativo a la competencia del juzgado de ejecución de la 

pena y del Tribunal que dictó la resolución. También establece la regulación sobre los 

incidentes de ejecución con respecto a las medidas de sustitución, modificación o 

incluso, extinción de la pena y finalmente establece la función del Ministerio Público, la 

defensa y las atribuciones de los jueces de ejecución.   

 

 

 

También se encuentra regulada por medio de la Ley de creación de la Dirección 

de Adaptación Social, Nº 4762 del 30 de abril de 1971, en la que se establecen cuáles 

son los organismos encargados de la ejecución de la sanción penal, entre ellos 

 
265 Teodoro Ríos (Ramón) La ejecución de la pena. Determinación de la Pena( 1993) . Citado por 
(CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 134. 
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menciona: La Dirección General, Instituto Nacional de Criminología, Departamento 

Técnico y el Departamento Industrial y Agropecuario.266 

 

 

 

Dicha regulación vigente en el Código Procesal Penal, menciona la existencia de 

dos instancias judiciales, entre ellas el tribunal de la sentencia y el tribunal de ejecución 

de la pena. Además el artículo 478267, incluye también la participación del querellante, 

Ministerio Público, sentenciado - defensor y la Administración Penitenciaria.  

 

 

 

El procedimiento típico de ejecución penal se inicia con la existencia de un fallo 

condenatorio firme. Inmediatamente después se ha constatado este hecho, corresponde 

hacer las comunicaciones e inscripciones respectivas. Estas actuaciones son 

principalmente: poner en conocimiento a la administración –en nuestro caso el Instituto 

Nacional de Criminología de la Dirección General de Adaptación Social- el contenido 

del fallo, sea mediante copia o resumen; efectuar lo mismo en cuanto al tribunal de 

ejecución de la pena; realizar el cómputo definitivo de la sanción impuesta y remitirla a 

las entidades mencionadas; y enviar lo correspondiente al Registro Judicial de 

Delincuentes del Poder Judicial para que se haga la inscripción del caso. 268 

 
266 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 134. 
 
267 Código Procesal Penal, artículo 478. 
 
ARTÍCULO 478.-  Incidentes de ejecución. El Ministerio Público, el querellante, el condenado y su 
defensor podrán plantear, ante el tribunal de ejecución de la pena, incidentes relativos a la ejecución, 
sustitución, modificación o extinción de la pena o de las medidas de seguridad. Estos deberán ser 
resueltos dentro del término de cinco días, previa audiencia a los demás intervinientes. Si fuera necesario 
incorporar elementos de prueba, el tribunal, aun de oficio, ordenará una investigación sumaria, después de 
la cual decidirá. 
Los incidentes relativos a la libertad anticipada y aquellos en los cuales, por su importancia, el tribunal lo 
estime necesario, serán resueltos en audiencia oral, citando a los testigos y peritos que deben informar 
durante el debate. 
El tribunal decidirá por auto fundado y, contra lo resuelto, procede recurso de apelación ante el tribunal 
de sentencia, cuya interposición no suspenderá la ejecución de la pena, a menos que así lo disponga este 
último tribunal. 
 
268 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 757. 
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C.1 Tribunal De Sentencia 

 

Le corresponde al tribunal que dictó la sentencia, la ejecución de la decisión  que 

haya adoptada. Posee como atribuciones principales el tribunal de sentencia, las 

siguientes:  

 

• Realizar la primera fijación de la penas o medida de seguridad 

 

• Determinar las condiciones del cumplimiento de ambas. 269 

 

 

 

Está facultado también, para definir todas y cada una de las condiciones 

generales previstas por la ley para ejecutar la sanción impuesta, si a condiciones 

particulares nos referimos las mismas no estarán a cargo de esta entidad sino más bien 

de la Administración Penitenciaria.  

 

 

 

C.2 Tribunal De Ejecución De La Pena 

 

Su competencia está básicamente circunscrita a las sucesivas fijaciones de la 

pena o medidas de seguridad impuesta, después de realizada la fijación originaria a 

cargo del tribunal de sentencia. 270 

 

 

 

Posee como funciones principales: 

 

 
269 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 752. 
 
270 Ibíd, p 753. 
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• Ver lo concerniente a la fijación y modificación de las condiciones en el 

proceso de ejecución. 

 

• Resolver los incidentes de ejecución. 

 

• Resolver los recursos de apelación interpuestos contra sus decisiones. 

  

• Controlar las medidas de aislamiento que disponga la administración 

penitenciaria por un plazo mayor de las 48 horas. 

 

• Realizar el computo de la pena  

 

 

 

 

C.3. Querellante 

 

Con las novedades implementadas a partir de la última  reforma al Código 

Procesal Penal, en aquellos casos en los que la víctima se ha constituido como 

querellante, podrá tener participación e  intervenir durante la fase de ejecución de 

sentencia, planteando los incidentes de ejecución con respecto a la sustitución, 

modificación o extinción de la pena impuesta. Esta incidencia tendrá que plantearlas 

ante el tribunal de ejecución de la pena,271 y  deberán ponerse en conocimiento al resto 

de las partes, debiendo de resolver el Tribunal en el plazo de 5 días, cuya decisión puede 

ser recurrida ante el tribunal sentenciador.  

 

 

 

 

 

 

 

 
271 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 754. 
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C.4 El Ministerio Público 

 

Posee las mismas atribuciones contempladas a favor del querellante, durante la 

ejecución de la pena. Conservan en esta fase dos funciones: 

 

 

• Velar por el respeto de los derechos fundamentales aspecto que puede 

referirse tanto a los derechos de la víctima como a los de los privados de 

libertad, en cuyo caso el Ministerio Público se convierte en órgano 

coadyuvante del tribunal de ejecución en esta importante labor. 

 

 

• Velar por el fiel cumplimiento de las disposiciones contempladas en la 

sentencia. 272 

 

 

 

 

C.5 El Sentenciado Y Su Abogado Defensor 

 

Es el condenado el sujeto base de la fase de ejecución de la pena, en donde ve 

limitados varios de sus derechos que incluyo hasta su libertad de desplazamiento, aun 

así conservando aquellos derechos de los cuales no se haya dispuesto en la sentencia.  

 

 

 

Al abogado defensor como tal, pese a que pueda considerarse que su labor 

termina en el momento en que exista sentencia condenatoria, se le otorga la posibilidad 

de asesorar y velar por las garantías del sentenciado. 

 

 

 

 
272 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 755. 
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C.6 La Administración Penitencia 

 

A esta entidad le corresponde adoptar las medidas de carácter específico e 

individual con respecto a la situación del sentenciado, incluyendo también las posibles 

medidas de seguridad que se adoptarán en caso de enfermedad de éste.  

 

 

 

 

D. SOBRE EL RÉGIMEN DE PENAS  

 

Según nuestra regulación penal vigente, ostentamos dos clases de penas: 1. 

Principales (pena de prisión, extrañamiento, multa e inhabilitación) según lo establece el 

artículo 50del Código Penal273. 2. Accesorias (inhabilitación especial). Divide también a 

las medidas de seguridad en curativas y de vigilancia.  

 

 

 

En el caso de Costa Rica, la pena privativa de libertad es la aplicable por 

excelencia, siendo las demás supletorias. Estas consisten en aquellas sanciones que se 

imponen mediante un proceso judicial que culmina con sentencia firme, evitando que 

las personas condenadas vayan a prisión; es decir que a pesar de ser condenados por la 

comisión de un delito, no van a ir a la cárcel en ningún momento durante la ejecución de 

la sanción. 274 

 

 

 
273 Código Penal, artículo 50. 
 
Artículo 50.—Las penas que este Código establece son: 
1) Principales: prisión, extrañamiento, multa e inhabilitación. 
2) Accesorias: inhabilitación especial. 
3) Prestación de servicios de utilidad pública. 
 
274 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 167. 
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Contamos también con beneficios penitenciarios, los que resultan aplicables 

cuando la persona ha sufrido ya cierto periodo de prisión. En sentencia firme, es el 

único momento en que se puede hablar de penas propiamente dichas, y posterior a ésta, 

es decir, en ejecución es que se puede hacer referencia a otros institutos que afectan la 

ejecución de la pena privativa de libertad, por ejemplo: libertad condicional, indulto, 

amnistía, etcétera.   

 

 

 

 

D.1 Pena Privativa De Libertad 

 

Como se indicó en líneas atrás es la pena por excelencia en nuestro sistema. Se 

establece que la finalidad de ésta es ejercer una acción rehabilitadora sobre el privado de 

libertad y que se cumplirá en los lugares y formas que la ley determine. El límite 

máximo se ha elevado recientemente a cincuenta años. 275 De conformidad con el 

artículo 51  del CP.  

 

 

 

 

E. PENAS ALTERNATIVAS A LA PENA DE CÁRCEL  

 

 

• EXTRAÑAMIENTO 

 

Regulada en el artículo 52 del Código Penal, que establece:  

 

 

ARTÍCULO 52.- 

La pena de extrañamiento, aplicable únicamente a los 

extranjeros, consiste en la expulsión del territorio de la 

 
275 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 744. 
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República, con prohibición de regresar a él, durante el tiempo 

de la condena. Se extiende de seis meses a diez años.276 

 

 

 

Es una pena que se encuentra prácticamente en desuso y como bien lo indica 

este artículo, consiste en la prohibición o negativa de que determinado sujeto resida en 

el territorio del país o bien en un área determinada, durante el plazo fijado por ley.  

Como tal posibilita que la pena privativa de libertad no se ejecute. 277 

 

 

 

Con la aplicación de esta pena se debería establecer aspectos como: el lugar 

donde deberá ir el penado, es decir, el país al que se enviará; el medio de transporte que 

se utilizará para trasladarlo; y los trámites necesarios para su ingreso a ese país.278  

 

 

 

• MULTA 

 

Regulada en el artículo 53 del CP, que reza:  

 

Multa. 

Artículo 53.—La pena de multa obliga a la persona condenada 

a pagar una suma de dinero a la institución que la ley designe, 

dentro de los quince días posteriores a la firmeza de la 

sentencia. 

Cuando se imponga la pena de días multa, el juez, en sentencia 

motivada, fijará en primer término el número de días multa que 

 
276 Código Penal, artículo 52. 
 
277 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 745. 
 
278 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 172. 
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deberá cubrir la persona condenada, dentro de los límites 

señalados para cada delito, según la gravedad del hecho, las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar así como las 

características propias del autor, directamente relacionadas 

con la conducta delictiva. Esta pena no podrá exceder de 

trescientos sesenta días multa. 

En dicha sentencia, en forma motivada, el juez deberá 

determinar la suma de dinero correspondiente a cada día multa, 

conforme a la situación económica de la persona condenada, 

tomando en cuenta su nivel de vida, todos sus ingresos diarios y 

los gastos razonables para atender tanto sus necesidades como 

las de su familia. Cada día multa no podrá exceder de un 

cincuenta por ciento (50%) del ingreso diario del sentenciado. 

El fiscal o el juez en su caso, con la colaboración de la Oficina 

de Trabajo Social del Poder Judicial deben realizar las 

indagaciones necesarias para determinar la verdadera 

situación económica del imputado y sus posibilidades de 

pago.279 

 

 

 

Señala José Manuel Arroyo  que “es el pago de dinero a favor del Estado, 

específicamente a alguna de sus instituciones y en particular a la Dirección General de 

Adaptación Social el Ministerio de Justicia”.280    

 

 

 

Sugiere la fijación del pago de una suma de dinero, producto de la realización de 

una acción delictiva. Para la fijación de la misma, se requiere de un estudio de las 

 
279 Código Penal, artículo 53. 
 
280  
Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 748. 
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circunstancias de modo, tiempo y lugar, así como las consecuencias personales y 

económicas del agente.  

  

 

 

El problema de esta pena radica en la determinación del monto de la multa, en la 

determinación de la capacidad económica del condenado. En nuestro país se utiliza el 

sistema de días multa que consiste en la fijación de la pena en cierta cantidad de  días 

multa y posteriormente se da un valor a cada día.281 Se regula también que ante el 

incumplimiento de la pena, la multa se convierte en prisión o en utilidad a la 

comunidad. Cuyos criterios serán determinados por el juez.  

 

 

 

• SERVICIOS DE UTILIDAD SOCIAL  

 

Vigente en el artículo 56 bis del Código Penal, el cual refiere:  

 

Artículo 56 Bis.—La prestación de servicios de utilidad pública 

consiste en el servicio gratuito que ha de prestar la persona 

condenada a favor de instituciones estatales o de bien público. 

El servicio se prestará en los lugares y horarios que determine 

el juez, quien procurará, al establecer el horario de servicio, no 

interrumpir la jornada laboral habitual de la persona 

condenada, si posee trabajo. El control de la ejecución 

corresponderá a la Dirección General de Adaptación Social, 

que coordinará con la entidad a cuyo favor se prestará el 

servicio. 

Si la persona condenada incumple injustificadamente las 

obligaciones propias de la prestación de servicios de utilidad 

pública, derivadas de la sustitución de la pena de multa, esta se 

 
281 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 174. 
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convertirá en un día de prisión por cada día de prestación de 

dichos servicios.282 

 

 

 

Consiste en trabajar por un determinado periodo de tiempo en alguna institución 

Estatal, debiendo contar con el consentimiento de la persona sentenciada. Se convierte 

en una contribución al Estado y en un ahorro de recursos. Como indica Karen Loaiza: 

“…la prestación de servicio de utilidad pública consistirá en un determinado número 

de horas de trabajo o servicio que el sentenciado deberá desempeñar gratuitamente a 

favor de una institución de bien social, bajo las condiciones impuestas por el juez al 

establecer la sentencia”.283   

 

 

 

El trabajo que se realice, no debe ser tortuoso ni degradante y debe ajustarse a 

las habilidades del sentenciado. Le corresponderá a la oficina de proyecto comunidad 

del Ministerio de Justicia velar por su cumplimiento.  

 

 

 

• INHABILITACIÓN 

 

Regulada en los artículo 50, 57, 58 del Código Penal.  Puede ser de dos clases: 

absoluta o especial. La primera refiere a la pérdida de cargos políticos, la incapacidad de 

obtenerlo, privación de derechos políticos, la incapacidad de ejercer una profesión u 

oficio, incapacidad para ejercer la patria potestad, tutela u otros derechos. Limitaciones 

que pueden ser totales o parciales. 284 

 

 
282 Código Penal, artículo 56 bis..  
 
283 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 178. 
 
284 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 180. 
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La especial, corresponde a una modalidad accesoria de inhabilitación, con la 

variante de que ésta refiere a la restricción de uno o varios de los derechos referidos en 

la inhabilitación absoluta. Pueden ser impuestos por periodos de entre seis meses y doce 

años.285 

 

 

 

• EJECUCIÓN CONDICIONAL 

 

Contemplada en los numerales 59 y siguientes del CP. Sustituye la pena de 

prisión y como bien lo indica Karen Loaiza, la deja en suspenso, sujeto a que se 

cumplan una serie de condiciones que se le fijan. Se aplica estando la sentencia en 

firme. 

 

 

 

Es aplicable en casos expresamente previstos en la legislación, dirigido a 

aquellas personas que sean primarias (es decir que no tengan condenas anteriores) que 

la pena que le haya sido impuesta sea menor a 3 años de reclusión o bien de 

extrañamiento. 286 

 

 

 

Para la aplicación de esta medida, deben de tomarse en cuenta múltiples 

condiciones como el modo de vida del sujeto antes y después de la comisión del delito. 

El juez tomará la decisión ayudado por el informe del Instituto Nacional de 

Criminología correspondiente, pudiendo incluso fijarle condiciones al imputado.  

 

 

 

 
285 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 748.  
 
286 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 181. 
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F. BENEFICIOS PENITENCIARIOS 

 

 

• LIBERTAD CONDICIONAL 

 

Regulada en los numerales 64 y siguientes del Código Penal, actúa como un 

sustituto, en tanto, la pena de prisión efectivamente si se impone, pero habiendo 

cumplido parte de la condena y siendo ésta su primera condena o al menos haber sido 

condenado por una pena no mayor de 6 meses, la misma puede ser solicitada por el 

imputado. Al igual que en la ejecución condicional de la pena, el juez valorará las 

circunstancias, pudiendo incluso fijarle nuevas condiciones al imputado, habiendo 

revisado de previo el Informe del Instituto Nacional de Criminología.  

 

 

 

Es un derecho revocable que adquiere el penado por medio del cual una vez 

cumplidos los requisitos exigidos por la ley, determinado el tiempo de la condena y 

estimada su readaptación con base en la conducta observada por parte de los informes 

técnicos, puede cumplir en libertad el tiempo final de la pena impuesta. 287 

 

 

 

Debe tenerse claro, que no es un derecho del imputado sino más bien una 

facultad discrecional del juez. Así lo ha indicado José Manuel arroyo señalando:  

 

Es también facultativa del juez, puede concederse una vez 

cumplida la mitad de la condena originalmente impuesta. El 

sentenciado debe solicitarla, mediante vía incidental ante el juez 

de ejecución de la pena.288 

 

 
287 Rojas Solórzano, Gladys(1985) La libertad condicional y el tratamiento del delincuente. Citado por 
Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 188. 
 
288 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 745. 
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• CONMUTACIÓN 

 

El artículo 69 del CP,  indica: 

 

ARTÍCULO 69.- Cuando a un delincuente primario se le 

imponga pena de prisión que no exceda de un año, el Juez 

podrá conmutarla por días multa, cuyo monto fijará atendiendo 

a las condiciones económicas del condenado. 

 

 

 

Evita la aplicación de penas de prisión cortas que no cumplen ninguna 

función.289 Se busca evitar que el sujeto condenado a una pena de prisión corta, al 

mezclarse en éste sitio con delincuentes más peligrosos, pueda verse afectados e incluso 

aprender nuevas malas costumbres producto del entorno.  

 

 

 

• AMNISTÍA 

 

Regulada en el artículo 89 CP. Se concibe como una medida específica para 

delitos políticos o conexos, es una facultad que ejerce la Asamblea Legislativa como 

recurso para olvidar violaciones al régimen jurídico- penal. 290 

 

 

 

Señala Karen Carvajal Loaiza en sus tesis sobre la ejecución de las penas, que se 

define como: “…una medida legislativa por la cual se suprimen los efectos y la sanción 

de ciertos delitos, principalmente de los cometidos contra el Estado o bien como un 

acto de poder soberano que cubre el velo del olvido las infracciones de cierta clase, 

 
289 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 191. 
 
290 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 745. 
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aboliendo los procesos comenzados o que se deban comenzar o bien las condenas 

pronunciadas para tales delitos”. 291 

 

 

 

• INDULTO 

 

Se define como un acto particular que dispensa a un individuo determinado o a 

varios individuos igualmente determinados, que ha o han sido condenados de la 

ejecución de todo o parte de la pena. No se trata de un acto jurisdiccional, sino de un 

acto de gobierno.292 Se encuentra previsto en el artículo 90 del Código Penal, el cual 

establece:  

 

              ARTÍCULO 90.- 

El indulto, aplicable a los delitos comunes, implica el perdón 

total o parcial de la pena impuesta por sentencia ejecutoria, o 

bien su conmutación por otra más benigna y no comprende las 

penas accesorias. El indulto sólo podrá ser concedido por el 

Consejo de Gobierno, el cual previamente a resolver, oirá el 

criterio de Instituto de Criminología. Consultará también a la 

Corte Suprema de Justicia, únicamente, cuando la solicitud del 

indulto se fundamente en una crítica a la sentencia judicial. 

Dichos organismos deberán pronunciarse en un término no 

mayor de treinta días naturales, y si no contestaren dentro de 

ese término, el Consejo de Gobierno podrá resolver lo que 

corresponda.293 

 

 

 
291 Ver (CARVAJAL LOAIZA KAREN) op. cit., p 192. 
 
292 Ibíd, p 196.. 
 
293 Código Penal, artículo 90. 
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Indica José Manuel Arroyo que el indulto es aplicable a delitos comunes; su 

concesión está en manos del Poder Ejecutivo a través del Consejo de Gobierno. Sin 

duda se trata de un resabio del que otrora fuera de poder absoluto del príncipe, cuyo 

ejercicio sigue implicando el riesgo del abuso y el irrespeto a la división de poderes. 294 

Esta figura como tal, se encuentra vigente también como causal para extinguir la acción 

penal en el Código Procesal Penal. 

 

 

 

Como tal, no varía la decisión del juez, ya que si bien la pena se extingue con el 

indulto, el delito no deja de existir. 

 

 

 

• PERDON JUDICIAL 

 

Se encuentra vigente en el Código Penal, en los numerales 93 y siguientes:  

 

ARTÍCULO 93.- 

También extingue la pena, el perdón que en sentencia podrán 

otorgar los jueces al condenado, previo informe que rinda el 

Instituto de Criminología sobre su personalidad, en los 

siguientes casos: 

1) A quien siendo responsable de falso testimonio se retracte de 

su dicho y manifieste la verdad a tiempo para que ella pueda ser 

apreciada en sentencia; 

 

2) A quien mediante denuncia dirigida o declaración prestada 

se inculpa a sí mismo de un delito doloso que no ha cometido 

para salvar a su ascendiente, descendiente, cónyuge, hermano, 

bienhechor, o a su concubinario o manceba con quien haya 

 
294 Ver (ARROYO GUTIÉRREZ JOSÉ MANUEL) op. cit., p 745. 
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tenido vida marital por lo menos durante dos años continuos 

inmediatamente antes de la comisión del hecho; 

 

3) A quien haya incurrido en los delitos de encubrimiento, 

hurto, robo con fuerza en las cosas, estafa, daños o lesiones 

leves, cuando lo solicite el ofendido que tenga los mismos lazos 

de parentesco o relación con el reo a que se refiere el inciso 

anterior; 

 

4) A quien haya causado un aborto para salvar el honor propio 

o lo haya producido con ese fin a una ascendiente o 

descendiente por consanguinidad o hermana; 

 

5) A la mujer que hubiere causado su propio aborto si el 

embarazo ha sido consecuencia de una violación; 

 

6) A quienes en caso de homicidio piadoso, se compruebe que 

accedieron a reiterados requerimientos de la víctima y el 

propósito además fue el de acelerar una muerte inevitable; 

 

7) (Este inciso fue derogado mediante el artículo 3° de la ley N° 

8590 del 18 de julio del 2007). 

 

8) (Este inciso fue derogado mediante el artículo 3° de la ley N° 

8590 del 18 de julio del 2007). 

 

9) A quien por móviles de piedad haya declarado ante el 

Registro Civil como su hijo a una persona que no lo es o 

hubiere usurpado el estado civil de otro o por un acto 

cualquiera lo hiciere incierto, lo alterare o suprimiere; 

 

10) A los autores de contravenciones, previa amonestación por 

parte de la autoridad juzgadora; y 11) A quien injuriare a otro 

si la injuria fuere provocada o a quien se retracte de su dicho 
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injurioso antes de contestar la querella o en el momento que la 

contesta. A quienes se injuriaren recíprocamente. No procede el 

perdón judicial cuando la injuria conlleva una imputación a un 

funcionario público, con motivo de sus funciones. 12) A quien 

fuera sindicado por el Ministerio Público como autor en el 

tráfico de las sustancias o drogas reguladas por la Ley de 

Psicotrópicos, Drogas de Uso no Autorizado y Actividades 

Conexas, Nº 7093 que diera información correcta, la cual 

permitiera el descubrimiento del delito y sus autores, más allá 

de su participación en él o también cuando pusiera, 

espontáneamente, en conocimiento de la autoridad, lo que él 

supiera sobre la comisión de los delitos mencionados 

anteriormente y lo hiciera con tiempo suficiente para impedir la 

comisión de éstos.295 

 

 

 

Refiere a la remisión o al perdón de la sanción impuesta, tomando en cuenta la 

personalidad del sujeto sentenciada y el peso o la incidencia que éste pueda tener a nivel 

social, incluye además como parámetro de referencia los efectos que puede tener sobre 

esa persona que no es considerada como peligrosa y que entonces no resulta necesaria 

someterla al régimen de resocialización que priva en los centros penitenciarios. A 

diferencia de los institutos anteriormente referidos, no requiere de condiciones ni de un 

plazo.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
295 Código Penal, artículo 93. 
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Capítulo VI 

La Participación De La Víctima De Delitos Sexuales  Durante 

La Fase De Ejecución De Sentencia 
 

 

SECCIÓN PRIMERA 

SOBRE LOS ÓRGANOS, INSTITUCIONES Y SUJETOS 

VINCULADOS CON LA VÍCTIMA Y LA ETAPA DE EJECUCIÓN 

DE SENTENCIA 
 

 

 

A. ASPECTOS GENERALES  

 

Como fue apuntado ya en capítulos anteriores, con la entrada en vigencia del 

Código Procesal Penal de 1998, se ven reforzados una serie de derechos a favor de  la 

víctima del delito, siempre con el objetivo de proporcionarle nuevamente el 

protagonismo que desde épocas anteriores había perdido progresivamente. 

 

 

 

Distintos han sido los avances, que han permitido ampliar el haz de derechos, 

garantías y facultades que posee el sujeto pasivo del delito. Con el paso de los años, 

variadas han sido las circulares y directrices  implementadas por el Poder Judicial, con 

el objetivo de proteger a este sujeto que ha visto vulnerada su integridad física, 

emocional y patrimonial. 

 

 

 

Es por eso que de la lectura del articulado del CPP, se hacen evidentes una serie 

de derechos que pretenden ser tutelados en pro de la víctima; estos han sido descritos ya 
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en la sección Segunda del Capítulo Primero de este trabajo. Derechos que como tales, 

buscan ser protegidos y garantizados a lo largo de todo el proceso penal. No obstante, 

los esfuerzos en los últimos años han sido múltiples, pero pese a esta situación la 

cobertura a la víctima no ha sido completamente efectiva. 

 

 

 

Se pretende garantizarles un acceso a la justicia y un trato justo que permita un 

resarcimiento y una indemnización a la víctima del delito, mediante la asistencia de 

profesionales especializados en la materia; además a la instauración de programas de 

acompañamiento y apoyo a este sujeto afectado. 

 

 

 

Es debido a este esfuerzo que se crean leyes como la 8720 sobre la protección a 

víctimas y testigos del delito, que no solo viene a aumentar el catálogo de víctimas, sino  

que pretenden también una participación más activa de instituciones como la Oficina de 

Atención y Protección a la Víctima del Delito, mediante la conservación y protección de 

los derechos otorgados. 

 

 

 

A lo largo del proceso penal en materia de delitos sexuales, se cuenta con la 

participación de una serie de sujetos, cada uno con un rol previamente establecido. 

Personas que empiezan a intervenir desde la presentación de una denuncia. Cuando un 

delito de abuso sexual es llevado a los tribunales, se pone en marcha un proceso penal 

que tiene como finalidad la “búsqueda de la verdad” y la “justicia”. Allí intervienen un 

sin número de personas que deben cumplir con roles preestablecidos, de acuerdo con su 

posición dentro del proceso que se está llevando a cabo. 296 Si bien a la fecha, se ha 

intentado preparar a los operadores jurídicos para poder enfrentar a las víctimas de 

delitos sexuales, la tarea aún es ardua y quedan todavía pasos pendientes.  

 

296 Fundación Paniamor. El proceso de Victimización. Sus manifestaciones en la esfera pública y privada. 
San José, Ediciones Pro-niño, 1994, p 80. 
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La víctima es parte de  un proceso penal extenso y complejo, el cual no consiste 

únicamente en presentar y tramitar una denuncia hasta culminar con el dictado de una 

sentencia, sino que la situación debe trascender, garantizándole también su presencia e 

intervención una vez que se cuente ya con una sentencia firme, de forma tal, que se 

cumplas los pilares fundamentales en relación con el efectivo resarcimiento de la 

víctima.  

 

 

 

Es por este motivo que en el presente capítulo se realizará un análisis sobre la 

intervención de la víctima del delito dentro de la  fase de ejecución de sentencia. Para 

comprender tal posición, nos valdremos de un trabajo de campo, que como tal, implica 

un contacto directo con diversas personas y órganos que intervienen en esta fase.  De 

esa manera, se pretende abarcar diversos sectores que comprenden: 

 

1. Fiscalía de Delito Sexuales. 

2. Juzgado de ejecución de la pena. 

3. Defensa Pública. 

4. Adaptación Social. 

5. Instituto Nacional de Criminología. 

6. Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito.  

7. Víctimas de delitos Sexuales. 

 

 

 

El objetivo del tal estudio, es tener una visión más amplia, clara y real. Partiendo 

de datos concretos, en relación con la intervención o no de la víctima en la etapa de 

ejecución de sentencia. Es por esto, que se estudiará la visión de cada uno de estos 

sectores seleccionados, para emitir un criterio objetivo y fundado. 

 

 

 

Por lo que partiremos de un estudio detallado sobre cada una de estas partes, 

analizando una a una sus posiciones y, de esta manera, proporcionar una comprensión 
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más global de la temática en estudio. Para tal examen, partiremos de tres pilares 

fundamentales que consisten en determinar si existe o no: 

 

• Una participación activa de la víctima en la fase de ejecución de sentencia. 

 

• La notificación de la víctima en aquellos casos en los que se haya 

concedido algún beneficio penitenciario. 

 

• La existencia de un recurso formal por parte de la víctima para oponerse a 

la decisión judicial de otorgamiento de un beneficio penitenciario  

 

 

 

Para conseguir este resultado, se echará mano de la exposición detallada de la 

labor de las instituciones y personas seleccionadas, seguido de su perspectiva sobre 

nuestro objeto de estudio. Una vez expuesto el criterio de cada uno de los sujetos, 

podremos emitir con cifras y conclusiones reales, si existe o no una participación de la 

víctima durante la fase de ejecución de sentencia.  

 

 

 

 

B. ÓRGANOS, INSTITUCIONES Y SUJETOS VINCULADOS CON LA 

VÍCTIMA Y LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA   

 

A lo largo de este apartado, pretendemos abordar las funciones y perspectiva de 

las instituciones tomadas como referencia  para la elaboración del presente trabajo de 

investigación, así mismo incorporaremos en cada uno de ellos su visión con respecto a 

los pilares definidos en el apartado A de éste capítulo. De seguido se enumerarán, todas 

y cada una de los órganos, instituciones y sujetos seleccionados por su relación con 

nuestro objeto de estudio:  
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B.1.Fiscalía De Delito Sexuales 

 

 

B.1.1. Sobre La Fiscalía De Delitos Sexuales  Y Su Relación Con La Víctima 

Del Delito 

 

 

La Fiscalía de delitos sexuales es aquella encargada de la fase de investigación 

de la transgresión de la ley, en aquellos casos de agresiones, donde se viole la 

autodeterminación sexual de algún individuo. También es aquel órgano acusador, que 

bien puede representar a la víctima o trabajar conjuntamente con ella. Su labor es de 

apoyo, asesoramiento y respaldo a este sujeto. Debe entonces velar por el respeto a los 

derechos del ofendido y del sujeto sentenciado. 

 

 

 

 El Ministerio público se vale para su labor, de la legislación procesal vigente y 

de una serie de directrices y circulares en materia de delitos sexuales, emitidos por la 

Fiscalía General de la República, mismas que ya fueron incluidas y analizados en esta 

tesis. 

 

 

 

 Debe entonces convertirse también en una institución garante de  los derechos 

del sujeto pasivo del delito. Es por eso, que aunado a tales disposiciones, el Ministerio 

Público ha dictado una serie de protocolos a lo interno entre ellos: “…la 

implementación de la cámaras Gesell y la especialización de la Fiscalía de Delitos 

Sexuales”.297 

 

297 Entrevista realizada al Licenciado Esteban Martínez, de la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de 
San José, el día 27 de febrero de 2013 a las trece horas. Es criterio del Fiscal, que la instauración de 
dichas novedades pretenden un mayor cobertura en materia de delitos sexuales.  
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Como parte de su labor de asesoramiento, es la encargada de remitir los casos 

que serán conocidos por la Oficina de la Atención y Protección a la Víctima del Delito y  

la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima, previa valoración de cada caso concreto. 

De ahí la importancia de conocer su perspectiva sobre el tema que nos compete. 

 

 

 

Para que el Ministerio Público, envíe algún caso al conocimiento de ambas 

oficinas, debe primero valorar las circunstancias de cada situación en particular, por 

ejemplo:  previo a enviar algún caso para ser conocido por  la Oficina de Defensa Civil 

de la Víctima, el Ministerio Público valora la “solvencia” del sujeto imputado, 

explicándole también a la víctima en qué consiste el proceso civil dentro de un proceso 

penal, pero es la experiencia del MP que “a la víctima lo que le interesa es una pena 

para el sentenciado, poco le importa la acción civil”, de manera que el licenciado 

Martínez de la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de San José, concluye “ que no 

existe un efectivo resarcimiento, porque el mismo sistema penal no lo asegura y a la 

víctima no le interesa”.298 

 

 

 

Tal situación en criterio de la Licenciada Astúa Garro, se debe a que “en la 

mayoría de los casos el sujeto sentenciado no tiene bienes inscribibles, de manera que 

la condena civil queda en el aire”.299 

 

 

 

 
298 Entrevista realizada al Licenciado Esteban Martínez, de la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial de 
San José, el día 27 de febrero de 2013 a las trece horas. Es criterio del Fiscal, que la instauración de 
dichas novedades pretenden un mayor cobertura en materia de delitos sexuales. 
 
299Entrevista realizada a la Licenciad Lennis  Astúa Garro, Fiscalía de Desamparados, el día 27 de febrero 
de 2013 a las diez horas. 
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 Por otro lado, en lo que atañe a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima 

del Delito, el MP “…estudia y analiza el riesgo o la vulnerabilidad de aquellos sujetos 

considerados como víctimas.”300  

 

 

 

 Con la entrada en vigencia, de la ley 8720, se le otorga una mayor participación 

a la víctima del delito en el proceso penal, concediéndole una mayor gama de facultades 

a las oficinas dedicadas a la protección y atención a la víctima, de manera que en 

criterio del Lic. Esteban Martínez:“…se le proporciona mayor ayuda y atención para 

que la víctima pueda mantenerse más empapada de todo lo correspondiente al proceso 

penal que se discute.” 301 

 

 

 

 

B.1.2 Sobre Las Labores De La Fiscalía En Etapa De Ejecución De 

Sentencia 

 

 En lo que es propiamente la fase de ejecución de sentencia, debe el Fiscal ser 

vigilante de que se cumpla con los requisitos establecidos por la ley y los reglamentos, 

relativos a alguna solicitud de un beneficio, que al señalar la audiencia oral para tal 

gestión, previo a la fecha de la misma, se cerciore de que estén presentes dichos 

requisitos como la condición de primario, que tenga cumplida efectivamente la mitad de 

la condena, etc.302 Para esta labor, debe el fiscal valerse de un estudio de toda la 

documentación existente, entre ellos los dictámenes médicos y psicológicos del 

sentenciado. 

300 Tal criterio es asumido por el representante del Ministerio Público del Segundo Circuito Judicial De 
San José, el licenciado Esteban Martínez, cuya opinión  coincide con la posición asumida por la 
Licenciada, Lennis Astúa Garro de la Fiscalía de Desamparados. 
  
301 Ver (Entrevista Lic. Esteban Martínez) op. cit. 
 
302 Montenegro Sanabria (Carlos) Manual sobre la Ejecución de la Pena, San José, Editorial,  IJSA, 1º Ed, 
2001, p 99. 
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De manera que “se convierte en un coadyuvante del Tribunal de ejecución”. 303 

Señala Carlos Montenegro que acompaña al juez “en el control de la legalidad de ésta 

aludida etapa”.304 Debe entonces el MP, mantenerse vigilante al cumplimiento de la 

condiciones impuestas al sujeto sentenciado. Así lo refiere Carlos Montenegro en su 

Manual de Ejecución de la Pena.  

 

 

 

 Es debido a esta razón que posee legitimidad para actuar en la fase de ejecución 

de sentencia, de conformidad con el artículo 478 del CPP. Se le garantiza, la posibilidad 

de tener una participación activa, planteando y recibiendo gestiones relacionadas con la 

situación de los internos en cada centro penitenciario.  

 

 

 

Sus funciones se encuentran reguladas tanto a nivel de la Ley Orgánica del 

Ministerio Público como del Código Procesal Penal. La Ley Orgánica en su artículo 2, 

indica que: “Deberá intervenir en el procedimiento de ejecución penal, en la defensa 

civil de la víctima cuando corresponda y asumir las demás funciones que la ley le 

asigne”305  y numeral 6 del mismo cuerpo normativo, regula lo concerniente a la visita a 

las cárceles, autorizando ahí la posibilidad de recabar información y revisar expedientes 

del sentenciado.  

 

 

 

 

 
303 Véase, la participación del Ministerio Público en la fase de ejecución de sentencia, capítulo V  de este 
trabajo.  
 
304Ver (MONTENEGRO SANABRIA CARLOS) op. cit., p 95.  
 
305 Ley Orgánica del Ministerio Público, ley Nº 7442 del 25 de noviembre de 1994. 
 Extraído De:  http://ministeriopublico.poder-
judicial.go.cr/informacion/Leyes%20y%20Reglamentos/01/Ley%20Organica%20del%20Ministerio%20
Publico.html. Desde 1  de marzo de 2013.  
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En la misma línea el CPP, en su numeral 481, señala:  

 

ARTÍCULO 481.-Ministerio Público 

Los fiscales de ejecución de la pena intervendrán en los 

procedimientos de ejecución, velando por el respeto de los 

derechos fundamentales y de las disposiciones de la sentencia. 
306 

 

 

 

Para poder incluir su criterio dentro de esta investigación, se procedió a  

entrevistar a dos Fiscales, ambos pertenecientes a diversas fiscalías, para así poder tener 

una visión más clara y global. A estos funcionarios, se les hicieron las interrogantes 

relacionadas con los pilares definidos a la parte A de este capítulo. 

 

 

 

Al consultarles a ambos representantes del Ministerio Público, si existe una 

participación de la víctima de delitos sexuales durante la fase de ejecución de sentencia, 

coinciden ambos en que, efectivamente no existe una intervención del sujeto pasivo del 

delito. 

 

 

 

El Licenciado Esteban Martínez, de la Fiscalía Adjunta del II Circuito Judicial 

de San José,  indica  que: “…no existe participación y no considero necesario que 

intervenga, debido a que su posición debe ser únicamente para efectos informativos, 

será activa su intromisión únicamente en los casos en los que decida tramitar lo 

declarado con respecto  a la acción civil resarcitoria en la vía de ejecución civil”.  

 

 

 
306 Código Procesal Penal, artículo 481. 
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Con un criterio similar, la Licenciada Lennis Astúa Garro,  de la Fiscalía de 

Desamparados, señala: “…existe una víctima ausente en la fase de ejecución debido 

principalmente a la falta de información, pero su intervención no resulta tan relevante, 

porque lo que en ella se discute es propiamente referido al sentenciado”.307 

 

 

 

Al analizar ambas posiciones, puede concluirse que, efectivamente, existe una 

negativa a la participación de la víctima de delitos sexuales, porque se sigue 

considerando que su función culmina una vez dictada la sentencia, lo que revela una 

insensibilidad por parte de los funcionarios judiciales con respecto a ese sujeto afectado. 

 

 

 

En lo correspondiente a la existencia o no de un recurso formal por parte de la 

víctima del delito para oponerse al alguna modificación de la pena impuesta al 

sentenciado, ambos entrevistados señalan que NO existe, debido a que la víctima 

constituida como querellante podrá pronunciarse, mediante un recurso de apelación al 

que también tiene acceso el Ministerio Público, pero: “…generalmente esa situación es 

conocida únicamente por los funcionarios judiciales, hay ignorancia por parte de la 

víctimas de tal facultad,  por lo que en la práctica no se da”, 308 pese a que existe tal 

instrumento el mismo es utilizado más que todo por el MP y el defensor, no se 

considera que esté a disposición del ofendido. 

 

 

 

Al pronunciarse ambos sujetos con una negativa sobre dicha situación, se les 

interroga si considerarían oportuno la existencia de un recurso formal para la víctima, 

sugiriendo ambos entrevistados que NO, en tanto la víctima lo que buscaba era una 

sentencia, por lo que se requiere “alejarla del proceso para no revictimizarla”, además 

 
307 Ver (Entrevista realizada a la Licenciad Lennis Astúa Garro) op. cit.  
 
308 Ibíd, entrevista.  
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de que “implicaría una modificación a la regulación existente Por no encontrarse 

contemplado en el código”.309 

 

 

 

Además, tampoco consideran prudente que ésta participe de las audiencias en las 

que se discuta sobre modificaciones a las penas impuestas, porque una situación como 

tal “…solo deviene en nuevas revictimizaciones”. 310 Argumento ante el cual, propone 

el Lic. Martínez que debiera ser únicamente optativa esa posibilidad para aquellas 

víctimas que se consideren fuertes y preparadas para hacer frente a esa situación.  

 

 

 

Por otro lado, en la conversación mantenida con el Lic. Martínez, señala éste, 

que la única manera de seguir protegiendo y garantizando los derechos de la víctima una 

vez dictada la sentencia, es: “…mediante la instauración de una oficina especializada, 

que se encargue de escuchar y valorar el estado de la víctima y la posición de ésta 

antes de conceder un beneficio al condenado, pero tal situación podría verse  como un 

“arma de doble filo” porque se correría el riesgo de revictimizar. 

 

 

 

Es nuestro criterio, que a nivel del MP, pese a existir muchos avances en materia 

de protección a la víctima, todavía hay un sentimiento de insensibilidad y una falta de 

compromiso con ésta, ya que se mantiene el prejuicio de que la víctima cuenta 

únicamente hasta que el proceso culmine con un juicio y un dictado de la sentencia, 

situación que genera un retroceso en todo lo avanzado a la fecha en materia de derechos 

y garantías para el sujeto pasivo del delito.   

 

 
309 Ver (Entrevista Lic. Esteban Martínez) op. cit. 
 
310 Ver (Entrevista Lic. Astúa Garro Lennis) op. cit. 
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El Ministerio Público, se ha mantenido ajeno y con un actitud pasiva ante ésta 

etapa, pese a que expresamente a nivel legal se le ha otorgado la posibilidad de 

intervenir durante ésta, en éste mismo criterio señala el Licenciado Roy Murillo que “la 

pasividad y la falta de acción han sido las características de éste órgano, el que 

pareciera entender que está ahí solo para controlar al juez”.311Se habla además de 

la existencia de una fiscalía de ejecución pero a pesar de esto “nadie asume la tarea con 

exclusividad”.312  

 

 

 

Por lo tanto, se puede concluir que el MP y propiamente la fiscalía de Delitos 

Sexuales, se mantiene ausente dejando de lado el dolor y sufrimiento de la víctima, lo 

que viene en detrimento de sus derechos, creyendo que su labor terminó con la 

acusación durante la tramitación del proceso penal.  

 

 

 

 

B.2 Juzgado De Ejecución De La Pena 

  

Es el órgano judicial de la fase de ejecución de sentencia. Su competencia está 

ligada a la  administración de la pena impuesta al sentenciado, después de la condena 

asignada por el tribunal sentenciador. De conformidad con el artículo 482 del CPP, le 

atañe:  

 

 

ARTÍCULO 482.-  Atribuciones de los jueces de ejecución de la 

pena 

Los jueces de ejecución de la pena controlarán el cumplimiento 

del régimen penitenciario y el respeto de las finalidades 

 
311 Murillo Rodríguez (Roy) Ejecución de la Pena,  San José, Editorial, CONAMAJ, 1º Ed, 2002, p 117.  
 
312 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 117. 
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constitucionales y legales de la  pena y de las medidas de 

seguridad.  

Podrán hacer comparecer ante sí a los condenados o a los 

funcionarios del sistema penitenciario, con fines de vigilancia y 

control.  

Les corresponderá especialmente:  

a) Mantener, sustituir, modificar o hacer cesar la pena y las 

medidas de seguridad, así como las condiciones de su 

cumplimiento.  

b) Visitar los centros de reclusión, por lo menos una vez cada 

seis meses, con el fin de constatar el respeto de los derechos 

fundamentales y penitenciarios de los internos, y ordenar las 

medidas correctivas que estimen convenientes.  

c)Resolver, con aplicación del procedimiento previsto para los 

incidentes de ejecución, las peticiones o quejas que los internos 

formulen en relación con el régimen y el tratamiento 

penitenciario en cuanto afecten sus derechos.  

d) Resolver, por vía de recurso, las reclamaciones que formulen 

los internos sobre sanciones disciplinarias.  

e) Aprobar las sanciones de aislamiento por más de cuarenta y 

ocho horas,  en celdas.313 

 

 

 

Implica entonces que, controlarán el cumplimiento del régimen penitenciario y 

al respecto las finalidades constitucionales y legales de la pena, así como las medidas 

de seguridad. 314Con ésta autoridad, indica el Lic. Montenegro “…que se cierra el 

círculo de protección que el ordenamiento ha otorgado al sometido a proceso 

penal”.315  

 
313 Código Procesal Penal, artículo 482. 
 
314 Ver (MONTENEGRO SANABRIA CARLOS) op. cit., p 25. 
 
315 Para tales efectos véase voto 1611-98 de la Sal Constitucional.  
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Como autoridad jurisdiccional, la figura del juez de ejecución de la pena es muy 

importante, sus funciones en general se resumen en garantizar que dentro de la prisión 

se respeten todos los derechos  de los privados de libertad, para lo cual él debe atender 

sus peticiones y quejas, así como velar porque la ejecución de su condena se cumpla de 

la manera más correcta y dirigida hacia la readaptación del  condenado. 316 

 

 

 

En ésta misma línea, Fernando Cruz apunta: “…la intervención del juez en 

ejecución de la pena es tan necesaria como la que tiene en la fase judicial, ya que al 

ejecutarse la pena privativa de libertad es el momento cuando el peligro de violaciones 

de derechos y la indefensión de la pena es mayor”.317  

 

 

 

Tenemos entonces, que la base de la participación del Juzgado de ejecución de 

la pena, se encuentra en mantener un control sobre las condiciones del sentenciado una 

vez que éste ha ingresado al sistema penitenciario nacional, debiendo manifestar en qué 

casos resulta procedente alguna modificación, sustitución o extinción de la pena 

impuesta.  

 

 

 

Es este el juzgado encargado de  analizar las condiciones del sentenciado en el 

centro penitenciario, fijando las circunstancias individuales referentes a cada interno y 

pronunciándose con respecto a los incidentes presentados, que puede versar sobre:   

 

 
316 Campos Jiménez (Mery) El proceso de ejecución Penal: los informes y recomendaciones Técnicas del 
Instituto Nacional de Criminología en la resolución de los incidentes de Libertad condicional. Tesis para 
optar por el grado de Licenciatura en Derecho de la Universidad de Costa Rica, 2004, p 67. 
 
317 Cruz Castro (Fernando) La pena privativa de libertad, Revista de Ciencias Jurídicas, San José, Nº 42,  
1980, p 80. 
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• Incidentes de Libertad Condicional: beneficio que puede tramitar una 

persona que ha cumplido la mitad de la condena y no le consten 

antecedentes mayores a seis meses de prisión. 

  

 

• Incidentes de Ejecución Diferida: persona que se encuentre gravemente 

enferma, o se encuentre en estado avanzado de embarazo, o con hijo menor 

de tres meses y la ejecución de la pena ponga en peligro la vida. 

 

 

• Incidente de Enfermedad: Persona que se encuentra detenida y durante la 

ejecución de la pena sufra enfermedad que no puede ser atendida en la 

cárcel. 

 

 

• Incidentes de Queja: lo pueden presentar las personas que ejecutan una 

condena y consideren que sus derechos son afectados por las autoridades 

penitenciarias. Ej: visita conyugal, condiciones de las cárceles, sanciones 

disciplinarias, denegatorias de beneficios o concesiones de éstos en forma 

arbitraria, violación al debido proceso, entre otros. 

 

 

• Incidentes de Quebrantamiento de Condena: Personas que se encuentran 

en fuga y se requiere su detención con el fin de garantizar la ejecución de la 

pena. 

 

 

• Incidente de aislamiento: Si la persona es aislada (celda individual) por 

las autoridades penitenciarias deben informar al juez de ejecución con el 

fin de aprobar o improbar la medida. 
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• Incidentes de Modificación de Pena: Cuando la persona se encuentra 

próxima a cumplir y requiere que se le reconozca el descuento de la pena 

por razones de trabajo. 

  

 

• Incidentes de Adecuación de Pena y Unificaciones de Pena: Aquella 

persona que cuente con varias condenatorias y de acuerdo a la normativa 

es susceptible su adecuación o modificación. 

 

 

• Incidente de Prescripción de Pena: Si ha transcurrido el plazo establecido 

por la normativa. 

 

 

• Incidente de Repatriación: Persona extranjera que es condenada en Costa 

Rica y prefiere trasladarse a su país natal a descontar la pena. 

 

 

• Incidente de Conversión de la pena: Persona que es condenada en el 

extranjero y prefiere continuar descontando la pena en Costa Rica. 

 

 

• Revisión de las medidas de seguridad: La medida de seguridad curativa 

se revisa cada seis meses con el fin de mantenerla, sustituirla, modificarla o 

cesarla. 

 

 

• Revisión de la sanción penal juvenil: cada tres meses se revisa la sanción 

impuesta por el Tribunal sentenciador para mantenerla, sustituirla, 

modificarla o cesarla.318  

 
318 Juzgado de Ejecución de la Pena, San José.  
 
 

250 
 

                                                           



 

Con respecto al procedimiento, para ordenar alguna modificación de la pena, en 

entrevista realizada a la Licenciada Karla Bonilla, jueza del Juzgado de Ejecución de la 

Pena del Primer Circuito Judicial de San José, indica ésta que la función del Juzgado de 

Ejecución de la Pena es: “…meramente judicial y el mayor porcentaje de casos 

sometidos a su estudio, se rige por la posibilidad o no optar por el beneficio de 

ejecución condicional de la pena”. 319 

 

 

 

Para optar por una variación de la condena impuesta, es criterio del Juzgado de 

ejecución de la Pena valorar las circunstancias personales del sentenciado, su modo de 

actuar y desenvolverse en su entorno; se valen para ello de un estudio realizado por el 

Instituto Nacional de Criminología, quien emite al juzgado una recomendación sobre la 

viabilidad de algún cambio relacionado con la pena, no en sí a la sentencia, ya que ésta 

se encuentra en firme y no puede ser variada por ningún órgano.  

 

 

 

Posteriormente, debe el Juzgado realizar un estudio Victimológico; este es el 

momento en que el que según nos indica la Licenciada Bonilla, topan con el gran 

problema, de que en “…la mayoría de los casos no hay un domicilio reportada por la 

víctima, a efectos de ser contactada” y en caso de no contarse con su participación, el 

procedimiento continúa. “Si ha resultado posible contactar a la víctima, debe esta 

emitir su criterio sobre algún posible cambio en la pena impuesta al sentenciado, pero 

si ésta se opone, tal situación no representa un mayor problema, ya que debe el juez 

valorar otras condiciones, incluyendo la trayectoria carcelaria del sentenciada”.320Por 

 
Extraído de: http://sitios.poder-
judicial.go.cr/contraloria/800/Documentos/San%20Jos%C3%A9/Juzgado%20Ejecuci%C3%B3n%20Pen
a.htm. Desde: 24 de febrero de 2013.  
 
319 Entrevista realizada a la Licenciada Karla Bonilla Ballestero, jueza del Juzgado de Ejecución de la 
Pena, del Primer Circuito Judicial de San José, el día miércoles 20 de febrero de 2013, al ser las once 
horas.  
 
320 Manifiesta la Licenciada Karla Bonilla, que aproximadamente un 90% de los casos en los que se 
discute otorgar o no un beneficio de libertad condicional , resulta imposible localizarlos debido a que 
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ejemplo, en el caso de que el condenado quiera optar por la libertad condicional, debe 

cumplirse lo contemplados por los numerales 64, 65 y 66 del Código Penal.   

 

 

 

Tal situación hace evidente que la opinión de la víctima, en estos casos, no 

resulta significativa y mucho menos determinante, ya que al final forma parte de la 

discrecionalidad del juez  modificar o no la pena impuesta, mediante el dictado de una 

resolución, es criterio del Juzgado que: “…al final lo que cuenta es la regulación 

existente y si el juez estudia todas las condiciones, resultando viable otorgar algún 

beneficio, la negativa de la víctima no es de gran peso”. 

 

 

 

Al consultarle a la Licenciada Bonilla, la posición del Juzgado De Ejecución de 

la Pena, con respecto a si existe o no una participación activa por parte de la víctima de 

delitos sexuales en la fase de ejecución de sentencia, nos indica ésta que “…no hay una 

participación  efectiva, pero no porque no se les permita sino por el hecho de que no 

existe un interés real de la víctima por hacerse ver”. En tanto en materia de delitos 

sexuales, es muy frecuente que los sujetos pasivos del delito lo único que deseen es una 

sentencia condenatoria para quien los agredió y anhelan, posterior al dictado de esta 

resolución, no tener contacto alguna ni con el aparato judicial y mucho menos con quien 

fue su agresor.  

 

 

 

Con respecto a la existencia de un recurso formal a favor de la víctima del delito, 

para que pueda ésta oponerse a posibles beneficios penitenciarios, en la conversación 

mantenida con dicha funcionaria, indica que a pesar de que el código establece el 

derecho a instaurar incidentes y un posible recurso de apelación en contra del auto que 

los resuelva, NO existe un recurso formal propiamente dicho a favor de la víctima. 

nunca aportaron una dirección ante el Juzgado de Ejecución de la Pena y mucho menos pidieron ser 
informados, situación frecuente en caso de condenas por delitos sexuales.  
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Tal situación, se debe a que previo a conceder cualquier beneficio penitenciario 

debe el Juzgado de ejecución de la pena, conceder audiencia notificando para tales 

efectos a los sujetos interesados, momento en el que toma la decisión, tomando como 

base una valoración de los elementos indicados en párrafos anteriores y señalando las 

condiciones personales que se le imponen al condenado, lo cual va desde buscar un 

nuevo domicilio, no acercarse a la familia de la víctima ni a la víctima propiamente, 

hasta evitar frecuentar aquellos lugares visitados normalmente por el ofendido. En este 

momento existen dos escenarios posibles según la licenciada Bonilla, los cuales 

consisten en: 

 

• Si los sujetos interesados, incluyendo la víctima, se 

encuentran presentes en dicha audiencia, podrán en ese mismo 

momento en forma oral presentar un recurso de revocatoria en 

contra de la decisión que aprueba la instauración de algún 

beneficio penitenciario, o en el plazo de 3 días posterior a la 

declaración de éste.  

 

 

•  En caso de que no haya estado presente la víctima, puede ésta 

interponer un recurso de apelación, o una queja formal ante el 

Ministerio Público, pero únicamente en aquellos casos en los 

que el sentenciado haya violado alguna de las condiciones 

impuestas. 321 

 

 

 

En conclusión, es criterio del Juzgado de Ejecución de la Pena de San José, que 

la participación de la víctima es activa únicamente en aquellos casos, en los que ellos 

mismos se han interesado por mantenerse atentos al proceso, y en la práctica tal 

situación no se presenta con frecuencia, además es muy frecuente que su participación 

 
321 Es criterio de la Licenciada Bonilla Ballestero, que en la mayoría de los casos, el que se presenta es el 
segundo escenario, debido a que normalmente no se cuenta con un medio para notificar a la víctima, 
sobre la posibilidad de instaurar un posible beneficio a favor del condenado, de manera que no se 
presentan a dicha audiencia.  
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se dé en el momento en que instauren un recurso de apelación o bien una queja cuando 

se hayan incumplido algunas de las condiciones fijadas, pero tal situación se da 

“…cuando ya el beneficio fue concedido, de manera que contra la resolución que 

ordena alguna cambio en la pena no existe recurso por parte de la víctima, sino hasta 

que el sentenciado falte a las condiciones fijadas”. 

 

 

 

La experiencia, según señala el Juzgado de Ejecución,  es muy factible en estos 

supuestos, que la víctima se entere del cambio ordenado en la pena del sentenciado, 

cuando por casualidad se lo encuentra en algún lugar de los que él o ambos 

frecuentaban, lo que se vuelve aún más problemático, en casos de delitos sexuales, en 

tanto el impacto es mayor, cuando la víctima pensaba que su agresor se encontraba 

descontando alguna pena y no se entera que éste se encuentra en libertad, sin una 

notificación previa por parte de las autoridades judiciales competentes. 

 

 

 

Cuando ya se haya adoptado alguna modificación, es obligación de parte del 

Juzgado, notificar al Ministerio Público y a la Defensa, a la víctima constituida como 

querellante, solo en aquellos casos en los que señaló un medio para ser informada, 

señalando de forma expresa su deseo de mantenerse al tanto del proceso, lo que 

normalmente NO se da. Quiere decir entonces que “…a la víctima solo se le toma en 

cuenta para efectos del estudio victimológico, porque si no está constituida como 

querellante no hay ninguna norma que los obligue a comunicarle de sus decisiones”.322 

 

 

 

Al preguntarle a la licenciada, sobre si existía un verdadero resarcimiento a la 

víctima, indica ésta que no es competencia del juzgado velar porque ésta reciba una 

 
322 En la entrevista realizada a la Licenciad Karla, señala ésta que por lo general se intenta hacer partícipe 
a la víctima pero únicamente en lo relativo al estudio victimológico, en tanto, si no se pudo informar a 
ésta en ese momento, ya no se intenta más notificarla, sino que el procedimiento continúa de forma 
normal.  
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efectiva reparación por el daño sufrido, debido a que a ellos únicamente les concierne lo 

relativo al sentenciado y la administración de su condena. Señalan además, que “…a la 

fecha no se conoce en nuestro país ningún ente u órgano que vele por la situación de la 

víctima en lo que se refiere a un verdadero resarcimiento producto de la agresión 

sufrida”. 

 

 

 

De forma similar en relación con los aspectos mencionados, indica el Licenciado 

Bernardo Casanova, del Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas323 que con 

respecto a la participación de la víctima de delitos Sexuales en la fase de ejecución de 

sentencia, la misma únicamente se da en el momento en que se realiza “…el estudio 

victimológico para determinar el grado de afectación que posee ésta en el momento en 

que se piensa en la posibilidad de otorgar algún beneficio penitenciario al sujeto 

agresor”.  

 

 

 

Por ende, no existiendo una participación activa de la víctima, ya que el Juzgado 

como tal no se encarga de notificar a la parteofendida, solamente se le comunicará de 

las decisiones, si la misma se ha constituido como querellante de forma previa.  

 

 

 

Refiere además que NO existe propiamente un recurso formal, ya que el código 

lo único que establece es la posibilidad de interponer un recurso de apelación, pero tal 

facultad recae en el Ministerio Público o en la víctima constituida como querellante; 

este recurso una vez presentado, es conocido por el Tribunal sentenciador.   

 

 
323 Entrevista realizada al Licenciado Bernardo Casanova, Juzgado de Ejecución de la Pena de 
Puntarenas, a las quince horas del el veintisiete de febrero  del dos mil trece.   
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Además, señala el Lic. Casanova que “…si las condiciones son incumplidas por 

el sujeto al que se le concedió un beneficio penitenciario, reduciéndole su condena, 

puede dirigirse e interponer la queja por medio del MP”. 

 

 

 

Tal situación revela una vez más que pese a los esfuerzos realizados para 

fomentar la participación de la víctima, los mismos no han sido suficientes, dejándola 

por fuera de una etapa tan importante como lo es la ejecución de sentencia.  

 

 

 

En una línea completamente distinta, el Lic. Jorge Umaña, del Juzgado de 

Ejecución de la Pena de Cartago324 al consultarle si existía una participación de la 

víctima durante la fase de ejecución de sentencia, este de manera clara, expresa que NO, 

bajo el argumento de que el artículo 478 del CPP, indica que entre los sujetos que  

tienen  derecho a presentar los incidentes referidos a la modificación, extinción o 

sustitución de la pena, se encuentra el  “el querellante”, no así la víctima que no se ha 

constituido como tal. 

 

 

 

De forma tal, ante una situación de éstas, su criterio sería “enviar una solicitud 

del expediente, revisarlo  y si la víctima no se ha constituido en querellante, deberá 

entonces declarar sin lugar el incidente o recurso  y pedir su archivo”. 

 

 

 

Por otro lado refiere que ellos como juzgado “…nunca notifican a la víctima 

sobre alguna variación en la condena del sentenciado”, en tanto ni siquiera manejan la 

información referente a la víctima y que según su experiencia y práctica como juez de 

 
324 Entrevista realizada al Licenciado Jorge Umaña, Juzgado de Ejecución de la Pena, Cartago, el día 26 
de febrero de 2013. 
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ejecución de la pena “…normalmente no se dan casos de oposición a los beneficios 

penitenciarios por parte del querellante”. 

 

 

 

Además, al indicarle al licenciado ¿qué sucedería en aquellos casos en los que la 

víctima se entera que el imputado se encuentre libre por habérsele otorgado algún 

beneficio como la libertad condicional y nunca se le notificó a ésta?, ante tal 

interrogante,  el juez  indica que no procede ningún recurso, que lo único que puede 

hacer la víctima ante una eventualidad como ésta es “…apersonarse al juzgado e 

interponer una queja indicando que el imputado está libre y se le ha acercado o que 

incumplió alguna de las condiciones, momento en que el juez estudiará la situación y si 

la misma es procedente ordenará revocarle la libertad condicional a dicho sujeto”.  

 

 

 

A partir de estos datos, se concluye que pese a versar sobre la misma materia, 

propiamente la ejecución penal y de regirse por la misma legislación , el tratamiento y la 

ideología varía de un juzgado a otro, en tanto son dos escenarios completamente 

distintos los que se han visto reflejados mediante dichas entrevistas. Pero ambos poseen 

un común denominador, lo cual refleja que la víctima  es olvidada en esta etapa, 

pasando de tener un amplio protagonismo a un abandono prácticamente absoluto al 

momento de materializar las resoluciones judiciales dictadas a su favor. 

 

 

 

Revela también un criterio fuertemente discriminatorio, ya se le da legitimidad 

únicamente a aquel sujeto  que se ha constituido como querellante, mostrando una 

insensibilidad y negativa absoluta a ser partícipe de ésta etapa, resultando violatorio al 

derecho a una participación activa y además a la facultad de ser informada.  
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B.3 Defensa Pública 

 

Con respecto a la fase de ejecución de sentencia, el artículo 480 del CPP, regula 

lo concerniente a la participación del abogado defensor, indicando: 

 

 

ARTÍCULO 480.- La labor del defensor culminará con la 

sentencia firme, sin perjuicio de que  continúe en el ejercicio de 

la defensa técnica durante la ejecución de la pena. Asimismo, el 

condenado podrá nombrar un nuevo defensor, en su defecto, se 

le nombrará un defensor público.  

El ejercicio de la defensa durante la ejecución penal consistirá 

en el  asesoramiento al condenado, cuando se requiera, para la 

interposición de las  gestiones necesarias en resguardo de sus 

derechos.  

No será deber de la defensa vigilar el cumplimiento de la 

pena.325 

 

 

 

Esta regulación implica que, pese a que el abogado defensor haya acompañado, 

asesorado y velado por las garantías del imputado a lo largo de las distintas fases del 

proceso penal que culminaron con el dictado de una sentencia, tal situación no implica 

que dicho defensor, tenga vedado la asesoría al ahora sentenciado, sobre los derechos 

que posee como sujeto condenado dentro del sistema penitenciario. 

 

 

 

Además, posee la posibilidad de asesorar al sentenciado, con respecto a los 

incidentes o quejas que puede tramitar ante el Juzgado de Ejecución de la Pena o ante la 

Dirección General de Adaptación Social y el Instituto Nacional de Criminología, que 

 
325 Código Procesal Penal, artículo 480. 
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son las instituciones encargadas de velar por las condiciones de esos sujetos, una vez 

que han ingresado al sistema penitenciario nacional. 326 

  

 

 

Esta facultad del abogado defensor, no implica que deba inmiscuirse en las 

funciones de Adaptación Social ya que su labor es propiamente de acompañamiento y 

asesoría al sujeto condenado. 

 

 

 

Se puede observar cómo se le brinda la posibilidad al condenado de poder 

plantear incidentes de una  forma personal. Si bien es cierto que en los centro 

carcelarios brindan ayuda profesional legal, también se hacen presentes a éstos los 

representantes de la Defensa Pública con gran esfuerzo y los que cuentan con recursos 

económicos contratan sus defensores particulares, no siempre por alguna razón u otra se 

puede atender a todos, entonces ellos mismos tienen la oportunidad legal de presentar 

incidentes personalmente, pero haciendo valer el derecho de defensa y evitar 

precisamente caer en indefensión, se le asignará un defensor público.327 

 

 

De ahí la importancia de la Defensa Pública, en la materia de 

ejecución Penal, porque aunque los internos pueden plantear 

por sí solo incidentes, muchas veces necesitan quien los asesore 

, oriente y represente…, además no es un secreto que la mayoría 

de las personas que descuentan pena privativa de libertad son  

de escasos recursos económicos y necesitan de la defensa 

pública. 328 

 

 
326 Sobre las funciones de adaptación remítase al Artículo 3 ley 4762, sobre la creación de la Dirección 
General de Adaptación Social. 
 
327 Ver (MONTENEGRO SANABRIA CARLOS) op. cit., p 29. 
 
328 Ver (JIMÉNEZ CAMPOS MERY) op. cit., p117.  
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El acceso a una defensa pública gratuita y de calidad, resulta determinante para 

dar legitimidad a la imposición de la sanción penal, sobre todo si se considera que el 

Sistema Judicial Penal es altamente selectivo y la mayoría de la población que absorbe 

presenta bajos niveles de alfabetización y grandes carencias económicas. 329 

 

 

 

El objetivo, de buscar la opinión o perspectiva de los defensores públicos, sobre 

la participación de la víctima de delitos sexuales en la fase de ejecución de sentencia, es 

poder abordar la temática en estudio, desde la perspectiva de aquel sujeto que ve 

limitado su accionar en función del sentenciado y sus garantías. Ello permite tener una 

perspectiva más amplia y crítica, al buscar la opinión de todos los sujetos intervinientes. 

 

 

 

Para poder abordar dicha perspectiva, se contó con la participación de dos 

funcionarios de la Defensa Pública del Primer Circuito Judicial de San José, cuyos 

nombres no constan,  pero para una mejor comprensión, serán abordados sus puntos de 

vista, utilizando la letra A para hacer referencia al primer defensor encuestado y la letra 

B para el segundo, en tanto se autorizó a conocer su posición, por medio de una 

encuesta, debido al volumen de trabajo de tal institución. 

 

 

 

Dichos formularios constaron de tres preguntas, mismas que fueron consultadas 

al resto de  los sectores seleccionados. Tales interrogantes indicaban: 

 

1. ¿Considera usted que la víctima  de delitos sexuales posee 

algún tipo de participación en la etapa de ejecución de 

sentencia? 

 

 
329 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 126. 
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2. ¿Cree usted, que debería existir algún recurso formal al que 

la víctima tenga acceso en etapa de ejecución de sentencia? Si 

su respuesta, es afirmativa, indique de qué tipo.  

 

3. ¿Considera que la víctima de delitos sexuales debería de 

tener participación en las audiencias o solicitudes que se hagan 

a favor de las sentencias de Delitos sexuales sobre posibles 

beneficios penitenciarios?   

 

 

 

 En lo concerniente  a la primera interrogante, que versaba sobre la participación 

de la víctima de delitos sexuales, durante la fase de ejecución de sentencia, ambos 

defensores coincidieron en que NO existe participación del sujeto pasivo del delito 

durante ésta etapa del proceso penal. Indicando el defensor A que “de la mayoría de 

víctimas se desconoce el domicilio”330 lo que implica que tales sujetos afectados en su 

integridad física, patrimonial y moral, no se apersonan a ésta etapa, pese a que la 

tendencia actual es a “darle mayor participación al ofendido”.331  

 

 

 

Con respecto a la segunda interrogante de dicha encuesta, en  relación con la 

existencia o no de un recurso formal por parte de la víctima de delitos sexuales, para 

oponerse a un posible beneficio penitenciario, ambos sujetos refieren que NO existe un 

recurso formal.  

 

 

 

 
330 Véase encuesta,  la cual consta como anexo 1 de la presente investigación.  
 
 
331 Criterio asumido por defensora pública al consultarle si existía una real participación de la víctima en 
el proceso penal y si había un efectivo respeto de sus derechos, en la en cuesta realizada el día 19 de 
febrero de 2013 , a laser la diez horas. 
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Tal situación permite extraer que, efectivamente, la víctima no cuenta con una 

participación y mucho menos activa, en tanto no existe ni siquiera un control de los 

medios o lugares para atender notificaciones, lo que imposibilita un conocimiento por 

parte de éstas de las variaciones o cambios que pueda sufrir la pena del sentenciado y 

que posibilitan el hecho de que éste salga en libertad antes de lo declarado en la 

sentencia del Tribunal Penal. Además, tal imposibilidad constituye a fin de cuentas  una 

negación del derecho de la víctima a ser informado. 

 

 

 

Por otro lado, si la víctima no conoce tal situación, con mucho más razón se 

torna imposible que se oponga a la decisión del juzgado de ejecución de la pena de 

modificar, variar o extinguir una pena ya impuesta por variación de las condiciones 

personales e individuales del condenado.  

 

 

 

En lo concerniente a la participación de la víctima, en las audiencias  en las que 

se conocerá lo referente al otorgamiento de un beneficio penitenciario, existen criterios 

opuestos, en tanto el abogado defensor A ,indica que sí resulta posible la participación 

de la víctima siempre que “ conozca de la posibilidad de otorgarle algún beneficio al 

sentenciado”, mientras que el abogado defensor B,  señala dentro de su encuesta  que la 

participación de la víctima en estas audiencias no es prudente porque “sería 

revictimizar a la persona ofendida”. 332 

 

 

 

Se puede diferir con la segunda posición, debido al hecho de que ese sujeto 

ofendido debe conocer que su agresor posee posibilidades de recibir un beneficio 

penitenciario o de salir antes del periodo ordenado en sentencia firme, conociendo los 

motivos y argumentos que tiene el juzgado de ejecución de la pena para permitir o 

 
332 Ver encuesta, anexo 1. 
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aprobar tal escenario, situación que es más preocupante en los casos de  víctimas 

agredidas sexualmente.  

 

 

 

Desde ambas perspectivas se extrae que, efectivamente, la fase de ejecución de 

sentencia se encuentra dirigida justamente  al sentenciado, no teniendo la víctima del 

delito mayor injerencia, por diversos motivos, entre ellos: el desconocimiento sobre los 

medios para notificar al ofendido de las situaciones que podrían surgir durante la fase de 

ejecución, aunado también a la falta de interés por parte de los sectores intervinientes, 

de darle el protagonismo que se le ha otorgado en etapas anteriores.  

 

 

 

 

B.4 Adaptación Social e Instituto Nacional de Criminología 

 

La Dirección General de Adaptación Social, es el órgano encargado de la 

Administración penitenciaria.333 Creada mediante la ley 4762, vigente desde el año 

1971. Dicha ley regula lo correspondiente a sus funciones y estructura. Esta institución 

pertenece al Ministerio de Justicia que es el órgano del Poder Ejecutivo por medio del 

cual se cumple con el mandato constitucional de ejecutar y hacer cumplir todo cuando 

ordenen o dispongan los tribunales de justicia. 334 

 

 

 

Para cumplir con sus propósitos, se establecen una serie de Departamentos, 

dentro de los cuales encontramos el Instituto Nacional de Criminología. Encargado de 

aplicar los lineamientos y directrices fijados por Adaptación Social, quien dicta las 

 
333 Ministerio de justicia y Paz. República de Costa Rica.  
Extraído de: 
http://www.mjp.go.cr/index.php?option=com_content&view=article&id=46:adaptacionsocial&catid=36:
principal. Desde: 25 de febrero de 2013.  
 
334 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY) op. cit., p 65. 
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líneas técnicas a seguir. Dentro de las funciones de la Dirección General de Adaptación 

Social encontramos:  

 

a) La ejecución de las medidas privativas de libertad, dictadas 

por las autoridades competentes; 

 

b) La custodia y el tratamiento de los procesados y 

sentenciados, a cargo de la Dirección General; 

c) La seguridad de personas y bienes en los Centros de 

Adaptación Social; 

 

d) La investigación de las causas de la criminalidad; 

 

e) La recomendación de las medidas para el control efectivo de 

las causas de la criminalidad; 

 

f) El asesoramiento de conformidad con la ley a las autoridades 

judiciales; 

 

g) Hacer las recomendaciones pertinentes en caso de 

tramitación de gracias y beneficios de acuerdo con el 

diagnóstico criminológico; 

 

h) Coordinar los programas de la Dirección relacionados con 

la prevención del delito y su tratamiento con instituciones 

interesadas en este campo; 

 

i) Proponer los cambios o modificaciones que la práctica señale 

a la presente estructura legal; 

 

 

j) Estudiar y proponer todo lo que se relacione con los planes 

de construcciones penitenciarias; y 
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k) Resolver y ejecutar los demás que le correspondan por ley.335 

 

 

 Le corresponde a esta institución, administrar la sentencia dictada por el órgano 

judicial competente y para cumplir esa labor, se encuentra formado por profesionales en 

criminología, orientación, psicología, trabajo social y  Derecho.  

 

 

 

Una vez que el condenado, ingresa al sistema penitenciario, le corresponde al 

Instituto Nacional de Criminología, someterlo a un estudio por parte del equipo técnico, 

quienes valorarán a cada sujeto desde sus circunstancias individuales, confeccionando 

un plan de atención. El proceso requiere de una valoración inicial de ingreso, ubicación 

y la fijación de un plan  de atención técnica que con la participación del privado de 

libertad- al menos teóricamente- determine las áreas técnicas que debe atenderlo. 336 Se 

procura un acompañamiento y una asesoría desde el ingreso hasta el cese de su sanción.  

 

 

 

Además procura la institución, brindar charlas y atención, grupal e individual a 

cada recluso, según las circunstancias y el delito por el cual fue sentenciado,  

incluyéndole una serie de condiciones que éste deberá cumplir, si posteriormente desea 

tener acceso a algún beneficio penitenciario.  

 

 

 

En la entrevista realizada al señor Juan Carlos Amador337, funcionario del Área 

de Investigación y estadística de la Dirección General de Adaptación Social;  refiere 

 
335 Ley de Adaptación Social, ley Nº 4762, del 08 de mayo de 1971. Extraído de: 
http://adaptacion.mjp.go.cr/. Extraído de desde  el: 25 de febrero de 2013.  Artículo 3.   
 
336 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY) op. cit., p 71. 
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éste al hecho de que su función como institución es “…puramente administrativa”, en 

tanto su contacto con el órgano judicial competente , radica única y exclusivamente en 

emitir recomendaciones e informes en aquellos casos en los que el Juzgado de 

Ejecución Pena, pretenda otorgar algún beneficiario solicitado por el sentenciado, 

propiamente el beneficio de libertad condicional.” 

 

 

 

 De manera que cada seis meses, realizan una valoración de las condiciones del 

sentenciado, lo que incluso según el avance del condenado a nivel interno y como una 

decisión meramente administrativa, puede significar una variación o un cambio de  

programa penitenciario. Sometiéndolo a un estudio por parte del Consejo de Valoración, 

según Roy Murillo.  

 

 

 

En  nuestro país la Dirección General de Adaptación Social, para la atención de 

la población penitenciaria, ha buscado ubicarlos en diferentes programas. Entre los que 

podemos mencionar el programa institucional que se ocupa de posibilitar la contención 

física y la privación de libertad de la persona ubicada  bajo este sistema, dirigido a los 

privados de libertad que necesitan estar ubicados en instituciones cerradas en virtud de 

que por sus características se requiere su segregación transitoria de la sociedad. 338 

 

 

 

Dentro de otro módulo se encuentra el programa semi- institucional, donde se 

ubica a las personas que no están recluidas en un centro. Se les permiten ciertos 

espacios de libertad controlada, que se van ampliando o se reduciendo según la 

respuesta del sujeto339 sino que están sometidas bajo diferentes modalidades de  

 
337 Entrevista realizada al señor Juan Carlos Amador, funcionario del Área de Investigación y estadística 
de la Dirección General de Adaptación Social, el día 19 de febrero de 2012 al ser las once horas.  
 
338 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 68. 
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custodia. Por otro lado, está el sistema de comunidad, el cual abarca a la población que 

cumple con un plan de atención con procesos de participación plena en la comunidad y; 

finalmente el programa Nacional de Atención a la Población Juvenil, ubicados bajo 

diversos tipos de condición jurídica entre los que se pueden mencionar: los condenados 

que son los que bajo una sentencia de condena  son responsables por la  comisión de un 

hecho, por otro lado los procesados  a los que se hace referencia por tener un proceso 

penal pendiente.340 

 

 

 

 Una vez realizada la valoración semestral, indica el señor Juan Carlos Amador 

que “…si el condenado muestra un avance en su plan de atención, evidenciando una 

mejora en su conducta y una evolución a nivel de las terapias individuales, es posible 

que se le asigne a otro programa, pudiendo optar incluso por un régimen semi-

institucional permitiéndole convivir algunos días fuera  del centro penitenciario con sus 

familiares”.  

 

 

 

Esta situación debe informársele a la víctima y pedirse su consentimiento, pero 

en la mayoría de los casos, según su criterio,  “…resulta imposible  en tanto no se logra 

contactarla o peor aún, la víctima se niega a mantener comunicación con ellos, dejando 

entonces de ser determinante su criterio, lo que es común en caso de las víctimas de 

delitos sexuales.”  

 

 

 

Al cuestionarle al señor Amador, sobre si existe o no una participación activa de 

la víctima en la etapa de ejecución de sentencia, señala éste que “…su función está 

 
339 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 69. 
 
340 Informe semestral de la población penitenciaria .I semestre 2009. Dirección General de Adaptación 
Social. Extraído de www.mj.go.cr/Archivos%20PDF/.../Semestral_I_2009.pdf – desde: 25 de febrero de 
2013. 
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dirigida principalmente al sentenciado y a la administración de su condena, no siendo 

entonces determinante si la víctima se acerca o no cuando se piensa en la posibilidad 

de un cambio de programa del condenado.” 

 

 

 

Además, refiere que “…no es viable para nosotros como institución estar 

informando cada seis meses de las  valoraciones del sentenciado a la víctima, debido a 

que en la mayoría de los casos ni siquiera se cuenta con un medio para notificarlos o 

en la peor de las circunstancias, éstas ni si quiera quieren saber de su agresor, pues lo 

único que deseaban era cerrar ese capítulo.”   

 

 

 

Tal situación no deviene más que en un abandono de la víctima en la fase de 

ejecución de sentencia, ya que no es viable que ante la posibilidad de un nuevo régimen 

para el sentenciado, en donde tenga éste acceso de salir algunos días bajo ciertas 

condiciones, no sea determinante para la institución informar al ofendido y mucho 

menos tomar su parecer para optar o no por un nuevo régimen. 

 

 

 

Insiste el señor Juan Carlos que en la Dirección General de Adaptación Social 

“…no se tiene el personal suficiente, ni es tampoco su competencia, velar por la 

situación de la víctima una vez dictada la sentencia. En tanto su labor se encuentra 

dirigida propiamente al sujeto condenado, que se halla descontando una pena”,  revela 

entonces que “ a pesar de que su función es colaborar con el sentenciado, haciendo 

efectivos los fines de la pena, tal situación al final de  cuentas se vuelve en una garantía 

para la víctima de que aquel sujeto no volverá a dañarlo a él - ella o a otra persona, lo 

que da resultado prácticamente en un 80% o 90% de los casos, según la práctica”.  
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A su vez, insiste en la necesidad de un ente especializado en la materia, que se 

encargue de fiscalizar la ejecutoriedad de las sentencias y no únicamente con respecto a 

la pena impuesta, sino también en lo concerniente a un efectivo resarcimiento; ya que 

ellos como institución se dirigen a la persona interna en un centro penitenciario no así a 

la víctima del delito. 341 

 

 

 

Finalmente, al consultarle sobre la existencia de una participación activa de la 

fase de ejecución, indica este funcionario, …que hay una participación pero en su 

criterio personal,  no es activa.   

 

 

 

Por lo tanto, continúa la víctima siendo abandonada, tanto por el órgano 

sentenciador como por el órgano ejecutor de la pena y aún más por el órgano 

administrador de la condena. Lo que hace concluir que claramente existe una víctima 

durante el proceso, pero pese al daño sufrido, esta desaparece una vez dictada la 

sentencia.  

 

 

 

Entonces, ¿de qué vale garantizar una participación activa de la víctima, si una 

vez llegado el momento de materializar el resultado de ese proceso queda justamente en 

el olvido?, tal situación, solo deviene más facilidades para el sentenciado quien 

mostrando buena conducta y dirigiéndose de acuerdo a las condiciones que se le 

establecieron, puede optar por una modificación o variación de la condena impuesta y la 

víctima, quien se vio afectada en múltiples esferas de su vida, no tiene ni la mínima 

certeza de que aquella sentencia impuesta a su favor se llegue a cumplir o que por lo 

menos se le tome su parecer sobre esa situación.  

 
341 Señala en la entrevista realizada el señor Amador, que se necesita algo más estructurado, propone 
entonces la creación de un ente especializado, ya que según se manejan actualmente las cosas la víctima 
sigue siendo objeto de olvido.   
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B.5 Víctimas de delitos Sexuales 

 

Como ya es conocido,  el eje de esta investigación se encuentra en la víctima de 

delitos sexuales, la cual ve afectada su integridad física, moral, psicológica y por qué no 

hasta patrimonial, misma que ve vulnerada su capacidad de autoderminación sexual, y 

que lo hace enfrentarse a un proceso, extenso y doloroso con el único objetivo de lograr 

justicia, deseando la condena de su sujeto agresor. 

 

 

 

Para abordar el criterio de esta población, se contactaron a 8 personas (población 

representativa, de distintos cantones y provincias como Desamparados, Heredia, 

Cartago en edades entre los 13 y los 40 años)  que hubieran sido víctimas de algún 

delito sexual y que por ende hubieran interpuesto una denuncia penal, de las cuales no 

incluiremos nombres debido a lo difícil de cada uno de los casos y por lo confidencial 

de la materia.342  

 

 

 

Una vez localizadas las víctimas, procedimos a mantener una conversación con 

cada una de ellas, centrando nuestra entrevista en diversos aspectos, que de seguido se 

enumerarán: 

 

 

1. Población agresora. 

 

2. Existencia de una denuncia penal. 

 

3. Presentación de acción civil y querella. 

 
342 Véase Anexo número 2, entrevistas realizadas a víctimas de delitos sexuales, los días 23, 24 y 25 de 
febrero del año 2013.   

270 
 

                                                           



 

4. Conocimiento sobre la existencia de la Oficina de Atención y 

Protección a la Víctima del delito y la Oficina de Defensa Civil 

de la Víctima. 

 

5. Participación activa a lo largo del proceso penal y 

notificación de las resoluciones. 

 

6. Existencia de una condena al imputado. 

 

7. Resarcimiento del daño. 

 

8. Modificación de la condena al sentenciado y notificación a la 

víctima. 

 

 

 

Lo que se pretendía con tal información, era contar con información fidedigna 

sobre la situación real por la que atraviesa cada víctima a lo largo del proceso y, 

específicamente, durante la fase de ejecución  de la sentencia; de manera que se pueda, 

a partir de la experiencia, determinar aquellas carencias que se dan durante esta etapa, 

en relación con la víctima. 

 

 

 

 

I. SOBRE LA POBLACIÓN AGRESORA 

 

De las entrevistas realizadas, fue posible extraer que la gran mayoría de 

agresiones sexuales se da por parte de miembros de la familia de la propia persona 

agredida, pues la totalidad de las víctimas consultadas indican que la agresión provino 

de su padre, hermano, padrastro, esposo y tío.  
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Las víctimas indicaban lo difícil que fue el hecho de tomar la decisión de 

interponer una denuncia, en tanto su agresor formaba parte de su propio entorno familiar 

y, en la mayoría de los casos, convivían diariamente con él.  

 

 

 

 

 

 

 

II. SOBRE LA EXISTENCIA DE UNA DENUNCIA PENAL Y DE UNA CONDENA AL 

SENTENCIADO 

 

La totalidad de la población, tomada como referencia, indicó que efectivamente 

interpusieron una denuncia, pero de las 8 víctimas entrevistadas, 3 indicaron que la 

sentencia fue desfavorable para ellos, es decir que culminó el proceso mediante una 

sentencia absolutoria.  

 

 

 

Gráfico Nº 4 
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Mientras que 4 de ellos, refieren que su proceso culminó, mediante una 

sentencia condenatoria al sujeto denunciado  y uno solo de los entrevistados, señaló 

estar a la espera de que su proceso culmine.  

 

 

 

 

 

 

 

 

III. PRESENTACIÓN DE ACCIÓN CIVIL Y QUERELLA 

 

 

De los datos obtenidos, partir de la información suministrada por cada uno de los 

entrevistados, se puede extraer que: 

 

Caso A) 3 de los entrevistados indican haber contado con 

defensor particular y por ende presentaron acción  civil y 

querella. 

 

Gráfico Nº 5 
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Caso B)2 de los entrevistados refiere haber contado con 

defensor particular y al efecto presentaron  únicamente acción 

civil. 

 

Caso C)2 de los sujetos entrevistados señala que contó con 

defensor particular y únicamente presentó querella. 

 

 

Caso B)1 de los sujetos entrevistados refiere que contó con 

defensor particular y no presentó ni acción civil ni querella (al 

consultarle directamente sobre el motivo señala que su abogado 

nunca se lo indicó y las autoridades judiciales tampoco le 

explicaron el procedimiento). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Gráfico Nº 6. 
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IV. Conocimiento sobre la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la 

Víctima del delito y la Oficina de Defensa Civil de la Víctima 

 

 

De la totalidad de las entrevistas, ninguna de las víctimas indica conocer la 

existencia de dichas oficinas. 

 

 

 

V. PARTICIPACIÓN ACTIVA A LO LARGO DEL PROCESO PENAL Y 

NOTIFICACIÓN DE LAS RESOLUCIONES 

 

A partir de los datos obtenidos mediante las entrevistas, es posible asegurar que 

7 de los entrevistados refieren que fueron tomados en cuenta a lo largo del proceso, 

notificándolos de cada una de las resoluciones judiciales al efecto y manifiestan estar 

conformes con la asesoría y el acompañamiento brindado.  

 

 

 
 

 

 

 

VI. RESARCIMIENTO DEL DAÑO. 

 

En lo que concierne a la reparación del daño a las víctimas, de la población 

tomada como referencia para esta investigación, 4 de los sujetos pasivos del delito 

Gráfico Nº 7 
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manifiestan sentirse conformes con la sentencia, indicando que posterior a la sentencia 

se les continuó brindando ayuda psicológica, de los cuales 1 entrevistado solamente 

refiere que se le canceló el monto ordenado por el juez por concepto de daños y 

perjuicios. 

 

 

 

Además, 3 de las víctimas consultadas, indican que  en ningún momento 

sintieron que el daño que les había causado su agresor, estaba siendo reparado,  y 

refieren  no haber recibido  ningún monto por concepto de daño moral y psicológico. De 

igual manera, únicamente uno de los entrevistados no contesta la pregunta, en tanto, su 

proceso aún no ha culminado. 
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Gráfico Nº 8 
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VII. MODIFICACIÓN DE LA CONDENA AL SENTENCIADO Y NOTIFICACIÓN A 

LA VÍCTIMA 

 

De la población consultada que había referido la existencia de una sentencia 

condenatoria, únicamente una de las víctimas señala que el imputado recibió un 

beneficio de libertad condicional y salió antes de la pena declarada en sentencia, siendo 

notificada de tal decisión mediante el Ministerio Público. 

 

 

 

De la misma manera, al consultarle a los entrevistados si consideraban necesario 

ser notificados de cualquier modificación en la pena impuesta al sujeto agresor, en su 

totalidad indican que sí, porque “…el daño es irrespirable y es angustioso saber que 

por comportamiento pueden salir”.343 Además, manifiestan que sí estarían dispuestos a 

acudir a alguna audiencia en la que se discutiera, lo relativo a cualquier variación en la 

condena impuesta al sentenciado.  
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343 Entrevista realizada a ama de casa, víctima de violación por parte de su padrastro, ver anexo 2.  

Gráfico Nº 9 
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Finalmente, una vez conocidos los argumentos de cada uno de las víctimas 

entrevistadas, es posible concluir que, pese a existir un grave daño en cada una de esas 

personas, existe una anuencia y un deseo de continuar siendo partícipes del proceso, de 

manera que aspiran a ser tomados en cuenta para la toma de cualquier decisión referente 

a la condena y a las condiciones del sujeto agresor. 

 

 

 

Además, pese al hecho de que las víctimas tengan una participación activa en el 

proceso penal, todavía existen personas que no ven resarcido el daño sufrido, siendo 

entonces abandonados por el sistema, que se vale de ellos para dictar una sentencia, 

pero, una vez finalizado el proceso y ya en etapa de ejecución, son olvidados y no vela 

por el efectivo resarcimiento del daño sufrido por parte  de la víctima.  

 

 

 

También, es posible concluir que siendo los sujetos denunciados, personas 

miembros del mismo núcleo familiar, hay un temor de que este sujeto salga y pueda 

nuevamente dañar al sujeto pasivo del delito, de ahí la necesidad de que la víctima sea 

tomada en cuenta y notificada de cualquier resolución que modifique, sustituya o 

extinga la pena impuesta al sujeto sentenciado. 

 

 

 

 

B.6 Oficina De Atención Y Protección A La Víctima  Del Delito 

 

Como se indicó ya en capítulo anteriores, la Oficina de Atención y Protección a 

la Víctima del Delito, ejerce una labor de asesoramiento y acompañamiento a aquellas 

personas que han sido víctimas de algún delito y requieren atención y apoyo por parte 

de un equipo interdisciplinario de profesionales, de la misma forma, al estar divido en 

áreas de atención y protección, garantiza a la víctima que se encuentra en estado de 

riesgo,  protección por las amenazas realizadas de parte del sujeto denunciado. 
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Es por esto, que en aras de la labor desempeñada por esta oficina y por su 

vinculación directa con la víctima del delito, se decidió incorporarlo a este análisis sobre 

la temática en estudio. De ahí, la necesidad de contar con la visión de esta institución.  

 

 

 

Para dicho estudio, fueron abarcados los pilares indicados en páginas anteriores 

que refieren a la participación de la víctima de delitos sexuales en la fase de ejecución 

de sentencia, la existencia o no de un recurso formal y la posibilidad de las víctimas de 

participar en aquellas audiencias  en las que se discuta sobre la posibilidad de modificar 

la pena impuesta al condenado. 

 

 

 

En ocasión de estas interrogantes, es que se tuvo la posibilidad de entrevistar con 

la Licda. Alexandra Cerdas Chávez, funcionaria del área legal de la oficina de atención, 

la cual se refirió a la fuerte labor por parte de ésta institución en conjunto con el MP, de 

velar por los derechos de las víctimas, otorgándoles un eficaz y efectivo asesoramiento 

y  acompañamiento a lo largo de todo el proceso penal. 

 

 

 

Al consultarle a la licenciada, si la víctima posee una participación en la etapa de 

ejecución de sentencia, procede ésta a indicarnos que “…normalmente su labor 

concluye con el dictado de una sentencia, por lo que en la mayoría de los casos se 

pierde el contacto con la víctima una vez finalizado el proceso”.344 

 

 

 

Tal situación permite destacar que no hay un seguimiento posterior a que haya 

finalizado el proceso penal sobre las condiciones de la víctima, esta persona no solo fue 

 
344 Entrevista realizada a la licenciada Alexandra Cerdas Chávez. Área legal. Oficina de Atención y 
protección a la víctima del delito, el día 29 de enero de 2013 a las diez horas.  
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víctima de agresión sexual, sino que también vio vulnerada su integridad y estabilidad 

psicológica, moral y patrimonial.  

 

 

 

Con respecto a la interrogante, relacionada con la existencia de un recurso 

formal para oponerse a alguna modificación de la pena impuesta al sentenciado, indica 

la licenciada que “ … a la fecha no conoce de un recurso como tal, ya que su labor de 

acompañamiento finaliza una vez dictada la sentencia, pero que no implica que la 

víctima posteriormente si el sentenciado, por haber obtenido algún beneficio sale del 

centro penitenciario y perturba a la víctima, pueda ésta apersonarse a la institución y 

pedir ayuda”.345 No obstante, ello sería después de un previo análisis y valoración de la 

autoridad competente, que sería en ese caso el MP.  

 

 

 

Pero señala además que, como opinión personal, “…estaría de acuerdo con la 

existencia de algún recurso formal, para que la víctima siga participando de una forma 

activa, ya sea manifestándose por escrito o participando de las audiencias, ya que la 

labor de atención a la víctima  debería trascender, pero “no se cuenta con los recursos 

suficientes para hacer esa  labor”. 

 

 

 

A partir de la opinión de la Licda. Cerdas, como funcionaria de esta oficina, se 

puede concluir, que efectivamente no hay mayor participación de la víctima en la etapa 

de ejecución, debido a que no hay un esfuerzo por dar seguimiento a su situación, se 

cree que por haberse dictado una sentencia su labor ha concluido, situación que dista de 

no ser justa en tanto es necesario devolverle la tranquilidad a la víctima y hacerle sentir 

que su dolor es percibido por todos, mediante el seguimiento y acompañamiento por 

 
345 Refiere la Licenciada Cerdas, que no es común, que una vez dictada la sentencia la víctima 
nuevamente recurra a ellos como institución.  
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parte de los órganos estatales, que le garanticen que el daño causado si bien no se puede 

resarcir por completo, es posible aminorarlo o por lo menos, hacerlo menos doloroso.  
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SECCIÓN SEGUNDA 

LA VÍCTIMA Y SU INTERVENCIÓN DURANTE LA FASE 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA 
 

 

En el capítulo anterior de esta tesis, se hizo referencia propiamente a la etapa de 

ejecución de sentencia. Se indicó entonces la importancia de ésta, refiriendo que no es 

hasta la ejecución de la resolución dictada que se encuentra la utilidad social de aquel 

proceso penal, que alguna vez se instauró con el objetivo de arribar a la verdad de los 

hechos, justamente mediante el acceso a la justicia de aquel sujeto pasivo del delito.  

 

 

 

El eje central de esta etapa, es dar un fiel cumplimiento de aquella disposición 

constitucional, que busca garantizar que las soluciones adoptadas por los tribunales sean 

resueltas y ejecutas en forma razonable. 346 

 

 

 

Puede afirmarse que la ejecución penal es una fase más del proceso penal 

considerado integralmente en la se busca dar cumplimiento a las disposiciones de la 

sentencia que condena a pena privativa de libertad, sin olvidar el respeto a los derechos 

fundamentales de los sujetos sentenciados.347  

 

 

 

Constituye pues, el momento en que llega a tener sentido todo el proceso, 

instante en el que se materializan y hacen efectivas las soluciones adoptadas por los 

órganos competentes. Por ende se presenta el siguiente cuestionamiento ¿qué sentido 

 
346 Par tales efectos, véase nuevamente artículo 153 de la Constitución Política.  
 
347 Ver (MONTENEGRO MADRIGAL CARLOS) op. cit., p 21.   
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tendría entonces, cargar con lo demandante y costoso de un proceso judicial si 

finalmente las decisiones quedan en el aire?  

 

 

 

Es inmensa la importancia de esta etapa, pero a pesar de esto es quizás la menos 

estudiada o regulada y menos aún cuando se entiende desde la perspectiva de la víctima. 

 

 

 

Se llega pues a un momento en el que, mediante una serie de mecanismos, tanto 

judiciales como administrativos, se procura el cumplimiento de las decisiones 

judiciales; las sentencias deben ya encontrarse firmes. Este es el momento donde  toma 

sentido el proceso judicial, ya que se encamina a la satisfacción de las pretensiones de 

aquellos sujetos intervinientes en el proceso. 

 

 

 

Debe comprenderse que normalmente la fase de ejecución de las resoluciones 

judiciales se ha encontrado dirigida al sentenciado, siendo que el mismo Juzgado de 

Ejecución de sentencia, se enfoca hacia un control sobre la pena impuesta al sujeto 

condenado. En relación con ésta, se encuentra la participación de dos órganos, uno 

propiamente administrativo a cargo de la Dirección General de Adaptación Social y otro 

judicial en manos del Juzgado de Ejecución de la Pena. Es por esto que se  ha 

considerado que confluyen en ésta etapa actividades administrativas y judiciales.348 

 

 

 

Una vez conocidas, las posiciones relacionadas con ambos sectores tanto 

judiciales como administrativas, además de aquellas relacionadas con el sentenciado, 

como lo es el caso de la Defensa Pública y,  finalmente, el principal objeto de estudio 

que es la víctima de delitos sexuales y la Oficina de Atención y Protección a la Víctima 

 
348 Ver (MONTENEGRO SANABRIA CARLOS) op. cit., p 22. 
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del Delito, pues vela por el asesoramiento y acompañamiento del sujeto pasivo del 

delito, fue que se logró obtener una visión más amplia sobre la participación de la 

víctima de delitos sexuales, detectando cuál es su situación actual y las carencias que 

posee a la fecha.  

  

 

 

Como primero de los aspectos, se tiene la falta de regulación existente, en tanto 

a la fecha, con respecto a esta etapa del proceso penal, únicamente se cuenta con el 

articulado del Código Procesal Penal, numerales 476 y siguientes, Título I sobre la 

Ejecución Penal, aunado a la regulación de la Ley de Creación de la Dirección General 

de Adaptación Asocial, en donde se consagra lo concerniente a su funcionamiento, 

dirigido principalmente al interno y su condición dentro de cada centro penitenciario.  

 

 

 

Tal es el punto,  que el mismo Código Procesal Penal, inicia su regulación  

relativa a la ejecución de la pena, refiriéndose expresamente a los derechos del 

sentenciado, indicando:  

 

 

ARTÍCULO 476.- Derechos. 

El condenado podrá ejercer, durante la ejecución de la pena, 

los derechos y  las facultades que las leyes penales, 

penitenciarias y los reglamentos le  otorgan, y planteará ante el 

tribunal que corresponda las observaciones que,  con 

fundamento en aquellas  reglas, estime convenientes.349 

 

 

 

Dicha regulación, no menciona en ningún momento los derechos de aquellas 

víctimas, que vieron violada su integridad sexual y que pese a existir una sentencia 

 
349 Código Procesal Penal, artículo 476..  
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condenatoria, no tienen la absoluta certeza de que se vaya a cumplir en su totalidad, sin 

dejar de lado lo relativo a la condena existente en materia de daños y perjuicios. Ello, a 

claras luces, muestra que la fase de ejecución de la pena, existe únicamente en función 

del sujeto condenado.  

 

 

 

Tal situación se viene a confirmar, cuando de un estudio del articulado del CPP, 

nos damos cuenta que con respecto a la víctima en la fase de ejecución de la sentencia 

solo se encuentra lo referente a los incidentes relativos a la ejecución, sustitución y 

modificación de la pena y de las medidas de seguridad, a las cuales tienen acceso el 

Ministerio Público, el querellante y el condenado. Pero, pese a existir tal disposición a 

favor, según informe de rendición de cuentas por parte del Ministerio Público del año 

2011, “…la mayoría de esos incidentes son presentados por la defensa de la persona 

sentenciada”. 350 

 

 

 

 Lo curioso del caso, es que el mismo Código contempla únicamente al 

querellante, quiere decir que aquella víctima, que ya sea por desinformación o por falta 

de recursos para contar con un abogado particular y que por lo tanto, no pudo 

constituirse como querellante durante el proceso, tiene vedado el derecho a intervenir 

en ésta fase, lo que deviene en un criterio simple y sencillamente discriminatorio.  

 

 

 

De la misma manera, lo sugiere el autor costarricense Roy Murillo, quien 

explica:  

 
350 Información Estadística de Fiscalías  Territoriales, Fiscalías Especializadas, Fiscalías no operativas y 
Oficinas del Ministerio Público. Rendición De cuentas 2011.  
Extraído de: http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/transparencia/estadisticas/MP.pdf. Desde 24 de 
febrero de 2013.  
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En la fase de ejecución de la pena a la víctima del delito solo se 

le otorga legitimación cuando se haya constituido en 

querellante. Parece que se excluyó a la simple víctima… En la 

práctica judicial la mayoría de procesos se realizan sin la 

intervención del querellante, probablemente porque es una 

figura novedosa y sobre todo por el costo económico que genera 

al ofendido, el que ya ha sufrido perjuicio y difícilmente 

asumirá otros costos. 351 

 

 

 

Esta situación viene a ser corroborada, cuando de la entrevista mantenida con 

jueces del Juzgado de Ejecución de la pena, se indica que ante la posibilidad de alguna 

gestión realizada por la víctima ante esta autoridad, debe  revisarse primero el 

expediente y en caso de no contarse con su intervención como querellante, deberá 

rechazarse su recurso por no estar legitimado. Además se cuenta con la posición de 

diversas víctimas, quienes manifestaron no haber presentado querella en el proceso 

principal, por diversos motivos entre ellos falta de información.  

 

 

 

Quiere decir entonces que, efectivamente, con lo que se cuenta es con una 

negativa, clara y expresa de nuestra legislación, a no permitirle el acceso a la víctima 

del delito que no se haya constituido como querellante, siendo entonces este criterio 

discriminatorio y violatorio a los derechos de la víctima que le fueron otorgados desde 

el momento de presentar una la denuncia.  

 

 

 

En  lo relativo a la ejecución de sentencia en el CPP, el legislador  además de los 

incidentes y de los derechos del sentenciado, únicamente previó lo concerniente a la 

competencia del Tribunal de Ejecución de la Pena, la ejecutoriedad de sus resoluciones, 

 
351 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., pp 119 y 120. 
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así como las funciones del Ministerio Público y el abogado defensor, dejando de lado a 

la víctima en función de la cual se emitió una sentencia.  

 

 

 

Con respecto al resarcimiento patrimonial de la víctima, lo único que hace el 

CPP, es remitir al sujeto interesado al Juzgado Civil correspondiente, a través de la 

figura de la ejecución civil, mediante el artículo 488, el cual reza:  

 

 

ARTÍCULO 488.-Competencia. 

La sentencia que condene a restitución, indemnización o 

reparación de daños  y perjuicios, cuando no sea 

inmediatamente ejecutada o no pueda serlo por  simple orden 

del tribunal que la dictó,  se ejecutará por el interesado ante el  

juez civil o contencioso administrativo, según corresponda.352 

 

 

 

Quiere decir entonces que, de conformidad con la normativa procesal penal 

vigente, existe un vacío con respecto a la posición de la víctima en esta etapa , lo que se 

traduce en un abandono del sujeto pasivo del delito, quedando en muchos casos lo 

resuelto por los juzgadores, en un completo olvido, sin certeza de que exista realmente 

“justicia” para la víctima del delito, peor aún en aquellos casos de delitos sexuales 

donde la carga psicológica, moral y patrimonial es muy fuerte para los ofendidos, 

quienes viven constantemente recordando aquella dolorosa situación, sin la seguridad de 

no volver a ver a ese sujeto agresor libre. 

 

 

 

Se conoce entonces que el Código Procesal Penal no garantiza un efectivo 

resarcimiento de los daños a la víctima y tampoco garantiza su participación durante 

 
352 Código Procesal Penal, artículo 488. 
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esta importante etapa del proceso, generando esto una laguna, lo cual en lo que deviene 

es en vulneraciones a los derechos de las víctimas consagrados legalmente.  

 

 

 

No resulta idóneo entonces, que ante situaciones como el cambio o extinción de 

la pena impuesta al condenado, deba la víctima mantenerse en un estado de 

desinformación, desconociendo lo que sucederá con aquel sujeto que limitó o vulneró su 

autodeterminación sexual y, en algunos de los casos, pueda dicho sujeto volver a su 

domicilio anterior, viviendo en algunas ocasiones cerca de la víctima, sintiéndose ésta 

intimidada. 

 

 

 

La intervención del ofendido por el delito, en el proceso penal es una cuestión de 

plena actualidad, que en la fase de ejecución, en concreto, esta insuficientemente 

regulada. 353 Esta situación revela la necesidad urgente de un cambio a nivel de nuestro 

CPP, se necesita una regulación más amplia y menos discriminatoria, que no le 

deniegue a cualquier víctima la participación durante esta fase, debido a que ella 

también tiene derechos a la tutela del estado en el ejercicio de sus derechos por el daño 

sufrido.  

 

 

 

Es claro además, que los funcionarios judiciales no tienen plena conciencia 

sobre esta necesidad, para algunos, la víctima no debe intervenir en el proceso, como lo 

fue el caso de la Defensa Pública (según se indicó en la sección anterior) aunado a una 

despreocupación e insensibilización por parte del Ministerio Público, quien más bien 

debería velar por los derechos de la víctima, pero la misma está confundida, pues pese a 

los avances en materia de derechos al ofendido sigue pensando que su labor se agota 

con acusar y culminar con el dictado de una sentencia.  

 

 
353 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 121. 
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Lo anterior lo que muestra es un deficiente esfuerzo por hacerle sentir a la 

víctima que su dolor cuenta. No es posible que se llegue a una fase de ejecución de 

sentencia y no se cuente con los datos para notificarle a ésta, acerca de alguna 

resolución en la que se modifique, sustituya o extinga la pena del condenado. Ya que 

esto lo que revela es un completo olvido del sujeto pasivo del delito. 

 

 

 

Es claro que no existe participación de la víctima durante la fase de ejecución de 

sentencia, debiéndose ello a la falta de información del sujeto agredido de que tiene 

medios a su favor para hacerse ver (claro está si se ha constituido como querellante), 

además de un esfuerzo nulo del mismo Juzgado de Ejecución de llevar al menos un 

control de las víctimas que incluya, como mínimo, un medio para notificarlas; esto 

significa que para la autoridad competente para ejecutar la pena, simple y sencillamente, 

la víctima no existe.  

 

 

 

Desde este punto de vista debe anotarse que no se justifica la exclusión a 

ultranza de la víctima en la fase de ejecución de la pena. Hay razones de tipo 

humanitario y de política criminal que por el contrario justifican su participación.354 

 

 

 

Esta situación no equivale a una denegatoria a los derechos del sentenciado, sino 

lo que se pretende es lograr un equilibrio, entre ambas partes. Sobre este punto señala el 

Lic. Murillo que: “Excluir a la víctima, pareciera un retroceso porque esa posición 

finalmente solo instrumentaliza al sujeto afectado, lo utiliza como fuente de 

información y luego lo tira, desecha y margina”.  

 

 

 
354 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 122. 
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Por otro lado,  como quedó claro en el apartado anterior, si no se le informa a la 

víctima sobre la situación del condenado, mucho menos existe algún recurso formal que 

le permita a ésta pronunciarse con respecto a cualquier modificación sobre la pena 

impuesta al sujeto sentenciado.  

 

 

 

Tal situación se traduce en un claro perjuicio a la persona ofendida, lo que suele 

ser más perturbador para aquel sujeto víctima de delitos sexuales, que debe lidiar con la 

idea de que su agresor en cualquier momento recupere su libertad, sin cumplir por 

completo su condena y ante esto, solo deba esperar que ese sujeto se le acerque para 

poder interponer alguna queja ante el MP, situación que por lo general no es conocida 

por los afrentados. 

 

 

 

Ante tal posibilidad, es claro que necesita la víctima contar con el derecho a ser 

informado de esa situación y como mínimo garantizarle la posibilidad de hacerse 

escuchar mediante algún recurso formal que le permita oponerse a una modificación de 

la pena. Sobre este punto, se concuerda con el licenciado Roy Murillo cuando señala: 

 

 

La participación del ofendido en la ejecución de la pena debe 

reforzarse, asegurando al menos el derecho a ser informado 

cuando así lo solicite. Con la imposición de la pena privativa de 

libertad se garantiza a la colectividad y al ofendido, que cesa la 

afectación a sus intereses y eso genera seguridad a la víctima. 

Por lo tanto, en la modificación de la sanción debería de 

dársele intervención o al menos informarle al respecto. 

En la práctica los jueces, a efecto de no dejar al desamparo a la 

víctima, sobre todo ante delitos sexuales o con uso de violencia, 

al otorgar la libertad condicional por lo general establecen la 

obligación al beneficiario de no perturbar al ofendido  ni tener 

ningún contacto con el mismo. Cuando la víctima es localizable 

290 
 



 

debería informársele las condiciones bajo las que se concede 

determinado beneficio y sobre todo, hacer de su conocimiento 

los mecanismos o autoridades a las que pueden acudir. 355 

 

 

 

Como fue claro en la sección primera de ésta capítulo, la víctima desea ser 

informada y tomada en consideración cuando se decida discutir alguna modificación de 

la pena impuesta, por lo que debe poseer acceso a las audiencias en las cuales se estudie 

tal posibilidad, claro está, si la víctima se siente con la suficiente fortaleza para hacerse 

presente. 

 

 

 

Finalmente, debe tenerse claro que propiamente lo que existe es un JUZGADO 

DE EJECUCIÓN DE LA PENA, que incluye únicamente lo correspondiente a la pena 

impuesta al sentenciado, de manera que para hacer efectivo lo referente a la condena por 

daños y perjuicios, debe acudirse según lo ordena el código a la ejecución civil ante el 

juzgado civil correspondiente.  

 

 

 

Pero, frecuentemente, las personas sentenciadas no poseen los recursos para 

cancelar dichos montos, quedando esta condena en el aire, lo que significa que no hay 

un efectivo resarcimiento. Además, no todas las víctimas normalmente, cuentan con los 

medios para acudir a la vía de ejecución civil. 

 

 

 

Quiere decir entonces, que efectivamente no hay un ente encargado, de velar por 

el efectivo cumplimiento de la sentencia en todos sus extremos que incluye, la 

imposición de una pena al sentenciado y la condena por los daños y perjuicios. No hay 

 
355 Ver (MURILLO RODRÍGUEZ ROY)  op. cit., p 123. 
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ninguna institución contralora, que se encargue de velar porque efectivamente esa 

sentencia se cumpla; por consiguiente,  debería existir un JUZGADO DE 

EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA, que procure un mayor control sobre ambos 

extremos y que por lo menos, se encargue de remitir la condenatoria civil al juzgado 

competente, pero que por lo menos garantice esa vía, no dejándolo esa facultad al 

ofendido, quien normalmente no cuenta con los medios para hacerlo. 

 

 

 

De manera que, como quedó claro en la sección anterior, no existe un ente 

encargado de darle seguimiento a la víctima una vez dictada la sentencia, quedando 

entonces invisible. Esto evidencia la necesidad de crear una institución y dotarla de 

recursos y profesionales para que pueda velar por dicha función.  

 

 

 

La situación de la víctima durante la fase de ejecución, es nula e incierta, hasta 

tanto no haya un cambio de conciencia, y la labor implantada en fases anteriores 

trascienda, hasta efectivamente ver materializado lo resuelto en sentencia.  
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CONCLUSIONES  

Y  

RECOMENDACIONES 
 

 El proceso penal, en lo que al tratamiento de la víctima se refiere ha mostrado 

grandes e innumerables avances. Se ha pasado por distintos periodos, que van desde el 

protagonismo, hasta el abandono extremo de la víctima del delito. 

 

 

 

 Con la entrada en vigencia, de la  reforma realizada al Código Procesal Penal  en 

el año de 1998, se le viene a otorgar a la víctima del delito el protagonismo que había 

perdido años atrás. Con ella, se le proporciona la posibilidad de participar  activamente 

a lo largo del proceso penal, mediante el otorgamiento de una serie de derechos vedados 

anteriormente.  

 

 

 

 Tales derechos, tenían como objetivo brindar un acceso a la justicia y trato justo 

a estos sujetos, además del resarcimiento, asistencia profesional, acompañamiento y 

derechos de intervención. Se le otorgaba, entonces, a aquellos sujetos pasivos del delito, 

una amplia gama de facultades para hacerse ver a lo largo del proceso. 

 

 

 

 Posteriormente, con la entraba en vigencia de la 8720 sobre la protección de 

víctimas y testigos y de más sujetos intervinientes en el proceso en el proceso penal, 

durante el mes de marzo del año 2009, se viene a ampliar el catálogo de víctimas, lo que 

implicaba una mayor protección y cobertura a dichos sujetos. 
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 Además, paulatinamente, el Poder Judicial vino a poner en práctica una serie de 

directrices, en pro de la víctima del delito y con mayor énfasis en aras de proteger a 

aquellos ofendidos de delitos sexuales. Es así, como el mismo MP, a lo largo de la etapa 

de investigación, realiza una serie de esfuerzos para evitar la revictimización, brindando 

apoyo y asistencia, evitando en la medida de lo posible el sufrimiento del sujeto 

afectado.  

 

 

 

Se instauraron y pusieron en prácticas una serie de medidas, tanto procesales 

como extraprocesales para garantizar estabilidad y seguridad a la persona agredida. 

Cada una de las medidas y derechos otorgados en pro de la participación de la víctima 

del delito, son garantizadas a lo largo del proceso penal, eso sí, hasta el dictado de una 

sentencia.  

 

 

 

 Una vez que se llega a la fase de ejecución de sentencia, este es el momento en 

que se concretan las pretensiones de los sujetos que intervienen en el proceso, ya que se 

materializa aquella decisión tomada por el tribunal sentenciador, parece que esos 

derechos otorgados a las víctimas dejan de tener validez.  

 

 

 

 Se llega a un momento procesal en el que ni la misma normativa garantiza que la 

víctima pueda tener una participación; existe una clara laguna a nivel legal, ya que se 

establece la limitante únicamente para aquella víctima que se constituyó como 

querellante, durante la tramitación del proceso. Ello implica que aquel sujeto que no 

pudo constituirse como querellante, por el motivo que haya sido, tiene negado 

completamente el derecho de manifestarse en esta etapa, lo que indica que aquella 

víctima activa, durante el proceso penal, desaparezca en el momento de materializar la 

sentencia.  
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 Tal es el punto, que ni siquiera tiene posibilidad de manifestarse u oponerse a la 

modificación, sustitución o extinción de la pena impuesta al sujeto que la agredió, lo 

cual revela que su dolor deja de contar para esos efectos. Entonces ¿de qué vale otorgar 

tantos derechos y participación a la víctima del delito, si llegado el momento de hacer 

efectiva la condena, tales derechos desaparecen y la víctima se invisibiliza? 

 

 

 

 Existe una negativa por parte del legislador y de los mismos funcionarios 

judiciales de garantizar a la víctima del delito, participación en el momento de la 

ejecución penal. Esta situación lo único que hace ver es que existe aún un sentimiento 

de insensibilidad, ante el dolor de aquel sujeto que vio agredida y vulnerada su 

integridad. Quiere decir entonces, que el sistema judicial se vale únicamente del 

ofendido, en términos utilitaristas, únicamente a efectos de que le colabore en el proceso 

para que éste pueda cumplir con su función y dictar una sentencia. 

 

 

 

 No es posible, que se llegue a la fase de ejecución de la sentencia y ni siquiera se 

cuenten con datos o al menos un medio para notificar a la víctima de cualquier situación 

que le pueda afectar, como lo es el hecho de que el sentenciado reciba algún beneficio y 

salga libre antes de culminar su condena.  Esto se traduce en discriminación y una 

violación clara y contundente del derecho a la información a la víctima. 

 

 

 

 Es claro que NO existe participación de la víctima en la fase de ejecución de 

sentencia y tampoco un medio formal que le permita hacerse ver y pronunciarse con 

respecto a las modificaciones en la sentencia impuesta al condenado.  Tal situación, se 

debe a que existe poca información y un reducido interés por el propio aparato judicial 

de permitirle a la víctima  intervenir durante la ejecución de sus resoluciones. 

 

 

295 
 



 

 Se cuenta con un  Juzgado de Ejecución de la pena, cuya actividad está dirigida 

al sentenciado, a garantizar sus derechos y a administrar su condena, pero a tal órgano 

jurisdiccional parece no interesarle la condición de víctima. No hay un ente encargado 

de velar por un efectivo cumplimiento de la sentencia en todos sus extremos, que 

abarque desde la pena impuesta al condenado hasta la condenatoria por daños y 

perjuicios a favor del ofendido. Se requiere por lo tanto un Juzgado de Ejecución de la 

Sentencia, que se encargue de tramitar todo lo resuelto por el tribunal sentenciador.  

 

 

 

 Se precisa crear medios, que posibiliten el resarcimiento patrimonial a la 

víctima, que puede iniciarse con la posibilidad del juzgado de ejecución de tramitar de 

oficio ante el juzgado civil lo correspondiente a la ejecución civil de la sentencia, para 

que el hecho de que ésta no tenga recursos para interponer el proceso de ejecución, 

pueda el aparato judicial , por lo menos garantizarle que su solicitud  sea gestionada.  

 

 

 

 Se tiene, al momento, una legislación predominantemente garantista, que busca 

ofrecer mil y un derechos al sujeto condenado, pero no así la víctima del delito. No se 

trata de quitarle derechos al agresor, sino de buscar un equilibrio, en el que ambos 

sectores gocen, en igual medida, de protección. 

 

 

 

 Se requiere de una modificación de nuestro Código Procesal Penal, de manera 

que se le otorgue a la víctima participación en esta fase, teniendo derechos a ser 

informado de cualquier decisión que se adopte en esta etapa, una modificación que 

ampare por igual tanto al sujeto constituido como querellante, como a aquel que no lo 

hizo. 

 

 

Se necesita también, imponer una nueva conciencia a nivel judicial, obligándole 

al Juzgado de Ejecución a llevar un mínimo catálogo de las víctimas del delito, en el 
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que incluya los medios para notificar a éstas personas de todas las decisiones que se 

puedan implementar en eta fase.  

 

 

 

 La víctima del delito lo será siempre durante toda su vida, por lo que requiere 

igual protección, aún habiéndose culminado el procedimiento penal interpuesto. Para tal 

situación, se demanda que el Estado dote de mayores recursos al Poder Judicial, para 

que éste ordene la creación de una institución encargada, exclusivamente, del 

acompañamiento y atención a la víctima del delito, para que se le garantice una 

cobertura amplia aún y cuando ya exista sentencia o por lo menos, dotar de mayor 

apoyo y recursos a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima de del delito, para 

que sea esta institución quien pueda asumir ese misión.  

 

 

 

 Ya que, como constó a lo largo de este trabajo, dicha oficina aún tiene una 

cobertura bastante limitada, por el hecho de que la diferencia entre los casos tramitados 

por el MP y los atendidos por esa oficina es realmente amplia, siendo necesario mejorar 

y extender su capacidad de funcionamiento. 

 

 

 

 Además se necesita una campaña, que consista en dotar de información a las 

víctimas de los derechos que tienen a su favor y la existencia de instituciones que 

existen  para su apoyo y acompañamiento, debido a que como fue posible constatar, 

existe una desinformación absoluta sobre su funcionamiento.  

 

 

 

 Es necesario también que las instituciones, tanto administrativas, como 

judiciales, le informen a las víctimas sobre cada valoración del sentenciado y el avance 

de éstos con respecto al plan de atención impuesto una vez que el sentenciado ha 
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ingresado al sistema penitenciario nacional, para que puedan permanecer atentas a 

cualquier posible beneficio penitenciario al que pudieran optar.  

 

 

 

 La fase de ejecución de la pena debe humanizarse  y no únicamente desarrollarse 

en función del sujeto sentenciado, sino también en procura de garantizar los derechos de 

las víctimas del delito, debiendo entonces cada institución u órgano que participe en esta 

fase, cumplir sus funciones a cabalidad y no únicamente en función de uno de los 

sujetos, sino de ambos, tanto de agresor como de agredido, iniciando con la posibilidad 

de una participación equitativa y dotándole a la víctima al igual que al imputado de 

medios y recursos para manifestarse con respecto a cualquier situación surgida en ésta 

etapa.  

 

 

 

 Finalmente, mediante éste trabajo de investigación, se puede concluir, con 

absoluta certeza, que no hay participación de la víctima de delitos sexuales durante la 

fase de ejecución de sentencia. Por lo tanto, resulta necesaria una serie de cambios tanto 

a nivel administrativo como judicial, que permitan su participación activa y el 

cumplimiento de sus derechos, como en el resto de las fases del proceso penal.  

 

 

 

 Son diversos los cambios por implementar en aras de la participación de la 

víctima en esta fase del proceso, se requieren mayores esfuerzos y recursos para ser 

puestos en marcha, pero es al menos tranquilizador, saber  que hay  personas interesadas 

en la materia y dispuestas a trabajar, en aras de los derechos de las víctimas del delito y 

máxime aún de la víctima de delitos sexuales, cuyo daño perdurará por siempre.  
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·u11ivers1áaá áe Costa Rica. 'Tesis para optar por e{ graáo áe {ícenciatura en Verecfio: "La participación 
de {a victima l(e lfeútos se:rna{es cÚlrante {a Jase áe ejecución áe sentencia en e{ proceso pena{ 

costarricense." 

----1-Género:-1-e (Y'\..€":· 0..Q 

Encuesta 

Profesión: Ah:, cf ~ Despacho: Q~ '° '1'5c. .{0 bL, Co 

2. ¿Considera usted que actualmente existe una efectiva participación de la víctima de 

delitos sexuales en el proceso penal, existe un respeto real por los derechos de las víctimas? 

Justifique su respuesta. 

3. ¿Considera usted que la víctima posee algún tipo de participación en la etapa de 

ejecución de sentencia? Justifique su respuesta. 

4. ¿Cree usted, que debería existir algún recurso formal al que la víctima tenga l:lcceso en 

etapa de ejecución de sentencia? Si su respuesta, es afirmativa, indique ele qué tipo. 

SI D NO 

5-Considcra que Ja víctima de delitos sexuales debería de tener participación en las 

audiencias o solicitudes que se hagan a favor de las sentencias de Delitos sexuales sobre 

posibles beneficios penitenciarios. Justifique su respuesta. 

S\ D NO 

Df 



1/niversiátu( de Costa Rica. Tesis para optar por e( graáo áe (ice11ciatura en 1Jerecfio: "La participación 
i(e (a víctima áe efe fitos sexua(es ár.trante la fase áe ejecución lÍe sentencia en e[ proceso pena( 

costarricense." 

6. Considera usted, que existe un verdadero resarcimiento a la víctima del delito al finalizar 

todas las etapas del proceso penal? Justifique su respuesta. 

7. Que cambios o propuestas realizaría usted, para propiciar una mayor participación de las 

víctimas en etapas de ejecución de sentencia, para lograr un efectivo resarcimiento del 

daño. 

_b¿:" °:!: ~--º-· --
-·---·-------------------· --------·------·~-·----- --------

Muchas Gracias por su colaboración! 

Df 



'!lniversiáaá áe Costa Rica. Tesis para optar por e{graáo áe úcenciatura en 'Derecfío: "La partíciJlacíón 
l{e fa ·víctima áe áeútos sexua{es cfurante {a fase áe ejecución áe sentencia en e{ proceso pena{ 

costarricense." 

1-Género: ~-
--------

Encuesta 

Profesión: ~bi001Juc::> 

2. ¿Considera usted que actualmente existe una efectiva participación de la víctima de 

delitos sexuales en el proceso penal, existe un respeto real por los derechos de las víctimas? 

Justifique su respuesta. 

SI D 

3. ¿Considera usted que la víctima posee algún tipo de participación en la etapa de 

ejecución de sentencia? Justifique su respuesta. 

SI D NO 

4. ¿Cree usted, que debería existir algún recurso fom1al al que la víctima tenga acceso en 

etapa de ejecución de sentencia? Si su respuesta, es afinnativa, indique de qué tipo. 

SI D NO 

5-Considcra que la víctima de delitos sexuales debería de tener participación en las 

audiencias o solicitudes que se hagan a farnr de las sentencias de Delitos sexuales sobre 

posibles beneficios penitenciarios. Justifique su respuesta. 

Sl ~.NO D 
Df 



'llniversiáaá áe Costa 'Rica. Tesis para optar por e( graáo áe úcenciatura en 'Derecho: "La participación 
áe (a víctima áe áelltos sexua(es áurante (a fase áe ejeci1ción áe sentencia en e{ proceso pena{ 

costarri.cense." 

6. Considera usted, que existe un verdadero resarcimiento a la víctima del delito al finalizar 

todas las etapas del proceso penal? Justifique su respuesta. 

SI D NO 

7. Que cambios o propuestas realizaría usted, para propiciar una mayor participación de las 

víctimas en etapas de ejecución de sentencia, para lograr un efectivo resarcimiento del 

daño. 

Muchas Gracias por su colaboración! 

Df 



Vníversúfaá áe Costa 'Rica. Tesis yara oytar yor e{ graáo áe ücencíatura en Verecno: "La _participación 
de {a víctima de de{ítos sexuafes durante {a Jase de ejecución de sentencia en e{ yroceso _pena{ 

costarricense." 

Encuesta. 

!-Género: f emerú nO 2-Profesión u Oficio: A rno ~ (-,Q,;{j 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI ff NO D 

Si su respuesta es afirmativa, indique por parte de quién: 

He) mvrl) fu~1x 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI [5 NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI ~ NO D 
Sí su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

Cateo 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



'Uníversiáaá áe Costa '.Rica. 'Tesis yara oytar yor e{ 9raáo áe {ícencíatura en Vereclio: "La yartícíyación 
áe (a víctima áe áetitos sexuaCes áurante (a fase áe iefecucíón áe sentencia en e{ yroceso yenaf 

costarricense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
. diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, sefiale el motivo. 

SI [B' NO D 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI [ff' NO 

9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

SI cglNO D 
1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

SI ~NO D 

VMA 



'Uníversi.áaá áe Costa 'Rica. 'Íesis yara oytar yor e{ graáo áe {ícencíatura en Verecfw: "r.a yartícípacíón 
áe (a víctima áe áeútos sexuafes ditrante {a fase áe ejecucúJn áe sentencía en e{ yroceso yenaf 

costarrícens e." 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo. 

SI D NO 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI D NO D 
13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI D NO 

\.. I 

I 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 



· 11níversíáaá de Costa 1{íca. 7' esís yara oytar yor e{ graáo áe {ícencíatura en Verecfw: "La yartícipacíón 
áe lá víctima áe áefitos sexuaCes áurante lá fase áe ejecucíán áe sentencia en e{ proceso yenaf 

costarricense." 

Encuesta. 

1-Género: f- e)'y){? n\n o 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI lt1 NO D 

Si su respuesta es afirmativa, indique por parte de quién: 

de Ub -\ ·() \XH ~:n-\ e de \o roo o ve . 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI IX1 NO D 
Si su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

$\ ±ox vnu\Ó 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



11niversídáá áe Costa 'Rica. T esís para optar por e{ eraáo áe Cícencíatura en Verecfw: "La participación 
áe Ca víctima áe áeCítos sexuaCes áurante Ca Jase áe ejecución áe sentencia en e{ proceso pena( 

costarricense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señale el motivo. 

SI ~NO D 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI 00 NO D 
9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

SI [XI NO D 
1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

SI 00 NO D 
w o se \e 6 \ o' ~o,. "f'b~'(\Ao 

VMA 



'Uníversiáaá áe Costa '.Ríca. 'Tesis para optar por e( graáo áe (ícencíatura en 'Derecho: "La partícíyacíón 
áe Ca víctima áe áeCítos sexuafes áurante Ca fase áe ejecución áe sentencia en e( proceso pena( 

costarrícense." 

1 hQ\>e~ rv~~ k c\~Y'0tmdc' . 1\e:vnpc> &sp.és __ 
de\ ~ec'no , Ó'.;1on\f a i ov~-\,9ac 'º n 01¿ebofon 

'f'N> ~ \ co-~ ~ \> ro tec e,\ ó'0 · 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo . 

SI . o~NO 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI D NO D 
13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI D NO 

l °' l°Y'Oc\1 e, je \C\ n \fu <;:,e s 'en \e. sen ) ~ t ec M 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 



'Uníversiáaá áe Costa 'Rica. Tesis yara oytar yor e{ eraáo áe {icencíatura en Verecfw: ''J:.a yartictyacíón 
áe {a victima áe áefi.tos sexua{es áurante {a fase áe ejecucíón áe sentencia en e{ yroceso yena{ 

costarricense." 

Encuesta. 

1-Género: femen\ no 2-Profesión u Oficio: {j m o e) e ( o -S ú 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI [if NO D 

Si su respuesta 

es~o-so 

es afirmativa, indique por 

( ca h':\ vf)vt' \ 
parte de quién: 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI ~NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI [2( NO D 
Si su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

5} 7ue1,e/la _ 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 

de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



'llniversúiaá áe Costa 'Rica. Tesís yara oytar yor e( graáo áe Cícencíatura en 'Dereclio: "La yartíciyacíón 
áe (a víctima áe áeCttos sexua{es áurante (a Jase áe ejecución áe sentencía en e{ _proceso _pena{ 

costarricense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señale el motivo. 

SI D NO 

o en arofJ nu 
en e <A en -fu . 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI ~o D 
9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

SI D NO 

1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

SI D NO 

e d j 111 arms 

VMA 



'Universiáaá áe Costa 'Rica. T esís yara oytar yor e( gradó áe Cicencíatura en Verecfw: "La yartícfpacíón 
áe ta víctima áe áeútos sexuales áurante ta fase áe t;ecucíón áe sentencia en e( yroceso yenaC 

costarricense." 

rl '. [ i o , 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo. 

SI 

fl)v~1{[( fo (e:Y\p'-d~,o~ 
D NO 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI D NO 

13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI ~NO D 

pror Sr n ú ao yc2 ele f., J t''f 
f' 5 Je t 1 Y o l/ I VU q Uh 

I 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 



Vníversúiiu[ áe Costa 'Ríca. 1' esís yara optar por e[ graáo áe {ícencíatura en 'Dereclio: "La yartícípacú>n 
áe ta víctíma áe áeútos sexua.Ces áurante ta fq.se áe ejecucú>n áe sentencía en e( proceso yena{ 

costarricense." 

Encuesta. 

1-Género: ferrcn\no 2-Profesión u Oficio: Ama de ra;pi 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI ~NO D 

Si su/{. respuesta 
f 'Padre 

es afirmativa, indique por parte de quién: 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI ~NO D 
Sí su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

ctcc.,\60 e·, v1 ) .. 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



'llníversíáaá áe Costa '.Rica. Tesis yara oytar yor e{ graáo áe {ícencíatura en Verecfw: "La yartícíyacwri 
áe {a víctima áe áeútos sexuaCes áurante {a fase áe <jecucúJn áe sentencia en e{ yroceso _pena{ 

costarricense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señale el motivo. 

SI ~NO D 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI ~NO D 
9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

p 

SI ~NO D 
1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

me 

VMA 



'llníversídáá áe Costa '.Rica. Tesis yara oytar yor e{ graáo áe Cícencíatura en 'Derecfw: "La yartícfpacíón 
áe {a víctima áe áeútos sexuaCes dü.rante (a fase áe ejecución áe sentencia en e{ yroceso yenaC 

costarricense." 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo. 

SI 

fll,'}':n Duow 
~NO D 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI D NO 

13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI ~NO D 

Muchas Gracias por su colaboración! ! 

VMA 



Vníversúúuí áe Costa '.Ríea. Tesís yara oytar yor e{ graáo áe {íeencíatura en Verecfio: "La yartíc!¡Jacíón 
áe (a víctima áe áe{itos sexuaCes áurante (a fase áe ejecución áe sentencía en e{ proceso yenaí 

costarricense." 

Encuesta. 

1-Género: 2-Profesión u Oficio: tAG61e Atoo dé> Co00 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI rtr NO D 

Sid su 
0

respuesta es 

_e . m, ~\00±10. 
afirmativa, indique por 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI @'NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI [?{NO D 
Si su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

a«ioó a· vi J. 

parte de quién: 

6. Conoce de la existencia ~e la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI o NO 

VMA 



1.lniversidaá áe Costa 'Rica. 'I'esís yara oytar yor e{ graáo áe {ícenciatura en Vereclio: ".e.a yartícipación 
áe {a víctima tfe áelitos sexuaCes áurante {a fase áe ejecución áe sentencia en e{ yroceso yena{ 

costarricense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
~iligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señale el motivo. 

SI [WNO D 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI (2¿('NO [] 

9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

/ 

SI [tJ' NO D 
10. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

rnt t1 (ron 

VMA 

SI 

eso 
[0' NO D 
1 ú Cofi e -ful' oc 



'Uníversídiuí de Costa 'Rica. Tesis yara oytar yor e{ grado de {icencíatura en Verecfw: "La yartícípacíón 
de lá víctima de deútos sexuafes durante lá fase de ejecución de sentencia en e{ _proceso yena{ 

costarricense." 

(O!-> e\ vesuliaJo 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo. 

le 
SI [(NO 

1 O- co nJe X"l cA 
D 
CO'ff)'(?Ol\-C\Y'{ll C\'\ 1o. 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI º(Z( NO D 
13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI ~NO D 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 



Vníversiáaá áe Costa 'Rica. Tesis yara oytar yor e{ graáo áe {ícencíatura en Vereclio: "La yartícípacíón 
áe {a víctima áe áeCztos sexuafes áurante (a fase áe ejecución áe sentencia en e{ proceso yena{ 

costarricense." 

Encuesta. 

1-Género: __ __._fi-+---- 2-Profesión u Oficio: _ _.t ...... ~6~+""-'· u~d ........... ic ...... 1 ..... Je-+-· ......,.__ 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI 0 NO D 

Si su respuesta es afirmativa, indique por parte de quién: 

Rvlru5-hv 
' 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

• 

SI NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI ~NO D 
si su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



1.lníversúíaá áe Costa '.Rica. Tesis yara oytar yor e{ graáo dé {ícencíatura en 'Derecno: "La partíc!Jlacíón 
áe tá víctíma áe áeCítos sexuales áurante tá fase áe ejecución áe sentencia en e{ proceso pena{ 

costarrícense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señale el motivo. 

SI ~NO D 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI D NO 

9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

SI D NO D '"º \o 

1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

SI D NO ~ 
e'"' f?) pe T[\ c\e\ Jvc O 'ld ¿e-\\De e\ 

VMA 



Vníversíáaá áe Costa 'Rica. 'Tesis yara oytar yor e{graáo áe {ícencíatura en Verecfio: "Layartícípacíón 
áe lá víctíma áe áeútos sexuafes áurante lá fase áe ejecución áe sentencía en e{ yroceso yena{ 

costarrícense." 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo. 

SI D NO D 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI D NO D 
13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI B NO D 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 



Uníversíáaá áe Costa 1Uca. Tesis yara oytar yor e[ graáo áe [ícencíatura en 'Derecfw: "La yartícípacíón 
áe [a víctima áe áe{ítos sexuafes áurante {a fase áe ejecución áe sentencia en e[ yroceso yen.a[ 

costarrícense." 

Encuesta . 

. -Género: Af a5t,,d/; 00 2-Profesión u Oficio: O pe r ~Y i o 

•. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
riolación, entre otros? 

SI 0 NO D 

Si su respuesta es afirmativa, indique por 

tf i ea dr@Í )=O • 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI 0 NO D 
5. Contó con el apoyo de un defensor particular? 

SI 0 NO D 
Si su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

lyJ e r tfl ~ , 

parte de quién: 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



11níversídáá áe Costa 'Rica. 'Tesís yara oytar yor e{ 9racÚJ áe {ícencíatura en Verecfw: "La yartíciyacíón 
áe (a victima áe áefítos sexuafes áurante fa fase áe ejecución áe sentencia en e{yroceso yena{ 

costarricense. 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señal~ el motivo. 

SI 0 NO D 

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI [KJ NO D 
9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

SI D NO 

1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

SI D NO 

/Lf Jen...,hn~ 

VMA 



'llníversíáaá áe Costa '.Rica. Tesis yara oytar yor e{ gradO áe {ícencíatura en Verecfio: "La yartícíJJacíón 
áe (a víctima áe áeútos sexuales áurante (a Jase áe ejecución áe sentencia en e{ ,proceso yenaC 

co~tarrícense." 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 
Si su respuesta es afirmativa indique por .. fayor de qué tipo. 

SI D NO 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI (KJ NO D 
13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

SI [¡] NO D 

S\J !; caeú -!e 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 



'llníversiáaá efe Costa '.Rica. Tesis yara oytar yor e{ graáo efe úcencíatura en 'D"ecfw: "La yartícipacíón 
efe {a víctima efe efe{ítos sexua{es efurante {a fase efe ejecución efe sentencia en e{ yroceso yena{ 

costarricense." 

Encuesta. 

1-Género: f e'Q'\.c.{),~ (\e 2-Profesión u Oficio: ducl:cw11e. 

3. Ha sido usted víctima de algún delito sexual, entiéndase por éste, abuso sexual, 
violación, entre otros? 

SI ~NO D 

Si su respuesta es afirmativa, indique por 

:ya.0'{a..-~"'- ""º 

4. Interpuso usted alguna denuncia penal? 

SI NO D 
5. Contó coh el apoyo de un defensor particular? 

SI tll NO D 
Si su respuesta es afirmativa, formuló éste acción civil y querella? 

parte de quién: 

6. Conoce de la existencia de la Oficina de Atención y Protección a la víctima del Delito y 
de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima? 

SI D NO 

VMA 



'llníversúíaá áe Costa '.Rica. Tesis yara oytar yor e( graáo áe (ícencíatura en 'Derecfw: "La yartíc!fJacíón 
áe (a víctima áe áetitos sexua(es di.trante (a fase áe ejecución áe sentencia en e( yroceso _penal 

costarricense." 

Si su respuesta es afirmativa, indique de qué manera se enteró de su existencia: 

7. Tiene o tuvo usted, una participación activa en el proceso, se le comunicó sobre cada 
diligencia que se practicaría? Si su respuesta es negativa, señale el motivo. 

SI D NO gi 

t>oc " \:Y\CJ d-<e \,\ e,u<::A.'a CA... e) C'Q.:'3.0 9ue i"'V'-

8. Ha finalizado ya su proceso? 

SI ~NO D 
9. Fue resuelto el proceso a su favor, es decir, mediante sentencia condenatoria? 

SI D NO 

1 O. En algún momento, se concretó lo correspondiente a la reparación del daño que se le 
causó, es decir, se le otorgó algún monto o atención por el daño psicológico y moral? Se 
afirmativa o negativa su respuesta, indique los motivos 

SI D NO gJ 
e¡ 1.Je (.l \ . <i ,.)-e do e V\ \ ~ 'o e f\Q. e( 

VMA 



'llníversiáaá áe Costa 1{íca. 'Tesís para optar por e{ 9raáo áe fícencíatura en Verecfw: "La participación 
áe [a víctima áe áefítos sexuafes áurante [a Jase áe ejecución áe sentencia en e{ proceso penal 

costarricense." 

11. Una vez condenado el imputado, recibió ésta alguna modificación en la pena impuesta? 

Si su respuesta es afirmativa indique por favor de qué tipo. 

SI D NO 

12. Se le notificó o comunicó sobre ésta situación? 

SI g] NO D 
13. Considera usted, que las víctimas deberían tener mayor participación con respecto a las 
modificaciones o cambios en la pena impuesta al sujeto condenado, de qué tipo? Justifique 
su respuesta. 

\ 1 <:· d O 'l ve ~vce_>e . 

Muchas Gracias por su colaboración!! 

VMA 
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